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A  mi  padre. 


INFORMES 


DEL  DIRECTOR  DEL  SEMINARIO  DE  DERECHO 
PÚBLICO  DE  LA  UNIVERSIDAD  DE  CHILE. 

Santiago,  15  de  Julio  de  1948. 
Inf.  N9  17 

Señor  Decano: 

Tengo  el  honor  de  informar  a  Ud.  sobre  la  Memoria  de  Prueba  que, 
para  optar  al  grado  de  licenciado  de  la  Facultad,  ha  presentado  don 
Fernando  González  Espejo,  titulada  "Cuatro  decenios  de  historia  ecle- 
siástica de  Chile.  Crónica  de  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  de 
1831  a  1871." 

En  un  comienzo  el  autor  pretendió  hacer  un  trabajo  que  contuviera 
todos  los  elementos  posibles  de  lo  que  en  forma  propia  se  llama  historia 
eclesiástica,  considerada  como  parte  integrante  o  conexa  de  la  historia  de 
nuestro  derecho  patrio.  Más  tarde,  por  dificultades  en  la  información, 
hubo  de  reducirse  al  campo  que  explica  el  subtítulo,  esto  es  a  hacer 
la  crónica  de  las  relaciones  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  durante  el  pe- 
ríodo de  la  República  Conservadora.  El  principal  tropiezo  con  que  se 
encontró  el  señor  González  para  la  consulta  de  las  fuentes  necesarias 
fué  la  inexplicable  negativa  a  permitírsele  el  acceso  al  archivo  del  Ar- 
zobispado de  Santiago,  actitud  que  contrasta  con  la  de  la  propia  Santa 
Sede  que  desde  hace  más  de  ochenta  años  ha  abierto  sus  archivos,  sin 
limitaciones,  a  investigadores  de  todas  partes,  muchos  de  los  cuales 
no  eran  siquiera  católicos. 

La  obra  en  informe  está  dividida  en  cuatro  partes  que  compren- 
dten,  respectivamente,  la  relación  de  los  sucesos  en  los  períodos  de 
Prieto,  Bulnes,  Miontt  y  Pérez.  Va  precedida  de  una  extensa  introduc- 
ción en  la  cual  dé  un  lado  se  aclaran  los  conceptos  de  las  institucio- 
nes bases,  en  torno  a  las  que  giraron  las  relaciones  de  la  Iglesia  y  el 
Estado:  patronato,  exequátur,  recursos  de  fuerza  y  de  otro  se  da  una 
suscinta  noticia  de  la  histotria  nacional  desde  tiempos  de  O'Higgins 
hasta  la  designación  de  Prieto. 

Las  fuentes  bibliográficas  impresas  fueron  utilizadas  en  forma  amplia 
y  minuciosa.  El  autor  demostró  un  espíritu  de  trabajo  notable  y  siguió 
en  la  medida  que  pudo  y  con  buena  voluntad,  cuanta  indicación,  co- 
rrección o  sugerencia  le  sometiera  el  suscrito. 

La  redacción  de  esta  crónica  es  un  aporte  valioso  a  nuestra  histo- 
riografía pues  las  noticias  que  en  ella  se  exponen  con  método  e  ila- 
ción, si  bien  en  su  mayor  parte  no  constituyen  novedad,  están  disper- 
sas en  muchos  impresos  y  no  es  fácil  hacerse  ideas  de  conjunto.  Para 
la  historia  de  nuestro  derecho  patrio  la  materia  tratada  tiene  un  gran 
interés  al  comprender  temas  como  el  patronato,  la  dictación  del  Código 
Civil,  la  preparación  de  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales,  las  relaciones 
diplomáticas  con  el  Vaticano,  etc.,  mirados  desde  un  ángulo  especial. 


Naturalmente  que  el  trabajo  del  señor  González  no  es  algo  defini- 
tivo, pues  queda  mtichísimo  por  hacer,  y  hasta  que  no  se  agote  el  ma- 
terial de  la  documentación  inédita  que  se  contiene  en  los  archivos  pú- 
blicos y  privados,  no  se  puede  pretender  realizar  una  exposición  de 
valor  permanente.  Esta  memoria,  sin  embargo,  da  una  base  sólida  pa- 
ra los  ahondamientos  de  la  investigación,  tan  necesarios  ya  que  la 
obra  nacional  en  historia  eclesiástica  es  mucho  menos  importante  de  lo 
que  debiera  serlo. 

A  pesar  de  ser  el  autor  un  católico  observante  y  vinculado  a  me- 
dios eclesiásticos,  se  ha  mantenido  en  general  en  un  plano  de  objetivi- 
dad y  de  justo  sentido  histórico,  sin  caer  en  el  peligroso  terreno  apo- 
logético. 

Para  los  efectos  reglamentarios  califico  esta  memoria  con  nota  de 
DISTINCION  y  autorizo  que  se  incluya  en  la  "Colección  de  Estudios 
y  Documentos  para  la  Historia  del  Derecho  Chileno",  que  se  publica 
bajo  el  patrocinio  y  dirección  del  Seminario  de  mi  cargo. 

Saludo  al  señor  Decano  con  mi  más  alta  consideración 

ALAMIRO  DE  AVILA  MARTEL, 

Director  Subrogante  del  Seminario 
de  Derecho  Público. 


AL  SEÑOR  DECANO 

DA  LA  H.  FACULTAD  DE  CIENCIAS  JURIDICAS  Y  SOCIALES. 


DEL  PROFESOR. 


Señor  Decano: 

Tengo  el  honor  de  cumplir  su  encargo  de  informar  la  Memoria  de 
Prueba  de  don  Fernando  González  Espejo,  titulada:  "CUATRO  DE- 
CENIOS DE  HISTORIA  ECLESIASTICA  DE  CHILE,  CRONICA  DE 
LAS  RELACIONES  ENTRE  LA  IGLESIA  Y  EL  ESTADO  (1831)- 
1871)". 

Después  de  dos  capítulos  preliminares  en  los  cuales  da  el  autor 
las  nociones  de  Patronato,  Recursos  de  Fueza  y  Exequátur  y  narra 
suscintamente  la  historia  patria  desde  la  batalla  de  Maipo  hasta  la  re- 
volución de  1830,  divide  su  trabajo  en  cuatro  partes,  que  correspon- 
den cada  una  a  un  decenio  de  crónica  concordada. 

La  Bibliografía  consultada  es  completa.  Y  aunque  el  autor  no  pre- 
tende descubrir  novedades,  tiene  el  mérito  de  exponer  en  forma  cla- 
ra y  sintética  la  crónica  de  las  relaciones  de  los  dos  Poderes  en  un 
período  interesante  del  desarrollo  político  y  religioso  del  país.  La  in- 
vestigación, aunque  modesta,  completa  y  honrada,  ha  permitido  al  au- 
tor señalar,  por  primera  vez,  la  historia  de  las  negociaciones  previas 
a  la  supresión  del  fuero  eclesiástico  y  a  la  ruptura  de  dicho  concorda- 
to especial  por  el  Gobierno  de  Chile,  dato  importante  en  esta  crónica 
y  que  la  generalidad  de  los  historiadores  ha  ignorado,  cuando  tratan 
de  los  Recursos  de  fuerzas  y  de  la  preparación  de  la  Ley  Orgánica  de 
Tribunales  de  1874. 

La  Crónica  del  señor  González  Espejo  está  hecha  con  buen  crite- 
rio seleccionador  de  los  datos  y  valorizador  de  los  hechos  y  opiniones, 
con  buen  caudal  de  nociones  jurídicas  canónicas. 

Estimo  acertado  que  el  Seminario  respectivo  haya  autorizado  el 
tema  de  esta  Memoria,  al  parecer  no  directamente  relacionado  con  el 
Derecho  Chileno.  Ya  que  los  juristas  y  legisladores  deben  conocer  el 
fondo  histórico  del  desarrollo  de  nuestras  instituciones  y  no  conten- 
tarse con  poder  repetir  el  articulado  de  los  Códigos. 

La  visión  del  pasado  que  da  el  señor  González  es  justa  y,  sobre 
todo,  sabe  mirar  los  hechos  pretéritos  con  la  suficiente  imaginación 
y  discernimiento,  para  no  criticarlos  con  criterio  moderno,  lo  que  es- 
capa a  muchos  historiadores. 

En  virtud  de  lo  cual  estimo  que  la  Memoria  en  informe  es  me- 
recedora de  DISTINCION. 

Saluda  atentamente  al  señor  Decano, 

CARLOS  HAMILTON  D. 

Profesor  Extraordinario  de  Historia 
del  Derecho. 


DEL  DIRECTOR  DEL  SEMINARIO  DE  DERECHO 
PÚBLICO.    UNIVERSIDAD  CATÓLICA. 


Una  rápida  revisión  del  índice  analítico  permite  apreciar  la  nutrida 
exposición  que  realiza  el  autor  de  todos  los  hechos  de  alguna  trascen- 
dencia que  jalonaron  las  relaciones  no  siempre  serenas  entre  la  Iglesia 
y  el  Estado  durante  el  período  de  los  decenios  presidenciales. 

Fué  en  verdad  una  lucha  llevada  con  tesón  por  ambos  lados  la  que 
se  trabó  en  dicha  época,  con  antecedentes  que  la  preparaban  e  inciden- 
cias que  la  siguieron  con  mayor  violencia,  y  en  la  cual  el  Estado  sostuvo 
sus  derechos  a  ejercer  una  tutela  que  creía  integrante  de  la  soberanía 
e  independencia  nacional,  y  que  la  Iglesia  por  su  parte  estimaba  intro- 
misión en  campo  reservado  exclusivamente  para  sí  por  las  leyes  natural, 
positiva  y  divina  y  usurpación  de  facultades  que  jamás  reconoció  a  la 
naciente  república. 

No  es  de  extrañar  que  los  gobernantes  celosos  de  defender  las  que 
creían  sus  prerrogativas,  en  tiempo  en  que  era  necesario  fortalecer  el 
sentimiento  de  autoridad  para  alejar  la  anarquía,  y  herederos  de  las  po- 
co claras  ideas  acerca  de  la  separación  de  los  órdenes  espiritual  y  tem- 
poral que  difundían  los  monarcas  españoles,  cedieron  difícilmente  al 
punto  de  vista  secular  de  la  Cátedra  de  Pedro  que  durante  milenios  sos- 
tiene incólume  las  libertades,  la  personalidad  y  las  prerrogativas  de  la 
Jerarquía  Sagrada. 

El  autor  se  ha  empapadio  del  hondo  interés  y  trascendencia  y  por 
eso  ha  tenido  la  paciencia  necesaria  para  hurgar  en  dilatadas  fuentes 
documentales,  seleccionadas  con  maduro  criterio,  los  planteamientos  di- 
rectos e  indirectos  de  esa  prolongada  tensión  de  poderes  y  para  dar  a  co- 
nocer los  resultados  de  su  investigación  en  un  relato  bien  conducido  y 
redactado  con  sencillez  y  propiedad. 

A  mi  juicio,  el  esfuerzo  del  señor  González  es  digno  de  encomio  y 
merece  su  Memoria  la  distinción. 

SANTIAGO,  Agosto  31  de  1948. 

ALEJANDRO  SILVA  Bi\SCUÑAN 

Director  del  Seminario  de  Derecho  Público 
de  la  Universidad  Católica  de  Chile. 


CUATRO  DECENIOS  DE  HISTORIA  ECLESIASTICA  DE  CHILE 


CRONICA  DE  LAS  RELACIONES  ENTRE  LA  IGLESIA 
Y  EL  ESTADO  DE  1831  A  1871 


PROLOGO 


Chile,  al  pasar  de  la  vida  de  colonia  pobre  y  atrasada  a  la  de  nación 
independiente  y  soberana,  se  encontró  frente  a  los  más  árduos  proible- 
mas  religiosos,  políticos,  sociales  y  económicos,  problemas  a  cual  de  to- 
dos más  complicado,  pero  todos  igualmente  nuevos  para  los  inexpertos 
políticos  llamados  a  resolverlos.  Al  estallar  la  revolución  de  la  indepen- 
dencia, el  problema  religioso  fué  el  que  más  preocupación  dió  a  los  go- 
bernantes después  del  militar  o  de  la  defensa  del  país. 

Las  Leyes  de  Indias  habían  asegurado  a  la  Iglesia  Católica  una  am- 
plia y  decidida  protección  de  las  autoridades;  pero  en  cambio,  habían  coar- 
tado su  independencia  con  múltiples  trabas  colocadas  por  las  autoridades 
a  medida  de  las  circunstancias,  particularmente  para  afianzar  su  poder 
y  mantener  así  la  unidad  política.  Este  regalismo  causó  males  irrepara- 
bles a  la  Iglesia,  siendo  un  factor  de  constante  perturbacióri  de  las  con- 
ciencias, y  por  ende,  de  la  tranquilidad  social. 

Los  Papas  habían  concedido  muchos  privilegios  a  los  reyes  españo- 
les, que  se  hicieron  extensivos  a  las  colonias  de  América;  pero  estas  con- 
cesiones dieron  margen  a  grandes  abusos.  Pronto  aparecieron  aduladores 
que  empezaron  a  escribir  a  favor  de  las  prerrogativas  reales,  de  tal  modo 
que  una  vasta  literatura  apoyó  las  pretensiones  reales.  La  unión  de  la 
Iglesia  y  el  Estado  era  tan  estrecha  en  el  régimen  de  la  administración 
española,  que  más  parecía  confusión  que  consorcio  de  poderes,  y  esto  su- 
cedía particularmente  en  América,  en  donde  imperaba  la  tradición  de  que 
la  conquista  del  Continente  se  había  hecho  y  se  mantenía  con  la  coopera- 
ción de  la  Iglesia. 

La  lucha  entre  esta  última  y  el  Estado  empezó  en  España  en  el  Si- 
glo XVIII  a  raíz  de  las  herejías,  los  asomos  cismáticos  y  la  corrupción  de 
las  costumbres,  habiéndose  acentuado  hacia  fines  del  mismo  siglo  por  la 
influencia  del  enciclopedismo.  La  Iglesia  fué  la  primera  en  reaccionar  con- 
tra la  confusión  de  los  dos  poderes,  situación  que  ella  misma  había  pro- 
vocado con  las  concesiones  hechas  a  los  reyes  para  premiar  servicios. 
De  aquí  se  siguió  una  larga  e  interesante  lucha,  que  tuvo  su  fin  en  el 
Concordato  de  1753,  del  que  haremos  mención  más  adelante. 
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Desde  que  la  revolución  de  1810  independizó  a  la  lejana  colonia  chi- 
lena, había  emancipado  también  a  la  Iglesia  chilena  de  la  autoridad  del 
rey  de  España.  En  esta  situación,  el  sistema  español  tenía  que  sufrir  ra- 
dicales alteraciones  en  lo  que  se  refería  a  las  relaciones  entre  los  dos  po- 
deres. Por  lo  menos  así  lo  entendieron  los  eclesiásticos  chilenos.  Lo  que 
en  España  se  había  arreglado  por  medio  de  un  Concordato,  no  podía  que- 
dar vigente  en  la  nueva  República.  "Siendo  el  patronato  y  ias  demás  con- 
cesiones pontificias,  la  base  de  las  relaciones  entre  el  Estado  y  la  Igle- 
sia durante  la  dominación  española,  era  claro  que  faltando  esa  base  debía 
recobrar  la  Iglesia  su  primitiva  independencia  y  que  sus  relaciones  con 
el  Estado  debían  reglarse  por  los  conceptos  generales  del  derecho  natu- 
ral y  divino,  a  menos  que  mediara  un  concordato  especial  con  la  Santa 
Sede.  Esto  era  lo  justo,  esto  era  lo  lógico,  y,  sin  embargo,  era  moralmen- 
te  imposible  que  sucediera  en  Chile"  (1). 

Por  su  parte,  los  nuevos  gobernantes,  no  podían  conciliar  esta  unión 
con  las  ideas  de  una  República  libre,  soberana  y  fuerte.  A  su  modo  de  ver 
las  cosas,  la  independencia  no  quedaría  asegurada  hasta  el  sometimiento 
completo  de  las  autoridades  eclesiásticas,  a  las  autoridades  civiles  y  a  las 
leyes  de  la  República.  Existía  en  Chile  la  idea  de  un  Gobierno  fuerte  sin 
interferencias  de  ninguna  especie.  Esto  es  lo  que  vemos  en  los  primeros 
gobernantes,  y  que  fué  llevado  a  la  práctica  por  Portales  y  Egaña,  grandes 
regalistas,  pero  antes  que  todo  grandes  "legalistas",  para  quienes  lo  úni- 
co esencial  era  un  gobierno  obedecido,  fuerte,  respetable  y  respetado,  eter- 
no, inmutable,  superior  a  los  partidos  y  a  los  principios  religiosos.  Por  eso, 
don  Isidoro  Errázuriz  dice  que  Portales  creó  "la  religión  del  Gobierno"  (2). 

A  esto  se  unía  la  idea  de  que  el  Gobierno  de  Chile  había  heredado  de 
España  las  regalías  en  las  mismas  condiciones  que  las  poseía  el  rey  de  Es- 
paña. Apoyaban  sus  pretensiones,  los  que  así  pensaban,  en  el  hecho  de 
que  la  revolución  no  había  variado  las  condiciones  jurídicas  existentes. 

La  pugna  entre  los  principios  regalistas  y  los  de  la  independencia  de 
la  Iglesia,  también  en  Chile  chocaron;  pero  de  un  modo  distinto  al  de  Es- 
paña. En  nuestro  país  no  hubo  ese  cúynulo  de  escritores,  cronistas,  aboga- 
dos, etc.,  que  tuvo  España  en  el  Siglo  XVIII,  \sn  que  "el  entusiasmo  por 
el  principio  regio  degeneró  en  servilismo,  se  confundió  el  abuso  con  el  derecho, 
y  católicos  muy  firmes  de  doctrina  dejaron  prevenidas  arinas  y  recursos 
que  habían  de  ser  de  terrible  efecto  en  manos  de  sucesores  suyos,  menos 
piadosos  y  bienintencionados"  (3). 

La  separación  de  los  poderes  en  la  nueva  República,  se  fué  propugnan- 
do por  medio  de  artículos  en  los  periódicos  y  de  acuerdo  con  las  necesidor 
des  del  país  y  bajo  la  influencia  de  las  doctrinas  filosóficas  del  Siglo  XVIII 
que  en  Chile  habían  conquistado  numerosos  adeptos.  El  "Contrato  Social" 
de  Rousseau  era  un  dogma  para  muchos  de  los  hombres  de  1810. 

El  espíritu  religioso  del  país,  fué  el  principal  obstáculo  para  que  las 
ideas  propagadas  por  la  Revolución  Francesa  no  prosperaran  en  la  gran 
masa-  del  pueblo  alcanzando  ellas  solo  a  unos  cuantos,  particularmente  de 
la  clase  media  y  de  la  clase  alta.  El  pueblo  conservó  ese  espíritu  de  abso- 
luta sumisión  a  lo  religioso,  apoyando  de  este  modo  a  la  clase  alta,  que  por 


(1)  Cox  y  Méndez,  Guillermo:  "La  Iglesia  y  el  Estado",  pág.  207. 

(2)  Cita  de  don  Alberto  Edwards  Vives  en  sü  obra  "La  Fronda  Aristocráti- 
ca", pág.  53. 

(3)  Menéndez  y  Pelayo,  Marcelino:  "Historia  de  los  heterodoxos  españoles", 
T.  III,  pág.  397. 
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hallarse  estrechamente  vincvXada  al  clero,  luchaba  junto  a  él  contra  las  pre- 
tensiones del  poder  civil. 

Lo  que  en  España  se  arregló  por  medio  de  un  Concordato,  en  Chile  fué 
un  proceso  evolutivo  que  comenzó  en  los  albores  de  la  independencia,  y 
terminó  solo  un  siglo  después,  no  con  un  Concordato,  sino  que  con  la  se- 
paración de  la  Iglesia  y  el  Estado.  Puede  decirse  que  los  regalistas  chile- 
nos nunca  persiguieron  los  fines  que  perseguían  los  españoles;  su  única 
mira  fué  el  asegurar  la  independencia  que  tantos  sacrificios  había  cos- 
tado. Y  este  temor  lo  inspiraba  la  actitud  hostil  de  algunos  prelados  chi- 
lenos hacia  la  causa  de  la  independencia.  A  nuestro  modo  de  entender, 
esta  fué  la  causa  próxima  de  la  lucha  entre  ambos  poderes.  "Entre  los  pre- 
lados chilenos  y  la  parte  más  distinguida  del  clero,  dominaban  ideas  con- 
trarias a  la  causa  de  la  revolución.  La  actitud  a  todas  luces  hostil  contra 
la  Iglesia  que  asumió  la  fracción  más  exaltada  de  los  revolucionarios,  vino 
a  hacer  creer  a  la  mayor  parte  del  clero  que  el  interés  de  la  Iglesia  era 
permanecer  adicta  al  antiguo  régimen"  (3). 

La  cau^a,  pues,  de  las  difíciles  circunstancias  en  que  la  Iglesia  chilena 
se  encontró  después  de  las  victorias  de  la  patria  nueva,  no  fué  únicamen- 
te el  antagonismo  que  los  más  radicales  de  los  patriotas  creían  ver  entre 
la  libertad  nacional  y  la  unidad  religiosa;  contribuyó  también  y  muy  prin- 
cipalmente a  traer  aquel  resultado,  la  actitud  resueltamente  militante  que 
en  defensa  de  sus  ideas  y  convicciones  realistas,  asumió  una  buena  parte 
del  clero.  Ambas  circunstancias,  la  hostilidad  de  algunos  pariólas  a  la  Igle- 
sia y  la  hostilidad  de  algunos  clérigos  a  la  revolución,  sirvieron  para  ha- 
cer más  sensible  el  antagonismo  que  muchos  imaginaban  existente  entre 
la  unidad  católica  y  la  independencia  chilena. 

Los  regalistas  chilenos  pretendieron  que  el  nuevo  Gobierno  había  he- 
redado de  España  su  sistema  religioso;  pero  esforzándose  en  quitarle  todo 
lo  que  pudiera  menoscabar  la  soberanía  de  la  nación.  "La  reseña  de  estos 
esfuerzos  —  dice  Ricardo  Donoso  —  constituye  uno  de  los  episodios  más 
apasionantes  de  la  historia  de  Chile"  (2).  En  el  transcurso  de  esta  lucha  se 
produjeron  hechos  históricos  que  influyeron  en  forma  decisiva  en  el  desa- 
rrollo religioso,  político,  social,  jurídico,  educacional  y  económico  del  país. 
De  aquí  emana  la  enorme  importancia  de  conocerlos.  Es  por  esto,  que  nos 
hemos  propuesto  hacer  una  crónica  de  estos  acontecimientos,  que  fueron 
el  fruto  del  legado  que  España  dejó  a  Chile  y  que  influyeron  en  forma 
trascendental  en  el  futuro  de  nuestro  país. 

Con  ello  queremos  aportar  nuestro  grano  de  arena  al  conocimiento  de 
la  historia  patria,  en  un  aspecto,  que  por  lo  general,  no  ha  sido  tratado  en 
Chile.  De  ahí  derivan  las  dificultades  con  que  hemos  tropezado  en  la  rea- 
lización de  nuestro  trabajo.  Hemos  consultado  varias  obras  capitales,  como: 
la  "Historia  Eclesiástica  de  Chile"  de  don  Carlos  Silva  Cotapos;  la  "Histo- 
ria de  Chile"  de  don  Diego  Barros  Arana,  quién  a  pesar  de  su  fanatismo 
anti-religioso,  ha  sido  la  mejor  fuente  histórica  que  hemos  tenido  a  la  vis- 
ta; las  "Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos";  "La  Revista  Católica";  etc. 
El  tema  de  por  sí,  tal  como  hubiéramos  deseado  desarrollarlo,  habría  sido 
para  escribir  varios  abultados  volúmenes;  pero  creemos  haber  sintetizado  en 
estas  páginas  los  principales  hechos  de  este  interesante  período,  a  fin  de  dar- 
los a  conocer  al  lector.  , 


(1)  Cox  y  Méndez,  Guillermo:  "Iglesia  y  Estado",  Discursos  parlamentarios, 
pág.  208. 

(2)  Donoso,  Ricardo:  "Las  ideas  políticas  en  Chile",  pág.  175. 
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INTRODUCCION 


t  l 

BREVE  NOTICIA  SOBRE  LAS  INSTITUCIONES  DEL  PATRONATO 
Y  EL  JURAMENTO  CIVIL,  EL  EXEQUATUR,  Y  LOS  RECURSOS 

DE  FUERZA 

En  el  curso  de  nuestro  trabajo  narraremos  hechos  político-eclesiás- 
ticos que  tuvieron  su  origen  en  tres  instituciones  que  el  espíritu  conser- 
vador de  la  colonia,  trasplantó  a  las  disposiciones  constitucionales  de  la 
nueya  República  chilena.  Ellas  fueron:  el  patronato,  con  su  agregado  del 
juramento  civil;  el  exequátur,  y  los  recursos  de  fuerza. 

Estas  tres  instituciones  fueron  el  origen  de  las  numerosas  dificulta- 
des surgidas  durante  los  períodos  presidenciales  llamados  "los  cuatro  de- 
cenios", y  que  culminaron  en  el  de  don  Manuel  Montt  con  la  "cuestión 
del  sacristán"  y  posteriormente  en  la  presidencia  de  don  Federico  Errá- 
zuriz  con  la  cuestión  del  gobierno  de  los  "electos".  Estos  hechos  tuvie- 
ron una  influencia  decisiva  en  el  desenvolvimiento  ideológico  del  país. 

Es  por  esto,  que  antes  de  empezar  nuestro  trabajo  trataremos  bre- 
vemente y  por  separado  cada  una  de  las  instituciones  nombradas. 

PATRONATO  (1) 

a)  Nociones  generales. 

Si  bien  el  concepto  del  patronato  en  Derecho  no  ofrece  dificultad, 
llegar  a  exponer  en  forma  clara  las  ideas  que  de  él  se  hacían  sus  partida- 
Tíos  y  contradictores,  no  es  tarea  fácil,  ya  que  son  variadas  las  defini- 
ciones y  conceptos  que  se  barajan  según  el  interés  de  los  expositores 
de  esta  institución  jurídica.  i 

Para  un  prelado  o  gobernante  colonial,  era  todo  el  sistema  político- 
religioso  de  los  reyes  españoles,  con  que  se  quería  mantener  la  unidad 
de  la  fe  y  la  lealtad  al  monarca;  para  Menéndez  y.  Pelayo  no  es  sino 
"una  guerra  hipócrita,  solapada  y  mañera  contra  los  derechos,  inmuni- 
dades y  propiedades  de  la  Iglesia...  y  la  herejía  administrativa  más  añ- 


il) Al  tratar  de  dar  una  noción  sobre  el  patronato,  que  dada  la  índole  de 
nuestro  trabajo,  sólo  podremos  hacerlo  de  una  manera  general,  hemos 
tenido  a  la  vista  la  excelente  Memoria  de  don  Domingo  Santa  Cruz 
Wilson,  procurando  aquí  sólo  sintetizar  lo  que  más  importa  para  nues- 
tra narración  y  así  comprender  mejor  el  desarrollo  de  los  hechos 
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tipática  y  odiosa  de  todas"  (1);  para  don  Mariano  Egaña  era  un  derecho 
Utilísimo  del  Estado,  "el  más  precioso  de  los  derechos  de  una  nación  so- 
berana", o  como  lo  llama  en  su  mensaje  de  19  de  Junio  de  1832,  "los  de- 
rechos de  la  soberanía  misma  (2);  para  don  Benjamín  Vicuña  Macken- 
na  era  también  "la  soberanía  misma"  (3);  para  otros,  sin  embargo,  no 
es  sino  una  "fabricación  destinada  a  oprimir  al  Estado",  como  dijo  don 
Isidoro  Errázuriz  en  su  famoso  discurso  sobre  separación  de  la  Iglesia 
y  el  Estado  (4).  .  .  ' 

Sea  cual  fuere  la  opinión  mejor,  nosotros  solo  daremos  la  noción 
que  se  tenía  en  la  época  de  la  Independencia,  heredada  por  los  regalistas 
chilenos  y  recogida  por  don  Mariano  Egaña  en  la  Constitución  de  1833, 
■donde  se  consignan  las  ideas  que  imperaban  entonces  sobre  el  patrona- 
to, y  que  son  las  que  interesan,  como  ya  dijimos,  a  nuestra  posterior  na- 
rración. / 

Primitivamente,  el  patronato  fué  una  institución  de  carácter  exclu- 
sivamente eclesiástico,  pero  que  después  se  le  sacó  de  su  propia  esfera, 
que  es  el  derecho  eclesiástico,  y  se  la  hizo  aparecer  como  privilegio 
propio  de  las  autoridades  civiles.  Su  verdadero  origen,  a  nuestro  jui- 
cio, está  en  el  premio  que  la  Iglesia  otorgaba  a  los  que  la  favorecían,  y 
en  especial,  a  los  que  fundaban  beneficios  eclesiásticos  (5).  Al  mismo 
tiempo  otorgaba  tales  concesiones  para  "garantir  los  derechos  de  la 
misma  Iglesia  porque  el  Patronato  es  una  institución  creada  para  dar 
mayor  fuerza  a  la  protección  del  catolicismo,  a  su  expansión  entre  los 
pueblos"  (6).  La  denominación  de  patrono,  se  aplicaba  en  la  legisla- 
ción española,  al  protector  de  una  Iglesia. 

En  sí  mismo,  podríá  definirse  el  patronato  como  "el  derecho  de 
presentar  la  persona  que  desea  el  patrono  que  ocupé  el  beneficio  va- 
cante" (7).  Según  el  Derecho  Canónico  es  "la  suma  de  los  privilegios 
oon  ciertas  cargas  que,  por  concesión  de  la  Iglesia  competen  a  los  fun- 
dadores católicos  de  una  Iglesia,  capilla,  beneficio,  o  también  a  sus 
sucesores"  (8). 

Constitucionalmente  hablando,  el  patronato  tiene  dos  acepciones: 
una  canónica  y  otra  regalista,  de  las  que  nacieron  dos  teorías  sobre 
su  naturaleza:  la  una  precisa  y  claramente  consignada  en  los  cañones 
de  la  Iglesia,  y.  la  otra  vaga  y  desconocida  que  fué  evolucionando  a 
medida  que  los  soberanos  fueron  aumentando  sus  pretensiones  rega- 
listas, lo  que  llevó  a  Monseñor  Larraín  Gandarillas  a  definirlo  como 
"una  teoría  vaga,  un  sistema  elástico  que  sirve  para  darlo  todo  al  Esta- 


(1)  Cita  que  don  Roberto  Peragallo  hace  de  Menéndez  y  Pelayo  en  su 
obra  "Iglesia  y  Estado",  pág.  71. 

(2)  Santa  Cruz  Wilson,  Domingo:  "El  'derecho  de  Patronato  de  la  Repú- 
blica de  Chile  ante  el  criterio  moderno",  pág.  10. 

(3)  Vicuña  Makenna,  Benjamín:  "Miscelánea",  T.  III,  pág.  168. 

(4)  Errázuriz,  Isidoro  "La  Iglesia  y  el  Estado".  Discursos  pronunciados  en 
en  el  Congreso,  pág.  117. 

(5)  Llámase  beneficio  eclesiástico  "el  ente  jurídico  constituido  o  erigido 
a  perpetuidad  por  competente  autoridad  eclesiástica,  que  consta  de 
oficio  sagrado  y  del  derecho  de  percibir  los  réditos  de  la  dote  anexa  al 
oficio".  (Código  de  Derecho  Canónico.  Cánon  1409). 

(6)  Peragallo,  Roberto:  "Iglesia  y  Estado",  pág.  73. 

(7)  Donoso,  Justo:  "Instituciones  de  Derecho  Canónico  Americano".  T. 
II,  pág.  315. 

(8)  Código  de  Derecho  Canónico.  Cánon  1448. 


18 


do  y  despojar  por  completo  a  la  Iglesia  en  los  conflictos  de  jurisdic- 
ción" (1). 

Respecto  del  titular,  el  patronato  podía  ser  tanto  de  un  particular 
como  de  un  gobernante,  por  lo  que  ha  dado  en  llamarse  público  o  pri- 
vado, según  que  fuera  éste  un  simple  particular  o  un  gobernante  ca- 
tólico; pero  ambos  se  regían  por  iguales  normas. 

Según  los  cánones  de  la  Iglesia,  el  derecho  de  patronato  se  gana  por 
títulos  ordinarios  o  extraordinarios.  Títulos  ordinarios  son  la  fundación 
o  dotación  del  beneficio  y  la  construcción  de  la  Iglesia  patronal;  títu- 
los extraordinarios,  la  concesión  de  la  Santa  Sede  y  la  prescripción  in- 
memorial. Estos  son  los  únicos  títulos  por  los  cuales,  según  el  derecho 
canónico  puede  adquirirse  el  patronato;  cualquier  otro  título  que  se  in- 
voque, es  de  origen  regalista. 

b)  El  Patronato  en  España. 

Dividiremos  la  historia  del  patronato  en  España  en  dos  períodos  se- 
parados por  el  reinado  de  los  Reyes  Católicos. 

En  el  primer  período  el  patronato  aparece  sobre  ciertas  y  determi- 
nadas Iglesias,  conquistadas  o  fundadas  por  los  reyes  y  otorgado  por  un 
¿jrivilegjio  Ppntificio.  En  1095,  el  Papa  Urbano  II  lo  otorgó  al  rey  de 
Aragón  Pedro  I,  y  a  los  proceres  de  su  reino,  sobre  las  iglesias  de  Jos 
pueblos  tomados  a  los  sarracenos,  y  sobre  las  que  contruyesen  a  sus 
expensas,  exceptuadas  las  sillas  episcopales.  Uno  de  los  sucesores  de  Pe- 
dro I,  Pedro  el  Católico,  enfeudo  el  reino  en  manos  de  Inocencio  III, 
junto  con  el  patronato.  Sin  embargo,  sus  sucesores  no  reconocieron  esta 
renuncia  y  siguieron  ejerciendo  el  patronato,  sin  que  la  Santa  Sede  se 
opusiera. 

Con  la  expansión  de  la  corona  aragonesa,  este  privilegio  se  fué  ex- 
tendiendo a  Navarra,  Cataluña,  las  Baleares,  Valencia  y  al  reino  de  Gra- 
nada, este  último  conquistado  por  los  reyes  católicos.  Este  privilegio 
no  solo  se  limitaba  a  ciertas  Iglesias,  sino  también  abarcaba  las  rentas 
de  las  Iglesias  conquistadas  y  no  llevaba  consigo  el  derecho  de  presen- 
tación. 

Los  reyes  de  Castilla  gestionaron  igual  prilegio,  aunque  no  consta 
que  se  les  concediera  en  esia  época.  Algunos  creen  encontrar  el  real  pa- 
tronato en  al  Ley  18,  tit.  V,  de  la  1^  Partida  que  dice;  "E  esta  mayo- 
ría é  honra  han  ios  Reyes  de  España,  por  tres  razones:  la  primera,  por- 
que ganaron  la  tierra  de  los  moros,  é  ficieron  las  mezquitas  eglesias,  é 
echaron  de  y  el  nome  de  Mahoma,  é  metieron  y  el  nome  de  Nuestro 
Señor  Jesucristo;  la  segunda,  porque  las  fundaron  de  nuevo  en  legares 
de  nunca  las  ovo;  la  tercera,  porque  las  dotaron,  é  demás  les  ficieron  mu- 
cho bien".  Pero  estos  honores  y  distinciones  no  tenían  por  objeto  la  pre- 
sentación de  beneficios,  sirio  las  demás  prerrogativas  del  patronato,  que 
son  independientes  de  la  más  principal,  que  es  la  presentación. 

El  monumento  más  antiguo  sobre  la  materia  en  Castilla,  es  el  privi- 
legio otorgado  por  Urbano  V  a  Pedro  I,  consistente  en  que  se  contaría 
con  el  beneplácito  regio  para  la  provisión  de  obispados.  Claro  está,  que 


(1)  Nota  al  Ministro  del  Culto,  14  de  Septiembre  de  1878.  (Notas  Oficiales 
relativas  al  nombramiento  de  Vicario  Capitular,  pág.  120). 
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los  reyes  españolés  tuvieron  desde  un  principio  el  patronato  que  según 
el  Derecho  común  les  correspondía  como  a  cualquier  particular,  en  las 
iglesias,  exceptuadas  las  catedrales,  y  en  los  beneficios  que  construye- 
ron, fundaron  o  dotaron  de  su  real  patrimonio. 

El  segundo  período  comienza  con  el  advenimiento  de  los  Reyes  ca- 
tólicos, quienes  comenzaron  por  procurar  el  remedio  de  los 
abusos  introducidos  en  España  y  los  originados  de  la  relajación  del 
clero,  y  del  cisma  que  había  perturbado  a  la  Iglesia  no  sólo  en  España 
sino  en  casi  todos  los  países  de  Europa  (1).  Con  este  fin,  interpusieron 
su  autoridad  en  la  provisión  de  prebendas  y  dignidades,  recobraron  al 
patronato  particular  que  les  correspondía  en  muchas  iglesias,  dieron 
leyes  para  impedir  que  obtuviesen  los  beneficios  personas  indignas,  5' 
valiéndose  de  obispos  como  Mendoza  y  Cisneros,.  les  encargaron  la  re- 
forma del  clero.  (2).  Y  conquistado  el  Nuevo  Mundo,  empezaron  a  con- 
vertirlo a  la  Religión  Católica,  erigiendo  y  dotando  en  él  numerosas 
iglesias  y  monasterios. 

En  atención  a  estos  señalados  servicios,  en  1501,  Alejandro  VI 
por  la  bula  "Eximiae  devotionis  sinceritas",  concedió  a  los  Reyes  Ca- 
tólicos las  décimas  de  dichas  Iglesias  en  la  parte  que  sobrase  después  de 
cubrir  las  necesidades  del  culto.  Años  más  tarde,  Julio  II  por  la  bula 
"Universalis  Ecclesiae",  les  concedió  un  verdadero  derecho  de  patrona- 
to y  de  presentación,  de  carácter  universal  para  todas  las  iglesias  y  bene- 
ficios, mayores  y  menores,  en  los  territorios  de  las  Indias,  que  pasó  3 
llamarse  el  "Patronato  real  de  Indias",  y.  que  consta  en  las  leyes  del 
Tít.  VI,  Lib.  I  de  la  Recopilación  de  Indias.  La  citada  bula  de  28  de 
Julio  de  1508  en  que  se  otorgó  a  los  reyes  de  España  el  patronato  de  las 
iglesias  que  habían  fundado  y  de  las  que  se  edificaran  en  América,  fué 
dada  por  el  Pontífice  Julio  II  después  de  constantes  súplicas  de  los  re- 
yes. "Nos,  atentos,  dice,  a  las  necesidades  de  las  Isla  y  citado  reinos, 
cuyos  monarcas  fueron  siempre  devotos  a  la  Silla  Apostólica  y  fieles  a 
su  decoro,  a  su  honor  y  a  su  seguridad,  hemos  determinado  ceder  a  las 
repetidas  instancias  que  sobre  este  asunto  han  hecho  y  siguen  hacien- 
do ante  Nos,  los  citados  Fernando  rey  y  Juana  reina,  y  previa  una  lar- 
ga y  madura  deliberación  tenida  con  nuestros  hermanos  los  Cardenales 
de  la  Santa  Iglesia,  venimos  en  acordar  a  los  citados  reyes,. ..etc." 

La  legislación  de  Indias  funda  al  patronato  en  esta  concesión  de  la 
Santa  Sede:  "Por  cuanto  el  derecho  de  patronazgo  eclesiástico  nos  per- 
tenece en  todo  el  estado  de  las  Indias  así  por  haberse  descubierto  y  ad- 
quirido aquel  Nuevo  Mundo,  edificado  y  dotado  en  él  las  Iglesias  y  mo- 
nasterios a  nuestra  costa  y  de  los  señores  Reyes  Católicos  nuestros  an- 
tecesores, como  por  habérsenos  concedido  por  bulas  de  los  Sumos  Pon- 
tífices de  su  proprio  motu,  para  su  conservación  y  de  la  justicia  que  a  él 
tenemos".  (3). 


(1)  Este  fué  el  cisma  de  Occidente,  en  el  que  los  españoles  tuvieron  bas- 
tante participación,  sobre  todo  por  el  apoyo  que  prestaron  a  Clemente 
VII  y  luego  a  Benedicto  XIII  que  era  español.  El  cisma  empezó  con 
Clemente  VII  en  1378  y  terminó  con  el  Concilio  de  Costanza  en  1417 
con  la  elección  de  Martín  V.  (Llorca  Bernardino:  "Manuel  de  Histo- 
ria Eclesiástica",  págs.  467  a  489). 

(2)  Llorca,  Bernardino:  "Manual  de  Historia  Eclesiástica",  pág.  489. 

(3)  Recopilación  de  leyes  de  los  Reinos  de  las  Indias,  Libro  V.,  Tít.  VI. 
Ley  5. 


20 


¿Qué  era  entonces,  el  patronato  en  España?  La  ley  1^,  tít.  XVI,  de 
la  part.  I,  lo  define  como  "El  derecho  o  poder  que  ganan  en  la  Iglesia, 
por  bienes  que  le  hacen,  los  que  son  patronos  de  ella,  y  este  derecho 
lo  obtiene  el  hombre  por  tres  cosas:  La  una  por  el  suelo  que  da  a  la 
iglesia  en  que  se  construye;  la  segunda  porque  la  construye;  la  tercera 
por  la  dote  que  le  asigna,  de  la  cual  vivan  los  clérigos  que  la  sirvieren. 
Otrosí  pertenecen  al  patrón  tres  cosas  de  su  derecho  por  razón  del  patro- 
nato: la. una  es  honra,  la  otra  es  pró,  la  tercera  cuidado  y  trabajo  que 
debe  tener..." 

Pero  como  este  derecho  se  ejercía  sobre  cosa  espiritual,  no  corres- 
pondía, naturalmente,  a  los  soberanos  temporales  como  derecho  nati- 
vo, sino  por  especial  concesión  de  la  autoridad  espiritual.  Así  lo  decía 
la  Ley  XV,  tít.  XV,  de  la  part.  I:  "Sufre  la  santa  Iglesia  y  consiente  que 
los  legos  tengan  algún  poder  en  algunas  cosas  espirituales,  como  en  po- 
der presentar  clérigos  para  las  iglesias,  que  es  cosa  espiritual,  o  alle- 
gada con  espiritual,  y  esto  lo  hizo  por  hacerles  gracia  y  merced." 

Los  sucesores  de  los  Reyes  Católicos,  sin  embargo,  ampliaron  esta 
concesión  y  Carlos  I,  de  la  cosa  de  Austria,  obtuvo  del  Papa  Adriano 
VI  el  privilegio  de  proponer  todos  los  obispos  de  la  nación.  Poco  a  poco, 
sin  ya  solicitar  la  venia  de  la  Santa  Sede,  los  reyes  españoles  hicieron 
que  el  "real  patronazgo"  no  se  limitara  sólo  a  la  presentación  para  los 
beneficios  eclesiásticos,  sino  que  lo  ampliaron  interviniendo  en  los  asun- 
tos propios  del  clero,  como  era:  dictar  normas  disciplinarias,  someter  a 
censura  las  comunicaciones  del  Papa  con  las  diócesis  españolas,  etc. 

Esto  llevó  a  que  la  Santa  Sede  reaccionara  contra  estos  privilegios 
y  abusos,  tratando  de  llegar  a  un  entendimiento  con  España.  En  1753 
se  firmó  un  Concordato,  en  que  se  le  reconoció  a  España  el  Real  patro- 
nato sobre  los  beneficios  mayores  y  menores,  y  sobre  los  residenciales 
y  simples  en  el  reinó  de  Granada  y  en  las  Indias.  Después,  por  privilegio 
apostólico,  se  otorga  en  lo  sucesivo,  no  el  patronato,  sino  el  derecho  de 
presentación  o  nominación,  para  todos  los  demás  beneficios,  excepto  en  52 
que  se  reservó  Su  Santidad  y  en  los  de  patronato  particular.  Este  era 
el  derecho  vigente,  en  cuanto  al  patronato  se  refiere,  al  tiempo  de  la 
emancipación. 


c)  El  Patronato  a  la  época  de  la  independencia. 

Ante  todo  cabe  advertir  que  las  ideas  regalistas  imperantes  en 
Chile  y  heredadas  de  los  reyes  de  España  y  llevadas  a  un  regalismo' 
aún  mayor  que  en  la  península,  no  provenían  de  una  hostilidad  y  des- 
precio de  la  rehgión  y  de  la  autoridad  pontificia,  sino  de  la  confusión 
religioso-política  de  la  colonia,  que  unida  a  la  manera  como  se  efectuó 
nuestra  emancipación,  impidieron  toda  reforma  en  los  asuntos  religio- 
sos. Producida  la  revolución  con  caracteres  exclusivamente  políticos, 
quedó  subsistiendo  la  religión  como  la  entendían  en  España  y  en  la  Co- 
lonia, que  exigía  a  cada  paso  la  intervención  y  ayuda  del  poder  civil. 

Esta  confusión  existía  no  sólo  en  el  punto  de  vista  de  los  detento- 
res  del  poder  civil,  sino  también  entre  los  eclesiásticos.  Así,  con  ocasión 
de  la  muerte  del  obispo  MIartínez  Aldunate  en  1811,  el  Cabildo  Ecle- 
siástico de  Santiago  remitió  un  oficio  a  la  junta  gubernativa  para  que 
resolviera  ciertas  dificultades  surgidas  por  una  reclamación  entablada 
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por  Rodríguez  Zorrilla  (1).  Fray  José  María  Torres,  prior  de  los  pre- 
dicadores, denunció  al  Congreso  en  su  sesión  de  12  de  Octubre  de  1811, 
irregularidades  dentro  de  los  conventos,  por  lo  que  aquél  acordó  pasar 
una  orden  para  que  se  le  informara  sobre  tal  asunto  (2). 

Instalada  la  Junta  de  1810,  dictó  un  Reglamento  señalando  sus 
atribuciones  y  declarando  que  su  investidura  sería  la  de  los  capitanes 
generales,  es  decir,  que  el  vice-patronato  que  correspondía  a  éstos  por 
las  reales  cédulas,  la  ejercería  la  junta  con  iguales  atribuciones.  Lo 
mismo  hacía  el  proyecto  de  Constitución  de  1811  de  don  Juan  Egaña  y 
el  Reglamento  del  14  de  Agosto  del  mismo  año  en  que  el  vice-patronato 
lo  entregaba  al  Congreso  en  su  art.  29. 

'El  "Reglamento  Constitucional"  de  1812,  promulgado  a  nombre  de 
Fernando  VII,  establecía  en  su  art.  5?  que:  "Ningún  decreto,  providen- 
cia u  orden  que  emane  de  cualquiera  autoridad  o  tribunales  de  fuera 
del  territorio  de  Chile,  tendrá  efecto  alguno,  y  los  que  intentaren  darle 
valor  serán  castigados  como  reos  del  Estado". 

El  primero  en  establecer  oficialmente  el  "real  Patronazgo"  en  Chi- 
le, entre  las  instituciones  del  naciente  Estado,  fué  don  Bernardo 
O'Higgins  el  13  de  Noviembre  de  1817,  por  un  decreto  que  decía  así: 
"El  Director  Supremo  de  Chile:  Discreto  provisor  y  gobernador  del  obis- 
pado, o  Venerable  Déan  y  Cabildo  sede-vacante  de  la  misma  Iglesia, 
sabed:  "que  habiéndose  separado  los  pueblos  que  mando,  de  la  domina- 
ción de  la  Metrópoli  española,  se  ha  resumido  en  mi  persona  en  virtud 
de  la  suprema  autoridad  que  ejerzo,  el  Real  Patronato,  en  uso  de  cuyas 
facultades  era  concedido  a  los  Reyes  de  España  por  derecho  y  por  Bu- 
las Apostólicas,  la  presentación  de  todas  las  deignidades,  canongías  y 
beneficios  eclesiásticos  de  ellas  y  de  las  demás  del  Reino,  respecto  de  lo 
que,  y  atendiendo  a  la  suficiencia,  adhesión  a  la  causa  de  América  y  de- 
más buenas  cualidades  que  reúne  el  doctor  don  Julián  Navarro,  Rector 
del  Colegio-Seminario  de  la  capital  de  Santiago,  he  resuelto  presentarle 
para  la  conongía  de  Gracia  vacante  por  muerte  de  don  Juan  Pablo  Frete, 
etc....,  dado  en  el  Cuartel  Directorial  a  13  de  Noviembre  de  1817. — Ber- 
nardo O'Higgins. — Gregorio  Echagüe,  Secretario."  (3). 

Durante  el  gobierno  de  O'Higgins  se  dictaron  dos  constituciones, 
la  de  1818  y  la  de  1822,  y  en  ambas  se  estableció  el  derecho  de  patrona- 
to para  el  Director  Supremo.  En  las  postrimerías  de  su  Gobierno,  envió 
a  don  José  Ignacio  Cienfuegos  a  Roma,  cuya  misión  principal  era  con- 
seguir el  reconocimiento  del  derecho  de  patronato  para  el  Director  Su- 
premo que  de  hecho  ya  lo  poseía.  En  las  instrucciones  que  dió  el  Go- 
bierno a  Cienfuegos,  se  pedía  a  la  Santa  Sede  en  el  art.  79,  "declarar 
o  conceder  que  las  regalías  del  patronato  de  las  Indias,  concedido  por 
Julio  II  a  los  reyes  de  España  para  la  presentación  de  los  arzobispos, 
obispos,  canongías,  beneficios,  corados,  etc.,  residen  o  lo  deban  ejercer 
el  Supremo  Director  o  Jefe  de  la  nación  chilena,  en  todo  el  territorio 
de  su  comprensión  y  lo  deben  ejercer  conforme  a  su  Constitución  y 


(1)  Silva  Cotapos,  Carlos:  "José  S.  Rodríguez  Zorrilla",  pág.  76. 

(2)  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos,  T.  I.,  pág.  135. 

(3)  Belmar,  Francisco:  "Carta  demostrativa  del  patronato  canónico  de  la 
República  de  Chile",  pág.  19. 
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en  toda  la  extensión  de  facultades  como  lo  ejercían  los  reyes  de  España" 
(1).  Más  adelante  veremos  el  fracaso  de  esta  gestión. 

Por  ley  de  19  de  Octubre  de  1831  se  creó  la  Gran  Convención,  que 
apenas  instalada  nombró  una  comisión  de  siete  individuos  con  el  fin 
de  que  prepararan  un  proyecto  de  reforma  de  la  constitución  de 
1828.  En  esta  comisión  predominaron  las  ideas  regalistas  de  dos  indivi- 
duos: don  Mariano  Egaña  y  don  Manuel  José  Gandarillas.  Fueron  ela- 
borados dos  proyectos:  uno  por  la  comisión  y  otro  de  Egaña  que  pasó 
a  llamarse  el  "voto  particular  de  Egaña",  que  se  discutieron  en  la 
Gran  Convención  Constituyente. 

Insistiremos  aquí  en  lo  que  dijimos  respecto  a  que  las  ideas  regalis- 
tas que  predominaron  en  los  convencionales,  eran  el  fruto  de  ideas  he- 
redadas de  España  tal  como  se  habían  heredado  el  idioma,  las  costum,- 
bres,  etc.;  y  no  de  hostilidad  y  desprecio  de  la  Religión  y  de  la  autori- 
dad pontificia.  "Los  miembros  de  la  Gran  Convención,  siendo  fervien- 
tes católicos,  hombres  muchos  de  ellos  que  se  habrían  dejado  matar  por 
un  artículo  del  Credo,  no  pudieron  dejar  de  consignar  en  un  proyecto 
de  Constitución  el  establecimiento  del  patronato,  porque  reinaba  en  las 
colonias  americanas  tal  ignorancia  religiosa,  y  se  hallaban  de  tal  modo 
confundidas  las  nociones  más  elementales  del  derecho  civil  y  canónico, 
que  por  más  adelantadas  que  fueran  en  su  época  las  ideas  de  los  redacto- 
res de  la  Constitución,  les  era  imposible  concebir  un  Estado  católico,  sin 
ese  patronato  inventado  por  las  leyes  coloniales,  que  se  creía  necesario 
tanto  para  el  mantenimiento  del  orden  público,  como  para  la  salvació.n 
de  las  almas."  (2).  1 

Promulgada  la  Constitución  el  25  de  Mayo  de  1833,  se  pensó  en  so- 
licitar el  reconocimiento  del  derecho  de  patronato  que  según  los  consti- 
tuyentes era  necesaria  consecuencia  de  la  soberanía  nacional.  Con  este 
objeto  se  dieron  instrucciones  a  Rosales  el  16  de  Abril  de  1838,  y  se  dejó 
constancia  de  lo  mismo  al  conceder  el  pase  a  las  bulas  del  arzobispo  Val- 
divieso el  28  de  Abril  de  1848. 

Las  disposiciones  constitucionales  que  consagraron  el  Patronato,  son 
las  siguientes: 

"ART.  73:  Son  atribuciones  especiales  del  Presidente: 

N9  8.  Presentar  para  los  Arzobispados,  Obispados,  dignidades  y  pre- 
bendas de  las  Iglesias  Catedrales  a  propuesta  en  terna  del  Consejo  de 
Estado.  La  persona  en  quien  recayere  la  elección  del  presidente  para 
Arzobispo  u  obispo,  debe  además  obtener  la  aprobación  del  Senado. 

N9  13.  Ejercer  las  atribuciones  del  patronato  respecto  de  las  igle- 
sias, beneficios  y  personas  eclesiásticas,  con  arreglo  a  las  leyes." 

"ART.  30.  Son  atribuciones  de  la  Cámara  de  Senadores: 

N9  3.  Aprobar  las  personas  que  el  Presidente  de  la  República  pre- 
sentare para  los  Arzobispados  y  Obispados." 


(1)  Montaner  B.  Ricardo:  "Historia  diplomática  de  la  independencia  de 
Chile",  pág.  212.  En  la  página  anterior  tiene  el  señor  Montaner  una 
frase  que  confirma  nuestra  idea  de  que  el  Gobierno  no  poseía  el  patro- 
nato de  derecho  sino  de  hecho,  al  decir:  "Como  estos  poderes,  (los  del 
patronato),  los  estaba  ejerciendo  de  facto  el  Gobierno  de  Chile,  con 
las  obligaciones  y  deberes  que  llevaban  consigo  respecto  de  la  Igle- 
sia,... etc." 

(2)  Santa  Cruz  W.,  Domingo:  "El  derecho  de  patronato  de  la  República 
de  Chile  ante  el  criterio  moderno",  pág.  26. 
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"ART.  95.  Son  atribuciones  del  Consejo  de  Estado: 

"N9  3.  Proponer  en  terna  para  los  Arzobispados,  Obispados  digni- 
dades y  prebendas  de  las  iglesias  catedrales  de  la  República." 

N*?  4.  Conocer  en  todas  las  materias  de  patronato  y  protección  que 
se  redujeren  a  contenciosas,  oyendo  el  dictámen  del  tribunal  superior 
de  justicia  que  señale  la  ley." 

No  nos  corresponde  ver  si  el  patronato  establecido  en  la  Constitu- 
ción del  33  era  o  nó  jurídico,  si  lo  había  heredado  o  nó  de  España,  o  si 
es  o  nó  una  consecuencia  de  la  soberanía  del  Estado.  Solo  importa  co- 
nocer la  situación  que  se  produjo  cuando  el  Gobierno  quiso  aplicar  las 
disposiciones  constitucionales  y  la  resistencia  que  encontró  en  las  au- 
toridades eclesiásticas,  causa  de  los  hechos  que  narraremos  más  adelan- 
te. Podemos  eso  sí  decir  con  el  señor  Santa  Cruz,  que  se  originó  "un 
antagonismo  perpétuo  entre  la  Iglesia  chilena,  que  veía  en  el  Estado 
un  invasor  de  sus  derechos,  y  el  poder  civil,  que  en  la  obligación  de 
cumplir  los  preceptos  constitucionales  cree  que  la  oposición  de  las  au- 
toridades eclesiásticas,  se  debe  a  un  deliberado  propósito  de  hostilizar 
al  Gobierno  de  la  República." 

"Ambos  están  en  la  razón;  sólo  la  Constitución  Política  con  sus  ab- 
surdas disposiciones  se  encarga  de  fomentar  la  discordia  entre  los  dos 
poderes  eclesiásticos  y  secular,  en  una  forma  que,  si  no  fuera  por  la 
cordura  que  ha  demostrado  el  pueblo  chileno,  que  detesta  las  luchas 
religiosas,  así  como  hemos  tenido  una  decena  de  conflictos,  podríamos 
haber  contado  con  un  centenar"  (1). 

EL  JURAMENTO  CIVIL. 

Para  terminar  esta  breve  noción  e  historia  del  patronato,  diremos 
algo  referente  al  juramento  civil,  instituido  para  salvaguardarlo,  y  así 
prevenir  las  protestas  del  episcopado  chileno  en  contra  de  las  regalías 
que  contenía  la  Constitución  del  33. 

Después  de  la  independencia,  se  entendió  que  en  Chile  se  segui- 
rían las  leyes  españolas,  especialmente  en  los  asuntos  eclesiásticos.  Una 
de  las  leyes  que  continuó  en  vigencia,  fué  la  Ley  tít.  79,  L.  I.  de  la 
Recopilación  de  Indias,  que  disponía  que  los  Obispos  juraran  no  ofen- 
der el  patronato  y  regalías  del  Estado.  Cumplieron  de  este  modo  esta 
disposición  los  señores  Cienfuegos,  Elizondo  y  Vicuña,  "agregando  la 
cláusula  de  no  dar  cumplimiento  a  ninguna  bula,  rescripto  o  resolución 
pontificia,  de  cualquier  clase,  sin  que  antes  hubiese  obtenido  el  exequá- 
tur de  la  autoridad  competente,  conforme  a  lo  prevenido  por  las  leyes. 
Como  se  ve,  el  juramento  era  únicamente  destinado  a  proteger  el  patro- 
nato y  para  nada  se  mencionaba  la  Constitución  Política"  (2). 

Esta  útlima,  en  efecto,  nada  decía  respecto  a  si  estaban  o  nó  obli- 
gados los  Obispos  a  hacer  este  juramento,  ya  que  el  Art.  154  de  la  Cons- 
titución que  se  invocaba,  disponía  que  "Todo  funcionario  público  debe, 
al  tomar  posesión  de  su  destino,  prestar  juramento  de  guardar  la  Cons- 
titución." Y  creemos  que  los  Obispos,  aún  cuando  ejerzan  funciones  pú- 


(1)  Santa  Cruz  W.,  Domingo:  "El  derecho  de  patronato  de  la  República  de 
Chile  ante  el  criterio  moderno",  pág.  25. 

(2)  Santa  Cruz  W.,  Domingo:  "El  derecho  de  patronato  de  la  República  de 
Chile  ante  el  criterio  moderno",  pág.  125. 
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blicas,  no  son  funcionarios  públicos,  cosa  muy  distinta,  ya  que  este  úl- 
timo concepto  lleva  envuelta  la  idea  de  remuneración,  nombramiento  y 
remoción  del  Estado,  cosa  que  no  sucede  con  los  Obispos  que  son  nom- 
brados por  el  Papa. 

Agregaremos  solamente,  que  el  juramento  que  se  exigía  a  los  Obis- 
pos no  tenía  ni  siquiera  origen  constitucional,  como  el  patronato,  sino 
que  provenía  de  la  legislación  colonial  en  la  que  estaba  destinado  a  so- 
meter a  los  Obispos  al  patronato  del  Rey  de  España,  carácter  con  que 
fué  aplicado  en  los  primeros  tiempos  de  la  República,  dándosele  muchos 
años  después  de  dictada  la  Constitución  del  33,  una  justificación  cons- 
titucional. 

EXEQUATUR,  PLACET  O  PASE. 

a)  Generalidades. 

El  exequátur  (ejecútese  o  cúmplase  gubernativo),  tuvo  su  origen  en 
la  época  del  cisma  de  Occidente  cuando  el  Papa  Urbano  VI  concedió  a 
los  Obispos  que  lo  reconocían  por  tal,  el  derecho  de  verificar  la  autentici- 
dad de  las  Bulas  que  llegaban  a  sus  manos.  Sin  embargo,  terminado  el 
cisma,  el  Papa  Martín  V  elegido  como  único  verdadero,  desaprobó  el  pla- 
cet  introducido  durante  ese  tiempo;  porque  también  algunos  soberanos, 
inspirados  en  el  mismo- propósito  de  autenticidad,  habían  hecho  lo  mismo 
que  los  Obispos.  Pero  ya  los  poderes  seculares  "habían  hecho  del  pla- 
cet  o  exequátur  un  derecho  precioso,  que  había  de  protegerlos  en  con- 
tra del  avance  del  poder  papal"  (1). 

Según  los  documentos  en  que  se  concedía  este  derecho,  él  se  refería 
solamente  a  las  bulas  sobre  indulgencias,  con  el  fin  de  cerciorarse  úni- 
camente de  su  autenticidad  o  falsificación,  y  no  se  decía  ni  una  pala- 
bra sobre  las  demás  letras  y  breves  pontificios;  se  trataba  del  exámen 
para  evitar  fraudes  y  falsedades,  debiendo  hacerse  por  personas  que  se 
especifica,  entre  las  que  no  se  nombra,  ni  aún  de  referencia,  a  los 
reyes. 

b)  El  exequátur  en  España. 

El  exequátur,  que  en  su  origen  fué  llamado  "pase  real",  consistía  en 
el  privilegio  que  tenían  los  reyes  de  España  de  que  las  bulas  e  indulgen- 
cias apostólicas  no  se  publicasen  en  España  antes  de  ser  examinadas 
por  el  Ordinario  de  la  Diócesis,  donde  se  hubieren  de  publicar,  "y  por  el 
Nuncio  apostólico  y  por  el  capellán  mayor  de  los  reyes  y  por  uno  o  dos 
prelados  de  su  Consejo,  por  ellos  para  esto  deputados"  (2). 

Fué  un  privilegio  concedido  por  el  Papa  Alejandro  VI  a  los  Reyes 
Católicos,  por  bula  de  26  de  Junio  de  1493,  a  petición  de  los  mismo& 
Reyes,  quientes  llevados  de  su  fervor  católico,  quisieron  garantizar 
,Ia  autenticidad  de  los  documentos  pontificios  antes  de  publicarlos;  porque 
también  en  aquella  época  en  España  circulaban  letras  apostólicas  fal- 
sificadas sobre  indulgencias,  con  grave  perjuicio  para  los  fieles.  Felipe 


(1)  Santa  Cruz  W.,  Domingo,  obra  citada,  pág.  119. 

(2)  Real  Cédula  del  22  de  Junio  de  1497,  que  forma  la  nota  de  la  Ley  2^, 
tít.  3P,  L.  II.  de  la  Novísima  Recopilación. 
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II  en  una  pragmática  de  20  de  Noviembre  de  1569,  declara  que  "siendo 
(las  bulas  y  gracias)  verdaderamente  concedidas  y  no  renovadas,  cons- 
tando de  ellas  auténticamente,  y  habiéndose  guardado  la  dicjia  forma, 
se  podrán  publicar".  (1).  , 

Como  ya  dijimos,  esta  revisión  la  debían  hacer,  no  el  rey,  ni  su 
Consejo,  sino  los  prelados,  entre  ellos  el  Nuncio.  De  ahí  que  en  un 
principio  no  fué  un  verdadero  exequátur  o  pase,  sino  una  simple  ve- 
rificación de  autenticidad,  lo  que  ahora  llamaríamos  "legalización". 

Sin  embargo,  ya  a  fines  del  Siglo  XVI,  se  ve  a  las  Chancillerías 
y  audiencias  ordenando  retenciones  de  bulas  y  dando  o  negando  el  pase 
de  éstas  (2),  lo  que  después  se  reservó  no  a  los  prelados,  sino  al  Conse- 
jo de  Castilla,  por  Carta  Acordada  del  5  de  Julio  de  1709.  Fernando  VI 
concedió  otra  vez  a  las  Chancillerías  y  Audiencias  la  retención  de  bu- 
las, exceptuadas  las  más  importantes  cuyo  exámen  y  retención  fué  re- 
servado al  Consejo  por  resolución  de  22  de  Octubre  de  1751. 

El  pase  o  exequátur,  se  mostró  ya  como  tal  en  el  reinado  de  Carlos 
III,  quién  prohibió  toda  publicación  y  ejecución  de  disposiciones  pon- 
tificias sin  previo  exámen  y  sin  obtener  el  pase,  regulándose  detallada- 
mente su  ejercicio  por  las  pragmáticas  del  28  de  Abril  de  1762  y  17  de 
Junio  de  1768.  Púsose  en  práctica  la  nueva  prohibición,  contra  el  Bre- 
ve de  30  de  Enero  de  1768  y  contra  la  Buló  "In  Coena  Domini"  en 
1788  (3).  Aún  por  resolución  del  11  de  Septiembre  y  R.  O.  del  30  ü|e 
Noviembre  de  1778  (ley  12),  se  llegó  a  crear  una  agencia  especial  pa.a 
pedir  dispensas,  indultos  y  otras  gracias  a  Roma,  prohibiéndose  hacer- 
lo directamente. 

c)  El  exequátur  en  Chile. 

Las  leyes  de  Indias  lo  establecieron  en  las  leyes  1^,  2?,  3^,  8^  y 
9^  del  tít.  IX  del  L.  I,  .prohibiendo  que  tuviesen  ningún  efecto  en  Amé- 
rica las  bulas,  breves  y  rescriptos  pontificios,  sin  que  hubiesen  sido 
aprobados  por  el  poder  civil,  y  disponiendo  que  nadie  pudiese  dirigirse 
a  Roma  para  impetrar  gracia  o  dispensa,  sin  el  permiso  del  Real  Con- 
sejo que  aprobaba  las  leyes  de  la  Iglesia.  Decía  la  ley  1?^:  "Ordenamos 
y  mandamos  al  presidente  y  los  de  nuestro  Consejo  Real  de  las  Indias, 
que  hagan  guardar,  cumplir  y  ejecutar  todas  las  letras,  bulas  y  breves 
apostólicos  que  se  despacharen  por  nuestro  muy  Santo  Padre  sobre  ne- 
gocios y  materias  eclesiásticas  en  conformidad  de  lo  dispuesto  por  los 
sagrados  Cánones  si  no  fuere  en  derogación  o  perjuicio  de  nuestro  real 
patronazgo,  privilegios  y  concesiones  apostólicas  que  los  señores  reyes 
nuestros  progenitores,  y  Nos  tenemos  de  la  Santa  Sede,  y  nos  pertene- 
cen por  derecho  y  costumbre,  y  suspendan  la  ejecución  de  las  letras, 
bulas  y  breves  que  en  contravención  de  estos  y  nuestra  real  preeminen- 
cia y  patronazgo  se  despacharen...  etc." 

El  exequátur  apareció  en  Chile  en  sus  primeras  constituciones.  El 
Reglamento  de  la  Autoridad  Ejecutiva  de  1811,  nada  decía  sobre  él. 


(1)  Ley  5*,  tít.  III,  L.  XI  de  la  Novísima  Recopilación. 

(2)  Real  Cédula  del  9  de  Abril  de  1588. 

(3)  La  Bula  "In  Coena  Domini",  era  un  conjunto  de  censuras  decretadas 
por  los  Concilios,  que  los  Papas  acostumbraban  publicar  el  Jueves 
Santo,  y  que  fueron  reunidas  por  Pío  V  en  la  bula  que  lleva  este 
nombre. 
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Pero  la  Constitución  de  27  de  Octubre  de  1812,  en  su  Art.  5<?,  estable- 
cía: "Ningún  decreto,  providencia  u  orden  que  emane  de  cualquiera  au- 
toridad o  tribunales  de  fuera  del  territorio  de  Chile,  tendrá  efecto  al- 
guno; y  los  que  intentaren  darle  valor  serán  castigados  como  reos  del 
Estado." 

Ya  en  la  Patria  Nueva,  al  dictarse  la  Constitución  de  1822,  el  exe- 
quátur se  establecía  en  forma  clara  y  precisa  en  el  Art.  98  al  hablar  de 
las  facultades  y  límites  del  Poder  Ejecutivo.  "Concederá  el  pase  —  de- 
cía —  retendrá  los  decretos  conciliares  y  bulas  pontificias,  obrando  de 
acuerdo  con  el  Poder  Legislativo,  si  fueren  disposiciones  generales  o 
de  asuntos  gubernativos;  y  si  de  negocios  de  justicia  o  contenciosos, 
los  pasará  al  tribunal  de  justicia". 

La  Constitución  del  29  de  Diciembre  de  1823,  entregaba  el  cono- 
cimiento del  pase,  al  Diretcor  Supremo.  "Son  facultades  exclusivas  del 
Director  Supremo: 

16. — Retener  o  conceder  el  "pase"  a  las  bulas  y  ordenanzas  eclesiás- 
ticas, con  acuerdo  de  su  Consejo  de  Estado  y  sanción  del  SenSdo,  sien- 
do disposiciones  gubernativas;  y  con  acuerdo  de  la  Suprema  Corte  de 
Justicia,  si  se  versan  sobre  materias  contenciosas". 

Lo  mismo  hacía  la  Constitución  de  1828  en  su  Art.  83:  "Son  atri- 
buciones del  Poder  Ejecutivo: 

7a — "Iniciar  y  concluir  tratados  de  paz,  amistad,  alianza,  comer- 
cio y  cualesquier  otros,  necesitando  para  la  ratificación  la  aprobación 
del  Congreso.  Celebrar,  en  la  misma  forma,  concordatos  con  la  Silla 
Apostólica,  y  retener  o  conceder  pase  a  sus  bulas  y  diplomas". 

:'  El  exequátur  se  estableció  en  la  Constitución  del  33  como  una  copia 
de  la  legislación  española,  en  el  Art.  82: 

"Son  atribuciones  especiales  del  Presidente: 

14?'.— Conceder  el  pase  o  retener  los  decretos  conciliares,  bulas  pon- 
tificias, breves  y  rescriptos  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado;  pero 
si  contuviesen  disposiciones  generales,  sólo  podrá  concederse  el  pase  o 
retenerse  por  medio  de  una  ley".  Esta  diposición  quiso  reforzarse  más 
tarde  en  el  Art.  118  del  Proyecto  de  Código  Penal,  castigando  su  desco- 
nocimiento (1).  I 

Sin  embargo,  no  se  ha  encontrado  ninguna  ley  de  la  República  que 
haya  dado  el  pase  a  una  ley  eclesiástica.  Todas  las  constituciones,  en- 
cíclicas y  bulas  doctrinales  se  publicaron  sin  intevención  del  poder  civil. 
Con  este  artículo  constitucional,  más  que  todo  se  quiso  impedir  toda 
ofensa  a  las  regalías  del  Estado  proveniente  de  las  autoridades  religio- 
sas que  residían  fuera  del  territorio  nacional.  Sin  embargo,  en  Chile  el 
exequátur  "no  ha  tenido  un  carácter  tan  abiertamente  contrario  al  ca- 
tolicismo como  lo  proclaman  los  regalistas  y  puede  decirse  en  términos 
generales  que  se  ha  usado  de  él  casi  exclusivamente  como  un  medio  de 
protestar  contra  el  desconocimiento  sistemático  que  la  Santa  Sede  ha 
hecho  del  patronato  chileno"  (2).  El  señor  Peragallo  en  su  obra  "Igle- 
sia y  Estado"  corrobora  esta  afirmación,  diciendo  que,  "Un  criterio 
más  justo  acerca  de  lo  que  es  la  libertad  o  independencia,  por  una 
parte,  y  por  otra,  de  lo  que  es  la  autoridad  que  a  la  Iglesia  compete 


(1)  Este  artículo  no  fué  aprobado  por  el  Congreso. 

(2)  Santa  Cruz  W.,  Domingo:  "El  derecho  de  patronato  de  la  República 
de  Chile  ante  el  criterio  moderno",  pág.  120. 
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respecto  de  los  fieles,  ha  hecho  que  la  presentación  al  "placet"  sólo 
se  haya  practicado  en  Chile  respecto  de  las  bulas  o  breves  de  institu- 
ción de  obispos,  a  los  permisos  dados  a  algunos  regulares  para  secula- 
rizar y  a  otros  decretos  relacionados  de  un  modo  bien  directo  con  la 
vida  civil.  El  "placet"  nunca  se  ha  referido  a  las  disposiciones  de  carác- 
ter dogmático  o  moral.  Así  lo  han  entendido  los  gobiernos,  que  jamás 
han  intentado  seriamente  hacerlo  extensivo  a  estas  materias"  (1). 

RECURSOS  DE  FUERZA. 

Los  recursos  de  fuerza  o  "apelación  por  abuso",  consisten  "en  el 
privilegio  que  se  atribuye  el  poder  civil  de  recibir  legítimamente  las 
apelaciones  contra  sentencias  de  un  tribunal  eclesiástico"  (2).  Otra  de- 
finición que  podemos  dar  es  la  siguiente:  La  facultad  de  recurrir  an- 
te los  tribunales  civiles  cuando  los  eclesiásticos  infringían  la  ley  pro- 
cesal o  denegaban  un  recurso  procedente. 

Según  el  Diccionario  de  Ciencias  Eclesiásticas,  estos  recursos  "no 
son  antiguos  en  la  historia  procesal  de  España,  ni  tampoco  de  origen 
español.  Los  casos  que  se  aducen  como  comprobantes  para  darles  ma- 
yor antigüedad,  son  más  bien  recursos  de  protección  que  de  fuerza. 
Cuentan  éstos  de  existencia  en  España  poco  más  de  300  años;  y  las 
doctrinas  que  en  esta  materia  rigen,  son  más  bien  galicanas  que  es- 
pañolas, y  las  tomaron  nuestros  prácticos  del  Siglo  XVH  de  los  escri- 
tores franceses"  (3). 

Las  antigüas  leyes  españolas  no  tratan  propiamente  de  este  re- 
curso, ya  que  hablan  solo  de  casos  de  protección  y  de  negar  las  ape- 
laciones. La  ley  1^  del  tít.  II,  L.  II  de.  la  Novísima  Recopilación,  que 
es  de  don  Juan  I,  dada  en  las  Cortes  de  Segovia*,  habla  de  injurias,  vio- 
lencias y  fuerzas,  y  por  lo  tanto  de  casos  de  protección.  La  ley  si- 
guiente, que  es  de  Carlos  I  y  doña  Juana,  en  '1525,  solo  se  refiere  al 
caso  de  negar  la  apelación,  y  principia  diciendo:  "Por  cuanto  así  de 
derecho  común,  como  por  costumbre  inmemorial,  nos  pertenece  alzar 
las  fuerzas  que  los  jueces  eclesiásticos  y  otras  personas  hacen  en  las 
causas  que  conocen,  no  otorgando  las  apelaciones  que  de  ellos  legíti- 
mamente son  interpuestas,  etc...." 

En  los  libros  I  y  II  de  las  leyes  de  Indias  se  trata  de  los  recursos 
de  fuerza.  Decían  las  Leyes  9  y  10  del  tít.  X,  L.  I.:  "Rogamos  y  encar- 
gamos a  los  arzobispos  y  obispos  de  nuestras  Indias  y  a  los  cabildos  sede- 
vacantes  de  las  iglesias  de  ellas,  y  a  cualquier  jueces  eclesiásticos,  que 
cumplan  los  autos  y  provisiones  que  nuestras  audiencias  reales  dieren 
y  proveyeren,  en  que  se  manden  alzar  las  fuerzas  y  absolver  de  las  cen- 
suras que  los  prelados,  cabildos  o  jueces  hicieren  y  pusieren,  sin  répli- 
ca alguna,  y  sin  dar  lugar  a  que  se  use  de  rigor.  Y  mandamos  a  nues- 
tras audiencias  que  tengan  siempre  cuidado  de  proveer  y  guardar  jus- 
ticia, sin  exceder  de  lo  que  se  debiera  hacer,  }•  de  lo  que  acerca  de  esto 
está  dispuesto  por  los  sagrados  cánones  y  leyes  de  estos  reinos  de  Cas- 
tilla y  costumbres  guardada  y  observada  en  ellos". 

"Ordenamos  y  mandamos  que  en  las  causas  eclesiásticas  que  pasa- 


(1)  Peragallo,  Roberto:  "Iglesia  y  Estado",  pág.  100. 

(2)  Hamilton,  Carlos:  "Derecho  Canónico",  pág.  102. 

(3)  Diccionario  de  Ciencias  Eclesiásticas,  T.  IX,  pág.  62. 
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ren  en  las  Indias  ante  los  arzobispos,  obispos  o  sus  vicarios,  u  otros 
jueces  eclesiásticos,  de  negocios  y  casos  que  se  ofrezcan,  tocantes  a 
nuestra  jurisdicción  real,  y  de  otros  cualquiera  en  que  procedieren 
contra  los  gobernadores,  alcaldes  ordinarios  u  otros  ministros  de  justi- 
cia por  excomuniones  si  se  apelare  de  ellos,  y  por  no  haber  otorgado 
la  apelación  se  protestare  nuestro  real  auxilio  de  la  fuerza,  los  nota- 
rios de  los  juzgados  de  los  prelados  o  jueces  eclesiásticos,  siendo  por 
esta  nuestra  ley  i'equeridos  luego  sin  dilación,  escusa  ni  impedimento 
alguno  dentro  de  seis  días  primeros  siguientes,  hagan  sacar  y  saquen 
un  traslado  autorizando  en  pública  forma  y  manera  que  haga  fé  de 
todos  los  autos  que  ante  ellos  pasaren  por  excomuniones  y  censuras 
contra  cualesquier  persona  de  cualquier  calidad  y  condición  que  sean 
que  hayan  interpuesto  la  dicha  apelación  y  protestación,  y  con  persona 
de  recaudo  y  confianza  le  envíen  a  la  audiencia  real  del  distrito,  para 
que  en  ella  visto,  se  provea  sobre  el  artículo  de  la  fuerza  lo  que  con- 
venga, etc...."  >  , 

En  el  Libro  II,  tít.  XV,  leyes  134,  135  y  136  de  la  Recopilación  de 
Indias,  se  daba  a  las  Audiencias  facultad  para  conocer  de  los  recursos 
de  fuerza.  Las  damos  a  continuación  por  creer  necesario  su  conocimiento, 
para  comprender  mejor  el  origen  de  los  recursos  de  fuerza  en  las  ins- 
tituciones chilenas,  que  en  los  primeros  años  de  la  independencia  de- 
jaron subsistente  el  sistema  judicial  de  la  colonia  establecido  en  las 
Leyes  Indias. 

LEY  134. — "Ordenamos  y  mandamos  a  nuestras  reales  Audiencias 
de  las  Indias  que  no  conozcan  por  vía  de  fuerza  de  jueces  eclesiásti- 
cos en  más  casos  de  los  que  conforme  a  las  leyes  y  ordenanzas  de  nues^ 
tros  reinos  de  Castilla  pueden  y  deben  conocer  y  se  practican  en  nues- 
tras Chancillerías  de  Valladolid  y  Granada". 

LEY  135. — "En  las  causas  que  se  llevaren  a  las  audiencias  por  vía 
de  fuerza  solamente  declaren  si  los  jueces  eclesiásticos  hacen  fuerza  o 
no  la  hacen;  y  gi  conforme  a  derecho  les  tocare  el  conocimiento  de  otra 
cosa,  sea  por  proceso  aparte". 

LEY  136. — "Los  presidentes  y  oidores  envíen  a  las  provincias  y 
ciudades  de  sus  distritos  la  provisión  ordinaria,  para  que  los 'obispos, 
o  sus  vicarios  en  los  negocios  eclesiásticos  que  ante  ellos  se  trataren,  de 
que  se  apelare,  y  se  protestare  el  real  auxilio  de  la  fuerza,  otorgu-en 
las  apelaciones  y  repongan  y  absuelvan  llanamente,  o  a  reincidencia 
por  tiempo  de  seis  meses,  menos  lo  que  pareciere,  según  la  distancia 
y  los  obispos  y  jueces  eclesiásticos  envíen  los  procesos  a  las  áudiencias  de 
sus  distritos,  para  que  en  este  tiempo  se  puedan  llevar  y  determinar,  y  vol- 
ver la  determinación". 

La  primera  Constitución  chilena  que  se  refirió  a  los  recursos  de 
fuerza,  fué  la  del  23  de  Octubre  de  1818,  en  su  capítulo  III,  Art.  16, 
al  hablar  de  la  Cámara  de  Apelaciones,  diciendo  que  ésta  "Conocerá 
en  los  recursos  de  fuerza  como  lo  hacen  las  Audiencias,  y  despachará 
los  votos  consultivos  del  Gobierno". 

La  Constitución  de  1822,  al  crear  el  "Supremo  Tribunal  de  Justi- 
cia", le  daba  entre  otras  atribuciones,  en  el  Art.  16,  N9  7,  la  de  cono- 
cer "En  los  recursos  de  fuerza  y  protección".  La  Constitución  de  1823, 
que  dio  al  Supremo  Tribunal  de  Justicia  el  nombre  que  actualmente 
posee  de  "Corte  Suprema",  decía  en  su  Art.  146:  "Sus  atribuciones 
son: 
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8^. — Conocer  en  los  recursos  de  fuerza  en  toda  la  jurisdicción  de 
la  Corte  de  Apelaciones  de  la  capital".  i 

Por  ley  de  10  de  Enero  de  1825  se  derogó  la  Constitución  de  1823, 
dictándose  otra  al  día  siguiente  que  ordenaba  "se  observe  el  orden  ac- 
tualmente existente". 

La  Constitución  de  1828,  en  su  Art.  96  decía:  "Son  atribuciones  de 
la  Corte  Suprema:  *  •  ' 

9^. — Conocer,  de  los  demás  recursos  de  que  actualmente  conoce, 
en  el  entretanto  se  reforma  el  sistema  de  la  administración  de  justi- 
cia". 

Pero,  la  Constitución  de  1833,  no  dijo  nada  sobre  los  recursos  de 
fuerza.  En  su  Art.  114  se  estableció  que  "Una  ley  especial  determina- 
rá la  organización  y  atribuciones  de  todos  los  tribunales  que  fueren  ne- 
cesarios para  la  pronta  y  cumplida  administración  de  justicia  en  todo 
el  territorio  de  la  República".  Pero  entre  las  disposiciones  transitorias, 
en  el  Art.  2*?  decía  que  "para  hacer  efectiva  esta  Constitución,  se  dic- 
tarán con  preferencia  las  leyes  siguientes: 

3^. — La  de  organización  de  tribunales  y  administración  de  justi- 
cia". 

Y  en  el  Art.  39  transitorio  decía:  "Interin  no  se  dicte  la  ley  de 
organización  de  tribunales  y  juzgados,  subsistirá  el  actual  orden  de 
administración  de  justicia". 

Más  adelante  veremos  el  tiempo  que  pasó  antes  de  que  se  dictara 
esta  ley,  y  cómo  los  recursos  de  fuerza,  que  produjeron  el  conflicto  re- 
ligioso-político más  grave  y  ruidoso  del  siglo  pasado  en  Chile,  fueron 
abolidos  al  dictarse  la  ley  que  ordenaba  la  Constitución  promulgada 
en  1833  (1). 


(1)  Los  recursos  de  fuerza  fueron  condenados  por  el  Papa  Pío  V  en  la  Bula 
"In  Coena  Domini";  por  la  constitución  "Apostolicae  Sedis"  (Pío  IX,  1869); 
y  actualmente  por  el  Código  de  Derecho  Canónico  en  su  canon  2334. 
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II 


LAS  RELACIONES  ENTRE  LA  IGLESIA  Y  EL  ESTADO 
DE  1820  A  1830 


1. — Después  de  la  victoria  de  Chacabuco,  el  Director  Supremo  don 
Bernardo  O'Higgins  procedió  a  organizar  la  República  en  sus  diversos 
aspectos,  para  consolidar  la  obra  que  tanta  sangre  y  sacrificios  ha- 
bía costado  al  país.  Uno  de  esos  aspectos  fué  la  reconstitución  espiritual 
de  Chile. 

Durante  la  Patria  Vieja,  el  país  había  quedado  dividido,  en  cuan- 
to a  la  religión  atañe,  en  dos  bandos  encabezados  por  los  eclesiásti- 
cos de  una  u  otra  corriente:  los  unos,  partidarios  del  rey,  y  los  otros 
de  la  independencia.  Las  medidas  de  represión  tomadas  por  el  Briga- 
dier Osorio  en  contra  de  los  eclesiásticos  patriotas,  tales  como  el  des- 
tierro de  algunos  a  Juan  Fernández,  la  reclusión  de  otros  en  los  con- 
ventos bajo  la  vigilancia  de  superiores  adictos  al  rey  y  la  supresión 
del  Instituto  Nacional  restableciendo  la  Universidad  de  San  Felipe, 
el  Convicto  Carolino  y  el  Seminario,  etc.,  contribuyeron  a  ahondar  aún 
más  este  cisma. 

Es  así  como  al  empezar  la  reorganización  del  país,  O'Higgins  se 
encontró  no  sólo  con  un  clero  dividido,  dado  que  ahora  los  persegui- 
dos eran  los  eclesiásticos  adictos  a  la  causa  del  rey,  sino  también  de 
un  pueblo  dividido  espiritualm^ente,  ya  que  esta  división  alcanzó  al  púl- 
pito  y  al  confesionario.  Empezó  el  Director  Supremo  tomando  medidas 
en  contra  de  los  que  en  la  Patria  Vieja  habían  sido  partidarios  del 
rey,  y  se  aprovechó  de  los  eclesiásticos  patriotas  para  iniciar  una  re- 
forma aún  en  el  aspecto  religioso.  Había  costado  mucho  trabajo  la  in- 
dependencia de  Chile  y  había  que  afianzarla  a  cualquier  costo,  y  muy 
bien  sabían  O'Higgins  y  sus  colaboradores  que  la  influencia  del  clero 
en  el  pueblo  era  enorme.  Se  dictó  un  "Estatuto  Provisional"  para  los 
regulares,  se  unió  el  Instituto  Uacional  con  el  Seminario,  se  destituyó 
al  Deán  de  Santiago  don  Manuel  José  Vargas,  y  el  Obispo  de  Santiago 
fué  desterrado  a  Mendoza;  además  el  poder  civil  hizo  ciertos  nombra- 
mientos para  cargos  eclesiásticos  que  importaban  una  verdadera  usur- 
pación de  atribuciones.  '  * 

En  realidad,  estas  medidas  no  produjeron  el  resultado  que  espera- 
ba O'Higgins,  que  sólo  consiguió  enemistarse  los  ánimos  de  las  fam¡i- 
lias  más  respetables  de  Santiago.  La  más  resistida  de  todas  estas  dis- 
posiciones, fué  el  Estatuto  Provisional,  que  era  donde  más  aparecía 
invadiendo  atribuciones  el  Gobierno.  Los  eclesiásticos  solicitaron  del 
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Director  Supremo,  su  inmediata  derogación,  el  que  al  darse  cuenta  de 
los  trastornos  que  su  aplicación  produciría,  accedió  a  lo  solicitado. 

2. — Después  de  varios  ensayos  sobre  administración  y  manejo  de 
los  asuntos  eclesiásticos  por  parte  del  poder  civil,  el  Gobierno  se  con- 
venció de  que  no  era  tratando  de  absorber  la  dependencia  espiritual 
del  clero  chileno  respecto  de  las  autoridads  de  Roma  como  podía  afian- 
zarse la  independencia  política  del  país.  El  mismo  O'Higgins  se  veía 
obligado  a  recurrir  para  asuntos  eclesiásticos  al  desterrado  Obispo  Ro- 
dríguez Zorrilla  en  su  retiro  de  Mendoza,  a  quien  a  principios  de  1821, 
después  de  cuatro  años  de  ausencia,  le  fué  permitido  regresar  a  su  dió- 
cesis. 

De  algún  modo  había  que  desligar,  al  mismo  tiempo,  al  clero  chi- 
leno de  las  autoridades  eclesiásticas  del  Perú,  ya  que  esta  subordina- 
ción significaba  una  dependencia  hasta  cierto  punto  de  España.  Y  ello 
se  explica  en  una  época  en  que  el  poder  civil  estaba  tan  unido  al  re- 
ligioso, que  en  el  campo  de  las  teorías  se  creían  inseparables  estas  dos 
entidades:  la  Iglesia  y  el  Estado. 

La  opinión  pública,  además,  deseaba  un  arreglo  y  hacía  presión 
al  Director  Supremo  para  que  enviara  una  misión  a  Roma  a  exponer 
el  estado  de  las  cosas.  Todo  esto  llevó  al  Senado  a  tratar  sobre  este 
asunto  en  sesión  de  de  Abril  de  1821. 

Tal  fúé  el  origen  de  la  misión  de  Cienfuegos  a  Roma.  Se  le  dió  esta 
misión  a  un  sacerdote,  y  a  un  sacerdote  que  se  había  distinguido  por 
su  arnor  a  la  causa  patriota,  porque  se  pensó  que  su  carácter  de  ecle- 
siástico le  facilitaría  su  cometido,  y  así  se  lograría  hacer  creer  al  go- 
bierno español  que  su  encargo  era  sólo  de  carácter  religioso  y  no  perse- 
guía fines  políticos.  El  Senado  redactó  las  instrucciones,  que  en  resu- 
men, se  limitaban  a  solicitar  el  nombramiento  de  un  nuncio  o  legado  para 
Chile,  el  Patronato  para  el  Director  Supremo,  y  la  erección  de  Santia- 
go en  Arzobispado,  junto  con  la  creación  de  obispados  en  Coquimbo, 
Talca,  Chiloé  y  Valdivia. 

A  pesar  de  las  dificultades  que  encontró  Cienfuegos  en  Roma,  so- 
bre todo  por  la  continua  vigilancia  que  tenía  sobre  su  misión  el  emba- 
jador español,  consiguió  la  venida  de  don  Juan  Muzi,  a  que  se  le  dieron 
facultades  más  amplias  aún  que  las  que  había  solicitado  Cienfuegos  (1).  Lo 
acompañaban  José  María  Mastai,  futuro  Pío  IX,  y  José  Sallusti, 
narrador  del  viaje. 

Esta  misión  fué  uno  de  los  primeros  y  más  grandes  triunfos  diplo- 
máticos de  Chile,  ya  que  fué  el  primer  país  que  fué  tácitamente  recono- 
cido por  la  Santa  Sede,  aunque  ella  tomó  todas  las  medidas  del  caso 
para  que  no  apareciera  como  tal;  pero  algunos  periódicos  norteamerica- 
nos y  europeos  publicaron  que  el  nombramiento  de  Monseñor  Muzi  equi- 
valía a  un  reconocimiento. 

Dos  sucesos  estuvieron  a  punto  de  hacer  fracasar  las  negociaciones 
de  Cienfuegos,  primero,  y  la  misión,  después:  la  abdicación  de  O'Higgins 
y  la  muerte  de  Pío  VII.  El  primer  punto  fué  salvado  gracias  a  la  acti- 
tud de  Cienfuegos,  quién  aseguró  en  Roma  que  el  nuevo  gobierno  esta- 


(1)  Vargas  ligarte,  Rubén:  "El  episcopado  en  tiempo  de  la  emancipación 
Sudamericana",  pág.  90. 
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ba  completamente  de  acuerdo  con  la  venida  de  la  misión;  y  sabemos  que 
Freiré  había  acardado  con  el  Senado  Conservador  suspender  los  poderes 
a  Cienfuegos;  pero  no  pudo  impedir  la  venida  del  Nuncio  que  ya  había 
partido  de  Génova.  Y  el  segundo,  gracias  al  sucesor  de  Pío  VII,  León 
XII,  quien  no  sólo  confirmó  y  ratificó  lo  hecho  por  su  antecesor,  smo 
que  aún  más,  envió  una  carta  personal  a  Freiré.  (1). 

3.— Grandes  peripecias  y  aventuras  de  parte  de  los  elementos  y  de 
los  hombres  tuvo  que  soportar  la  Mjsión  antes  de  llegar  a  Chile.  Desde 
luego  en  la  isla  de  Mallorca  fueron  arrestados  por  sospechosos  y  some- 
tidos a  juicio  sus  integrantes  hasta  que  se  comprobó  su  ninguna  parti- 
cipación en  un  supuesto  complot.  En  el  Atlántico,  grandes  tempestades 
casi  hicieron  naufragar  el  buque  en  que  venían.  En  Buenos  Aires,  una 
gran  recepción  de  parte  del  pueblo;  pero  al  mismo  tiempo  empezó  a 
formarse  a  su  rededor  un  clima  de  sospechas  y  recelos,  a  tal  punto,  que 
se  le  consideró  peligrosa  para  la  emancipación  de  América;  allí  empezó  la 
campaña  en  su  contra  de  parte  de  los  periódicos,  que  le  acompañó  has- 
ta el  fracaso  de  su  misión.  Sallusti,  en  sus  Memorias,  hace  una  detalla^ 
dísima  relación  del  viaje. 

A  su  llegada  a  Santiago,  el  Vicario  Monseñor  Muzi  publicó  una 
pastoral  que  contribuyó  a  enardecer  los  ánimos,  sobre  todo,  de  la  pren- 
sa adversa.  Esta  circunstancia,  unida  a  algunos  actos  de  hostilidad  de 
parte  del  Gobierno,  como  el  decreto  de  la  dotación  del  Vicario  ApostóUco 
en  que  se  le  asignaban  $  500  mensuales  "en  cada  uno  de  los  meses  que  el 
Vicario  permanezca  en  Chile"  (2);  ciertos  nombramientos  para  cargos 
eclesiásticos  hechos  por  la  autoridad  civil,  en  presencia  del  Vicario;  y 
el  decreto  de  6  de  Septiembre  de  1824  que  legislaba  en  materia  interna 
de  los  conventos,  y  en  que  se  apoderaba  el  Estado  de  las  propiedades  de 
los  regulares,  hizo  que  el  Vicario  Muzi  pidiera  sus  pasaportes  en  razón 
í  de  "las  determinaciones  que  se  acaban  de  tomar  en  puntos  eclesiásti- 
cos son  incompatibles  con  la  presencia  en  este  estado  de  un  represen- 
tante de  su  Santidad"  (3). 

Debemos  agregar  en  honor  a  la  verdad,  que  las  causas  del  fracaso  de 
la  Misión,  en  la  que  todos  los  chilenos,  así  el  Gobierno  como  el  clero 
y  el  pueblo  habían  cifrado  grandes  esperanzas,  se  debió  a  las  circunstan- 
cias yate  persona  misma  del  Vicario  que  "no  era  'el  hombre  que  esta  em- 
presa requería;  su  alejamiento  posterior  de  la  diplomacia,  algunas  vela- 
das frases  de  Sallusti  y  aun  del  cardenal  secretario  de  Estado,  en  carta 
al  nuncio  en  Madrid,  confirman  nuestro  parecer.  No  todo  había  de  atri- 
buirse a  la  exaltada  demagoria  de  los  americanos  como  algunos  pre- 
tendieron y  puesto  que  se  trata  de  establecer  responsabilidades,  cree- 
mos también  que  al  obispo  Rodríguez  le  corresponde  no  pequeña  parte. 
El,  lejos  de  servir  de  mediador,  no  hizo  más  que  acrecentar  la  dificul- 
tad". (4).  Además,  los  asuntos  concernientes  a  España  y  Roma  eran 


(1)  Vargas  Ugarte,  Rubén:  obra  citada,  pág.  91. 

(2)  Barros  Borgoño,  Luis:  "La  Misión  del  Vicario  Apostólico  don  Juan 
Muzi",  pág.  111.  "La  redacción  de  este  decreto  dejaba  entrever  el  de- 
seo del  Gobierno  de  que  los  meses  que  pasara  el  Vicario  Muzi  en  Chile 
fueran  los  menos  posibles;  así  lo  comenta  don  Luis  Barros  Borgoño 

(3)  Barros  Borgoño,  Luis.  Obra  citada,  pág.  199. 

(4)  Vargas  Ugarte,  Rubén:  "El  episcopado  en  tiempo  de  la  emancipación 
Sudamericana",  pág.  96. 
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abordados  por  los  patriotas  con  gran  cautela  y  temor.  Y  esto  lo  com- 
prueba "la  sorpresa  que  causó  a  los  candorosos  militares  que  entonces 
gobernaban  nuesetro  país,  la  nota  en  que  el  Vicario  Apostólico  pedía  sus 
pasaportes,  y  trataron  de  impedir  su  partida.  Esto  demuestra  que  sus 
desaciertos  los  cometían  con  absoluta  inconsciencia  y  sin  sospechar  ni 
remotamente  que  obraban  muy  mal"  (1). 

De  paso  en  Montevideo,  a  su  regreso  a  Roma,  Monseñor  Muzi  es- 
cribió su  célebre  Carta  Apologética  en  que  narra  todo  lo  sucedido  en 
Chile,  y  se  defienda  de  los  injustos  cargos  de  la  prensa  de  Chile,  parti- 
cularmente de  "El  Liberal"  de  Santiago,  que  en  su  número  de  22  de  Oc- 
tubre, después  de  dar  cuenta  de  los  hechos  y  analizar  sus  causas  termi- 
naba diciendo  que  "sea  lo  que  fuere,  el  señor  Muzi  será  responsable 
ante  Dios,  ante  el  santo  padre,  y  ante  el  mundo  entero  de  los  males 
que  traiga  a  la  religión  en  Ámérica  su  conducta  mezquina  y  doble"  (2). 

4.  — Con  el  fracaso  de  la  Misión  Muzi  en  1824,  las  cosas  volvieron  al 
estado  anterior.  La  separación  del  Obispo  de  Santiago,  Rodríguez  Zorri- 
lla, del  gobierno  de  la  diócesis  por  la  autoridad  civil,  no  hizo  sino  agra- 
var más  las  diferencias  entre  el  Gobierno  chileno  y  la  Santa  Sede.  Se 
nombró  vicario  por  el  cabildo  de  Santiago  a  Cienfuegos,  pero  hubo  de 
renunciar  en  1825  a  raíz  de  la  llegada  de  la  Carta  Apostólica  de  Muzi, 
en  la  que  se  contenían  graves  cargos  en  su  contra.  El  Ck)bierno,  enton- 
ces, nombró  a  don  Diego  Antonio  Elizondo,  pero  el  señor  Rodríguez  Zo- 
rrila  se  negó  a  expedir  el  nombramiento  en  la  forma  usual,  agregando 
que  lo  hacía  porque  éste  se  lo  exigía.  El  Consejo  Directorial  que  susti- 
tuía a  Freiré  ocupado  en  la  campaña  de  Chiloé,  exasperado  desterró 
al  Obispo  a  Méjico,  por  un  decreto  fechado  en  22  de  Diciembre  de  1825, 
decreto  que  se  cumplió  en  medio  de  las  protestas  del  pueblo  de  San- 
tiago, que  se  había  reunido  para  pedir  su  revocación.  El  Gobierno,  sin  ^ 
embargo,  mantuvo  su  decisión,  y  el  día  27  de  Diciembre  de  1825  zar- 
paba la  goleta  Moctezuma,  que  conducía  al  Obispo  al  puerto  mejicano 
de  Acapulco  (3). 

Al  ser  desterrado  Rodríguez,  el  cabildo  eligió  Vicario  a  Cienfue- 
gos; pero  monseñor  Rodríguez  en  su  destierro  de  Acapulco,  nombró 
vicario  a  don  José  Alejo  Eyzaguirre,  quien  al  venir  a  tomar  pogjtsión  de 
su  cargo,  solicitando  su  reconocimiento  como  .tal  del  Director  Supremo, 
se  encontró  con  que  el  Cabildo,  a  petición  de  Freiré,  había  declarado 
reconocer  sólo  a  Cienfuegos,  lo  que  así  acordó  el  Gobierno. 

Varios  desaciertos  cometidos  en  el  gobierno  de  la  Diócesis  por  el 
Vicario,  como  la  designación  de  los  párrocos  por  elección  popular,  de- 
cretada por  el  Gobierno,  y  preconizada  por  Cienfuegos,  le  crearon  una 
atmósfera  tal,  que  tuvo  que  renunciar  a  su  cargo  en  Noviembre  de  1827, 
nombrando  el  Cabildo  en  su  reemplazo,  a  don  Diego  Antonio  Elizondo. 
Enseguida,  Cienfuegos  se  dirigió  a  Roma. 

5.  — Después  de  diversas  gestiones  y  descargos  ante  la  Curia  Roma- 
na, Cienfuegos  fué  nombrado  obispo  "in  partibus"  de  Rétimo,  por  el 


(1)  Silva  Cotapos,  Carlos:  "Historia  Eclesiástica  de  Chile",  pág.  214. 

(2)  Barros  Borgoño,  Luis:    "La  Misión  del  Vicario  Apostólico  don  Juan 
Muzi",  pág.  219. 

(3)  Barros  Borgoño,  Luis:  Obra  citada,  pág.  249; 
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Papa  León  XII.  Y  don  Manuel  Vicuña,  obispo  "in  partibus"  de  Cerán 
y  Vicario  Apostólico  de  Santiago  (18  de  Diciembre  de  1828).  Estos  nom- 
bramientos fueron  muy  resistidos  por  el  embajador  español,  al  que  por 
única  respuesta  se  le  dijo  que  el  Papa  hacía  esos  nombramientos  "motu 
proprio",  y  no  a  indicación  de  los  gobiernos  americanos  a  los  que  no  ha- 
bía ni  siquiera  reconocido. 

'Estos  nombramientos  empezaron  a  suavizar  las  relaciones  entre 
el  Gobierno  de  Santiago  y  la  Silla  Apostólica.  Su  Santidad  se  había 
convencido,  al  fin,  que  la  independencia  de  las  repúblicas  americanas  era 
un  hecho  consumado;  y  que  proceder  de  otro  modo  era  exponer  la  reli- 
gión a  un  grave  peligro,  si  tales  nombramientos  no  se  hacían.  Empeza- 
ba a  vislumbrarse  un  cisma,  que  alentado  por  la  propaganda  disidente, 
metodista  y  presbiteriana,  tenía  por  objeto  "fundar  una  Iglesia  nacio- 
nal, independiente  de  Roma,  que  fuese  complamento  de  la  emancipa- 
ción política"  (1). 

La  Santa  Sede  empezó  a  variar  su  conducta  en  un  sentido  franco 
de  desconocimiento  del  derecho  de  España  sobre  sus  ex-colonias  de 
América.  El  Papa  se  vió  obligado  por  las  circunstancias  a  hacer  la  pro- 
visión de  obispados  sin  tomar  en  cuenta  a  la  autoridad  civil,  descono- 
ciendo de  este  modo,  el  derecho  al  Patronato  que  los  nuevos  países  de 
América  querían  conservar  del  antiguo  régimen  español.  Y  Bn  la  Bula 
"Sollicitudo  Ecclesiarum",  fijó  los  puntos  de  vista  de  la  Santa  Sede,  es- 
tableciendo "que  los  actos  canónicos  del  Santo  'Padre  cuando  provee 
sedes  vacantes  no  tienen  carácter  ni  conexiones  políticas,  ni  significan 
intervención  temporal,  ni  reconocimiento  de  poderes  en  disputa,  por  lo 
cual  la  Santa  Sede  se  declaraba  en  libertad  para  ejercer  en  todo  tiem- 
po sus  derechos  y  funciones,  sin  dar  ni  quitar  razón  a  ningún  gobierno 
en  las  disenciones  políticas".  "Según  esta  Bula,  y  como  consecuencnia 
de  su  tesis,  la  Santa  Sede  estaba  dispuesta  a  entablar  relaciones  con  los 
gobiernos  de  hecho,  cuando  estos  gobiernos  ofrecieran  garantías  de  or- 
den y  estabilidad,  con  lo  cual  terminaba  virtualmente  con  el  conflicto 
patronal  en  América  y  se  apartaba  de  principios  ortodoxos  monárqi^cos 
y  legitimistas  para  reconocer,  si  era  preciso;  a  gobiernos  nacidos  de  una 
revolución"  (2). 

Concedido  el  pase  a  las  bulas  en  que  se  nombraba  obispos  "In  par- 
tibus" a  Cienfuegos  y  Vicuña,  por  el  nuevo  Gobierno  nacido  de  la  revo- 
lución del  29,  en  que  subió  al  poder  el  partido  pelucón,  el  camino  que- 
daba abierto  para  un  nuevo  intento  de  acercamiento  entre  el  Gobierno 
y  la  Santa  Sede.  En  estas  circunstancias  se  efectuó  la  elección  del  gene- 
ral Prieto  como  Presidente  de  la  República  en  1830,  estando  ya  más 
entonadas  las  relaciones  entre  ambos  poderes. 


(1)  Montaner  Bello  R.:  "Historia  diplomática  de  la  independencia  de  Chi- 
le", pág.  209. 

(2)  Montaner  Bello,  R.:  Obra  citada,  pág.  231. 
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PRIMERA  PARTE 


,  CAPITULO  I. 

1. — Sincero  catolicismo  de  Prieto.  Restitución  de  los  bienes  de  los 
religiosos  y  otras  medidas  conciliatorias. 

Desde  1810  a  1830,  la  Iglesia  tuvo  que  sufrir  en  Chile  las  consecuen- 
cias de  la  revolución.  Los  seminarios  fueron  eliminados  ya  que  se  unie- 
ron a  los  institutos;  las  <3rdenes  religiosas  fueron  despojadas  de  sus  bie- 
nes; y  la  situación  de  anarquía  que  las  contagiaron,  fueron  agravadas 
con  los  decretos  del  Gobierno  que  se  intrometía  en  sus  asuntos  internos. 
Los  religiosos  vivían  fuera  de  clausura  para  poder  ganarse  la  vida  y  mon- 
señor Muzi  tuvo  que  otorgar  secularizaciones  que  disminuyeron  a  la  mi- 
tad el  clero  regular. 

Con  el  triunfo  pelucón  en  Lircay,  finalizó  para  Chile  el  período 
revolucionario  de  la  independencia  y  la  anarquía  que  le  siguió,  inicián- 
dose una  era  de  tranquilidad  y  prosperidad  para  el  país.  Para  la  Iglesia 
chilena,  también  en  1830  se  abre  una  nueva  etapa,  debido  a  la  previsión 
de  los  obispados  hecha  por  el  Papa  y  a  las  medidas  tomadas  por  el  gobier- 
no de  Prieto.  Sólo  un  incidente,  de  suyo  insignificante,  las  dificultades 
del  Obispo  Vicuña  con  el  Cabildo  eclesiástico,  pero  que  fué  largamente 
debatido,  turbó  la  tranquilidad  religiosa  en  este  período. 

Como  vimos  someramente  en  la  Introducción,  los  gobiernos  anterio- 
res a  Prieto  "se  habían  comprometido  en  reformas  impopulares,  tales 
como  la  confiscación  de  los  bienes  de  los  regulares  a  pesar  de  las  pre- 
cauciones de  piedad  con  que  fué  rodeada  y  de  las  obligaciones  que  el 
Estado  se  impuso  son  relación  a  los  conventos"  (1). 

El  decreto  de  expropiación,  cuyo  principal  autor  fué  el  ministro  don 
Francisco  Antonio  Pinto,  fué  firmado  por  Freiré  el  6  de  Septiembre  de 
1824  (2). 


(1)  Sotomayor  Valdés,  R:  Historia  de  Chile  durante  los  cuarenta  años 
transcurridos  desde  1831  hasta  1871".  T.  I.,  pág.  31. 

(2)  Este  decreto  que  tendía  a  reformar  a  los  regulares,  expropiaba  al  mis- 
mo tiempo  sus  bienes  en  sus  arts.  10  y  siguientes.  Copiaremos  aquí  los 
dos  más  importantes: 

ART.  10:  "Para  que  los  regulares  puedan  exclusivamente  consagrarse 
a  su  ministerio,  y  no  sean  distraídos  en  atenciones  profanas,  el  gobier- 
no los  exonera  de  la  administración  de  los  bienes". 
ART.  11:  "El  gobierno  tomará  posesión  de  todos  ellos,  y  suministrará 
por  cada  regular  sacerdote  la  pensión  de  200  pesos  anuales,  150  por 
los  coristas,  ciento  por  los  legos,  un  hábito  a  todos  en  cada  18  meses, 
y  los  gastos  necesarios  al  culto,  conforme  a  la  minuta  que  presentaren 
los  diocesanos"  (Barros  Borgoño  L.  "La  Misión  del  Vicario  don  Juan 
Muzi",  págs.  191  y  192). 
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No  obstante  la  letra  piadosa  de  este  decreto,  a  nadie  se  le  ocultaba 
su  verdadero  fin  que  era  arrebatar  los  bienes  a  los  conventos,  so  pre- 
texto de  reformas  que  nunca  se  llevarían  a  la  práctica,  como  era  la  de 
que  al  Estado  se  comprometía  a  mantener  a  los  regulares.  (1).  No  se 
consiguió  el  mejoramiento  económico  de  los  religiosos,  ni  del  país,  ni  mu- 
cho menos  el  mejoramiento  espiritual  que  propiciaba  el  decreto.  Sólo 
se  consiguió  "Sublevar  las  conciencias  creyentes  y  suscitó  en  la  hora 
más  crítica  un  nuevo  y  poderoso  elemento  de  oposición  a  la  política  rei- 
nante" (2). 

íEl  nuevo  partido,  al  subir  al  gobierno,  no  trepidó  en  devolver  sus 
bienes  a  los  <;onventos,  por  ley  aprobada  el  14  de  Septiembre  de  1830, 
que  disponía  en  Art.  29.  "Entréguese  a  los  regulares  sus  tempora- 
lidades, a  excepción  de  las  que  hayan  sido  enajenadas  con  autorización 
de  los  cuerpos  legislativos.  Se  les  hará  también  entrega  de  los  respecti- 
vos libros  y  documentos  para  que  cobren  y  continúen  cobrando  lo  que 
se  deba  por  ventas,  censos  o  arendamientos,  en  la  misma  cantidad,  tiem- 
po y  forma  que  los  compradores,  censuarios  y  arrendatarios  pagaban  a 
la  Tesorería  General"  (3).  A  cada  convento  se  le  ponía  como  única  con- 
dición sostener  una  escuela  de  primeras  letras  de  acuerdo  con  un  plan 
que  elaboraría  el  mismo  Gobierno.  A  este  respecto,  el  Art.  7"?  de  la  ley 
aprobada  en  sesión  de  14  de  Septiembre  de  1830  por  el  Congreso  de 
Plenipotenciarios;  decía:  "En  cada  convento  de  Regulares  deberán 
poner  los  prelados,  dentro  del  término  de  cuatro  meses,  una  escuela  de 
primeras  letras  en  el  lugar  y  con  la  capacidad  que  designan  los  Goberna- 
dores locales.  La  enseñanza  se  arreglará  al  plan  general  de  escuela,  que 
dará  el  Poder  Ejecutivo.  Si  cumplidos  los  cuatro  meses  no  se  hubieren 
planteado  estos  establecimientos,  se  harán  por  las  municipalidades  a  cos- 
ta de  los  conventos".  (4). 

Como  ya  dijimos,  esta  devolución  fué  sometida  a  la  aprobación  del 
Congreso  de  Plenipotenciarios,  el  cual  por  medio  de  la  ley  de  14  de  Di- 
ciembre, mandó  entregar  a  las  órdenes  religiosas  sus  temporalidades, 
exceptuando  las  enajenadas  con  autorización  de  los  cuerpos  legislativos. 
Por  el  Art.  19  el  Estado  quedaba  libre  de  pagar  los  capitales,  censos  y 
congruas  (5).  "La  Tesorería  Jeneral  —  decía  el  citado  artículo  — no 
pagará  capital,  renta  ni  censo  alguno  a  los  conventos  de  Regulares, 
ni  dará  congrua  alguna  a  los  secularizados.  La  Nación  cuidará  de  in- 
demnizarles cuando  cesen  los  apuros  del  Erario  y  se  haya  cubierto  la 


(1)  Efectivamente,  el  16  de  Octubre  de  1824,  con  el  beneplácito  del  gober- 
nador del  obispado  (Cienfuegos),  se  publicaba  el  siguiente  decreto: 
"1^  Todas  las  temperaildades  de  los  regulares  auedan  incorporadas  á 
la  hacienda  pública. 

2"?  Los  directores  de  la  Caja  Nacional  de  descuentos,  comisionados  pa- 
ra el  arreglo  y  liquidación  de  dichas  temporalidades,  se  entenderán  direc- 
tamente en  todas  sus  gestiones  con  el  ministerio  de  hacienda.  Tómese 
razón.  Freiré.  —  Pinto.  —  (Vicuña  Alejandro:  "Vida  del  Iltmo.  Sr.  D. 
Manuel  Vicuña  L.",  pág.  35). 

(2)  Sotomayor  Valdés,  R.:  "Historia  de  Chile  durante  los  40  años  transcu- 
rridos desde  1931  hasta  1871".  T.  I.,  pág.  33. 

(3)  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos.  T.  XVIII.,  pág.  473. 

(4)  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos.  T.  XVIII,  pág.  473. 

(5)  Congrua  era  "la  porción  de  renta  o  frutos  que  se  consideraba  necesa- 
ria para  la  decorosa  sustentación  de  un  ordenado  in  sacris". 
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deuda  interior  y  esterior"  (1).  El  interés  político  y  el  interés  econó- 
mico concurrieron  de  consuno  a  la  medida  indicada. 

El  resultado  económico,  sobre  todo,  había  sido  desastroso.  La  Ca- 
ja Nacional  de  descuentos  informó  al  Congreso  de  Plenipotenciarios, 
"Que  el  erario  se  hallaba  notablemente  reagravado  por  su  deuda  a 
favor  de  los  conventos,  lo  cual  tenía  una  sencilla  explicación.  El  pro- 
ducto de  los  predios  vendidos  había  sido  de  poca  monta  porque  los 
escrúpulos  religiosos  habían  apartado  a  muchos  capitalistas  de  optar 
por  su  adquisición,  deprimiendo  por  tanto  su  precio;  y  los  bienes  res- 
tantes, fincas,  censos,  etc.,  administrados  por  cuenta  del  Gobierno  pro- 
ducían aún  menos  que  cuando  eran  administrados  por  los  regulares, 
y  sus  rentas  no  alcanzaban  para  el  pago  de  las  asignaciones  de  con- 
gruas y  demás  gastos  a  que  el  erario  se  había  obligado"  -(2). 

En  el  mismo  informe  en  que  el  Congreso  de  Plenipotenciarios, 
por  medio  de  su  presidente  ponía  en  conocimiento  del  ejecutivo  la 
aprobación  del  decreto  de  devolución,  se  decía:  "El  Congreso  ha  teni- 
do a  la  vista  los  datos  y  noticias  convenientes,  que  pasó  a  la  comi- 
sión la  Tesorería  Jeneral.  De  ellos  resulta  que  el  Erario  se  halla  hoy 
notablemente  reagravado,  porque  el  producido  de  los  bienes  enajena- 
dos se  consumió,  y  los  réditos  que  pagan  los  censuarios  y  arrendata- 
rios no  pueden  llenar  las  cóngruas  de  los  secularizados,  ni  las  asigna- 
ciones mensuales  de  los  que  no  han  dejado  el  claustro.  Si  se  diese  un 
hábito  cada  año  y  medio,  como  ofreció  el  decreto  de  reforma,  resul- 
taría hoy  un  déficit  anual  en  el  Erario  que  execedería  de  las  cantida- 
des que  éste  ingresa  por  los  bienes  de  los  regulares:  déficit  que  no 
puede  ya  cubrirse,  porque  la  República  se  haya  con  imperiosas  ne- 
cesidades en  que  la  han  dejado  desórdenes  de  otros  años,  y  porque  la 
aqueja  la  deuda  interior  y  exterior  cuya  insolución  mina  su  crédi- 
to" (3). 

Otra  de  las  medidas  conciliatorias  de  Prieto  fué  el  restablecimien- 
to del  colegio  de  misiones  de  Chillán,  que  había  sido  clausurado  du- 
rante la  Independencia,  porque  siendo  españoles  casi  todos  los  religio- 
sos, se  habían  manifestado  realistas.  Las  tribus  indígenas  con  el  cie- 
rre de  este  colegio,  quedaron  en  el  abandono.  Era  necesario  volver  a 
impulsar  la  formación  de  misiones  para  que  siguieran  la  obra  ya  co- 
menzada de  incorporar  a  los  indígenas  en  la  familia  de  los  pueblos 
cristianos  y  civilizados.  Con  este  fin,  por  decreto  de  11  de  Enero  de 
1832,  el  Presidente  Prieto  ordenó  el  restablecimiento  de  dicho  colegio, 
poniéndole  solamente  condiciones  que  eran  el  mismo  fin  para  el  cuai 
había  sido  fundado. 

En  este  tiempo,  asimismo,  se  dictó  un  decreto  revocando  el  des- 
tierro del  anciano  obispo  de  Santiago,  Rodríguez  Zorrilla,  aunque  ya 
sus  años  y  la  distancia  en  que  se  encontraba,  no  le  permitieron  vol- 
ver a  su  diócesis  (4). 

Se  reglamentó  la  asistencia  de  las  autoridades  a  las  solemnidades 
eclesiásticas,  y  en  1832  se  estableció  al  censura  para  las  piezas  teatra- 


(1)  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos.  T.  XVIII,  pág.  473. 

(2)  Sotomayor  Valdés,  R.:  "Historia  de  Chile  durante  los  40  años  trascu- 
rridos desde  1851  hasta  1871",  T.  I.,  pág.  33. 

(3)  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legisladores:  T.  XVIII,  pág.  175 

(4)  Sotomayor  Valdés,  R.:  "Historia  de  Chile  durante  los  40  años  trascurri- 
dos desde  1831  hasta  1871",  T.  I.,  pág.  181. 
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les  y  la  introducción  de  libros,  censura  que  se  mantuvo  por  largos 
años,  a  pesar  de  la  oposición  liberal.  También  fué  presentado  un  pro- 
yecto de  ley  para  autorizar  la  separación  de  los  seminarios  de  los  ins- 
titutos a  que  estaban  unidos  y  que  no  fué  aprobado  sino  en  1834.  Lo 
veremos  en  su  oportunidad. 

2. — Dificultades  del  Vicario  don  Manuel  Vicuña  con  el  cabildo  de  San-  ' 
tiago.  Muerte  del  Obispo  Rodríguez  Zorrilla;  dificultades  a  que 
da  lugar  y  descenlace  del  conflicto.  Don  Mariano  Egaña 
visita  la  Catedral  y  el  Cabildo. 

El  vicario  apostólico  don  Manuel  Vicuña,  obispo  titular  de  Ceram, 
solicitó  del  Gobierno  el  pase  a  la  bula  y  breve  por  el  que  había  sido 
insituído  vicario  apostólico  de  Santiago.  El  Gobierno  sometió  esta  pe- 
tición al  Congreso  de  Plenipotenciarios,  el  cual  dió  su  aprobación  a  la 
bula  el  10  de  Septiembre  de  1829;  y  al  Breve  que  lo  instituía  Vicario 
Apostólico  de  Santiago  el  18  de  Marzo  de  1830.  El  Congreso  tomó  este 
acuerdo  en  consideración  "a  la  urgencia  del  caso,  las  cualidades  del 
eminente  sacerdote  designado  para  vicario.  Muchas  otras  circunstan- 
cias concurrieron  a  acallar  los  escrúpulos  regalistas  de  gobernantes  y 
legisladores  en  orden  a  la  sanción  del  breve  pontificio"  (1).  Este  fué 
uno  de  los  primeros  actos  por  los  cuales  la  Santa  Sede  desconocía  el 
patronato  en  una  república  americana.  Y  se  aprovechó  de  circunstan- 
cias muy  favorables  para  hacerlo.  En  primer  término,  procedió  a  nom- 
brar obispo  de  Rétimo  a  don  José  I.  Cienfuegos,  gran  patriota  que  em- 
plearía sus  valiosas  influencias  ante  el  gobierno  para  conseguir  el  pase 
de  las  bulas,  y  sobre  todo,  la  del  nombramiento  de  don  Manuel  Vicu- 
ña, que  no  era  un  simple  título  honorífico  como  el  de  Cienfuegos,  sino 
que  llevaba  aparejados  poderes  para  ejercer  jurisdicción  amplia  en  la 
diócesis  de  Santiago.  En  segundo  término,  la  situación  política  de  Chi- 
le no  podía  ser  más  propicia.  Iba  a  asumir  el  gobierno  el  partido  pe- 
lucón,  cuyo  jefe,  el  general  Prieto,  deseaba  por  todos  los  medios,  ar- 
monizar las  relaciones  con  el  clero. 

Estas  halagadoras  perspectivas,  sin  embargo,  fueron  empañadas  por 
un  conflicto  que  se  suscitó  entre  el  cabildo  de  Santiago  y  el  Vicario  don 
Manuel  Vicuña,  con  motivo  de  la  actitud  asumida  por  el  primero  en 
el  nombramiento  de  vicario  general  y  provisor  que  hizo  el  señor  Vi- 
cuña en  la  persona  de  don  Vicente  Aldunate,  sin  tomar  en  considera- 
ción al  cabildo  eclesiástico,  al  que  se  lo  comunicó  como  hecho  cumpli- 
do en  una  nota  de  22  de  Octubre  de  1830. 

El  cabildo  en  vez  de  limitarse  a  acusar  recibo  de  la  nota,  contes- 
tó al  Vicario  pidiéndole  "se  sirviera  significar  la  autorización  que  tu- 
viera para  hacer  dicho  nombramiento"  (2).  Vicuña  le  contestó  en  una 
enérgica  nota  en  la  que  lo  conmina  a  obedecer  el  Breve  de  Su  Santi- 
dad, por  el  que  se  le  instituía  Vicario  Apostólico  sin  poner  condicio- 
nes, y  le  imponía  precepto  de  obediencia.  Pero  el  cabildo  insistió  ex- 
poniendo las  razones  por  las  cuales  consideraba  la  medida  extraña  a 


(1)  :  Sotomayor  Valdés  R.:  "Historia  de  Chile  durante  los  40  años  trans- 

curridos desde  Í831  hasta  1871".  T.  I.,  pág.  173. 

(2)  Vicuña  Alejandro:  "Vida  del  Iltmo.  Sr.  D.  Manuel  Vicuña  L.",  pág.  50. 
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las  facultades  jurisdiccionales  concedidas  por  el  Breve.  En  realidad,  es- 
tas razones  carecían  absolutamente  de  fundamentos  (2). 

Y  aquí  vino  el  conflicto:  el  señor  Vicuña  acudió  al  Gobierno  civil 
solicitando  su  protección  para  que  hiciese  respetar  su  autoridad  de 
Vicario;  y  el  cabildo  interpuso  recurso  de  fuerza  ante  la  Corte  Supre- 
ma de  justicia.  La  Corte  dejó  dormir  el  asunto  después  de  oír  al  fis- 
cal que  dictaminó  que  el  recurso  no  era  procedente. 

El  señor  Vicuña,  entretanto,  informó  por  intermedio  del  Arzobis- 
po de  Tarzo,  delegado  apostólico  del  Brasil,  al  Papa  Gregorio  XVI  de 
todo  lo  sucedido,  quién  lo  encargó  de  manifestar  al  cabildo  que  el 
Vicario  Apostólico  de  Santiago  tenía  pleno  derecho  de  nombrar  vi- 
cario general,  sin  acuerdo  ni  aprobación  del  cabildo.  Intervino,  así, 
oficiosamente  en  la  discordia  el  delegado  apostólico  del  Brasil  dando 
la  razón  al  Vicario  en  carta  que  dirigió  al  deán  de  la  Catedral.  El  ca- 
bildo  continuó  alegando  varias  razones  que  revelaban  poco  respeto  a 
la  Santa  Sede,  y  persistió  en  su  oposición  al  nombramiento  de  Alduna- 
te.  Este,  sin  embargo,  ejerció  su  cargo,  sin  tomar  en  cuenta  las  disputas 
causadas  por  su  nombramiento. 

La  Corte  Suprema,  que  durante  largos  meses  se  había,  abstenido 
adrede  de  resolver  en  el  recurso  d  fuerza  de  los  canónigos,  decidió  al 
fin  que  debía  cesar  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  el  provisor  nombra- 
do por  el  Vicario  Apostólico.  El  señor  Vicuña  no  se  intimidó  por  esto, 
e  insistió  en  la  protección  del  Gobierno,  el  que  no  se  apresuró  tampo- 
co en  solucionar  el  conflicto,  a  pesar  de  que  el  Congreso  de  Plenipoten- 
ciarios ya  había  dado  el  pase  a  la  Bula  del  Papa  León  XII,  porque  mu- 
chos de  los  miembros  del  cabildo  gozaban  de  gran  prestigio  e  influen- 
cia social  y  no  quería  enajenarse  su  voluntad  (2). 

El  ministro  Errázuriz  propuso  someter  al  arbitraje  el  asunto;  pe- 
ro el  Vicario  lo  rechazó  en  una  enérgica  nota  que  dirigió  al  ministro, 
y  que  concluía  así:  "Si  S.  E.  quiere  terminar  de  una  vez  la  terca  opo- 
sición que  tantos  daños  ha  causado  y  causa;  si  quiere  que  no  progre- 
sen más  sus  lamentables  consecuencias,  un  solo  arbitrio  se  presenta, 
el  mismo  que  he  pedido  desde  el  principio  de  esta  desagradable  con- 
tienda: él  no  puede  ser  más  llano,  ni  más  fácil  y  practicable,  porque 
está  reducido  a  mandar  que  entren  en  sus  deberes  los  dos  u  ocho  con- 
memorados, que  se  me  oponen  con  el  desprecio  común;  haga  S..  E.  que 
el  Cabildo  me  reconozca  (como  debe)  por  su  prelado,  y  todo  está  con- 
cluido; pero  sujetar  a  árbitros  este  reconocimiento,  no  traerá  otra  cosa 
que  abrir  un  nuevo  campo  a  escandalosas  disensiones"  (3). 


(1)  Silva  Cotapos,  C:  "Hi.?toria  Eclesiástica  de  Chile",  pág.  229:  y  Sotoma- 
yor  Valdés,  R.:  "Historia  de  Chile  durante  los  40  años  trascurridos  des- 
de 1831  hasta  1871",  T.  I.,  pág.  173. 

(2)  Las  cámaras  legislativas  de  1829  concedieron  el  pase  a  la  bula  que  ins- 
tituía a  Vicuña  obispo  inpartibus  de  Ceram,  El  Congreso  de  Pleniucten- 
ciarios,  mstalado  el  12  de  Febrero  de  1830,  declaró  nulos  todos  los' actos 
de  la  anterior  legislatura  (sesión  de  18  de  Febrero),  v  quedó,  por  lo 
tanto,  sin  valor  el  pase  concedido  a  las  bulas  del  Obispo  de  Ceram 
Por  esta  razón,  al  conceder  el  exequátur  al  Breve  en  que  se  nombraba 
al  obispo  Vicuña  Vicario  Apostólico  de  Santiago,  el  congreso  de  ple- 
nipotenciarios ratificó  expresamente  aauel  acto,  como  se  verá  por  e' 
art.  39  de  la  ley  de  18  de  Marzo.  (Barros  Borgoño  Luis,  "La  Misión  del" 
Vicario  Apostólico  don  Juan  Muzi",  nota  de  la  pág  365). 

(3)  Vicuña,  Alejandro:  "Vida  del  Itmo.  Sr.  D.  Manuel  Vicuña  L.",  pág  56 


41 


El  ministro  no  quiso  tomar  ninguna  resolución  gubernativa  y  co- 
mo pretexto  "graduó  la  cuestión  de  muy  difícil  y  trascendental"  (1). 
Hizo  de  una  cuestión  meramente  de  disciplina  interna  de  la  Iglesia,  un 
apunto  político  y  atacó  al  Congreso  de  Plenipotenciarios  responsabili- 
zándolo del  "paso  en  falso  dado  en  desdoro  de  la  nación,  el  exequátur 
acordado  al  breve  por  que  fué  nombrado  el  vicario  apostólico,  lo  que 
importaba  decir  que  el  Gobierno  de  Ovalle  había  tenido  poco  mira- 
miento con  las  regalías  de  la  República.  Pero  este  cargo  hecho  al  .go-" 
bierno  de  Ovalle  y  el  Congreso  de  Plenipotenciarios  sobre  haber  dado 
un  paso  en  falso  en  desdoro  de  la  nación  al  autorizar  el  breve,  ni  era 
suficientemente  fundado,  ni  daba  pié  para  considerar  a  los  hombres 
públicos  de  aquel  régimen  menos  celosos  que  los  gobiernos  preceden- 
tes, ni  que  ningún  gobierno,  respecto  a  las  regalías  del  poder  civil. 
Para  decir  verdad,  el  partido  que  se  apoderó  de  los  destinos  de  la  Re- 
pública en  1830,  era  y  continuó  siendo  eminentemente  regalista". 

"La  parte  devota  del  peluconismo,  miró  con  indignación  esta  opi- 
nión del  ministro,  y  acentuó  más  sus  quejas  al  verle  prolongar  el  cis- 
ma de  la  iglesia  por  una  conducta  que,  al  parecer,  nacía  más  bien  de 
cierta  especie  de  escepticismo,  que  del  propósito  de  conservar  el  pa- 
tronato" (2). 

Este  hecho,  contribuyó  en  gran  parte  a  la  caída  del  ministerio 
Errázuriz.  Su  sucesor  Joaquín  Tocornal,  sincero  católico,  piadoso  y 
dado  a  las  prácticas  devotas,  había  seguido  con  gran  interés  todas  las 
incidencias  del  conflicto,  dándole  naturalmente  la  razón  al  Obispo.  A  su 
llegada  al  ministerio  dejó  pasar  tres  meses  sin  resolver  el  asunto,  r 
pesar  de  setnirse  moralmente  obligado  a  ello. 

Pero  un  suceso  inesperado  vino  a  agudizar  más  aún  el  conflicto. 
El  20  de  Mayo  de  1832,  fallecía  en  España  el  anciano  Obispo  Zorrilla. 
En  Agosto  se  supo  en  Chile  la  noticia  y  todos  creyeron  que  este  he- 
cho reduciría  al  Cabildo  eclesiástico  a  la  obediencia,  reconociéndole 
sus  facultades  al  Vicario  Apostólico.  No  sucedió  así,  sin  embargo;  y 
la  mayoría  del  cabildo  creyó  llegada  la  hora  de  recuperar  su  autori- 
dad. Y  en  oficio  de  9  de  Octubre  de  1832,  éste  anunció  al  Gobierno 
su  resolución  de  elegir  vicario  capitular,  preguntándole  si  podía  pro- 
ceder a  tal  elección,  y  si,  en  caso  de  haber  inconveniente,  el  cabildo 
podía  usar  o  no  de  los  recursos  legales. 

El  Ministro  Tocornal,  le  contestó  de  un  modo  que  no  admitía  ré- 
plica, dejándole  a  salvo,  eso  sí,  el  uso  de  todos  los  recursos  legales 
que  creyera  compelerle.  "Instruido  el  Presidente  de  la  República  — 
decía  el  oficio  —  de  la  resolución  que  ha  tomado  el  Venerable  Cabildo 
Eclesiástico,  de  proceder  a  elegir  Vicario  Capitular,  por  la  vacante  ocu- 
rrida con  la  muerte  del  Revmo.  Obispo  de  esta  diócesis,  Dr.  don  José 
Santiago  Rodríguez,  que  Ud.  se  sirvió  comunicarme  en  oficio  de  ayer, 
me  ordena  prevenir  a  Ud.,  que  habiendo  obtenido  el  Breve  del  Santo 
Padre  León  XII,  dado  en  Roma  en  22  de  Diciembre  de  1829,  el  carác- 
ter de  ley  del  Estado,  mediante  el  pase  que  se  le  dió  por  el  Congreso 
de  Plenipotenciarios  y  cúmplase  del  Gobierno,  S.  E.  no  puede  menos 


(1)  Sotomayor  Valdés,  R.:  Historia  de  Chile  durante  los  40  años  transcu- 
rridos desde  1831  hasta  1871",  T.  I.,  pág.  174. 

(2)  Sotomayor  Valdés,  R.:  Obra  citada,  pág.  175. 
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de  hacer  respetar  sus  decisiones,  entre  las  cuales  se  encuentra  la  sus- 
pensión que  hace  la  Santa  Sede  del  ejercicio  de  la  jurisdicción  or- 
dinaria, respecto  de  todo  otro  que  no  sea  el  Vicario  Apostólico  allí 
nombrado,  y  su  expresa  decisión  de  que  subsiste  la  administración  de 
esta  Iglesia  a  cargo  del  mismo  Vicario  Apostólico,  hasta  que  de  cual- 
quier otro  modo,  proveyese  la  Sede  Apostólica  el  régimen  de  dicha 
Iglesia". 

"Como,  además,  es  punto  asentado  y  conforme  a  las  disposiciones 
canónicas,  que  habiendo  Vicario  nombrado  por  la  Silla  Apostólica,  cesa 
en  los  Cabildos  el  uso  o  el  derecho  de  elegir  vicario  capitular,  cree 
S.  E.  el  Presidente,  que  Ud.  no  debe  proceder  a  la  elección  que  se  pro- 
ponía hacer  el  11  del  corriente,  sin  que  por  esto  sea  su  ánimo  coartar 
los  recursos  legales  que,  supuesta  esta  decisión  del  Supremo  Gobier- 
no, a  quién  únicamente  corresponde  el  ejercicio  de  la  alta  protección 
en  materias  eclesiásticas,  puedan  competir  al  Cabildo,  o  a  cualquiera 
otra  autoridad  o  persona  particular. — Dios  guarde  a  US.  —  Joaquín 
Tocornal.— 10  de  Octubre  1831"  (1). 

Los  canónigos  a  pesar  de  esta  contestación  en  que  el  Gobierno  ma- 
nifestaba claramente  su  posición  en  el  conflicto,  dándole  toda  la  ra- 
zón al  Vicario,  quisieron  recurrir  al  poder  legislativo;  pero  en  esos  mis- 
mos días  se  cerraron  las  cámaras  y  tuvieron  que  someterse,  entrando 
el  Vicario  Apostólico  en  el  pleno  ejercicio  de  sus  atribuciones  y  juris- 
dicción, pero  sin  tomar  el  título  de  obispo  de  Santiago  por  no  suscitar 
nuevos  conflictos,  ya  que  el  Gobierno  no  había  solicitado  su  nombra- 
miento como  tal. 

Por  último,  el  cabildo,  muy  a  pesar  suyo,  hubo  de  soportar  una 
visita  que  hizo  a  la  Catedral  y  al  cabildo  don  Mariano  Egaña,  notn- 
brado  por  el  Gobierno  con  este  fin,  ya  que  "se  hablaba  de  ciertos 
fraudes  cometidos  por  empleados  inexcrupulosos,  en  la  administración 
de  los  bienes  de  la  catedral"  (2),  y  con  el  fin  de  examinar  la  obser- 
vancia de  las  disposiciones  de  las  leyes  de  Indias  en  lo  tocante  a  las 
catedrales,  debiendo  averiguar  "si  se  guardaban  las  constituciones  re- 
lativas a  la  iglesia  catedral  establecidas  en  los  sínodos  o  en  las  dispo- 
siciones generales  de  Indias,  si  estaba  completo  el  número  de  los  m'i- 
nistros  de  la  iglesia,  y  provistos  sus  destinos  por  autoridad  compe- 
tente con  arreglo  a  las  leyes  del  patronato,  si  e.sos  funcionarios  cum- 
plían con  las  obligaciones  de  su  cargo,  y  además  todo  lo  relativo  a  ren- 
tas, fábrica,  archivo,  sacristía,  etc.  Aunque  el  cabildo  eclesiástico  opo- 
so  al  principio  resistencia,  el  visitador  Egaña  llevó  a  cabo  esa  inspec- 
ción que,  como  dice  el  decreto,  era  ordeanada  por  parte  del  patro- 
nato" (3). 

3. — Calumniosa  acusación  a  Cienfuegos;  sus  descargos. 

El  historiador  chileno  don  Ramón  Sotomayor  Valdés  narra  un 
hecho  que  pudo  haber  traído  serias  consecuencias  para  las  entonadas 
relaciones  del  Gobierno  de  Chile  con  la  Santa  Sede. 


(1)  Vicuña,  Alejandro:  "Vida  del  Iltmo.  Sr.  D.  Manuel  Vicuña  L.",  páes. 
57  y  58. 

(2)  Silva  Cotapos,  C:  "Historia  Eclesiástica  de  Chile",  pág.  233. 

(3)  Barros  Borgoño,  L.:  "La  Misión  del  Vicario  Apostólico  don  Juan  de  Mu- 
zi",  pág.  301. 
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Un  periódico  de  Nueva  York  publicó  una  comunicación  en  que  el 
gobierno  de  Colombia  decía  reservadamente  al  Presidente  de  Venezue- 
la, que  el  canónigo  D.  José  Ignacio  Cienfuegos,  se  había  dejado  ganar 
por  la  Corte  de  Roma  y  había  llevado  a  Chile  una  carta-encíclica  para 
los  obispos  de  América,  segim  informes  del  ministerio  de  Colombia  en 
Roma. 

Esta  comunicación  en  Bogotá  a  30  de  Noviembre  de  1829,  y  firma- 
da por  el  ministro  don  José  Manuel  Restrepo,  decía  al  empezar:  "Se 
asegura  que  en  esta  bula  se  les  exige  una  sumisión  absoluta  en  lo  es- 
piritual y  temporal  a  la  Silla  Apostólica,  informes  de  todas  clases,  y 
se  les  previene  que  impidan  a  los  nuevos  gobiernos  el  ejercicio  del 
patronato  y  el  uso  de  los  diezmos  y  bienes  eclesiásticos".  Y  en  segui- 
da pedía  se  tomaran  todas  las  medidas  del  caso  para  estar  alertas  y 
prevenidos. 

El  ministro  Portales,  al  tener  conocimiento  de  este  documento, 
impulsado  como  todos  los  gobernantes'  de  la  época,  por  un  gran  celo 
en  mantener  intacta  la  doctrina  del  patronato,  se  dirigió  a  Cienfuegos, 
a  la  sazón  vicario  capitular  de  Concepción,  en  un  oficio  de  lí  de  Fe- 
brero de  1831,  requiriéndole  contestase  desmintiendo  tal  documento. 
En  este  oficio  Portales  le  pide  desmienta  satisfactoriamente  los  cargos 
que  se  le  hacen  y  se  vindique  a  los  ojos  del  mundo  entero:  comunica- 
ción esta  que  deja  entrever  que  el  ministro  no  dudó  nunca  del  pa- 
triotismo de  Cienfuegos  (1).  . 

El  Obispo  de  Rétimo  hizo  sus  descargos  en  una  nota  fechada  en 
Concepción  a  14  de  Marzo  de  1831,  en  que  alternan  la  entereza  y  la 
humildad  y  hay  revelaciones  harto  dignas  de  curiosidad  en  lo  que 
respecta  a  las  entrevistas  que  sostuvo  con  el  Papa.  En  uno  de  sus 
acápites  más  importantes  dice:  "¿Es  posible,  señor  ministro,  que  se 
presuma  deba  causar  mayor  impresión  en  la  América  el  relato  de  esa 
comunicación,  que  la  honrada  conducta  política  que  sin  interrupción 
he  observado?  ¿He  sido  acaso  del  número  de  aquellos  patriotas  que 
se  han  mantenido  en  la  oscuridad?  (2).  ¿No  es  constante,  que  desde  el 
principio  de  la  revolución  americana  he  sido  colocado  en  las  prime- 
ras sillas  de  los  gobiernos  políticos  y  eclesiásticos,  y  siempre  con  fir- 
meza y  honor  he  sostenido  los  sagrados  derechos  de  la  religión  y  li- 
bertad política,  sin  haber  dado  jamás  la  menor  nota  de  debilidad  o  in- 
fidelidad a  mi  patria?  ¿Y  no  deberían  ser  suficientes  20  años  de  servi- 
cios de  esta  clase  para  calificar  justamente  de  loable  la  conducta  po- 
lítica y  religiosa  de  uno  de  los  más  antiguos  patriotas?  ¿Cómo  es, 
pues,  que  por  el  solo  relato  de  un  periódico,  sin  manifestar  docu»- 
mentos,  ni  hechos,  se  me  pide  que  desmienta  satisfactoriamente  la  co- 
municación del  ministro  de  Colombia?"  Y  terminaba  diciendo:  "Así  es 
que,  si  me  lisonjeo  de  haber  como  fiel  ciudadano  trabajado  por  las  li- 


(1)  Fué  publicada  en  el  Araucano,  número  32. 

(2)  Sotomaj'or  Valdés  en  una  nota  de  la  pág.  187,  Tomo  I,  de  su  Historia 
de  los  40  años,  en  que  trata  estos  hechos,  dice  que  con  estas  palabras 
"tal  vez  aludía  al  mismo  Portales,  que  no  tomó  parte  alguna  en  la  re^ 
volución  y  campañas  de  la  independencia  y  es  muy  probable  que  así 
lo  entendiese  el  ministro.  Lo  cierto  es  que  entre  las  cartas  privadas  de 
Portales  que  Vicuña  Mackenna  ha  publicado  en  su  libro  sobre  este  hom- 
bre célebre,  una  hay  en  que  ridiculiza  al  Obispo  Cienfuegos,  probando 
tenerle  muy  mala  voluntad." 
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bertades  políticas  o  civiles  de  mi  patria,  tengo  igualmente  la  gloria 
de  ser  uno  de  los  alumnos  amantes  y  celosos  de  nuestra  adorable  re- 
ligión" (1). 

Parece  que  los  escrúpulos  regalistas  del  Gobierno  quedaron  por 
entonces  satisfechos,  ya  que  no  insistió  en  nuevas  explicaciones. 

4. — El  señor  Vicuña  es  nombrado  Obispo  de  Santiago  (2  de  Julio  de 
1832).  El  señor  Cienfuegos  es  nombrado  Obispo  de  Concepción 
(17  de  Diciembre  de  1832). 

Conforme  a  los  principios  expresados  en  la  encíclica  "Sollicitudo 
ecclesiarum",  el  Papa,  al  fallecimiento  del  Obispo  de  Santiago,  Rodríguez 
Zorrilla,  con  fecha  2  de  Julio  de  1832  proveyó  la  vacante  diócesis  de 
Santiago  nombrando  obispo  propietario  de  ella  a  don  Manuel  Vicuña. 
El  gobierno  de  Chile  no  otorgó  el  pase  a  la  bula  del  Papa,  ya  que  este 
nombramiento  lo  había  hecho  "motu  proprio",  y  antes  que  el  gobierno 
chileno  supiera  la  noticia  de  la  muerte  de  Rodríguez  Zorrilla,  consti- 
tuyendo una  verdadera  sorpresa  para  él.  A  pesar  de  todo.  Vicuña  siguió 
gobernando  la  diócesis,  llamándose  obispo  y  vicario  apostólico  de  San- 
tiago, ya  que  dejó  de  ser  obispo  de  Ceram,  que  era  sólo  un  título  hono- 
rífico, desde  el  día  de  su  institución  de  Obispo  de  Santiago. 

Para  disipar  estos  temores  del  Gobierno,  el  Papa  con  fecha  3  de  Di- 
ciembre de  1833  envió  una  carta  oficial  a  Prieto,  en  la  que  le  alaba  por 
el  espíritu  cristiano  de  la  administración  manifestado  en  las  medidas 
acoraadas  anteriormente,  y  le  comunica  que  ha  nombrado  "al  venera- 
ble hermane^  Manuel  Vicuña,  que  ejercía  el  encargo  de  Vicario  Apostó- 
lico de  la  Iglesia  Catedral  de  Santiago,  obispo  propio  de  la  misma".  Es- 
ta carta  tuvo  el  mérito  de  disponer  los  ánimos  para  llegar  en  un  futuro 
cercano  a  un  arreglo.  Pero  veamos  ahora  el  nombramiento  de  Cien- 
fuegos. 

Distinto  fué  el  nombramiento  para  llenar  la  vacante  episcopal  de 
Concepción,  que  no  tenía  obispo  desde  1816,  fecha  en  que  el  Obispo  Vi- 
llodres  se  había  dirigido  al  Perú.  En  este  lapso,  la  diócesis  fué  goberna- 
da por  vicarios  capitulares  elegidos  por  el  cabildo  eclesiástico.  La  últi- 
ma de  estas  elecciones  fué  la  del  señor  Cienfuegos,  obispo  "in  partibus 
de  Rétimo".  > 

El  Gobierno  que  deseaba  regularizar  la  situación  de  la  diócesis  de 
Concepción,  y  premiar  al  mismo  tiempo  los  servicios  prestados  por  Cien- 
fuegos  a  la  causa  de  Chile,  escribió  al  Sumo  Pontífice  haciendo  su  pre- 
sentación para  Obispo  de  Concepción  (2).  De  todas  estas  gestiones  fué 
encargado  el  señor  de  la  Barra,  Encargado  de  Negocios  en  París,  el 
que  personalmente  entregó  la  carta  del  Presidente  ai  Encargado  de  Ne- 
gocios de  la  Santa  Sede  en  esa  ciudad.  Tuvo  muy  buena  y  rápida 
acogida  la  petición  del  Gobierno,  ya  que  en  el  consistorio  del  mes  de 


(1)  Sotomayor  Valdés,  R.:  "Historia  de  Chile  durante  los  40  años  trascu- 
rridos desde  1831  hasta  1871",  págs.  186  y  191. 

(2)  Al  tiempo  de  hacerse  esta  petición,  Cienfuegos  ya  era  obispo,  puesto 
que  el  mismo  Papa  Gregorio  XVI  lo  había  consagrado  como  tal;  pero 
tenía  sólo  un  título  honorífico,  obispo  "in  partibus  de  Rétimo",  sin 
ninguna  jurisdicción. 
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Diciembre  de  1832,  fué  proclamado  Cienfuegos  obispo  propietario  de 
Concepción  (1). 

La  presentación  del  señor  Cienfuegos  para  obispo  de  Concepción 
fué  hecha  en  virtud  de  los  derechos  del  patronato  nacional  y  según  los 
trámites  de  la  Constitución  de  1828.  Pero  el  pase  a  la  bula  del  nombra- 
miento fué  dado  en  1834,  y  bajo  el  imperio  de  la  Constitución  del  33, 
no  menos  amparadora  del  patronato  que  la  anterior. 

Sin  embargo,  el  Santo  Padre,  en  la  bula  en  que  fué  instituido  Cien- 
fuegos,  omitió  hacer  mención  de  la  petición  del  Gobierno,  dando  de 
este  modo  a  entender  que  lo  hacía  "motu  proprio"  y  sin  la  interven- 
ción de  éste.  A  pesar  de  todo,  contrariamente  a  lo  sucedido  con  la  bula 
de  don  Manuel  Vicuña,  a  ésta  se  le  dio  el  pase  contra  la  opinión  del 
Fiscal  de  la  Corte  Suprema,  don  Mariano  Egaña,  reteniéndose  las  cláu- 
sulas que  desconocían  el  patronato  nacional,  práctica  que  se  mantuvo 
hasta  1825,  ya  que  nunca  se  llegó  a  celebrar  un  Concordato,  como  vere- 
mos más  ademlante.  Las  cláusulas  retenidas  decían:  "...supuesto  que 
reservamos  tiempo  hace  a  nuestra  ordennación_  y  disposición  las  provi- 
siones de  todas  las  iglesias  entonces  vacantes  o  que  en  adelante  vaca- 
ren, decretando  desde  entonces  que  fuese  nulo  y  de  ningún  valor  lo  que 
en  contrario  por  cualquiera  personas  o  con  cualquiera  autoridad  a  sa- 
biendas o  por  ignorancia  llegare  a  atentarse  sobre  ello"  (2). 

Este  fué  el  origen  del  largo  debate  entre  el  poder  civil  y  el  poder 
eclesiástico,  que  se  mantuvo  latente  hasta  1925.  Tuvo  tal  importancia 
en  la  vida  nacional  este  problema  irresoluto,  que  se  formó  una  escuela 
compacta  y  poderosa:  el  ultramontanismo. 

A  pesar  de  todo,  fué  esta  resolución  una  especie  de*  transacción, 
ya  que  ni  el  Gobierno  mantuvo  a  firme  todos  sus  principios  regalistas, 
al  dar  el  pase  a  la  bula,  ni  tampoco  fué  aceptada  en  todas  sus  partes, 
al  retener  las  cláusulas  que  desconocían  el  patronato.  Como  dice  Mon- 
taner  Bello:  "El  Gobierno  tuvo  presente  para  proceder  en  esta  forma, 
que  la  Santa  Sede  había  instituido  en  el  hecho  al  candidato  que  él  había 
presentado,  lo  que  podía  apreciarse  como  reconocimiento  tácito  de  sus 
prerrogativas  patronales.  Esta  resolución  del  Gobierno  no  enervaba 
su  actitud  primitiva  de  mantener  sus  derechos,  porque  en  el  discurso 
que  el  Presidente  dirigió  a  las  Cámaras  en  la  apertura  del  Congreso 
Nacional  de  1932,  pronunció  estas  frases:  Vindicadores  celosos  de  los 
derechos  del  patronato,  que  son  los  derechos  mismos  de  la  soberanía, 
toca  a  vosotros  prescribir  las  formas  legales  de  nuestras  relaciones  con 
el  Pontífice  romano.  Es  de  esperar  que  el  ominoso  influjo  de  algunas 
monarquías  de  Europa,  no  embarazará  más  tiempo  la  libre  comunica- 
ción que  debe  existir  entre  el  padre  común  de  los  fieles  y  los  gobiernos 
americanos,  representantes  naturales  de  una  porción  tan  numerosa  de 
la  cristiandad  3-  tan  adicta  a  la  silla  apostólica"  (3). 


(1)  Montaner  Bello  atribuye  esta  rapidez  a  buena  acogida  que  tuvo  la  pre- 
sentación de  Cienfuegos»  a  los  buenos  oficios  de  don  José  Sallusti,  se- 
cretario de  la  misión  Muzi,  y  que  tan  feas  cosas  había  dicho  del  mismo 
Cienfuegos.  (Historia  diplomática  de  la  independencia  de  Chile,  pá- 
gina 534). 

(2)  Barros  Borgoño,  Luis:  "La  Misión  del  Vicario  Apostólico  don  Juan 
Muzi",  pág.  301. 

(3)  Montaner  Bello,  R.:  "Historia  diplomática  de  la  independencia  de  Chi- 
le", pág.  533. 
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CAPITULO  II. 


1.  Constitución  de  1833;  reconoce  la  religión  católica  como  Religión 

del  Estado  y  establece  el  Patronato. 

Al  asumir  el  mando  don  Joaquín  Prieto,  se  promulgó  una  ley  se- 
gún la  cual  se  convocaba  a  una  Gran  Convención  Constituyente  para 
reformar  la  Canstitución  del  28.  Dos  años  más  tarde,  ponía  fin  esta  Asam- 
blea a  su  trabajo,  presentando  para  la  sanción  del  ejecutivo  la  nueva 
Constitución  que  fué  promulgada  el  25  de  Mayo  de  1833.  Entre  los  con- 
vencionales que  la  redactaron  y  aprobaron,  figuraba  don  Manuel  Vicu- 
ña, obispo  de  Santiago. 

En  su  art.  59  establecía  que  "La  Religión  de  la  República  de  Chile 
es  la  Católica,  Apostólica,  Romana;  con  exclusión  del  ejercicio  público 
de  cualquiera  otra".  Venía  así  esta  disposición  constitucional  a  estable- 
cer lo  que  de  hecho  ya  existía:  la  unión  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  que 
fué  un  legado  que  dejó  a  Chile  la  España  católica.  Pero  si  le  reconocía 
este  privilegio  a  la  Iglesia  Católica,  Apostólica,  Romana,  y  se  le  otor- 
gaba una  pereferencia  sobre  todos  los  otros  credos  religiosos  del  país, 
la  misma  Constitución  establecía  un  amplio  derecho  a  favor  del  Estado: 
el  Patronato. 

En  efecto,  en  su  art.  82,  al  tratar  de  las  atribuciones  del  Presidente, 
decía  en  los  números  8,  13  y  14:  Son  atribuciones  especiales  del  Pre- 
sidente: 

89 — Presentar  para  los  arzobispados,  obispados,  dignidades  y  pre- 
bendas de  las  iglesias  catedrales  a  propuesta  en  terna  del  Consejo  de 
Estado.  La  persona  en  quien  recayere  la  elección  del  Presidente  para 
Arzobispo  u  obispo,  debe  además  obtener  la  aprobación  del  Senado. 

139 — Ejercer  las  atribuciones  del  patronato  de  las  iglesias,  benefi- 
cios y  personas  eclesiásticas,  con  arreglo  a  las  leyes. 

149 — Conceder  el  pase,  o  retener  los  decretos  conciliares,  bulas  pon- 
tificias, breves  y  rescriptos  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado;  pero 
si  contuvieren  disposiciones  generales,  sólo  podrá  concederse  el  pase 
o  retenerse  por  medio  de  una  ley". 

El  art.  39  concordando  con  el  anterior  decía:  "Son  atribuciones  de 
la  Cámara  de  Senadores: 

3"?  Aprobar  las  personas  que  el  Presidente  de  la  República  presen- 
tare para  los  arzobispados  y  obispados". 

Y  el  art.  104:  "Son  atribuciones  del  Consejo  de  Estado: 

39  Proponer  en  terna  para  los  Arzobispados,  Obispados,  dignida- 
des y  prebendas  de  las  iglesias  catedrales  de  la  República. 

49  Conocer  en  todas  las  materias  del  patronato  y  protección  que 
se  redujeren  a  contenciosas,  oyendo  el  dictamen  del  tribunal  superior 
de  justicia  que  señale  la  ley". 

Al  establecerse  el  patronato  en  la  Carta  Fundamental  no  se  hacía 
sino  interpretar  el  pensamiento  regalista  predominante  en  todos  los 
habitantes  del  país.  Y  lo  establecía  de  una  manera  amplia,  ya  que  lo 
hacía  extensivo  a  las  leyes  y  decretos  pontificios,  debiendo  éstos  obte- 
ner el  "placet"  del  Gobierno. 


47 


2. — Ley  que  autoriza  separar  los  seminarios  de  los  institutos 
a  que  estaban  unidos. 

En  1831,  el  clero  comenzó  a  palpar  las  funestas  consecuencias  de 
la  incorporación  de  los  seminarios  de  Santiago  y  Concepción  a  los  Ins- 
titutos de  estas  ciudades.  El  número  y  calidad  sacerdotes  disminuía  y 
era  preciso  remediar  este  mal. 

El  presbítero  don  Juan  José  Uribe,  diputado  por  Curicó,  presentó 
un  proyecto  de  ley  para  autorizar  la  separación  del  seminario  de  San- 
tiago, el  26  de  Agosto  de  1831.  "El  pensamiento  de  este  proyecto  era 
justo,  pues  no  debían  estar  confundidos  dos  establecimientos  que  por 
su  índole  y  objeto  necesitaban  distinta  disciplina  y  diversa  preparación . 
intelectual.  Pero  el  proyecto  se  relacionaba  con  ciertos  puntos  de  poli- 
tica  y  de  derecho  eclesiástico  que  traían  preocupados  y  desavenidos  de 
tiempo  atrás  a  muchos  de  los  hombres  notables  del  partido  conser- 
vador" (1). 

La  comisión  encargada  en  esa  fecha  de  informarlo,  hizo  extensivo  ' 
el  proyecto  al  seminario  de  Concepción,  y  se  pronunció  por  la  separa- 
ción. A  pesar  del  informe  favorable,  la  Cámara  rechazó  el  proyecto  de 
"Uribe,  ante  el  temor  de  que  si  se  devolvían  los  bienes  de  los  seminarios 
unidos,  los  institutos  carecieren  de  medios  de  subsistencia.  Quedó,  por 
lo  tanto,  pendiendo  el  proyecto  para  mejor  ocasión. 

Al  abrirse  el  período  legislativo  de  1834,  el  ministro  Tocornal  lo  hizo 
revivir  y  puso  en  juego  todas  sus  influencias  para  hacerlo  aprobar.  El 
Obispo  de  Santiago,  don  Manuel  Vicuña,  también  lo  hizo  suyo,  esfor- 
zándose para  que  fuera  aprobado  sin  mayor  discusión.  Sabía  el  ministro 
que  en  la  Cámara  de  Diputados  iba  a  tener  oposición;  y  ésta  se  debía 
a  que  el  partido  conservador  se  hallaba  dividido  a  la  sazón  en  dos  ban- 
dos: patronatistas  exaltados,  entre  los  que  figuraban  Errázuriz  (don 
Ramón),  Benavente  y  Gandarillas;  y  patronatistas  moderados  que  pro- 
curaban por  todos  los  medios  a  su  alcance,  evitar  toda  discusión  religiosa 
y  los  ataques,  a  la  Santa  Sede,  encabezados  por  el  ministro  Tocornal. 
Esto  no  obstante,  después  de  algunos  debates,  el  proyecto  fué  apro- 
bado por  los  diputados  por  gran  mayoría.  (32  contra  7)  (2). 

Cabe  hacer  notar  que  en  su  artículo  29  se  hace  una  declaración  im- 
propia del  estilo  puramente  preceptivo  de  la  ley  moderna.  Tenía  por 
objeto  salvar  el  cargo  que,  aunque  sin  fundamento,  ciertos  impugna- 
dores le  señalaban  el  propósito  encubierto  a  esta  separación,  "de  dar 
auge  a  la  enseñanza  eclesiástica  con  detrimento  de  la  enseñanza 
laica"  (3). 

En  el  Senado,  sólo  tuvo  la  oposición  de  los  pipiólos.  La  mayoría 


(1)  Sotomayór  Valdés,  R.:  "Historia  de  . Chile  bajo  el  gobierno  del  general 
don  Joaquín  Prieto",  T.  I.,  pág.  412. 

(2)  El  proyecto  decía:  "Art.  lí"  Se  establecen  los  seminarios  del  Estado  de 
Chile,  según  lo  dispuesto  por  el  Concilio  de  Trento.  "Art.  2"?  Se  autoriza 
al  poder  ejecutivo  para  que  se  les  asigne  las  rentas  suficientes  a  su  con- 
servación con  concepto  a  las  escaseces  del  Erario,  y  a  que  el  ánimo  de  la 
Legislatura  es  no  atacar  en  manera  alguna  el  Instituto  Nacional,  ni 
cooperar  a  su  decadencia".  (Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos,  T. 
XXII,  pág.  357). 

(3)  Sotomayór  Valdés,  R.:  Historia  de  Chile  bajo  el  gobierno  del  general 
don  Joaquín  Prieto",  T.  I.  pág.  413. 
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dirigida  por  el  senador  secretario,  Juan  Francisco  Meneses,  tenía  re- 
suelto abreviar  la  discusión.  El  ministro  Rengifo,,que  también  era  se- 
nador, mirando  el  proyecto  sólo  por  el  aspecto  económico,  hizo  indica- 
ción para  que  se  soücitara  del  Gobierno  un  mfornie  sobre  el  estado  y 
recursos  de  ios  establecimientos  que  se  trataba  de  separar.  Pero  fué 
rechazada  esta  indicación  por  considerarla  un  recurso  dilatorio. 

El  senador  Gandarillas  lo  atacó  por  su  redacción  ya  que  hasta  se 
faltaba  en  él  a  la  gramática.  Todo  fue  inútil,  y  en  la  sesión  del  12  d,e 
¡Septiembre  el  proyecto  fué  aprobado  sin  las  modificaciones  propuestas 
por  el  señor  Ganaarillas,  y  a  pesar  de  que  el  debate  fué  superiicial  y 
breve,  dio  lugar  a  apasionar  ios  ánimos  y  a  conflictos  y  disputas  es- 
candalosos en  la  Cámaras  U).  i 

La  ley  fué  promulgada  el  4  de  Octubre  de  1834.  Por  lo  pronto  en 
Concepción  no  pudo  cumplirse.  Pero  si  en  Santiago,  oonde  en  1836  se 
abrió  el  ¡áemmario  conciliar  de  los  Santos  Angeles  Custodios,  en  una 
casa  arrendada,  contando  solo  con  34  alumnos  (.2). 

3. — Renuncia  de  Cienfuegos.  Su  muerte;  su  personalidad- 

Cuando  don  José  Ignacio  Cienfuegos  fué  presentado  como  candi- 
dato para  ocupar  en  propiedad  la  vacante  diócesis  de  Concepción,  puso 
üiíicuitacies  para  acepiaria,  fundándose  en  su  avanzada  edad  de  10  años, 
y  en  sus  acnaques.  bin  embargo,  cumplió  con  gran  celo  los  altos  de- 
ueres  de  su  cargo.  Fundo  12  parroquias,  y  se  encontraba  haciendo  una 
visita  pastoral  a  su  aiocesis  cuanao  sobrevino  al  terremoto  del  20  ae 
Febrero  de  183o,  que  destruyo  casi  totalmente  la  ciudad  de  Concep- 
ción. La  catedral,  aun  inconclusa,  fué  destruida.  Comprendiendo  Cien- 
íuegos  que  en  esas  conaiciones  la  diócesis  necesitaba  un  prelado  mas 
joven  y  activo  que  el,  para  reparar  las  rumas  causadas  por  el  terremoto, 
renunció  a  su  cargo,  y  habiéndose  aceptaao  su  renuncia,  se  retiró  a 
Talca  donde  falleció  el  8  de  iNoviembre  ae  1845.. 

Mucnos  JUICIOS  se  han  emitidos  respecto  a  la  personalidad  de  Cien- 
fuegos.  Creemos  que  sus  virtuües  como  sacerdote,  obispo  y  potriota,  so- 
bre todo  estas  úiiimas,  fueron  muy  superiores  a  las  críticas  y  juicios 
desfavorables  de  algunos,  que  han  juzgaüo  su  proceder,  con  un  crite- 
rio que  no  tomo  en  cuenta  las  circunstancias  en  que  se  debatía  la  Igle- 
sia en  esa  época.  Como  dice  Eüwards  Vives;  "inconscientemente  el  es- 
píritu tienae  a  interpretar  el  pasado  por  el  presente  y  establecer  así 
analogías  espirituales  erróneas  entre  épocas  y  problemas  muy  diver- 
sos'  (.3). 

En  su  actuación  como  chileno  y  patriota,  está  colocado  entre  los 
grandes  servidores  de  la  patria;  y  como  sacerdote  y  obispo  ocupa  un 
si.tial  entre  los  más  virtuosos  eclesiásticos  de  Chile. 

Dice  don  Diego  Barros  Arana  que  "el  recuerdo  de  sus  virtudes  y 
más  aun  el  de  sus  servicios  a  la  patria  en  los  días  más  críticos  de  la  re- 
volución de  la  independencia,  daba  a  aquel  suceso  el  carácter  de  una 


(1)  Sotomayor  Valdés,  R.:  Historia  de  Chile  ^bajo  el  gobierno  del  general 
don  Joaquín  Prieto",  T.  1.,  pág.  414. 

(2)  Al  año  siguiente  se  trasladó  a  la  casa  que  el  obispo  le  habíaf.  edificado 
en  la  esquina  de  la  calle  del  Sauce  (hoy  Riquelme)  con  la  de  Moneda, 
y  sus  alumnos  llegaron  a  70. 

(3)  Edwards  Vives,  Alberto:  "La  Fronda  Aristocrática",  pág.  63. 
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desgracia  nacional"  (1).  Este  historiador  no  le  escatima  alabanzas  en 
su  historia,  que  son  muy  justas  y  merecidas.  Sin  embargo,  lamentamos 
que  al  hacerlo  haga  un  cargo  al  clero  que  nos  parece  injusto.  Dice  que 
"sólo  el  clero  ha  sido,  si  no  precisamente  injusto  para  apreciar  la  me- 
moria de  Cienfuegos,  a  lo  menos  reservado,  atribuyendo  a  debilidad  el 
haberse  puesto  en  la  crisis  revolucionaria  al  servicio  del  gobierno  de 
su  patria"  (2).  Confunde  en  esta  apreciación  su  carácter  de  eclesiástico 
por  una  parte  y  de  patriota,  por  otra.  Como  patriota,  ningún  clérigo  le 
ha  reprochado  nada  jamás  a  Cienfuegos;  sólo  que  como  gobernador  ecle- 
siástico tuvo  sus  yerros,  y  explicables  por  otra  parte,  como  ya  lo  hemos 
dicho.  Don  Carlos  Silva  Cotapos,  historiador  eclesiástico,  dice:  "Es  cier- 
to que,  como  gobernador  eclesiástico  de  Santiago,  Cienfuegos  había 
cometido  graves  errores  y  abusos;  pero  era  por  lo  demás  un  eclesiástico 
dignísimo,  virtuoso  y  caritativo,  y  no  carecía  de  instrucción  literaria 
y  teológica;  y  estaba  adornado  de  otras  cualidades  exteriores  que  le  ha- 
cían recomendable  y  digno  de  una  mitra"  (3).  Otro  clérigo,  de  nacio- 
nalidad argentina,  don  Rubén  Vargas  Ugarte,  defiende  del  mismo  modo, 
en  una  de  sus  páginas  a  Cienfuegos  (4). 

Otra  prueba  irrefutable  que  justifica  plenamente  la  conducta  de 
Cienfuegos  en  este  turbulento  período,  fué  que  al  ir  por  última  vez  a 
Roma,  hizo  sus  descargos  que  sintetizados,  equivalía  a  decir  que  había 
obrado  de  este  modo,  para  evitar  mayores  males  a  la  iglesia  chilena; 
y  ya  vimos  como  siempre  estuvo  latente  en  esta  época  el  peligro  de  un 
cisma  religioso  no  sólo  en  Chile,  sino  también  en  el  resto  de  América. 
Su  Santidad  se  convenció  de  la  rectitud  de  Cienfuegos  y  prueba  de  eilo 
es  que  León  XII  por  sus  propias  manos  lo  consagró  obispo  en  la  Ca- 
pilla Sixtina. 

A  su  muerte,  dando  un  ejemplo  de  caridad  cristiana  y  patriotismo, 
dejó  crecidas  sumas  al  hospital  y  al  instituto  fundado  por  el  Gobierno 
en  Talca,  y  aplicó  a  este  últitno  establecimiento  varios  legados  píos,  de 
testadores  que  la  habían  instituido  su  albacea  (5). 


(1)  Barros  Arana  D.:  "Un  decenio  de  la  Historia  de  Chile",  T.  XV,.  pág.  63. 
(3)  Barros  Arana  D.:  Obra  citada,  pág.  64. 

(3)  Silva  Coiapos  C:  "Historia  Eclesiástica  de  Chile",  pág.  222. 

(4)  Dice  este  autor;  "Antes  de  su  separación  del  gobierno  eclesiástico  de 
la  diócesis,  Cienfuegos  hubo  de  salir  a  la  defensa  de  los  derechos  del 
clero  y  su  actitud  prueba  que  no  obraba  enteramente  bajo  la  inspira- 
ción .  ae  la,  autoridad  civil.  Necesitado  como  se  hallaba  el  Gobierno  de 
allegar  recursos,  se  pensó  en  gravar  a  los  eclesiásticos  con  una  contri- 
bución. Cienfuegos  en  un  oficio  al  Senado,  sostuvo  la  exención  del  clé- 
ro  de  todo  gravamen;  pero  admitió  que  las  circunstancias  podían  exigir 
que  contribuyese  en  alguna  manera  a  las  cargas  comunes  y  al  efecto 
señaló  las  condiciones  en  que  podía  verificarse  el  impuesto.  El  Senado 
aceptó  el  temperamento  propuesto  por  el  gobernador  eclesiástico  y 
dió  carácter  de  ley  a  la  fórmula  redactada  por  él  mismo."  (Vargas  ligar- 
te Rubén:  "El  Episcopado  en  los  tiempos  de  la  emancipación  sudameri- 
cana", pág.  "84). 

(5)  Sobre  Cienfuegos,  hemos  tenido  coriocimiento  que  el  Jesuíta,  P.  Le- 
turia  ha  escrito  un  libro,  que  hasta  el  momento  de  escribir  estas  líneas 
no  hemos  podido  conseguir,  y  en  el  que  se  exaltace  y  pone  en  su  sitio 
la  personalidad  del  gran  sacerdote  y  patriota. 
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4. — Misiones  en  Chiloé  y  Vaidivia  dirigidas  por  el'  Pbro.  don  Rafael  V. 
Valdivieso.    Preocupación  y  ayuda  del  gobierno  chileno. 

En  un  capítulo  anterior  vimos  el  restablecimiento  del  Colegio  de 
Misioneros  de  Chillán.  A  pesar  de  todo,  no  dió  los  resultados  esperados. 
El  ministro  del  Interior  y  Culto  don  Joaquín  Tocornal,  alarmado  por  la 
situación  eclesiástica  en  el  Sur  del  país,  trató  de  remediarla  y  para  esto 
escogió  al  presbítero  don  Rafael  V.  Valdivieso,  quién  en  compañía  de 
tres  sacerdotes  más,  recorrió  el  archipiélago  de  Chiloé  dando  misiones  y 
administrando  los  sacramentos  durante  4  meses.  Esto  fué  insuficiente, 
porque  por  muchos  esfuerzos  que  hicieran  *sos  abnegados  ministros, 
el  problema  seguía  agravándose,  debido  a  la  escasez  de  sacerdotes,  y 
al  extenso  territorio  que  abarcaban  las  misiones. 

Don  Diego  Portales,  nombrado  ministro  del  Culto,  dictó  un  decreto 
de  feciia  19  de  Noviembre  de  1835,  disponiendo  que  el  padre  franciscano 
fray  Zenón  Badía  fuere  a  Italia  en  busca  de  24  religiosos  de  la  mis- 
ma orden.  (13  Este  decreto  es  muy  criticado  por  el  señor  Barros  Arana 
en  su  Historia.  Pero  no  encontramos  razón  para  esto  ya  que  el  mismo 
Gobierno,  se  hallaba  ante  el  problema  de  que  los  indios  del  Sur  estaban 
en  continuas  revueltas  y  bien  sabía  Portales  que  por  la  fuerza  el  pue- 
blo araucano  no  había  sido  ni  sería  sometido,  y  que  la  fuerza  moral 
de  la  Religión  era  el  único  medio  de  poder  atraer  a  los  indios  a  la  ci- 
vilización. , 

Los  sacerdotes  italianos  llegaron  a  Chile  en  1837.  Su  labor  al  prin- 
cipio fué  poco  fructífera,  ya  que  se  encontraron  con  dificultades  de  di- 
verso orden,  como  el  cambio  ae  temperamento  el  idioma,  etc.  Pero  aun- 
que su  labor  no  correspondiera  a  los  deseos  del  Gobierno  y  de  la  Iglesia, 
debemos  dejar  constancia  de  los  esfuerzos  de  los  gobernantes  de  aque- 
llos años,  de  no  omitir  medios  ni  sacrificios  con  tal  de  hacer  llegar  a  to- 
dos los  liabitantes  del  país,  los  beneficios  de  la  religión  y  de  la  civi- 
lización. 


5. — Don  Diego  Antonio  Elizondo,  Obispo  de  Concepción.' 
Su   labor  educativa. 

Aceptada  la  renuncia  de  Cienfuegos,  le  sucedió  en  el  gobierno  de 
diócesis,  el  chantre  de  la  Catedral  de  Santiago,  doctor  don  Diego  Añ- 


il) Es  probable  que  el  Gobierno  haya  enviado  a  fray  Bardía  a  buscar  misio- 
neros para  faciliitar  un  entendimiento  con  la  Santa  Sede.  Se  quería 
por  todas  los  medios  liacer  ver  a  la  Santa  Sede  que  los  actuales  gober- 
nantes se  preocupaban  como  debía  de  los  asuntos  religiosos;  y  no  lo  in- 
terpretamos como  el  señor  Barros  Arana,  que  no  hace,  sino  criticar  es- 
ta medida.  Pensamos  de  este  modo,  porque  fray  Bardía  no  sólo  llevaba 
esta  misión,  sino  la  de  exponer  a  Su  Santidad  el  pensamiento  del  Go- 
bierno Chileno  en  orden  a  establecer  relaciones  con  la  Santa  Sede,  y 
preparar  así,  el  camino  a  la  misión  de  Rosales,  como  veremos  más  ade- 
lante. 
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tonio  Elizondo,  asumiendo  el  cargo  en  Noviembre  de  1837  en  virtud 
de  la  carta  de  ruego  y  encargo  (2). 

La  mayor  preocupación  de  este  obispo,  fué  el  problema  educacional 
ya  que  desde  el  terremoto  de  1835  la  juventud  carecía  de  colegios  don- 
de instruirse.  Unicamente  existían  en  esa  ciudad  tres  pequeñas  escue- 
las sostenidas,  una  por  el  presbítero  don  Gil  Calvo,  otra  por  el  Con- 
vento de  San  Francisco  y  otra  por  el  de  Santo  Domingo,  cada  uno  con 
una  veintena  de  alumnos. 

Para  remediar  esta  escasez  de  escuelas,  ya  que  la  enseñanza  solo 
se  impartía  a  los  niños  hombres,  abrió  una  escuela  de  niñas,  en  la  qus 
se  enseñaba  lectura  y  escritura,  gramática  castellana,  aritmética,  cate- 
cismo, costura,  bordados,  etc.  Ofreció  al  gobierno  sus  servicios  para 
restablecer  el  Instituto  Literario.  El  ministro  Egaña  aceptó  el  ofreci- 
miento y  en  1838  se  reabrió  este  Instituto,  siendo  el  mismo  Elizondo, 
durante  el  priíner  año,  su  rector.  El  Seminario  continuó  unido  al  Ins- 
tituto Literario,  aunque  solo  en  el  nombre,  ya  que  ni  sus  sucesores, 
establecieron  las  clases  de  ciencias  sagradas.  Parece  que  el  Obispo  no 
quiso  hacerlo,  con  la  esperanza  de  dar  cumplimiento  a  la  ley  de  1834 
que  prescribía  la  separación  de  ambos  establecimientos. 


CAPITULO  III 

1. — El  Gobierno  chileno  desea  tener  relaciones  con  su  Santidad  y  so- 
licita por  una  ley  la  creación  del  arzobispado  de  Santiago 
y  de  las  diócesis  sufragáneas  de  La  Serena  y  Ancud. 

En  1835  falleció  el  rey  Fernando  VII,  y  su  sucesor,  la  reina  gober- 
nadora, doña  María  Cristina  viuda  de  Fernando  VII,  que  ejercía  la  re- 
gencia por  la  menor  edad  de  su  hija,  la  reina  Isabel  II,  manifestó  su 
deseo  de  entrar  en  arreglo  amistosos  con  los  países  americanos,  aun 
sobre  la  base  del  reconocimiento  de  su  independncia.  Esta  situación 
favorable,  ya  que  la  oposición  del  gobierno  español  era  uno  de  los  obs- 
táculos para  que  Su  Santidad  reconociera  oficialmente  la  independen- 
cia de  Chile,  llevó  al  gobierno  de  Prieto  a  pensar  seriamente  el  modo 
de  iniciar  las  relaciones  con  la  Santa  Sede,  porque  lo  movía  no  sola- 
mente sus  sentimientos  católicos,  sirio  la  idea  de  conseguir  para  Chile 
la  concesión  del  patronato.  "Este  fué  el  pensamiento  de  los  gobernan- 
tes chilenos,  que  eran  tan  firmes  regalistas  como  sinceros  católico.?. 
Se  dispuesieron  pues,  para  pedir  a  Su  Santidad  dos  cosas:  el  reconoci- 
miento de  la  indepndencia  de  Chile  y  la  concesión  del  patronato,  como 
herencia  de  la  soberanía  española  y  prenda  de  buena  inteligencia  entre 
ambos  poderes". 

"Se  renovó  con  este  propósito  el  antiguo  proj^ecto  del  general 


(2)  Carta  de  ruego  y  encargo  era  "la  petición  por  escrito  por  parte  del  Go- 
bierno al  cabildo  eclesiástico,  para  que  entregai'a  al  obispo  electo  el  go- 
bierno de  la  sede  para  la  cual  había  sido  elegido,  en  el  momento  en  que 
el  Senado  lo  elegía  para  que  el  Gobierno  lo  presentara  a  Roma  en  el 
primer  lugar  de  la  terna  y  antes  que  el  Papa  lo  preconizara  y  le  diera 
las  bulas  por  las  cuales  él  podía  tomar  posesión  de  su  Diócesis.  También 
entonces  el  título  de  "electo". 
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O'Higgins,  contenido  en  las  instrucciones  dadas  el  año  21  al  señor  Cien- 
"fuegos,  con  el  agregado  de  la  petición-  del  reconocimiento  de  la  inde- 
pendencia y,  como  consecuencia,  la  formación  de  la  provincia  eclesiás- 
tica de  Chile,  elevando  la  sede  obispal  de  Santiago  al  rango  de  metro- 
politana y  creando  sedes  sufragáneas  en  varias  ciudades  de  la  Repú- 
blica" (1). 

\LsL  Constitución  del  33  había  previsto  en  sus  Arts.  82  y  104  la  for- 
ma que  debía  observarse  para  el  nombramiento  de  los  arzobispos.  El 
estado  de  cosas  existentes  no  podía  prolongarse  indefinidamente.  Ni  el 
Papa  había  de  reconocer  el  derecho  de  patronato,  ni  el  Gobierno  po- 
día aceptar  que  sin  su  intervención  proveyera  en  adelante  los  obispa- 
dos del  país.  Tres  años  después,  siendo  ministro  de  lo  Interior  y  del 
Culto  don  Diego  Portales,  el  Gobierno  dirigió  al  Congreso  el  19  de  Ju- 
lio de  1836  un  mensaje,  relativo  a  la  erección  del  arzobispado  de  San- 
tiago y  la  creación  de  los  obispados  sufragáneos  de  La  Serena  y  An- 
cud  (2).  Este  arbitrio  fué  un  medio  que  sin  solucionar  directamente  el 
conflicto,  lo  eludía  con  habilidad,  satisfaciendo  al  mismo  tiempo,  el 
sentimiento  religioso  del  país. 

El  proyecto  del  Gobierno  fué  aprobado  sin  variación  alguna  por 
el  Congreso,  y  promulgado  como  ley,  el  24  de  Agosto  del  mismo  año. 
Constaba  de  6  artículos,  siendo  sus  tres  primeros  los  más  importantes 
y  que  damos  a  continuación: 

"Art.  19  El  Presidente  de  la  República  dirigir4  a  la  Sede  Apostó- 
lica las  correspondientes  preces,  para  que  se  establezca  en  el  territo- 
rio de  Chile  una  metrópoli  eclesiástica,  erigiéndose  en  arzobispado  la 
silla  episcopal  de  Santiago. 

Art.  29.  Dirigirá  igualmente  las  correspondientes  preces  para  que 
se  erija  un  obispado  en  Coquimbo  y  otro  en  Chiloé. 

Art.  39.  Estos  y  el  de  Concepción  serán  los  sufragáneos  del  arzo- 
bispado" (3). 


(1)  Montaner  Bello,  R.:  "Historia  diplomática  de  la  independencia  de  Chi- 
le". Pág.  553. 

(2)  He  aquí  los  principales  puntos  del  mensaje:  "El  aumento  de  la  pobla- 
blación  de  Chile  y  la  elevación  de  este  país  al  rango 'de  nación  inde- 
pendiente, son  incompatibles  con  el  número  de  dos  obispados,  erigidos 
en  los  primeros  tiempos  de  la  conquista,  y  con  la  sujeción  de  sus  obis- 
pos a  im  metropolitano  que  tiene  su  silla  en  un  país  extranjero.  Son 
muy  palpables  los  males  que  se  siguen  por  la  continuación  de  este  orden 
de  cosas,  y  no  pueden  ocultarse  a  vuestra  penetración. 

"Sin  un  metropolitano  y  correspondiente  sufragáneos,  no  podrán  rea- 
lizarse entre  nosotros  concilios  provinciales,  que  siendo  el  apoyo  de  los 
do.smas  y  moral  de  la  religión,  sirvan  al  mismo  tiempo  para  purgarla 
de  los  abusos  introducidos  en  la  disciplina.  En  los  juicios  eclesiásticos 
se  siente  un  vacío  que  no  puede  llenarse,  sino  con  la  erección  de  la 
metrópoli;  el  dictámen  de  un  solo  juez  produce  sentencia  irrevocable  en 
los-  aslmtos  que  más  afectan  el  corazón  del  hombre;  y  sin  las  garantías 
que  presta  el  orden  de  proceder  en  los  juicios  civiles,  se  decide  de  su 
suerte,  se  fija  su  estado  y  se  condena  a  sufrir  una  inquietud  sin  fin". 

"A  los  fundamentos  expuestos  tengo  que  añadir  que,  llamados  a 
desempeñar  los  nuevos  obispados  eclesiásticos  celosos  e  ilustrados,  con- 
tribuirán en  gran  parte  a  propagar  la  instrucción  primaria  en  la  clase 
menesterosa  de  sus  diócesis,  y  que  aun  de  ellos  empleándose  en  la  mi- 
siones de  indígenas,  puede  hacer  grandes  bienes,  difundiendo  la  civi- 
lización en  la  vasta  extensión  que  posee  la  república  al  Sud  del  Archi- 
piélago de  Chiloé".  (La  Provincia  Eclesiástica. Chilena,  pág.  529  y  530). 

(3)  "La  Provincia  Eclesiástica  Chilena",  pág.  531. 
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Esta  ley  no  pudo  llevarse  a  la  práctica  de  inmediato,  porque  los 
acontecimientos  que  sobrevinieron  en  la  política  interna  y  externa  de 
Chile,  como  el  motín  de  Quillota,  el  asesinato  de  Portales  y  la  guerra 
contra  la  Confederación  perú-boliviana,  retardaron  el  proyecto  hasta 
principios  de  1838. 

Acordada  la  erección  del  arzobispado,  la  opinión  unánime  era  de 
que  el  primer  arzobispo  debía  ser  don  Manuel  Vicuña,  obispo  de  San- 
tiago, dadas  sus  relevantes  cualidades,  reconocidas  por  todos  en  Chile. 
El  Presidente  don  Joaquín  Prieto  se  lo  hizo  saber  en  una  comunica- 
ción de  fecha  9  de  Octubre  de  1837,  a  la  que  contestó  el  señor  Vicuña 
aceptando  el  ofrecimiento,  el  11  de  Octubre  de  1837. 

La  noticia  de  que  se  trataba  en  Chile  de  la  erección  de  la  Iglesia 
de  Santiago  en  metropolitana,  fué  conocida  en  América  por  la  publi- 
cación que  se  hizo  .en  los  periódicos,  de  la  ley  de  24  de  Agosto.  El 
Exmo.  Obispo  de  Bagnorrea,  internuncio  extraordinario  de  Nueva  Gra- 
nada y  delegado  apostólico  de  las  repúblicas  de  América,  se  dirigió  al 
señor  Vicuña  el  21  de  Abril  de  1837,  para  manifestarle  que  creía  fá- 
cil obtener  de  la  Santa  Sede  la  erección  deseada,  si  el  Gobierno  la  pe- 
día formalmente,  agregando  que  estaba  dispuesto  a  interponer  su  in- 
fluencia en  Roma  para  conseguirlo  (1).  Pero  estos  buenos  oficios  ya 
no  eran  necesarios,  ya  que  constaba  al  Gobierno,  por  otros  conductos, 
la  disposición  favorable  en  que  se  hallaba  la  Santa  Sede,  como  el  tes- 
timonio del  P.  franciscano  fray  Zenón  Badía,  quién  como  vimos,  fué 
enviado  a  Italia  comisionado  por  el  Gobierno,  y  que  en  nota  de  15  de 
Enero  de  1837,  había  dado  cuenta  al  presidente,  de  una  audiencia  del 
Pontífice  V  la  buena  acogida  que  le  había  dispensado  en  esa  oportuni- 
dad (2). 

2. — Instrucciones  dadas  a  Rosales.  Es  nombrado  encargado 
de  negocios  en  Roma.  Objeto  de  su  misión. 

Para  gestionar  y  hacer  realidad  estos  deseos  manifestados  en  la 
ley  aprobada  en  Agosto  de  1836,  se  comisionó  al  encargado  de  nego- 
cios de  Chile  en  Francia  don  Francisco  Javier  Rosales,  al  que  se  le  en- 
tregaron las  preces  del  Gol^ierno  con  fecha  24  de  Marzo  de  1838,  tanto 
para  la  erección  del  arzobispado  como  para  la  creación  de  las  dióce- 
sis de  La  Serena  y  Ancud. 

En  las  instrucciones  que  le  fueron  dadas  el  16  de  Abril,  se  le  ad- 
vertía que  debía  gestionar  él  despacho  favorable  de  las  preces  que  se 
dirigían  a  la  Silla  Apostólica,  y  que  los  objetos  que  se  proponía  el  Go- 
bierno eran  dos  los  principales:  19  Reconocimiento  de  la  independen- 
cia de  Chile;  y  29  Concesión  del  patronato.  Este  último  objeto  se  pe- 

*. 

(1)  "La  Provincia  Eclesiástica  Chilena",  pág.  645. 

(2)  Fray  Zenón  Badía.  decía  en  esa  comunicación  al  Presidente  narrándole 
la  audiencia:  "Sobremanera  complacido,  con  mi  lisonjera  y  verídica  re- 
ferencia, levantó  las  manos  al  cielo  en  señal  de  su  gozo  bendiciendo  a 
V.  E.  y  a  todo  Chile  por  su  religiosa  constitución,  mantenedora  de  la 
pura  y  santa  religión,  guardando  la  más  perfecta  unión  con  su  suprema 
cabeza.  Me  prometió  elevar  a  arzobispado  la  iglesia  de  la  capital,  inme- 
diatamente que  V.  E.  le  remitiese  la  propuesta;  pero  que  debía  tener  a 
lo  menos  dos  sufragáneos  para  esta  nueva  erección".  (La  Provincia 
Eclesiástica  Chilena,  pág.  54). 
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día  de  un  modo  indirecto,  ya  que  se  solicitaba  de  Su  Santidad  "que 
en  las  bulas  que  expidiese,  instituyendo  a  los  obispos  de  Chiloé  y  Co- 
quimbo, se  haga  mención  expresa  de  la  presentación  del  Presidente  y 
se  reconozca  este  derecho"  (1).  En  las  mismas  instrucciones  se  le  pre- 
venía de  las  dificultades  y  resistencia  que  pudieran  surgir  con  este 
motivo  y  se  le  daban  instrucciones-  precisas,  porque  los  gobernantes 
no  querían  suscitar  un  nuevo  conflicto,  diciéndole  que  aunque  el  San- 
to Padre  no  hiciera  mención  de  la  presentación  del  Gobierno,  sola- 
mente protestara;  pero  enviando  las  bulas  de  inmediato  al  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores  y  Culto  (2). 

El  señor  Rosales  recibió  sus  documentos  en  Agosto  de  1839,  pero 
no  pudo  salir  para  Rom.a  porque  lo  detuvieron  en  París  las  gestiones 
de  arreglo  con  los  acreedores  británicos,  para  el  pago  del  empréstito 
contratado  en  1822,  y  cuyos  dividendos  se  encontraban  insolutos  -  des- 
.  de  1826;  y  las  incidencias  originadas  por  la  construcción  de  la  fragata 
"Chile"  (3). 

3. — Diligencias  del  señor  Rosales  en  Roma.  La  Santa  Sede 
reconoce  la  independencia  de  Chile. 

Por  el  motivo  ya  expresado,  Rosales  sólo  pudo  dirigirse  a  Roma 
en  Febrero  de  1840,  donde  llegó  el  día  14.  Después  del  canónigo  Cien- 
fuegos,  era  éste  el  primer  enviado  que  acreditaba  Chile  ante  la  Santa 
Sede.  Dos  días  después  se  presentó  al  Subsecretario  de  Su  Santidad, 
monseñor  Capaccini,  gran  amigo  de  Cienfuegos,  quién  lo  recibió  cor- 
dialmente  y  le  pidió  una  exposición  escrita  de  sus  peticiones  para  in- 
formar al  Papa.  La  principal  de  todas,  era  el  reconocimiento  de  la  in- 
dependencia que  debía  preceder  a  las  negociaciones. 

Sin  embargo,  la  Santa  Sede  opuso  .una  dificultad  ,al  solicitar  del 
Gobierno  chileno  una  explicación  por  el  destierro  del  Obispo  Rodrí- 
guez Zorrilla,  los  desaires  al  Vicario  Muzi  y  la  confiscación  de  los  bie- 
nes del  clero.  "Ignoraba  talvéz  el  representante  de  Chile  que  los  actos 
hostiles  ejecutados  por  gobiernos  liberales  anteriores,  habían  de  ser 
motivo  de  observaciones  de  parte  de  la  Santa  Sede,  antes  de  acceder 
a  su  petición"  (4). 

Estas  observaciones  de  la  Santa  Sede,  existieron  realmente,  como 
lo  comunicó  a  Santiago  en  oficio  de  28  de  Febrero,  ya  que  debía  lle- 
narse esta  formalidad  exigida  por  la  Iglesia  para  eskos  casos  y  para 
que  la  Congregación  que  debía  ocuparse  del  asunto,  pudiera  resolver. 
No  era  un  obstáculo  que  oponía  el  Papa,  sino  una  mera  formalidad. 


(1)  Montaner  B.,  Ricardo:  "Historia  diplomática  de  la  independencia  de 
Chile",  pág.  564. 

(2)  Montaner  B.,  Ricardo:  Obra  citada,  pág.  564. 

(3)  El  gobierno  chileno  había  mandado  construir  un  poderoso  buque  para 
asegurar  sus  dilatadas  costas.  Fué  construido  por  una  firma  france- 
sa, con  la  que  sostuvo  un  pleito  por  haber  cobrado  más  de  lo  estipula- 
do, y  que  al  ser  sometida  al  orbitraje,  fué  fallado  a  favor  de  la  firma 
constructora.  La  fragata  fué  bautizada  con  el  nombre  de  "Chile"  y 
traída  al  país.  Sin  embargo,  no  sirvió  en  lo  más  mínimo  para  el  fin 
que  había  sido  construida  hasta  que  pocos  años  después  fué  desarmada, 
dejándose  como  simule  pontón  en  Valparaíso.  (B.  Arana  D.:  "H.  de 
Chile",  pág.  149  y  sg'tes.  T.  XIV). 

(4)  La  Provincia  Eclesiástica  Chilena,  pág.  54. 
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dado  Que  ya  estaba  en  antecedentes  de  la  buena  -voluntad  del  Presi- 
dente Prieto  y  sus  colaboradores  (1). 

Poco  después  visitó  Rosales  al  Secretario  de  Estado,  Cardenal  Lam- 
bruschini,  y  a  quién  había  conocido  en  París  cuando  era  Nuncio  en  esa 
ciudad,  y  le  expuso  detallamente  las  peticiones  del  Gobierno  de  Chile. 
El  Cardenal  le  aseguró  que  en  cuanto  de  él  dependiese,  no  encontraría 
dificultades  en  su  misión. 

No  le  fué  difícil  al  Gobierno  de  Prieto  satisfacer  a  la  Santa  Sede, 
haciendo  ver  lo  mucho  que  había  hecho  en  favor  de  la  Iglesia  y  la  Re- 
ligión. Apenas  el  encargado  de  Negocios  recibió  contestación  de  su 
Gobierno,  la  petición  del  reconocimiento  de  la  independencia  fué  en- 
viada a  la  consideración  y  dictámen  de  la  Congregación  del  Concilio, 
la  que  se  reunió  e  informó  favorablemente  y  en  esta  virtud,  el  día  13 
de  Abril  de  1840,  fué  reconocida  oficialmente  por  el  Estado  Pontificio, 
la  independencia  de  Chile,  siendo  Pontífice  Gregorio  XVI. 

Este  reconocimiento  se  hizo  efectivo  en  un  comunicado  al  cuerpo 
diplomático  residente  en  Roma,  del  Cardenal  Secretario  de  Estado. 
Este,  además,  pidió  a  Rosales  el  diseño  de  la  bandera  nacional  de  Chi- 
le, para  hacerla  conocer  en  los  puertos  de  los  Estados  Pontificios,  a 
fin  de  "dispensar  todas  las  franquicias  y  privilegios  que  obtienen  por 
costumbre  los  buques  neutros",  como  dice  Rosales  en  su  comunica- 
ción al  Gobierno.  El  representante  chileno,  por  su  parte,  le  asegura- 
ba en  nombre  de  este  último  "que  los  buques  romanos  gozarán  en 
Chile  de  los  mismos  privilegios  que  los  buques  de  las  demás  nacio- 
nes" (2). 

4. — Audiencia  de  Su  Santidad.  Preces  del  Gobierno  chileno. 

El  señor  Rosales,  una  vez  reconocida  la  independencia,  solicitó 
una  audiencia  al  Soberano  Pontífice,  "para  rendirle  el  homenaje  de  los 
católicos  chilenos  y  entregarle  la  carta  autógrafa  del  Presidente  y  fué 
recibido  el  día  26  de  Abril  de  1840  con  el  ceremonial  de  uso  en  la  Cor- 
te Vaticana"  (3). 

Las  buenas  disposiciones  del  Papa  a  favor  de  América  y  especial- 
mente de  Chile  quedaron  demostradas  en  esa  audiencia  que  es  na- 
rrada por  Rosales  en  nota  al  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  4 
de  Mayo  de  1840  (4).  En  ella  se  ve  que  ya  desde  entonces  Chile  era 


(1)  No  estamos  de  acueiTlo  con  el  señor  Montaner  Bello,  quien  en  su  "His- 
toria diplomática  de  Chile",  dice  que  los  documentos  atestiguan  que  no 
hubo  tales  observaciones.  Sin  embargo,  en  un  párrafo  anterior  coloca 
parte  de  la  carta  de  Rosales  en  aue  comimica  al  Gobierno  estas  dificul- 
tades, (pgs.  568  y  566).  Puede  verse  el  texto  de  esta  carta  que  está  pu- 
blicada en  "La  Provincia  Eclesiástica  Chilena",  pág.  531  y  sgtes. 

(2)  "La  Provincia  Eclesiástica  Chilena",  pág.  536,  carta  dirigida  al  minis- 
tro de  Relaciones  Exteriores. 

(3)  Montaner  B.,  Ricardo;  "Historia  diplomática  de  la  independencia  de 
Chile",  pág.  570. 

(4)  Damos  a  continuación  esta  nota  completa,  dada  su  importancia  y  sus 
términos  honrosos  para  Chile. 

"Muy  señor  mío: 

El  26  del  pasado  fui  recibido  por  su  Santidad  y  puse  en  sus  manos 
las  preces  del  Presidente.  Su  Santidad  me  acogió  con  mucha  afabilidad, 
y  me  aseguró  del  vivo  interés  que  tenía  de  complacer  al  gobierno  de 
Chile  en  todo  cuanto  le  pedía:  me  preguntó  cuál  era  el  número  de  la 
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conceptuado  como  el  único  país  de  América  que  ofrecía  un  gobierno 
ya  organizado.  Estas  buenas  disposiciones  eran  inspiradas,  además,  por 
los  intereses  católicos  en  América,  que  lo  hacían  mirar  con  no  menos 
simpatía  a  los  fieles  de  este  hemisferio  que  a  los  del  resto  del  orbe. 

Entabladas  las  relaciones  diplomáticas  ya  de  un  modo  oficial  el 
camino  quedaba  expedito  para  que  Rosales,  en  su  carácter  de  diplo- 
mático, presentara  a  la  Curia  Romana  las  preces  del  Gobierno  de  Chi- 
le. Hízolo  así,  y  las  acompañó  de  una  extensa  nota  explicativa  del  es- 
tado religioso  del  país  y  de  la  necesidad  de  erigir  los  nuevos  obispa- 
dos en  las  extremidades  norte  y  sur  de  su  territorio. 

Conforme  a  lo  expresado  por  el  Papa,  la  expedición  de  las  bulas 
no  tardó  mucho,  "En  un  consistorio  que  se  realizó  el  27  de  Abril,  fué 
preconizado  obispo  de  Concepción  el  señor  Elizondo  sin  ninguna  difi- 
cultad, después  de  ser  admitida  la  renuncia  del  señor  Cienfuegos.  Pero 
en  la  bula  correspondiente,  no  se  mencionaba  la  presentación  del  can- 
didato hecha  por  el  Presidente  de  la  República,  circunstancia  que  ha- 
bía sido  prevista  por  el  representante  chileno,  y  que  ya  tenía  las  ins- 
trucciones del  caso,  de  parte  de  su  Gobierno.  Las  otras  preces  queda- 
ron postergadas  para  un  consistorio  que  debía  reunirse  en  Junio,  ya 
que  dada  su  naturaleza,  necesitaban  una  tramitación  especial,  cuida- 
dosa y  larga. 


CAPITULO  IV 


1. — Erección  del  arzobispado  de  Santiago  y  de  los  obispados 
de  Coquimbo  y  Chiloé. 

El  23  de  Junio  de  1840,  la  Corte  Romana  expidió  las  bulas  de  erec- 
ción del  arzobispado  de  Santiago,  y  poco  tiempo  después  las  de  las  dió- 
cesis de  La  Serena  y  Ancud.  En  ellas  se  hacía  mención  de  las  preces 
del  Gobierno,  pero  se  conservaba  la  expresión  "motu  proprio".  - 


población  de  Chile,  y  se  manifestó  muy  satisfecho  de  cuanto  hacía  el 
gobierno  en  obsequio  de  la  Religión.  Dijo  que  si  había  trascurrido  algún 
tiempo  antes  de  verificarse  el  reconocimiento  de  la  independencia, 
era  por  la  necesidad  de  adquirir  noticias  positivas  sobre  la  estabilidad 
y  orden  del  gobierno  de  Chile;  pues  los  demá.s  estados  americanos  ex- 
perimentaban continuamente  tales  convulsiones,  que  no  se  sabía  con 
quién  tratar;  lo  demás  que  hablamos  fué  de  muy  poca  importancia. 

Lo  que  hay  de  positivo  es  que  el  Papa  actual  está  muy  dispuesto  en 
favor  de  la  América,  y  antes  de  serlo  contribuyó  muchísimo  al  recono- 
cimiento de  Colombia  y  Méjico,  no  obstante  la  tenaz  oposición  del 
embajador  de  España,  Labrador. 

En  el  consistorio  del  27„  ha  sido  preconizado  obispo  de  Cancepción 
monseñor  Elizondo,  y  se  admitió  la  renuncia  del  Obispo  Cienfuegos:  en 
Junio  habrá  otro  consistorio  y  allí  se  preconizará  Monseñor  Vicuña 
arzobispo  de  Santiago,  y  el  reverendo  Bazaguchiascúa  obispo  de  Chi- 
loé y  Coquimbo:  todas  las  dificultades  están  allanadas,  y  sólo  por  falta 
de  tiempo  para  preparar  los  docum.entos  no  se  concluyó  todo  en  el  con- 
sistorio del  27  pasado... 

Dios  guarde  a  V.  S.  muchos  años.— F.  X.  Rosales.— Señor  Ministro  de 
relaciones  exteriores.  (La  Provincia  Eclesiástica  Chilena,  Correspon- 
dencia del  encargado  de  Negocios  de  Chile  en  Roma,  pág.  531). 
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En  la  bula  "Beneficentissimo  Divinae  Providentiae  consilio",  por 
la  que  Gregorio  XVI  erigió  en  arzobispado  el  antiguo  obispado  de  San- 
tiago, se  nombró  también  primer  arzobispo  a  don  Manuel  Vicuña.  Es- 
ta' erección  "tenía  cierto  aspecto  internacional,  ya  que  hasta  esa  fe- 
cha los  obispos  chilenos  eran  sufragáneos  del  arzobispado  de  Lima  y 
dependientes  de  su  jurisdicción  y  autoridad,  lo  que  era  de  todo  punto 
incompatible  con  la  realidad  de  las  cosas.  El  lazo  canónico  solo  podía 
ser  desatado  por  la  Santa  Sede,  y,  éste  era  el  sentido  de  las  preces  del 
Gobierno  de  Chile"  (1).  En  un  párrafo  aparte  veremos  el  cambio  de 
notas  del  señor  Vicuña  con  el  arzobispo  de  Lima  con  este  motivo. 

En  cuanto  a  las  bulas  de  erección  de  las  diócesis  de  Coquimbo 
y  Chiloé,  expedidas  el  19  de  Julio,  se  hacía  en  ellas,  como  ya  vimos, 
"motu  proprio".  Sin  embargo,  en  las  bulas  de  preconización  de  los 
obispos,  la  Corte  de  Roma  insistió  en  omitir  la  cláusula  de  que  eran 
candidatos  presentados  por  el  Gobierno,  dando  a  entender  que  mante- 
nía su  doctrina  de  que  los  preconizaba  "motu  proprio",  o  sea,  por  sí 
misma,  voluntaria  y  libremente. 

Esto  no  obstante,  la  preconización  de  los  primeros  obispos  de  Co- 
quimbo y  Chiloé  no  se  llevó  a  la  realidad,  sino  años  más  tarde,  por- 
que los  candidatos  propuestos  murieron  o  no  aceptaron  la  mitra,  como 
sucdió  con  fray  José  M.  Basaguchiascúa  y  fray  Ramón  Arce,  pre- 
sentados para  la  diócesis  de  Chiloé,  que  fallecieron  durante  la  trami- 
tación. Y  con  don  José  Alejo  Eyzaguirre  y  don  Rafael  Valentín  Valdi- 
vieso, elegidos  para  la  diócesis  de  Concepción,  elección  que  no  acep- 
taron. 

2. — Exequátur  de  las  bulas.  El  Papa  no  acepta  el  Patronato  Nacional. 

Cuando  las  bulas  llegaron  a  Santiago,  el  Gobierno  antes  de  pre- 
sentarlas a  la  consideración  del  Consejo  de  Estado,  como  lo  prescribía 
la  Constitución  del  33,  las  pasó  en  informe  al  Fiscal  de  la  Corte  Supre- 
ma, el  que  en  un  informe  de  1°  de  Marzo  de  1841,  expresó  al  Gobier- 
no que  era  de  parecer  conceder  el  pase  declarando  expresamente  que 
se  entiende  concedido  "en  cuanto  no  sea  opuesto  al  derecho  de  patro 
nato  y  regalías  de  la  nación  y  a  las  disposiciones  de  nuestras  leyes". 
Además,  agregaba  que  la  expresión  "motu  proprio"  en  ellas  conteni- 
da, debía  interpretarse  en  el  sentido  de  "sustraer  y  eximir  las  iglesias 
chilenas  de  la  jurisdicción  metropolitana  de  Lima". 

El  17  de  Marzo  de  1841,  el  Gobierno  que  aceptó  como  herencia  de 
España  las  ideas  regalistas,  dictó  el  decreto  de  "exequátur"  a  las  bu- 
las, haciendo  sus  salvedades.  En  él  se  acentuaba  la  doctrina  del  Pa- 
tronato y  confirmaba  el  hecho  de  que  el  Papa  "a  consecuencia  de  las 
preces  que  le  habían  sido  dirigidas,  había  erigido  en  Metropolitana  la 
Iglesia  arzobispal  de  Santiago  e  instituido  por  arzobispo  al  reveren- 
do doctor  don  Manuel  Vicuña,  que  le  fué  presentado  para  este  efec- 
to con  arreglo  a  la  Constitución  y  leyes  del  Estado,  sin  que  por  este 
pase  se  entienda  aprobarse  las  cláusulas,  fórmulas  o  expresiones  que 
contiene  dicha  bula,  que  son  o  puedan  ser  contrarias  a  las  citadas  Cons- 


,  (1)  Montaner  B..  Ricardo:  "Historia  diplomática  de  la  independencia  de 
Chile",  pág.  573. 
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titución  y  leyes  nacionales  o  a  las  regalías  del  Supremo  Patronato"  (1). 
El  pase  de  las  otras  bulas  se  dió  en  los  mismos  términos. 

Como  se  ve,  el  Papa  no  aceptó  la  petición  del  gobierno  chileno 
en  el  sentido  de  conservar  como  herencia  de  España  el  Patronato  de 
que  los  reyes  de  esta  nación  gozaban.  Ni  expresa,  ni  tácitamente  se 
consiguió  que  la  Santa  Sede  lo  concediera  o  lo  reconociera.  El  Gobier- 
no quedó  descontento  con  este  resultado,  ya  que  el  Ministro  del  Culto 
en  su  Memoria  de  1839  había  expresado  que  el  celo  del  Gobierno  se 
había  extendido  a  las  necesidades  de  la  Iglesia  chilena;  promoviendo 
la  erección  de  una  metrópoli  eclesiástica  y  de  dos  sillas  episcopales, 
pero  precaviéndose  "de  consultar  en  esta  erección  la  incolumidad  y 
conservación  de  los  derechos  del  patronato,  mantener  el  dominio  na- 
cional sobre  los  diezmos  y  cuidar  de  que  la  erección  se  verificase  por 
las  personas  señaladas  por  el  Gobierno  y  con  arreglo  a  las  circunstan- 
cias actuales  del  país  y  a  los  verdaderos  intereses  de  cada  diócesis"  (2). 

El  Presidente  de  la  República  decía  a  este  propósito  en  su  discur- 
so al  Congreso  Nacional  el  19  de  Julio  de  1841:  "en  el  pase  de  las  bu- 
las apostólicas,  expedidas  a  este  fin,  y  para  la  institución  del  reveren- 
do Obispo  de  Concepción,  ha  cuidado  el  Gobierno  de  poner  a  cubierto 
de  todo  menoscabo  las  regalías  del  patronato  que  nuestras  leyes  con- 
fieren al  Primer  Magistrado  de  la  República"  (3). 

En  términos  semejantes  se  expresaba  el  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores,  don  Ramón  Luis  Irarrázaval,  en  la  Memoria  presentada  al 
Congreso  Nacional  el  27  de  Agosto  de  1841.  "Concibo  también  necesa- 
rio, decía,  enviar  un  representante  de  la  República  a  Roma,  con  el  fin 
de  prevenir  las  dificultades  a  que  pudiera  dar  lugar  en  lo  sucesivo  la 
expedición  de  las  bulas  de  institución  de  nuestros  prelados,  en  térmi- 
nos que  pareciesen  inferir  menoscabo  en  la  soberanía  chilena.  Respon- 
sable de  su  conservación,  el  Gobierno  ha  dado  el  pase  a  las  últimas 
bulas  con  reservas,  a  lo  que  esperamos  accederá  la  Santa  Sede  por  el  in- 
terés mismo  de  la  Iglesia  en  Chile"  (4). 

Estas  ideas  anunciaban  la  intención  del  Presidente  de  enviar  ante 
Su  Santidad  una  nueva  misión  diplomática,  que  previniera  futuras  di- 
ficultades, por  medio  de  la  celebración  de  un  Concordato,  proyecto  que 
más  tarde  en  1846  fué  llevado  a  la  práctica,  aunque  sin  éxito,  como 
luego  veremos,  a  causa  de  una  declaración  del  Gobierno  de  que  no 
concedería  más  el  pase  a  nuevas  bulas  que  no  reconociesen  sus  dere- 
chos al  Patronato. 

"En  esta  cuestión  del  patronato  ninguna  de  las  partes  extremó 
sus  exigencias  y  sobre  tes  doctrinas  se  impusieron  el  buen  sentido  y  la 
consideración  de  los  intereses  religiosos.  Es  cierto  que  el  Papa  siguió 
expidiendo  las  bulas  "mutu  proprio",  pero  es  cierto  también  que  solo 
preconizaba  a  los  candidatos  que  le  presentaba  el  Gobierno,  de  modo 
que,  en  el  fondo,  fué  la  realización  práctica  del  patronato"  (5). 


(1)  Montaner  B..  Ricardo:  "Historia  diplomática  de  la  independencia  de 
Chile",  pág.  573. 

(2)  Memoria  del  Min.  de  Justicia,  Culto  e  nstrucción  Pública,  1839,  Maria- 
no Egaña.  12  Agosto  de  1839. 

(3)  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos:  T.  XIX,  Anexo       5,  p.  11. 

(4)  Memoria  de  Relaciones  Exteriores.  Ejemplar  auxiliar,  1834-1861,  pág.  199. 
pág.  199. 

(5)  Montaner  B.,  Ricardo:  "Historia  diplomática  de  la  independencia  de 
Chile",  pág.  576. 
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3. — El  Arzobispo  Vicuña  recibe  el  Palio.   Cambio  de  notas 
con  el  Arzobispo  de  Lima. 

El  18  de  Marzo  de  1841,  esto  es.  al  día  siguiente  del  exequátur  de 
la  bula  correspondiente,  el  Iltmo.  señor  Arzobispo  por  un  edicto  pu- 
blicó este  documento  Pontificio  y  exortaba  en  él  al  clero  y  fieles  "a 
que  movidos  de  los  sentimientos  de  piedad,  que  le  eran  tan  propios, 
tributaran  al  Señor  las  debidas  gracias  por  este  singular  beneficio  que 
tanto  debía  contribuir  a  su  aumento  en  lo  espiritual  y  temporal"  (1). 

El  Domingo  siguiente,  21  de  Marzo,  se  hizo  en  la  Iglesia  metro- 
politana la  publicación  solemne  de  la  misma  bula.  El  señor  Vicuña  re- 
cibió en  la  Catedral  de  Satiago,  en  una  solemnísima  ceremonia,  de  ma- 
nos del  obispo  de  Concepción,  el  palio  o  insignia  arzobispal,  quedan- 
do constituida  la  provincia  eclesiástica  chilena.  A  las  suntuosas  cere- 
monias de  la  Catedral,  siguieron  las  fiestas  populares,  la  iluminación 
general  de  la  ciudad  y  los  fuegos  de  artificio,  con  que  se  tributó  home- 
naje a  la  benevolencia  y  caridad  del  ilustre  prelado  (2). 

Desde  esta  fecha  el  diocesano  de  Santiago  dejaba  de  ser  sufragáneo 
del  arzobispado  de  Lima,  y  era  a  su  vez,  metropolitano  del  obispo  de 
Concepción.  El  nuevo  arzobispo  les  envió  a  ambos  una  transcripción 
de  la  bula,  poniéndoles  en  su  conocimiento  la  nueva  situación,  que  ad- 
quirió cierto  carácter  internacional,  como  dijimos,  ya  que  con  este  he- 
cho la  provincia  eclesiástica  chilena  quedaba  autónoma  y  sin  ninguna 
dependencia  canónica  del  arzobispado  peruano. 

El  Iltmo.  arzobispo  de  Lima,  fray  Francisco  de  Sales  Arrieta  con- 
testó la  comunicación  del  señor  Vicuña  en  una  conceptuosa  nota  que 
honra  a  ambos  arzobispos  (3). 

(1)  Boletín  Eclesiástico,  T.  I.,  L.  I.,  N9  27,  pág.  80. 

(2)  He  aquí  como  nan^a  el  Boletín  Eclesiástico,  en  la  nota  de  la  pág.  80 
del  Tomo  I.,  la  solemne  publicación  de  la  bula,  cuyo  resumen  damos 
a  continuación:  "A  las  diez  y  media  de  la  mañana  se  dirigía  a  la  Cate- 
dral el  señor  Vicuña,  acompañado  del  Iltmo.  señor  Cienfuegos,  del  ca- 
bildo eclesiástico,  del  clero  secular  y  regular,  del  intendente  de  la  pro- 
vincia y  municipalidad  y  de  muchas  personas  principales,  por  entre  las 
filas  de  las  guardias  nacionales.  Durante  el  trayecto  resonaban  las  sal- 
vas del  Santa  Lucía  y  las  aclamaciones  del  pueblo  entusiasmado,  que 
vivaba  al  primero  y  santo  arzobispo  de  Santiago,  quién  fué  conducido 
bajo  de  palio  al  presbiterio.  Luego  se  leyó  la  bula  de  ereccción:  celebró 
la  Misa  el  Deán  don  José  Alejo  Eyzaguirre.  Concluida  la  Misa,  el  se- 
ñor Cienfuegos  recibió  del  señor  Vicuña  el  juramento  de  fidelidad,  or- 
denado por  el  pontifical,  y  le  impuso  el  palio  arzobispal.  Terminada  la 
ceremonia,  los  concurrentes  llenos  de  júbilo  acompañaron  a  su  prela- 
do, dándose  por  concluido  este  acto  solemne".  Ramón  Sepúlveda,  No- 
tario Mayor  Eclesiástico  del  Arzobispado. 

(3)  Creemos  esta  nota  muy  importante  e  interesante,  dados  los  términos 
verdaderamente  franciscanos  contenidos  en  ella,  por  lo  que  aquí  damos 
su  texto: 

"Palacio  Arzobispal  en  Lima,  a  22  de  Mayo  de  1841.  —  Iltmo.  señor  • 
D.  D.  Manuel  Vicuña:  Iltmo.  Señor:  Al  repasar  las  muy  veneradas  le- 
tras de  V.  S.  I.  acompañadas  de  la  bula  de  erección  de  ese  nuevo  Arzo-  ' 
bispado,  mi  espíritu  se  siente  dulcemente  movido  por  una  parte  de  la 
amable  comunicación  de  su  muy  venerada  persona,  y  por  otra,  de  la 
felicidad  bien  merecida  de  esa  santa  iglesia,  que  ha  sabido  conservarse 
con  tanta  dignidad  en  estos  días  de  escándalo  y  de  una  depravación 
universal.  Siempre  será  gloria  de  la  iglesia  de  Lima  al  haber  contado  en 
sus  sínodos  a  los  Aldais  y  Espiñeiras;  mas,  esta  gloria,  sube  de  punto 
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4. — Proyectos  de  don  Pedro  Palazuelos  sobre  restablecimiento  de  los 
Jesuítas  en  las  misiones  del  Sur. 

El  diputado  por  Itata  don  Pedro  Palazuelos  Astaburuaga,  presentó 
hacia  el  fin  del  gobierno  de  don  Joaquín  Prieto  varios  proyectos  de  ley. 
Entre  éstos  se  destacó  el  referente  al  restablecimiento  de  los  Jesuítas 
en  las  misiones  de  Arauco  y  que  es  motivo  de  preocupación  de  parte 
del  historiador  don  Diego  Barros  Arana. 

En  el  Congreso  de  1840  presentaba  el  10  de  Agosto  de  ese  año, 
un  proyecto  en  que  en  un  preámbulo,  hace  el  análisis  de  la.  situación 
de  Chile,  que  según  él,  si  bien  había  conquistado  la  independencia  en 
los  campos  de  batalla;  no  había  conseguido  nada  en  favor  de  su  civili- 
zación y  de  su  progreso.  Agregaba  después,  para  probar  lo  dicho,  que 
más  de  la  mitad  del  territorio  de  la  República,  en  su  prolongación  al 
sur,  estaba  ocupado  por  indios  salvajes  y  bravios,  para  contener  a  los 
cuales,  y  sin  poder  dominarlos,  el  Gobierno  estaba  obligado  a  gastar 
más  de  la  tercera  parte  de  las  rentas  nacionales.  Esa  situación  era  muy 
peligrosa,  y  nos  exponía  a  perder  una  gran  porción  de  nuestro  territorio 
y  a  que  un  gobierno  extraño  enviase  misioneros  para  conquistarla,  co- 
mo había  hecho  la  Francia  en  algunos  lugares  (1). 

Señalaba  después  uno  de  estos  hechos:  las  exploraciones  en  el  Sur 
de  los  marinos  ingleses  Parker  King  y  Fitz-Roy,  en  las  que  Palazuelos 
veía  el  principio  de  la  ocupación  inglesa  en  esos  lugares.  Agregaba  lue- 
go, que  los  m,ismos  indios  pedían  que  se  les  enviasen  misioneros  para 
someterse  a  la  civilización,  y  que  esto  no  podría  conseguirse  sino  por 
eclesiásticos  que  fuesen  "eminentemente  virtuosos,  sagaces,  intrépidos, 
ejemplares  y  muy  diestros  en  el  xirte  sumamente  difícil  de  formar  hom- 
bres primeramente  que  religiosos"  (2).  E  indicaba  como  poseedores  de 
estas  cualidades  a  los  Jesuítas.  El  proyecto  en  referencia  decía: 

"Art.  19 — Permítase  a  los  padres  de  la  Compañía  de  Jesús  estable- 
cerse en  la  República, bajo  la  constitución  y  reglas  de  su  orden". 

"Art.  2<? — Se  faculta  al  Poder  Ejecutivo  para  que  ordene  lo  necesa- 


al  ver  elevarse  a  la  dignidad  metropolitana  a  los  Vicuñas,  cuyo  nom- 
bre, cuyos  méritos  y  edificación  de  largos  tiempos  atrás,  llenan  la  tie- 
rra del  buen  olor  de  J.  Cristo. 

"En  consecuencia,  levanto  mis  manos  al  cielo,  bendigo  y  aplaudo  las 
sabias  y  justas  determinaciones  de  la  Providencia;  me  congratulo  con  ese 
.  pueblo  fiel,  y  si  me  fuera  ppsiflle  émulo  de  tan  preciosas  virtudes  (ha- 
blo con  la  simplicidad  de  mi  corazón),  elegiría  con  preferencia  ser  una 
humilde  oveja  de  semejante  arzobispado,  que  ser  un  indigno  pastor 
de  la  Iglesia  de  Toribio. 

"¡Ay!  el  respeto  y  veneración  que  debo  a  su  ilustre  persona  es  el 
único  que  puede  poner  dique  al  torrente  de  sentimientos  melancólicos 
que  inundan  mi  pobre  alma,  expelida  del  paraíso  de  su  celda,  para  to- 
car y  experimentar  de  cerca  la  perdición  de  estos  días;  sin  embargo,  no- 
ticioso de  la  prosperidad  con  que  camina  esa  santa  iglesia  a  la  sombra 
de  un  tan  digno  pastor,  mi  alma  se  refrigera  en  la  consideración  de  la 
verdadera  y  sólida  piedad  que  le  anima,  y  nada  me  es  más  dulce  que 
poder  asegurar  a  V.  S.  I.  la  cordialidad  y  ardiente  afecto  con  que  soy, 
íltmo.  Señor,  su  humilde  siervo,  hermano  y  capellán  Q.  S.  M.  B.:  Fr. 
Francisco, «arzobispo  de  Lima".  (La  Provincia  Eclesiástica  Chilena,  pá- 
gina 60). 

(1)  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos:  Docum.  N9  163,  pág.  138,  T.  XVII. 

(2)  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos: "Docum.  N?"  163,  pág.  138,  T.  XVII. 
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rio  al  más  pronto  cumplimiento  de  esta  ley". — Santiago,  Agosto  10  de 
1840.— Pedro  Palazuelos  (1). 

La  importancia  del  proyecto  de  Palazuelos  radica  en  que  fué  el 
primer  paso  para  el  restablecimiento  de  los  Jesuítas  eT\  Chile,  ya  que, 
como  en  otros  países,  habían  sido  expulsados  y  despojados  injustamente 
de  sus  bienes.  Los  legisladores  del  año  40  le  dieron  la  atención  que  me- 
recía, a  fin  de  reparar  esa  injusticia.  La  Cámara  solicitó  informe  al  ar- 
zobispo electo  don  Manuel  Vicuña  y  al  obispo  de  Concepción,  señor 
Cieníuegos.  Ambos  dieron,  naturalmente,  un  informe  favorable  acogien- 
do el  proyecto  de  Palazuelos  en  todos  sus  términos,  y  declarando  estar 
acordes  con  que  los  Jesuítas  eran  los  indicados  para  obtener  los  bene- 
ficios esperados  (2).  Sin  embargo,  este  proyecto  fué  dejado  de  mano, 
por  entonces,  dado  los  trastornos  que  podía  pro.ducir  por  el  hecho  de 
que  muchos  eran  los  afectados  por  esta  medida,  que  estaban  gozando 
de  la  posesión  de  los  bienes  quitados  a  los  Jesuítas;  y  sólo  años  más 
tarde  se  consiguió  su  restablecimiento  legal  en  Chile,  con  los  beneficios 
por  todos  reconocidos. 

Diremos  unas  últimas  palabras  sobre  la  crítica  sectaria  que  el  señor 
Barros  Arana  hace  contra  el  autor  del  proyecto  y  los  Jesuítas,  apro- 
vechándose de  esta  circunstancia.  Respecto  del  autor  del  proyecto,  dice 
que  "revelaba  en  su  autor  un  cerebro  muy  poco  seguro"'  (3).  NosotK)s 
creemos  que  indicaba  un  gran  patriotismo,  unido  a  un  gran  deseo  de 
ver  civilizados  a  nuestros  hermanos  los  araucanos.  Basta  leer  el  preám- 
bulo del  proyecto  para  llegar  a  esta  conclusión  (4).  Y  ya  vmos  cómo 
más  tarde  volvieron  los  Jesuítas,  llevando  a  la  práctica  estas  ideas. 

Y  en  cuanto  a  los  ataques  contra  los  miembros  de  la  Compañía  de 
Jesús,  la  historia  nos  dice  como  en  aquel  entonces  eran  perseguidos 
no  solo  en  Chile,  sino  hasta  en  la  misma  España,  por  los  liberales  del 
siglo  XIX.  Y  el  que  ellos  poseyeran  bienes,  no  era  óóice  para  que  pudie- 
ran hacer  ei  bien,  porque  este  éra  el  verdadero  motivo  de  su  persecu- 
ción. Sólo  más  tarde,  en  un  ambiente  de  más  libertad  y  respeto  a  los 
derechos  humanos,  pudieron  realizar  una  misión  elevada  entre  los  in- 
dios de  América. 

Además  de  este  proyecto,  Palazuelos  presentó  otros  tres  que  no  fue- 
ron tratados  ni  tomados  en  consideraci6n:  uno  sobre  disciplina  religio- 
sa, otro  sobre  la  fundación  de  un  banco  de  ahorro  con  la  garantía  del 
Gobierno,  para  favorecer  a  las  clases  trabajadoras;  y  otro  soofe  reforma 
educacional  y  reglamento  de  la  Universidad  Nacional.  El  segundo  pro- 
yecto indicaba  no  "un  cerebro  poco  seguro",  como  lo  tildaba  ei  señor  Ba- 
rros Arana,  sino  un  cerebro  con  una  Visión  social,  como  pocos  chilenos 
hubo  en  el  siglo  pasado,  ya  que  se  adelanto  en  muchos  años  a  las  leyes  de 
previsión  y  ahorro  actualmente  existente  en  Chile  (5). 

(1)  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos:  T.  XVII,  pág.  141. 

(2)  Los  informes  respectivos  se  encuentran  en  las  "besiones  de  los  Cuei'- 
pos  Legislativos  ,  T.  XXVli,  doc.  212  y  21o,  págs.  201  a  2U5. 

(3)  tíaiTos  A.  Diego:  "Historia  de  Cniie ',  T.  XI  v  .,  pag.  128. 

(4)  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos:  T.  Xvll,  uoc.  lij'á,  pág.  128. 
(Sj  Decía  el  proyecto  en  referencia: 

"Art.  IV  Se  establece  un  banco  de  ahorros  para  las  clases  trabaja- 
doras de  la  República. 

"Art.  29  Los  fondos  de  dicho  banco  serán  garantidos  por  la  Nación. 
"Art.  39  Se  encarga  al  Ejecutivo  el  cumplimiento  de  esta  ley." 
Santiago,  Agosto  lU  de  184U.  —  Pedro  Palazuelos.  —  (Cuerpos  Legisla- 
tivos, T.  XVII.,  pág.  138). 
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SEGUNDA  PARTE 


CAPITULO  I. 


1. — El  general  Bulnes  presidente  de  Chile  (18  de  Septiembre  1941). 
Fundación  de  "La  Revista  Católica". 

El  general  Bulnes,  vencedor  de  Yungay,  sucedió  en  el  Gobierno 
a  Prieto,  en  medio  de  una  prosperidad  material  e  intelectual  que  ninguna 
de  las  nuevas  Repúblicas  del  nuevo  mundo  gozaba. 

El  estado  religioso  del  país  no  sufrió  alteraciones  notorias,  ya  que 
el  nuevo  presidente,  además  de  su  espíritu  de  trabajo  y  adelanto,  infor- 
maba sus  actos  un  alto  espíritu  de  conciliación.  Pero  si  en  las  esferas 
del  Gobierno  existía  una  aparente  tranquilidad  y  armonía  con  las  auto- 
ridades eclesiásticas,  no  sucedía  lo  mismo  en  el  campo  ideológico  que 
se  traducía  al  exterior  por  medio  de  la  prensa.  Emipezaban  a  germinar 
nuevas  doctrinas  que  para  la  época  eran  demasiado  avanzadas,  y  como 
siempre,  se  empezó  atacando  las  ideas  religiosas.  Existían  en  ese  tiempo 
muchos  diarios  y  periódicos,  como  el  "Progreso",  "El  Mercurio"  de 
Valparaíso,  "El  Observador  Político",  etc.,  que  hacían  esta  propaganda. 

Algunos  eclesiásticos  ilustres,  alarmados  con  el  progreso  que  hacían 
las  nuevas  ideas  cuya  principal  causa  era  la  propaganda  escrita,  y  que 
no  tenían  oposición  por  carecer  los  católicos  de  un  órgano  de  prensa 
que  representase  al  clero  en  el  campo  de  la  publicidad  periódica,  pensa- 
ron en  fundar  una  revista  que  llenara  esta  sentida  necesidad  y  defendiera 
en  un  mismo  plano  y  con  los  mismos  medios,  los  intereses  religiosos, 
atacados  por  los  sostenedores  de  las  nuevas  doctrinas. 

Y  así  nació  "La  Revista  Católica".  Sus  fundadores  fueron  don 
Rafael  V.  Valdivieso,  don  Hipólito  Salas,  don  Manuel  Orrego  y  don  Eu- 
genio Guzmán,  que  se  reunían  en  la  propia  casa  del  señor  Joaquín  La- 
rraín  Gandarillas  para  tratar  todo  lo  referente  a  su  publicación.  El  pri- 
mer número  salió  a  la  luz  el  !•?  Abril  de  1843,  y  desde  esa  fecha  se  ha 
seguido  publicando,  con  algunos  intervalos,  hasta  nuestros  días.  Tuvo  en 
un  comienzo  un  corresponsal  en  Europa,  don  Félix  Frías,  merced  al  cual 
eran  publicadas  en  Chile  muchos  noticias  religiosas,  que  contribuyeron 
no  poco  a  acercar  a  los  católicos  de  Chile  con  los  de  Europa. 

Leyendo  las  páginas  de  la  "Revista  Católica"  se  llega  al  convencí- 
cimiento  que  solamente  perseguía  fines  ideológicos  y  nunca  políticos.  En 
efecto,  en  su  N9  1  publicó  un  "Proyecto",  en  el  que  señalaba  los  rum- 
bos y  orientación  de  la  primera  publicación  eclesiástica  chilena,  escon- 
diendo así,  con  prudencia  y  sagacidad  inimitable,  el  motivo  que  indu- 
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cía  a  la  iglesia  a  editar  "La  Revista  Católica"  (1),  que  era  única- 
mente la  defensa  de  los  fueros  de  la  Iglesia.  Desde  luego,  — decía  el 
Prospecto —  hacemos  saber  que  queremos  conservar  a  toda  costa  la  cal- 
ma serena  e  imparcial  con  que  deben  tratarse  asuntos  de  esta  clase,  y 
que  jamás  nos  mezclaremos  en  inculpaciones  de  ningún  género  que  en- 
vuelvan personalidades.  Fuera  de  estas  únicas  excepciones,  daremos 
la  mejor  acogida  a  cuanto  se  nos  dirija  con  relación  a  la  moral,  la  reli- 
gión, la  beneficencia  pública  y  los  demás  objetos  qué  nos  proponemos 
tratar". 

"En  un  país  que  comienza  a  organizarse  y  cuyo  régimen  administra- 
tivo y  legislación  civil  tienen  íntima  conexión  con  los  de  la  Iglesia,  parece 
muy  conveniente  difundir  aquellas  nociones  generales  que  deben  servir 
de  norma  para  mantener  en  buen  pié  las  relaciones  que  ligan  a  los 
estados  católicos  con  su  religión,  y  establecer  en  ellos  una  buena  ad- 
ministración eclesiástica  (2). 

En  "La  Revista  Católica  '  se  publicaron,  sobre  todo  en  sus  primeros 
años,  artículos  en  que  aparecen 'doctrinas  admirablemente  bien  expues- 
tas, particularmente  en  las  polémicas  que  sostuvo  con  las  otras  publi- 
caciones que  aparecían  en  Santiago  y  Valparaíso. 

2. — Primera  ley  de  régimen  interior:  establecía  el  "patronato  civil" 

En  1836  siendo  ministro  don  Diego  Portales,  el  Gobierno  había  pre- 
sentado un  proyecto  de  ley  de  "Régimen  interior"  (3).  Más  tarde,  en 
1842,  se  presentó  para  su  discusión  en  la  Cámara  de  Diputados  el  mismo 
proyecto,  aunque  modificado.  Tenía  por  fin  legalizar  las  ideas  regalis- 
tas  del  Gobierno,  de  modo  que  se  reconociera  al  poder  civil  "todos  los 
derechos  y  facultades  que  las  leyes  españolas  confiaban  al  soberano  y 
a  sus  delegados  en  sus  relaciones  con  las  autoridades  eclesiásticas"  (4). 

Adolecía  el  proyecto  de  una  excesiva  reglamentación,  y  cada  uno 
de  sus  artículos  era  largo  y  fatigoso.  Pera  nuestro  estudio  son  de  impor- 
tancia los  artículos  75  y  76,  llamados  "ley  sobre  el  patronato  civil", 
que  se  referían  a  los  curas  párrocos  y  los  colocaban  bajo  la  tuición  de  los 
intendentes  de  las  provincias,  ya  sea  para  vigilarlos  en  el  cumplimiento 
de  sus  deberes,  como  para  fiscalizar  el  manejo  de  los  fondos  de  la  Parro- 
quia, llegando  hasta  el  punto  de  poder  acucarlos  ante  las  autoridades 
eclesiásticas  y  aún  a  las  civiles,  pudiendo  los  intendentes  hasta  Suspen- 
derlos de  su  ministerio  (5). 

El  anciano  Arzobispo  de  Santiago,  don  Manuel  Vicuña,  presentó  a 
la  Cámara  un  memorial  en  que  se  impugnaban  esas  disposiciones,  que 
eran  un  ataque  a  las  prerrogativas  eclesiásticas  (6). 


(1)  Araneda  Bravo,  Fidel:  Artículo  publicado  en  "La  Revista  Católica"  de 
Abril  de  1943. 

(2)  "La  Revista  Católica",  m  1,  pág.  1,  1<?  de  Abril  de  1843. 

(3)  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos,  T.  XXIV.,  pág.  354. 

(4)  Barros  A.,  Diego:  "Historia  de  Chile",  T.  XIV.,  pág.  545. 

(5)  Sesiones  de  los,  Cuerpos  Legislativos,  T.  XXXII.,  pág.  53. 

(6)  Creemos  que  no  podían  ser  más  injustos  y  absurdos  estos  dos  artículos 
que  confundían  el  poder  espiritual  de  la  Iglesia  con  el  poder  civil  del 
Estado.  Si  la  Iglesia  no  podía  intrometerse  en  fiscalizar  los  actos  de  los 
gobernantes,  porque  no  era  de  su  competencia.  ¿Cómo  pretendía  el  Go- 
bierno mezclarse  y  dictar  normas  que  eran  resorte  exclusivo  de  las  au' 
toridades  eclesiásticas?  Sin  embargo,  la  única 'explicación  que  tiene  es- 
ta conducta  del  Gobierno,  en  el  afán  regalista  de  que  estaban  poseídos 
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En  el  debate  qu?  tuvo  lugar  en  la  Cámara,  tomó  la  defensa  del  pro- 
yecto don  Ramón  Luis  Irarrázaval,  ministro  del  Interior;  y  fué  su  im- 
pugnador el  diputado  por*  Castro,  presbítero  don  José  Miguel  Arístegui 
(1).  Después  de  acalorados  debates  y  discursos  en  que  se  citaron  tanto 
las  antiguas  leyes  españolas,  como  los  más  renombrados  canonistas,  fué 
aprobado  por  la  Cámara  el  22  de  Diciembre  de  1843,  y  sancionado  por  el 
ejecutivo  el  19  de  Enero  de  1844.  Se  mantuvo  vigente  hasta  1885,  en  que 
una  nueva  ley  sobre  la  materia  lo  reemplazó. 

En  el  fondo,  estos  artículos  no  eran  sino  la  expresión  fiel  de  la  lucha 
entre  los  principios  regalistas  del  Gobierno  y  los  de  independencia  del 
poder  eclesiástico,  que  había  de  prolongarse  por  espacio  de  80  años  y  en 
que  ni  uno  ni  otro  quería  ceder  en  desmedro  de  sus  perrrogativas. 

3. —    Fallecimiento  del  Arzobispo  de  Santiago  don  Manuel  Vicuña. 

Después  de  muchos  años  de  trabajo,  dedicados  a  servir  a  sus  seme- 
jantes, el  austero  Arzobispo  de  Santiago  don  Manuel  Vicuña  sintió  que  su 
salud,  que  nunca  había  sido  muy  robusta,  iba  cada  día  empeorándose. 
Por  consejo  médico,  en  1841,  hubo  de  trasladarse  a  Valparaíso  con  la 
esperanza  de  que  su  suave  clima  le  conservara  la  vida.  Este  cambio  sólo 
pudo  prolongar  su  preciosa  existencia  por  dos  años,  al  cabo  de  los  cua^ 
les,  fallecía  el  3  de  Mlayo  de  1943  a  la  edad  de  66  años. 

Sus  grandes  virtudes  hicieron  que  su  muerte  fuera  llorada  sincera- 
mente por  todo  el  pueblo  de  Santiago,  sobre  todo  por  los  pobres.  "Fué  el 
primer  arzobispo  de  Santiago  un  sacerdote  de  eminentes  virtudes,  so- 
bresaliendo su  magotable  candad,  su  profunda  piedad  y  su  amor  a  la  mor- 
tificación. Casi  desde  su  ordenación  ejerció  su  ministerio  sacerdotal  en  la 
Iglesia  de  la  Compañía,  donde  reunió  a  varios  eclesiásticos  distinguidos 
para  hacer  actos  de  piedad  en  común  y  atender  el  Culto  en  esa  Igle- 
sia, que  pasó  a  ser  la  mejor  servida  y  mas  concurrida  en  Santiago"  (2). 

He  aquí  lo  que  dice  el  historiador  don  Diego  Barros  Arana,  que 
es  muy  parco  en  alabanzas  a  los  eclesiásticos,  sobre  la  persona  del  pri- 
mer arzobispo  chileno:  "La  suavidad  de  su  carácter  en  el  trato  fami- 
liar, la  austeridad  de  costumbres  durante  su  vida  entera,  su  fervorosa 
devoción  y  su  caridad  inagotable  para  con  los  pobresy  para  todos  los  que 
la  imploraban,  hacían  de  él  un  prelado  de  virtudes  ejemplares,  y  fueron 
causa  de  que  el  pueblo  lo  llorase  sinceramente". 

"El  Gobierno,  por  su  parte,  tributó  a  los  restos  mortales  y  a  la  memo- 
ria del  difunto  prelado  los  más  altos  honores  de  que  le  era  dado  dispo- 
ner. El  cadáver  embalsamado  en  Valparaíso,  fué  traído  a  Santiago  con 
grande  aparato,  para  ser  expueseto  al  público,  y  en  seguida  sepultado 
en  la  Catedral  con  la  más  solemne  pompa.  Todos  los  documentos  oficia- 
les de  esos  días,  así  el  mensaje  de  apertura  del  Congreso  leído  por  el 
presidente  de  la  República,  como  la  memoria  del  ministro  del  culto, 
hacían  los  más  sentidos  elogios  del  finado  arzobispo"  (3). 


sus  componentes,  con  el  fin  de  que  se  reconocieran  al  poder  civil  todos 
los  derechos  y  facultades  que  las  leyes  españolas  confiaban  al  rey  o 
a  sus  representantes  en  sus  relaciones  con  las  autoridades  eclesiásticas, 
y  evitar  o  reducir  así,  las  cada  día  más  frecuentes  competencias  entre 
estas  y  las  autoridades  civiles. 

(1)  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos,  T.  XXXII.,  pág.  45. 

(2)  Silva  C,  Carlos:  "Historia  Eclesiástica  de  Chile",  pág  244 

(3)  Barros  A.,  Diego:  "Historia  de  Chile",  T.  XIV.,  pág.  356 
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Agregaremos  que  el  señor  Vicuña  fué  el  gran  impulsador  de  los  ejer- 
cicios espirituales  del  pueblo,  y  fundó  con  este  fin  la  "Casa  de  Ejercicios 
de  San  José",  donde  hasta  el  día  de  hoy  siguen  estas  prácticas  piadosas 
miles  de  personas  al  "año,  sobre  todo,  obreros  y  artesanos. 

4. — Nombramiento  de  don  José  Alejo  Eyzaguirre  como  arzobispo 

de  Santiago. 

Durante  su  última  enfermedad,  don  Manuel  Vicuña  había  delegado 
el  gobierno  de  la  diócesis  con  el  título  de  provisor  y  vicario  general  al 
presbítero  José  Miguel  Arístegui.  Pero  con  la  muerte  del  arzobispo,  se 
creaba  un  nuevo  estado  de  cosas,  porque  el  cabildo  eclesiástico  juzgando 
caducadas  las  facultades,  del  señor  Arístegui,  y  según  lo  disponen  los 
cánones  de  la  Iglesia  para  estos  casos,  se  reunía  el  9  de  Mayo  de  1843, 
con  el  fin  de  proveer  este  cargo  en  el  carácter  de  propietario,  hasta  que 
un  nuevo  nombramiento  de  arzobispo  llenase  la  vacante  producida.  Salió 
elegido  por  miayoría  de  votos  don  José  Alejo  Eyzaguirre,  prestigioso  ecle- 
siástico, abogado,  dotado  de  eminentes  virtudes,  y  de  una  firmeza  de  ca- 
rácter poco  comunes.  Como  vicario  capitular  delegado  fué  nombrado  don 
Bernardino  Bilbao. 

El  cabildo  eclesiástico  hizo  este  nombramiento  sin  tomar  en  conside- 
ración la  intervención  del  Presidente  de  la  República  que  debía  hacerlo, 
según  el  derecho  de  Patronato  establecido  en  la  Constitución.  Para  sal- 
var las  apariencias,  el  mismo  día  envió  al  Gobierno  una  nota  comuni- 
cándole el  nombramiento  de  vicario,  y  limitándose  a  poner  en  su  cono- 
cimiento este  hcho.  El  ministro  del  Culto,  don  Ramón  Irarrázaval,  para 
salvar  igualmente  las  apariencias,  y  sobre  todo,  para  evitar  un  nuevo 
conflicto,  contestó  al  día  siguiente  en  estos  términos:  "Tengo  la  satisfac- 
ción de  comunicar  a  US.  que  S.  E.  ha  prestado  su  aprobación  a  este  nom- 
bramiento que  recae  en  una  persona  de  las  apreciables  prendas  del 
señor  Eyzaguirre"  (1). 

El  régimen  inteVino  en  el  gobierno  de  la  diócesis  de  Santiago  duró- 
un  año.  El  7  de  Mayo  de  1844  se  reunía  el  Con$ejo  de  Estado  y  designaba 
dos  ternas:  una  para  proveer  la  mitra  arzobispal  vacante  y  otra  para 
proveer  el  obispado  de  Ancud,  que  trataremos  en  párrafo  aparte.  De  es- 
tas ternas,  la  elección  que  hizo  el  Presidente  de  la  República,  recayó  en 
don  José  Alejo  Eyzaguirre  para  la  primera;  y  en  don  Justo  Donoso  para 
la  segunda  vacante.  El  Senado,  en  reunión  de  17  de  Junio,  aprobó  estos 
nombramientos  y  de  inmediato  se  enviaron  las  preces  a  Roma. 

La  preconización  de  don  José  Alejo  Eyzaguirre  no  tardó  en  ha- 
cerse en  Roma,  asumiendo  el  gobierno  de  la  Arquidiócesis  en  Agosto 
de  1844.  Se  distinguió  este  Arzobispo  por  las  reformas  introducidas  en 
la  administración  eclesiástica.  Merece  citarse  entre  ellas  un  Reglamento 
para  la  administración  de  los  fondos  de  la  Iglesia  Catedral,  que  cons- 
taba de  23  artículos  y  en  el  que  se  reglamentaba  minuciosamente  todos 
los  cargos,  las  obligaciones  inherentes  a  cada  uno  de  ellos,  y  los  libros 
que  debían  llevar  los  administradores  para  la  buena  marcha  de  la  Igle- 
sia Metropohtana  (2). 


(1)  Publicada  en  "El  Araucano",  del  10  de  Mayo  de  1843. 

(2)  Este  Reglamento  se  encuentra  publicado  en  el  "Boletín  Eclesiástico",  T. 
I„  pág.  170. 
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CAPITULO  II. 


1. — La  Academia  de  Ciencias  Sagradas;  fip  que  tuvo. 

La  ley  que  fundó  la  Universidad  de  Chile  y  que  fué  sancionada 
el  19  de  Noviembre  de  1842,  al  mismo  tiempo  que  creaba  las  diversas 
facultades,  determinaba  que  la  facultad  de  Teología  debía  ser  aumentada 
por  otras  personas  que  tomarían  el  título  de  académicos,  y  que  consti- 
tuirían la  "Academia  de  Ciencias  Sagradas". 

AI  igual  que  casi  todas  las  facultades  de  la  naciente  Universidad, 
sólo  logró  tomar  forma  en  1845.  Según  la  ley,  el  decano  de  Teología  debía 
ser  el  director  de  la  Academia,  correspondiéndole  al  presbítero  don  Ra- 
fael Valentín  Valdivieso  ocupar  este  cargo,  a  la  sazón  decano  de  Teolo- 
gía. Preparó  un  Reglamento  de  99  artículos  que  fué  aprobado  por  eV 
Consejo  de  la  Universidad  y  sancionado  por  el  Gobierno  el  21  de  No- 
viembre de  1844  (1).  Tenía  por  objeto  la  instrucción  acerca  de  la  prác- 
tica del  ministerio  pastoral  en  sus  tres  principales  ramos:  práctica  de  la 
administración  de  Sacramentos,  del  derecho  eclesiástico  en  la  parte  ad- 
m,inistrativa  y  de  la  enseñanza  de  la  palabra  divina.  Los  cursos  debían 
durar  2  años. 

El  principal  promotor  de  esta  academia  fué  el  mismo  señor  Valdi- 
vieso, que  en  sus  expediciones  misionales  por  el  Sur,  había  podido  compro- 
bar prácticamente  la  escasa  ciencia  de  los  sacerdotes.  Prueba  de  ello  es 
el  Reglamento  que  confeccionó,  en  el  que  se  daba  preferencia  a  todo 
lo  relativo  al  ministerio  sacerdotal. 

La  Academia  se  estableció  con  gran  solemnidad,  después  de  que  es- 
tuvieron designados  la  mayoría  de  sus  académicos.  Ella  se  verificó  el 
Domingo  22  de  Junio  de  de  1845  en  el  Salón  de  Honor  de  lá  antigua 
Universidad  de  San  Felipe,  con  la  participación  del  Gobierno  que  "quiso 
revestir  ese  acto  de  toda  la  solemjnidad  posible"  (2).  Esto  indica  también 
el  deseo  de  los  gobernantes  de  la  época  de  tener  un  clero  lo  más  prepara- 
do posible,  ya  que  reconocía  la  gran  ayuda  que  podía  prestar  al  país  en 
su  desenvolvimiento  espiritual,  intelectual  y  material. 

A  pesar  de  los  buenos  augurios  y  de  las  grandes  expectativas  que  en 
ella  se  habían  cifrado,  la  Academia  de  Ciencias  Sagradas  tuvo  una  vida 
efímera.  Contribuyó  en  gran  parte  a  su  desaparición,  la  reorganización 
y  reformas  introducidas  por  el  mismo  presbítero  Valdivieso  en  el  Semi- 
nario Conciliar,  al  formar  parte  de  una  comisión  nombrada  con  este 
fin  por  el  Vicario  Capitular  de  Santiago,  don  José  Alejo  Eyzaguirre.  Al 
cumplir  el  Seminario  la  misión  para  la  cual  la  Academia  había  sido  fun- 
dada, el  mismp  clero  empezó  a  mirarla  con  indiferencia,  hasta  que  desa- 
pareció sin  haber  alcanzado  a  llenar  ninguno  de  los  fines  para  los  cuales 
había  sido  creada  (3). 


(1)  Este  Reglamento  se  encuentra  publicado  en  el  Boletín  de  las  Leyes, 
Libro  12,  págs.  139  y  siguientes. 

(2)  Barros  A.,  Diego:  "Historia  de  Chile",  T.  IV.,  pág.  58. 

(3)  Silva  C,  Carlos:  "Historia  Eclesiástica  de  Chile",  pág.  246. 
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2. — Negociaciones  del  Gobierno  con  el  P.  Jesuíta,  presbítero  Cesáreo 
González  para  poner  las  misiones  del  Sur  a  cargo  de  los  Jesuítas. 
Su  fracaso. 

En  un  capítulo  anterior  tratamos  el  proyecto  de  don  Pedro  Pala- 
zuelos  y  la  acogida  poco  favorable  que  tuvo.  En  el  gobierno  de  don  Ma- 
nuel Bulnes,  el  año  1843,  la  opinión  pública  de  Chile  volvió  a  solicitar 
del  Gobierno  que  las  misiones  de  infieles  fueran  puestas  a  cargo  de  los 
Jesuítas,  ya  que  los  misioneros  franciscanos  venidos  de  Italia,  no  habían 
cumplido  en  forma  satisfactoria  la  tarea  que.  el  Estado  les  había  seña- 
lado, el  entregarles  esas  misiones.  Este  fracaso  se  debía  a  dificultades  de 
diverso  orden,  especialmente  derivadas  del  idioma  (1). 

Haciéndose  eco  de  estos  deseos,  el  Gobierno  encomendó  las  nego- 
ciaciones del  caso  al  ministro  del  Culto  don  Manuel  Montt,  como  nego- 
ciador por  parte  de  Chile;  y  por  la  otra,  al  padre  Cesái-eo  González,  uno 
de  los  pocos  Jesuítas  que  había  en  Chile,  que  parecía  autorizado  por 
sus  superiores  para  ello.  Después  de  largas  conversaciones,  las  negocia- 
nes  fracasaron.  Por  una  parte,  los  puntos  de  vista  del  padre  González 
podían  resumirse  en  tres:  19  Restablecimiento  legal  de  la  Compañía  de 
Jesús,  lo  que  la  habría  autorizado  para  reclamar  las  propiedades  de  que 
habían  sido  despojados  en  1767  en  virtud  de  la  pragmática  de  Carlos 
III,  y  para  recibir  nuevas  herencias  y  donaciones.  2"?  El  prefecto  de  las 
misiones,  con  facultades  especiales,  sería  nombrado  por  el  superior  de 
la  Compañía.  3?  Se  entregarían,  desde  luego,  a  los  misioneros  el  colegio 
y  casa  de  Valdivia  con  sus  pertenencias  para  establecer  un  noviciado 
para  formar  nuevos  religiosos  o  misioneros. 

El  Gobierno  fijó  sus  puntos  de  vista  por  medio  de  un  decreto  (30 
de  Octubre  de  1843).  Según  este  decreto,  "el  padre  González  quedaba 
autorizado  para  introducir  a  Chile  15  Jesuítas  que  se  encargasen  de  las 
misiones  del  Sur,  para  atraer  a  los  indios  infieles  al  seno  de  la  fe  cató- 
lica. Dando  por  razón  o  pretexto,  el  estar  todavía  vigente  en  nuestra 
legislación  la  pragmática  de  Carlos  III  que  expulsó  a  los  Jesuítas  se  les 
negaba  el  derecho  de  formar  cuerpo  reconocido  por  la  ley;  pero,  podrían 
vivir  obsei'vando  sus  constituciones,  en  cuanto  no  se  opusieran  a  las 
leyes  del  Estado,  y  como  simples-  misioneros  encargados  de  la  predicación 
del  Evangelio"  (2). 

Como  vemos,  no  había  acuerdo,  y  el  podre  González,  en  un  .último 
esfuerzo  se  fué  a  Roma  para  presentar  el  decreto  del  Gobierno  al  supe- 
rior general,  el  que,  naturalmente,  lo  rechazó.  El  padre  Mariano  Berdugo, 
otro  Jesuíta  que  había  en  Chile,  prosiguió  las  negociaciones,  pero  de 
una  manera  privada,  sobre  todo  sirviéndose  de  mediadores  de  gran  influ- 
encia en  el  Gobierno.  Sin  embargo,  ambas  partes  siguieron  firmes  en 
sus  respectivos  puntos  de  vista  hasta  que  el  padre  Berdugo  puso  térmi- 
no a  sus  gestiones.  " 

El  ministro  de  Justicia,  Culto  e  Instrucción  Pública  don  Manuel 


(1)  El  ministro  Portales  por  decreto  de  10  de  Noviembre  de  1835,  comi- 
siono a  fray  Zenón  Baaía  para  que  fuese  a  Italia  y  trajese  24  religio-- 
sos  franciscanos.  Estos  llegaron  a  Chile  en  1837  y  fueron  enviados  a 
las  misiones  de  Araucanía.  Fué  un  error  de  Portales  el  traer  estos  mi- 
sioneros, quienes,  al  parecer,  no  pudieron  asimilar  las  costumbres,  idio- 
ma, clima,  etc.,  del  país. 

(2)  Barros  A.,  Diego:  "Historia  de  Chile",  T.  XIV.,  pág,  553. 
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Montt,  en  la  Memoria  del  Ministerio  había  dado  cuenta  al  Congreso  en 
Agosto  de  1844,  de  la  iniciación  de  las  gestiones  y  de  las  esperanzas  del 
Gobierno,  con  estas  palabras:  "El  acierto  con  que  los  individuos  de  la 
Compañía  de  Jesús  han  llenado  las  mismas  funciones  en  otras  partes,  y 
el  celo  con  que  generalmente  promuevn  la  difusión  de  las  verdades  de  la 
religión,  han  decidido  al  gobierno  a  darle  por  ahora  la  preferencia  sobre 
las  otras  órdenes  religiosas" '  (1).  , 

Al  año  siguiente  el  sucesor  de  don  Manuel  Montt,  don  Antonio  Va- 
ras, daba  cuenta  del  fracaso  de  las  negociaciones  con  estas  palabras: 
"Mi  predecesor  anunció  al  Congreso  que  había  pedido  a  Europa  un 
cierto  número  de  jesuítas,  por  medio  del  padre  Cesáreo  González,  con 
la  mira  de  emplarlos  en  la  misiones  de  las  fronteras  de  Concepción  y  Val- 
divia. Ultimamente  se  han  recibido  comunicaciones  de  este  religioso,  en 
que,  dando  cuenta  de  su  comisión,  dice  al  Gobierno,  que  las  propuestas 
que  iba  encargado  de  hacer  no  han  sido  admitidas  por  el  General  de  la 
Orden,  y  que  se  exige  como  condición  indispensable  para  aceptarlas  el 
reconocimiento  de  la  Compañía  como  una  de  las  corporaciones  permiti- 
das y  autorizadas  en  el  país.  Mi  predecesor  no  convino  en  esta  decisión 
que  le  propuso  de  antemano  el  comisionado,  porque  una  ley  ha  excluido 
dicha  orden  y  porque  no  era  en  manera  alguna  necesario  al  lleno  del 
objeto  con  que  eran  llamados.  No  han  querido  estos  religiosos  aprove- 
char una  bella  oportunidad  de  servir  a  la  religión;  no  han  aceptado 
unas  propuestas  que  les  ofrecían  un  teatro  vasto  para  hacer  el  bien; 
no  han  abrazado  una  de  las  tareas  más  bellas  que  pueden  presen- 
tarse al  ministro  de  la  religión:  propagar  las  máximas  del  Evangelio; 
y  ¿por  qué?  No  por  cierto  poijque  se  les  negasen  los  medios  de  llenar 
tan  nobles  fines;  no  porque  se  les  abandonase  a  una  empresa  difícil 
sin  apoyo,  sin  protección;  no  porque  se  les  embarazase  el  vivir  con- 
forme a  su  instituto.  Nada  de  esto.  No  se  reconoció  su  Orden,  no  se 
autorizó  como  las  demás  que  existen  en  el  Estado,  y  he  aquí  que  ce- 
den todas  las  razones  que  los  llamaban,  y  que  enfría  el  celo  por  la 
propagación  de  la  doctrina  de  Cristo  en  estos  lugares.  Después  de  es 
te  incidente  siento  que  se  haya  frustrado  esta  tentativa,  menos  por- 
que no  se  haya  dejado  de  traer'  al  país  individuos  de  la  Compañía 
que  por  el  tiempo  precioso  qúe  se  ha  perdido"  (2). 

3. — Ley  de  matrimonio  de  disidentes.  Pastoral  sobre  matrimonios  de 
disidentes  o  celebrados  sin  las  solemnidades  canónicas. 

Otra  ley  que  suscitó  resistencia  entre  algunos  eclesiásticos  y  qua 
fué  motivo  de  nuevos  conflictos  con  el  poder  eclesiástico  fué  la  ley  de 
matrimonio  de  disidentes.  Antes  de  esta  ley,  toda  persona  que  quisiera 
contraer  matrimonio  en  Chile  fuera  católico  o  de  cualquier  credo  reli- 
gioso, debía  contraerlo  según  el  rito  establecido  por  la  Iglesia  Católica, 
esto  es,  ante  un  sacerdote  y  de  acuerdo  con  el  Sacramento  del  Matri- 
monio. 

Esto  llevó  al  Gobierno,  a  que  en  un  mensaje  redactado  al  parecer 
por  don  Andrés  Bello,  solicitara  del  Congreso,  el  4  de  Agosto  de  1843, 
la  aprobación  de  una  ley  en  que  reglamentaba  todo  lo  relativo  a  los  ma- 

(1)  Memoria  del  Min.  del  Culto,  J.  e  I.  P.,  1844.  pág.  265. 

(2)  Memoria  del  Min.  del  Culto,  J.  e  I.  P.,  1843,  pág.  387. 
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trimonios  de  los  disidentes.  Iba  firmado  por  el  Presidente  don  Manuel 
Bulnes  y  el  ministro  del  Culto  don  Ramón  Luis  Irarrázaval  (1). 

En  los  10  artículos  del  proyecto,  se  sometía  a  los  disidentes  a  todas 
las  exigencias  legales  del  matrimonio  en  Chile,  menos  una:  la  de  cele- 
brarlo según  el  rito  de  la  Iglesia  Católica.  Debían  los  cónyuges,  por  lo 
tanto,  hacer  una  declaración  formal  ante  dos  testigos  y  el  párroco,  que 
haría  las  veces  de  ministro  de  fe,  debiendo  este  último  anotar  la  par- 
tida de  matrimonio  en  los  registros  parroquiales. 

En  aquel  entonces  fué  impugnada  ésta  ley  por  considerarse  depre- 
siva para  el  carácter  espiritual  y  evangélico  de  los  párrocos,  en  especial 
el  art.  2?,  rebajándblos  a  la  condición  de  ministros  públicos.  Encabezó 
esta  oposición,  el  diputado  don  Vicente  Orrego,  produciéndose  el  inte- 
resante debate  que  copiamos  de  las  "Sesiones  de  los  Cuerpos  Legisla- 
tivos", ya  que  el  mismo  señor  Orrego  echó  las  bases,  a  nuestro  modo 
de  ver,  a  la  futura  Ley  de  Matrimonio  Civil.  "El  señor  Orrego,  dicen 
las  Sesiones,  se  opuso  a  este  artículo  y  entre  otras  cosas  dijo:  Que  no 
era  conforme  al  dogma  de  nuestra  religión  que  los  párrocos  presencia- 
sen y  asentasen  en  sus  libros  los  nombres  y  contratos  matrimoniales 
de  los  disidentes,  confundiéndoles  de  este  modo  con  los  no  católicos. 
Los  disidentes,  dijo,  miran  la  iglesia  romana  como  un  chicharrón  de 
sebo  (Risas).  Y  no  parece  propio  que  los  párrocos  certifiquen  la  unión 
de  esas  personas,  que  hablando  con  franqueza,  no  viven  en  matrimo- 
nio sino  amancebados,  como  se  dice  vulgarmente.  ¿Por  qué  no  se  lla- 
ma a  un,'  escribano  a  desempañar  las  funciones  que  quieren  encomen- 
darse a  los  ministros  del  altar?... 

"El  señor  Pinto  tomó  la  palabra.  N(3  hay  nada  en  este  proyecto 
que  pueda  llamarse  anticatólico,  todas  sus  disposiciones  son  conformes 
al  dogma  de  nuestra  religión.  Los  párrocos  están  autorizados,  cuando 
los  llaman,  a  presenciar  com.o  testigos  los  matrimonios  entre  disidentes. 
Lo  he  visto  practicar  diversas  ocasiones  en  Chile.  En  Coquimbo,  por 
ejemplo,  el  arcedián  Solar,  uno  de  los  sacerdotes  más  respetable  de 
nuestro  clero,  era  llamado  como  testigo  civil  y  presenciaba  los  matri- 
monios de  disidentes.  Con  tal  que  los  párrocos  no  les  echen  las  bendi- 
ciones, no  hay  inconveniente  en  que  puedan  servir  de  testigos.  Cuando 


(1)  En  las  palabras  con  que  empieza  el  mensaje,  se  nota  la  elegancia  del 
estilo  de  don  Andrés  Bello,  y  las  razones  que  da  en  apoyo  del  proyecto 
son  realmente  de  mucho  fondo  y  muy  atendibles.  Decía  así:  "La  Cons- 
titución ha  permitido  que  en  los  dominios  de  la  República  residan,  se 
establezcan  y  aun  se  naturalicen,  extranjeros  de  diferentes  reliones. 
Profesamos  la  inviolabilidad  del  sagrado  de  la  conciencia,  y  aun  tolera- 
mos el  culto  privado  y  puramente  d'oméstico  de  los  estranjeros  que  no 
son  católicos,  salvo  siempre  el  respeto  debido  a  la  religión  del  estado, 
y  bajo  las  restricciones  impuestas  por  la  moral  universal  y  por  el  orden 
público.  Mas,  hechas  una  vez  estas  concesiones,  era  una  inconsecuen- 
cia en  nuestra  legislación  el  precepto  universal  de  solemnizar  el  ma- 
trimonio conforme  al  rito  de  la  Iglesia  Católica,  sin  una  excepción  a 
favor  de  aquellos  que  imbuidos  en  opiniones  religiosas  diversas,  no  po- 
dían hacer  uso  de  este  medio".  Y  enseguida  declaraba  solemnemente 
que  según  la  Constitución  de  Chile,  existía  la  tolerancia  religiosa,  y  pro- 
ponía que  en  virtud  de  esta  tolerancia  se  reconocieran  y  legalizaran  los 
matrimonios  contraídos  en  Chile  por  los  disidentes.  Cosa  por  lo  demás 
muy  justa,  y  que  creemos  que  encuadra  aun  dentro  del  pensamiento 
de  la  Iglesia  Católica.  (Cuerpos  Legislativos,  T.  XXX.,  1843,  pág.  397, 
Anexo  185). 
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pasó  este  proyecto  por  el  Consejo  de  Estado,  lejos  de  mirarse  como  con- 
trario, se  considera  como  emanado  de  los  cánones  mismos,  porque  en 
efecto,  el  cura  no  pierde  nada. 

"El  señor  Orrego  insistió  en  su  opinión  alegando  que  por  lo  mismo 
que  el  párroco  iba  a  servir  de  testigo  civil  podía  desempeñar  sus  fun- 
ciones de  escribano." 

"El  señor  Irarrázayal  dijo  que  nadie  mejor  que  los  párrocos  podían 
hacer  de  testigos,  porque  siendo  los  celadores  de  la  moral  pública  y 
de  las  costumbres,  estaban  más  al  cabo  de  las  cualidades  morales  de 
los  contrayentes.  Concluyó  diciendo  que  podía  llegar  al  tiempo  en  que 
tuviese  lugar  la  indicación  del  señor  preopinante,  pero  que  no  encon- 
traba inconveniente  que  se  aprobase  el  medio  que  propone  el  proyecto." 

"El  señor  Cobo  hizo  mérito  de  una  encíclica  en  que  Su  Santidad 
autoriza  a  los  párrocos  de  Alemania  para  que  puedan  servir  de  testi- 
gos civiles. 

"El  señor  Orrego  dijo  que  esta  encíclica  favorecía  su  opinión 
puesto  que  se  hacía  necesario  un  decreto  de  Su  Santidad  para  que  los 
párrocos  pudiesen  servir  de  testigos  civiles   en  aquellos  casos"  (1). 

El  proyecto  no  quedó  totalmente  aprobado  sino  en  la  legislatura 
siguiente,  esto  es,  el  17  de  Julio  de  1844,  con  el  agregado  de  un  artículo, 
el  69,  en  que  se  imponía  a  los  párrocos  la  obligación  de  inscribir  en  sus 
registros  a  los  hijos  de  matrimonio  contraídos  con  las  dispensas  de  es- 
ta ley  (2). 

Posteriormente,  el  4  de  Noviembre  de  1844,  el  Arzobispo  Eyzagui- 
rre  promulgó  un  importante  edicto  contra  los  que  contraían  matrimo- 
nio en  Valparaíso,  a  bordo  de  buques  extranjeros,  con  protestantes 
ante  el  pastor  o  ministro  de  su  secta,  sin  observar  las  leyes  de  la  Igle- 
sia. "Con  el  dolor  más  profundo  — decía —  de  nuestro  carazón,  hemos 
leído  una  nota  del  cura  y  vicario  de  la  ciudad  y  puerto  de  Valparaíso, 
en  la  que  nos  comunica  haber  entre  los  feligreses  de  aquella  parroquia 
algunos  que  a  pesar  de  su  profesión  de  católicos  no  prestan  la  obedien- 
cia debida  a  los  preceptos  que  la  Iglesia  tiene  sancionados  en  ordea 
a  la  celebración  del  matrimonio:  sin  acreditar  soltería,  sin  que  se  hagan 
las  moniciones,  sin  presentarse  a  su  propio  párroco,  y  en  fin,  sin  obsei-- 
var  las  otras  solemnidades  dispuestas  por  derecho,  pasan  a  un  buque 
extranjero  de  religión  disidente,  y  antie  un  ministro  de  la  misma  clase, 
contraen  un  matrimonio,  si  tal  puede  llamarse  semejante  ceremonia; 
volviendo  después  a  vivir  entre  los  demás  fieles  en  unión  de  un  con- 
sorte ilegítimo  como  si  realmente  se  hubiesen  desposado  según  las  le- 
yes que  rigen  en  nuestro  país.  No  pudiendo  tolerarse  semejante  abuso, 
que  sirve  de  escándalo  a  los  buenos  cristi-anos,  y  con  su  mal  ejemplo 
puede  pervertir  a  los  incautos  y  hacerles  creer  que  tales  procedimien- 
tos son  lícitos;  a  fin  de  evitar  las  fatales  consecuencias  que  de  aquí 
pueden  seguirse,  hacemos  saber  a  los  fieles  de  Valparaíso  y  a  los  demás 
de  este  arzobispado  que  .se  hallen  en  iguales  circunstancias,  que  a  nin- 
guna persona  de  profesión  católica  le  es  lícito  ni  permitido  quebrantar 
las  disposiciones  eclesiásticas  establecidas  para  la  recta  celebración  del 
Sacramento  del  matrimonio"  (3). 


(1)  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos,  T.  XXXII,  pág.  504,  1843 

(2)  .  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos,  T.  XXXIV,  pág.  164,  1844 

(3)  "Boletín  Eclesiástico",  T.  I.,  pág.  160. 
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Terminabavel  edicto  con  una  exhortación  a  los  fieles  haciéndoles 
presente  los.  graves  males  que  estaban  causando  estos  matrimonios, 
para  que  por  medio  de  "este  nuestro  edicto,  penetrándose  de  ellos  (los 
graves  males),  miren  con  horror  estos  enlaces  ilegítimos  y  punibles  que 
los  originan,  y  de  donde,  según  el  gran  Pontífice  Benedicto  XIV,  dima- 
na una  gran  parte  de  los  incalculables  males  que  afligen  a  la  Iglesia 
de  Jesucristo"  (1). 

4. — Decreto  sobre  los  votos  religiosos.  Renuncia  del  arzobispo 

Eyzaguirre. 

Con  motivo  de  la  guerra  de  la  independencia,  como  ya  vimos  en 
el  capítulo  preliminar,  empezó  a  notarse  en  el  clero  chileno  una  disminu- 
ción en  su  preparación,  disciplina,  y  particularmente  en  su  número.  Esto 
motivó  que  los  Obispos  de  Chile  empezaran  a  hacer  uso  de  las  prerroga- 
tivas especiales  de  que  gozaban  los  obispos  de  América,  a  causa  de  la 
distancia  en  que  se  encontraban  de  la  Silla  Apostólica.  Estas  prerroga- 
tivas, llamadas  "sólitas"  o  "decenales",  llamadas  así  porque  el  permiso 
para  usarlas  se  renovaba  cada  diez  años,  constaban  de  29  disposiciones, 
eran  una  excepción  al  derecho  canónico  de  la  Iglesia,  y  formaban  parte 
del  llamado  "Derecho  Canónico  Americano".  Una  de  estas  prerrogati- 
vas consistía  en  que  los  obispos  podían  acortar  los  plazos  que  debían 
mediar  entre  las  diversas  órdenes  previas  al  sacerdocio,  y  sobre  todo,  po- 
dían dispensar  de  la  edad  para  emitir  los  votos  religiosos. 

La  causa '  de  que  los  obispos  chilenos  concedieran  a  menudo  en 
este  período  estas  licencias,  como  ya  hicimos  notar  más  arriba,  fué  la 
alarmante  escasez  de  clero  en  el  país.  El  frecuente  uso  de  estas  disposi- 
ciones trajo  una  cuestión  de  carácter  eclesiástico  con  el  poder  civil,  que 
fué  motivo  de  graves  preocupaciones  y  a  la  que  se  le  dió  gran  impor- 
tancia. 

En  1823  el  senado  conservador  había  dispuesto  que  ningún  chi- 
leno podía  hacer  votos  perpetuos  antes  de  los  25  -años  de  edad,  siendo 
sancionada  esta  disposición  por  el  gobierno  de  Freiré,  el  24  de  Julio  de 
1824.  Pero  luego  cayó  en  desuso,  porque  a  ojos  vistas  era  una  invasión 
de  atribuciones.  Hay  que  reconocer,  a  pesar  de  todo,  que  entre  1830 
y  1840  hubo  abusos,  no  en  este  ^ntido,  sino  en  la  traslación  de  pos- 
tulantes de  órdenes  sacerdotales,  que  rechazados  en  Santiago,  iban 
a  solicitarlas  y  las  obtenían  en  C<5ncepción. 

El  Gobierno,  por  medio  del  ministerio  del  Culto,  con  muy  buenas 
intenciones  y  ejerciendo  atribuciones  que  creía  haber  heredado  del  anti- 
guo régimen  español,  resolvió  poner  término  a  estos  abusos  e  invocando 
la  ley  de  Julio  de  1823,  dictó  un  decreto  el  28  de  Marzo  de  1845,  cuyo 
principal  artículo  decía:  "Los  prelados  de  las  órdenes  monásticas  de  la 
República  no  admitirán  votos  solemnes  de  profesión  religiosa,  a  ningún 
individuo  que  no  acredite  por  un  expediente  en  forma,  tener  25  años 
cumplidos"  (2).  Los  demás  artículos  daban  intervención  al  gobernador 
civil  del  departamento  quien  debía  examinar  el  expediente,  "no  proce- 
diéndose  en  ningún  caso  a  celebrar  la  profesión"  (Art.  29  del  decreto). 


(ly  Boletín  Eclesiástico,  T.  I.,  pág.  162. 

(2)  Boletín  de  las  Leyes,  L.  XII,  Núm.  3,  pág.  212. 
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sin  haber  comíprobado  el  cumplimiento  de  este  requisito.  Con  esta  me- 
dida el  Gobierno  pensaba  iniciar  la  reforma  de  regulares  (1). 

En  estas  circunstancias,  el  Arzobispo  don  José  Alejo  Eyzaguirre  ha- 
bía presentado  la  renuncia  de  su  alto  cargo,  el  3  de  Marzo  de  1845,  en 
términos  irrevocables.  Al  mismo  tiempo  comunicó  su  determinación  al 
Cabildo  para  que  nombrara  un  Vicario  capitular  para  el  gobierno  inte- 
rino de  la  diócesis;  pero  esa  corporación  esperando  que  tal  renuncia  no 
fuera  aceptada  por  el  Gobierno,  no  hizo  el  nombramiento  correspon- 
diente. 

A  pesar  de  todo  esto,  el  arzobispo  creyó  de  su  deber  protestar  con- 
tra una  resolución  del  Gobierno  atentatoria  contra  la  independencia  es- 
piritual de  la  Iglesia,  no  aceptando  que  aquél  tuviese  facultad  para  le- 
gislar en  materia  de  profesión  religiosa,  ni  mucho  menos  en  la  com- 
probación de  la  edad  de  los  ordenados  por  medio  de  los  gobernadores. 
Esta  protesta,  que  consideramos  justa;  no  fué  redactada  como  era  de- 
bido por  el  secretario  del  Arzobispo.  Don  Carlos  Silva  Cotapos  dice  al 
respecto,  que  "por  imprudencia  de  su  secretario,  se  vió  Eyzaguirre  en- 
vuelto en  dificultades  con  el  supremo  Gobierno,  con  motivo  del  decreto 
que  éste  dictó  acerca  de  los  votos  religiosos  el  28  de  Marzo  de  1845  (2). 

Siguió  a  esto  un  carnbio  de  notas  entre  el  ministro  del  culto  y  el 
arzobispo  electo,  hasta  que  sobrevino  una  modificación  ministerial  en 
que  don  Antonio  Varas  era  nombrado  en  reemplazo  de  don  Ramón 
Luis  Irarrázaval  que  fué  destinado  a  Roma  en  calidad  de  jefe  de  la  le- 
gación acreditada  en  esa  ciudad.  El  nuevo  ministro,  deseoso  de  dar 
término  al  conflicto  eclesiástico,  en  la  esperanza  que  con  el  cambio 
de  jefe  de  la  Iglesia  en  Chile  se  le  pondría  fin,  decidió  aceptar  la  re- 


(1)  Las  buenas  intenciones  del  Gobierno  al  dictar  este  decreto  quedaban 
de  manifiesto  en  la  Memoria  del  ministerio  de  Justicia,  Culto,  e  Ins- 
trucción Pública,  presentada  por  don  Antonio  Varas  al  Congreso,  el  25 
de  Agosto  de  1845  (pág.  386).  "Las  Ordenes  Regulares  — decía  el  minis- 
tro—  habían  estado  largo  tiempo  atrás  en  la  práctica  de  faltar  a  una 
ley  del  Estado  relativa  a  la  edad  en  que  ei^a  permitido  profesar.  A  prin- 
cipios de  este  año  se  expidió  por  el  ministerio  de  Justicia,  un  decreto 
en  que  al  mismo  tiempo  que  se  manda  respetar  dicha  ley,  se  previene  la 
forma  en  que  debe  precederse  para  asgurarse  de  que  se  le  da  el  debi- 
do cumplimiento.  No  ha  faltado  quien  combata  esta  medida  del  Go- 
bierno; pero  lo  más  extraño  es  que  se  haya  alegado  las  mismas  razones 
que  la  apoyan.  Si  se  quiere  conservar  laá  órdenes  religiosas  permitien- 
do profesar  a  jóvenes  inexpertos  y  cuyo  entendimiento  casi  siempre 
inculto,  es  incapaz  de  apreciar  la  gravedad  de  la  resolución  irrevocable 
que  toman,  para  que  arrepentidos  después  vivan  en  un  estado  de  vio- 
lencia, o  lo  que  e.s  más  frecuente,  violan  las  obligaciones  que  impru- 

,  dentemente  contrajeron  sirviendo  de  escándalo  a  los  fieles,  más  val- 
dría que  no  existiesen  tales  instituciones.  Lejos  de  servir  entonces  a  la 
mejora  moral  del  pueblo  y  al  fomento  de  la  piedad,  envilecen  la  reli- 
gión a  los  ojos  de  la  multitud  que  con  frecuencia  juzga  de  ella  por  el 
miíiistro  que  la  enseña.  Tal  vez  la  infracción  de  esta  ley  no  habría  per- 
judicado tanto  a  las  órdenes  religiosas  si  todas  ellas  fuesen  de  estricta 
observancia  o  estuviesen  sistemadas  de  manera  que  se  diese  una  instruc- 
ción esmerada  y  se  observasen  con  rigor  las  prácticas  que  la  vida  mo- 
nástica requiere". 

Pero  por  muchas  razones  que  haya  dado  el  ministro,  creemos  que 
una  reforma  de  este  carácter  correspondía  únicamente  a  la  Iglesia  y  a  sus 
jefes,  y  no  al  poder  civil,  porque  el  voto  religioso  sólo  crea  un  nexo  es- 
piritual en  el  que  nada  puede  aquél. 

(2)  Silva  Cotapos,  Carlos:  Historia  Eclesiástica  de  Chile",  pág.  248. 
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nuncia  de  Eyzaguirre  el  22  de  Abril  de  1945.  Avisado  de  esta  resolución 
el  Cabildo  eclesiástico  eligió  vicario  capitular  al  canónigo  doctoral  de 
Santiago,  don  Juan  Francisco  Meneses. 

5. — Solución  a  la  cuestión  sobre  profesión  religiosa. 

El  conflicto  creado  con  motivo  del  decreto  de  28  de  Marzo  de  1845 
sobre  profesiones  religiosas,  seguía  latente,  ya  que  el  Gobierno  se  mos- 
traba decidido  a  hacer  cumplir  esas  disposiciones.  Sin  embargo,  a  peti- 
ción de  dos  comunidades  religiosas,  los  recoletos,  dominicos  y  francis- 
canos que  el  16  de.  Junio  de  1845  habían  solicitado  del  Senado  su  ex- 
clusión de  la  ley  de  1823,  dos  senadores,  don  José  Miguel  Solar  y  don 
José  Miguel  Irarrázaval,  pidieron  a  esa  Corporación  la  derogación  de 
aquella  ley,  que  consideraban  una  intromisión  del  poder  ci-^il  en  asun- 
tos que  no  eran  de  su  incumbencia. 

Después  de  un  año,  el  30  de  Septiembre  de  1846,  el  Congreso  apro- 
baba la  siguiente  indicación:  "Se  autoriza  al  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca para  que,  mientras  se  verifique  la  reforma  general  de  las  comuni- 
dades de  regulares,  pueda  suspender  los  efectos  del  senado-consulto  de 
1823,  que  señala  la  edad  en  que  debe  hacerse  la  profesión  solemne  de 
los  votos  de  perpetuo  monarquismo"  (1).  Esta  última  frase:  "...que  se- 
ñala la  edad  en  que  debe  hacerse  la  profesión  solemne  de  los  votos  de 
perpetuo  monaquismo"  fué  introducida  por  la  Cámara  de  Diputados 
y  confirmada  por  el  Senado  en  sesión  de  6  de  Septiembre  de  1846.  Apro- 
bada esta  resolución,  el  presidente  de  la  República  podía  suspender  o 
modificar  a  su  arbitrio  las  disposiciones  sobre  la  edad  en  las  profesio- 
nes religiosas. 

Al  año  siguiente,  haciendo  uso  de  esta  facultad,  el  ministro  don 
Salvador  Sanfuentes  en  un  largo  y  detallado  decreto  de  10  artículos  (12 
de. Marzo  de  1847),  daba  una  solución  conciliatoria  al  problema,  cuyos 
principales  puntos  eran  los  siguientes  y  que  regirían  tanto  para  los  ecle- 
siásticos regulares,  como  para  los  conventos  de  monjas:  1"?  Subsistía 
en  todo  su  vigor  el  senado-consulto  de  24  de  Julio  de  1823,  esto  es,  no 
podía  hacerse  los  votos  perpetuos  antes  de  cumplir  25  años;  pero  podía 
acortarse  este  plazo  hasta  los  21  años,  para  los  que  habiendo  obtenidf) 
en  la  Universidad  el  grado  de  Bachiller  en  Teología,  para  los  que  per- 
teneciesen a  comunidades  destinadas  a  dar  misiones  a  los  infieles,  y  pa- 
ra los  que  vivieran  en  conventos  de  estricta  observancia.  29  Podíase,  en 
casos  muy  calificados,  fuera  de  los  casos  arriba  nombrados,  acortarse  a 
23  años.  39  Manteníase  el  artículo  9  del  decreto,  que  daba  intervención 
a  los  gobernadores  en  la  certificación  de  la  edad  y  todas  las  demás  con- 
diciones para  poder  emitir  votos  solemnes  (2). 

Ni  el  campo  religioso,  ni  en  el  gubernativo,  fué  recibida  con  mu- 
cho agrado  esta  solución.  Los  amigos  de  las  prerrogativas  del  Estado 
vieron  una  disminución  de  éstas.  Y  en  el  campo  de  los  religiosos  regu- 
lares, continuó  la  misma  resistencia,  porque,  el  Gobierno  seguía  dicta- 
minando sobre  asuntos  que  eran  de  la  única  competencia  de  las  autori- 
dades eclesiásticas,  que  se  apoyaban  en  las  leyes  generales  de  la  Iglesia, 
y  en  las  especiales  del  Derecho  Canónico  Americano. 


(1)  Boletín  de  las  Leyes,  Lib.  XIV,  Núm.  11,  pág.  510. 

(2)  Boletín  de  las  Leyes,  Lib.  XV,  Núm.  3,  pág.  387. 
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CAPITULO  III. 


1. — Don  Rafael  Valentín  Valdivieso,  Arzobispo  de  Santiago;  carácter 
y  rasgos  biográficos  del  nuevo  prelado. 

Con  la  renuncia  de  don  José  A.  Eyzaguirre,  el  arzobispado  de  San- 
tiago quedaba  vacante  en  un  momento  bastante  difícil  para  proceder 
a  un  nuevo  nombramiento,  con  motivo  de  la  situación  creada  al  Go- 
bierno por  sus  propósitos  reformistas. 

Sin  embargo,  la  elección  del  arzobispo  se  llevó  a  cabo  con  toda  la 
regularidad  establecida  por  la  Constitución  y  sin  hallar  resistencia  al- 
guna. Ello  se  debe  a  o.ue  tanto  el  Gobierno  como  el  clero  deseaban  una 
persona  enérgica  en  la  dirección  de  los  asuntos  eclesiásticos.  El  Gobier- 
no, porque  creía  que  desempeñando  este  cargo  un  eclesiástico  de  estas 
condiciones,  se  le  facilitaría  mucho  la  reforma  de  los  regulares  y  aca- 
baría con  los  abusos;  y  el  clero,  porque  debía  estar  al  frente  de  la  Igle- 
sia un  hombre  de  carácter  que  supiera  defender  las  prerrogativas  e 
independencia  del  poder  espiritual  de  la  Iglesia.  La  persona  indicada 
en  quién  se  reunían  todas  estas  cualidades  era  don  Rafael  Valentín  Val- 
divieso. De  esta  manera  se  explica  la  satisfacción  general  con  que  fué 
recibido  su  nombramiento. 

En  efecto,  el  9  de  Mayo,  el  Consejo  de  Estado  formaba  una  terna 
compuesta  por  el  Pbro.  don  Rafael  V.  Valdivieso,  el  arcedeán  de  la  Ca- 
tedral de  Santiago  don  José  Miguel  Solar,  y  el  Obispo  electo  de  Ancud, 
don  Justo  Donoso,  terna  que  pasó  en  seguida  al  Presidente  de  la  Re- 
pública, según  lo  disponía  la  Constitución  del  33.  Como  se  ve,  ocupaba 
el  primer  lugar  en  la  terna  el  señor  Valdivieso,  porque  era  el  candi- 
dato que  reunía  mayores  simpatías  entre  los  amigos  y  consejeros  del 
Gobierno,  recayendo  así  en  él  este  nombramiento.  Diez  días  después  de 
presentado  por  el  Presidente  al  Senado,  o  sea,  el  20  de  Junio,  esa  corpo- 
ración sancionaba  por  unanimidad  el  nombramiento  de  don  Rafael  V. 
Valdivieso  como  arzobispo  de  Santiago  y  confirmado  por  el  Gobierno 
el  30  de  Junio,  encargando  de  inmediato  al  Cabildo  eclesiástico  que  le 
diera  la  administralnón  de  la  arquidiócesis  al  nuevo  arzobispo. 

El  6  de  Julio  de  1845  tomaba  el  señor  Valdivieso  solemnemente 
posesión  de  su  cargo  en  virtud  de  la  acostumbrada  carta  de  ruego  y  en- 
cargo. El  ministro  del  Culto  daba  cuenta  al  Congreso  de  este  nombra- 
biento  con  estas  palabras:  "El  presbítero  don  Rafael  Valentín  Valdi- 
vieso ha  sido  electo  Arzobispo,  y  ha  entrado  a  gobernar  la  diócesis.  Sus 
virtudes,  su  celo  acreditado  por  el  bien  de  la  religión,  y  sus  conocidos 
talentos  decidieron  al  Gobierno  a  fijarse  en  él,  para  dar  un  digno  su- 
cesor el  venerable  deán  de  la  Iglesia  metropolitana,  cuya  renuncia  no 
pudo  negarse  a  admitir"  (1). 

"Este  nombramiento,  escribe  el  señor  Silva  Cotapos,  marca  una 
época  en  la  historia  de  la  Iglesia  de  Chile;  porque  con  él  se  inicia  el 
prolongado  gobierno  del  más  ilustre  de  los  obispos  chilenos"  (2). 

Había  nacido  este  gran  prelado  chileno  en  Santiago  el  2  de  No- 


(1)  Memoria  del  Ministerio  de  Justicia,  Culto  e  Instrucción  Pública,  1845, 
pág.  382. 

(2)  Silva  C,  Carlos:  "Historia  Eclesiástica  dé  Chile",  pág.  248. 
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viembre  de  1804.  Era  hijo  de  don  Manuel  Joaquín  Valdivieso  y  Maciel, 
y  de  doña  María  Mercedes  de  Zañartu  y  Manso.  Obtuvo  su  título  de 
abogado  y  desempeñó  varios  cargos  judciales;  fué  municipal  de  San- 
tiago, ocupando  en  seguida,  el  cargo  de  secretario  del  Cabildo.  En  1831 
fué  elegido  diputado  suplente  por  Santiago,  cargo  en  el  que  descolló 
por  su  talento  e  ilustración.  Sin  embargo,  pronto  trocó  las  labores  de 
la  vida  del  mundo  por  las  de  la  vida  sacerdotal  y  en  1834  ingresaba  a 
la  carrera  eclesiástica  que  fué  coronada  con  el  episcopado.  n 

Pío  IX  lo  creó  segundo  arzobispo  de  Santiago  por  bula  de  4  de  Oc- 
tubre de  1847  recibiendo  la  consagración  episcopal  en  la  Catedral  de 
Santiago  el  2  de  Agosto  siguiente. 

La  ilustración  jurídica  y  ecanónica  del  nuevo  arzobispo,  su  inte- 
teligencia,  la  austeridad  de  su  vida  y  sus  demás  virtudes,  le  daban  un 
gran  prestigio.  Se  esperaba  que  con  su  singular  energía  y  prudencia 
había  de  terminar  con  los  abusos  e  irregularidades,  que  según  el  nuevo 
prelado,  debían  corregirse  sin  la  intervención  del  poder  civil.  Supo 
responder  el  señor  Valdivieso  a  er.ías  esperanzas,  colocando  a  la  Iglesia 
chilena  en  un  pie  de  organización  como  én  pocos  países  la  ha  tenido. 

Sin  embargo,  como  veremos  en  el  capítulo  siguiente,  el  Gobierno 
demoró  más  de  tres  meses  en  dar  el  pase  a  las  bulas,  pues  notó  a  poco 
que  el  nuevo  arzobispo  había  asumido  el  gobierno  de  la  arquidiócesis, 
que  tenía  que  vérselas  con  un  hombre  de  una  extraordinaria  energía  y 
dispuesto  a  defender  la  libertad  de  la  Iglesia  por  todos  los  medios. 

2. — Organización  de  la  curia  arzobispal. 

Una  de  las  primeras  medidas  del  señor  Valdivieso  al  asumir  la  di- 
rección de  los  asuntos  eclesiásticos,  fué  la  reorganización  de  la  curia  ar- 
zobispal. Esta  tarea  la  realizó  siendo  arzobispo  electo,  puesto  que  el 
nombramiento  de  Roma  y  su  consagración  episcopal  solo  se  efectuaron 
a  fines  de  1847.  Con  los  trastornos  de  la  guerra  de  la  independencia  y* 
con  el  manejo  de  las  oficinas  del  arzobispado  por  personas  poco  enten- 
didas, éstas  estaban  en  completo  desorden.  Algunos  libros  se  habían 
perdido  y  otros  estaban  en  poder  de  particulares. 

Con  el  fin  de  recuperar  todos  estos  documentos,  trató  de  rehacer 
los  libros  perdidos,  e  hizo  recoger  todos  los  libros,  documentos,  cartas, 
etc.,  que  se  hallaban  en  poder  de  particulares.  Con  todo  lo  obtenido  de 
este  modo,  y  con  las  copias  de  gran  número  de  cartas  de  los  antiguos 
obispos  chilenos  al  rey  de  España,  que  en  sus  viajes  por  Europa  había  . 
hecho  copiar,  formó  un  interesante  archivo  de  más  de  80  volúmenes, 
que  aún  se  conservan  en  las  oficinas  del  arzobispado.  Al  mismo  tiem- 
po procedió  a  organizar  la  secretaría  de  la  arquidiócesis  en  tal  forma  y 
"•cón  tal  perfección  que  llegó  a  ser  un  modelo  en  el  mundo  católico"  (1). 

3. — La  preconización  del  obispo  de  Ancud  es  aplazada  en  Roma. 

Causas. 

Como  vimos  en  el  primer  capítulo,  don  Justo  Donoso  y  Vivanco 
había  sido  presentado  por  el  Supremo  Gobierno  como  obispo  de  Ancud, 
diócesis  de  la  cual  tomó  posesión  en  1845,  en  virtud  de  la  carta  de  rue- 


(1)  Silva  C,  Carlos.:  Historia  Eclesiástica  de  Chile",  pág.  255. 
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go  y  encargo,  aún  cuando  no  había  recibido  las  bulas  de  su  institución 
que  no  llegaron  sino  años  más  tarde. 

Mucho  se  ha  escrito  v  comentado  sobre  los  motivos  de  esta  demo- 
ra. Lo  cierto  es  que  la  secretaría  del  Gobierno  Pontificio  recibió  infor- 
mes desfavorables  sobre  la  persona  del  candidato.  Estos  informes  se  re- 
ferían a  las  supuestas  doctrinas  regalistas  del  señor  Donoso.  Don  Ra- 
món Luis  Irarrázaval,  representante  de  Chile  en  Roma,  supo  que  estos 
informes  contra  el  obispo  electo  de  Ancud  habían  sido  enviados  en  se- 
creto desde  Santiago;  pero  no  pudo  descubrir  de  quién  venían. 

Esta  injusta  demora  produjo  alarma  e  intranquilidad  en  la  opinión 
pública  y  el  Gobierno.  El  ministro  de  justicia,  culto  «  instrucción  pú- 
blica, con  fecha  3  de  Abril  de  1848,  envió  una  nota  reservada  al  arzo- 
bispo de  Santiago  y  a  los  obispos  de  Concepción  y  La  Serena  para  pe- 
dirles qúe  informasen  a  Roma  sobre  los  méritos  y  virtudes  del  presbí- 
tero Donoso,  a  fin  de  desvirtuar  las  calumniosas  acusaciones  que  se 
le  hacían  (1). 

El  obstáculo  fué  quitado  de  inmediato,  porque  el  arzobispo  de  San- 
tiago y  los  obispos  de  Concepción  y  La  Serena,  enviaron  al  Papa  sin 
tardanza  los  informes  pedidos  por  el  Gobierno  y  en  los  términos  más 
satisfactorios,  y  Su '  Santidad  Pío  IX,  en  consistorio  secreto  celebrado 
el  3  de  Julio  de  1848,  proclamaba  obispo  de  la  nueva  diócesis  de  An- 
cud al  presbítero  Donoso. 

Don  Justo  Donoso  ha  sido  uno  de  los  obispos  más  ilustres  que 
ha  tenido  la  Iglesia  chilena.  La  ciudad  de  Ancud  gozó  no  solo  de  sus 
beneficios  espituales,  sino  aún  materiales,  ya  que  en  dos  grandes  in- 
cendios que  destruyeron  casi  toda  la  ciudad,  fué  el  alma  de  su  recons- 
trucción, solicitando  por  su  intermedio  la  ayuda  gubernativa  y  de  la 
caridad  de  los  habitantes  más  acaudalados  de  la  capital. 

Fué  el  autor  de  el  "Manual  del  Párroco  Americano",  obra  esta, 
que  mereció  grandes  elogios.  Merece  citarse  el  que  hacía  editorialmen- 
te  "El  Progreso"  del  28  de  Marzo.de  1844.  "En  estos  días  ha  visto  la  luz 
pública,  decía  el  editorial,  la  importante  obra  que  con  el  título  de  "Ma- 
nual del  Párroco  Americano",  anunciamos  al  público.  Su  autor,  el  Obis- 
po electo  de  Ancud,  ha  justificado  con  ella  sus  títulos  para  la  dirección 
de  un  diócesis,  ostentando  una  instrucción  tan  extensa  en  materia  de 
suyo  tan  espinosa  y  tal  erudición  y  copia  de  datos  que,  sin  temor  de 
equivocarnos,  podemos  asegurar  a  esta  obra  una  reputación  ameri- 
cana". 


(1)  Decía  esta  comunicación  en  una  de  sus  pai'tes:  "El  Gobierno  acaba  de 
recibir  la  muy  sensible  noticia  de  que  el  despacho  de  las  bulas  de  insti- 
tución del  Revmo.  Obispo  electo  de  Ancud,  presbítero  don  Justo  Dono- 
so ha  sido  postergado  a  causa  de  injustos  y  smiestros  informes  dirigidos 
de  Chile  a  la  Corte  Romana  por  temerarios  y  calumniantes  émulos  o 
enemigos  personales  del  citado  obispo.  Ha  sido  tanto  más  sensible  pai-a 
el  Gobierno  esta  ocurrencia  cuanto  que  se  halla  justamente  penetrado 
del  mérito,  virtudes,  celo  evangélico,  y  austeridad  de  costumbres  que 
en  alto  grado  adornan  al  Sr.  Donoso;  cualidades  que,  reconocidas  no 
sólo  por  el  Gobierno,  sino  por  todas  las  personas  que  concurrieron  a 
su  presentación,  decidieiw  la  elección  que  de  él  se  hizo  para  el  Obispado 
de  Ancud".  (Valentín  Magallanes:  "Biografía  del  Dr.  D.  Justo  Donoso", 
pág.  21  j. 
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4. — Proyecto  de  don  Fernando  Urízar  Garfias. 

Nos  referiremos  en  forma  breve  a  un  proyecto  de  solo  tres  artículos, 
presentado  por  el  diputado  por  Putaendo  don  Fernando  Urízar  Gar- 
fias, que  causó  inquietud  en  las  autoridades  eclesiásticas  y  en  las  ór- 
denes religiosas,  especialmente  las  contemplativas.  En  él  se  prohibía 
la  fundación  en  Chile  de  nuevos  monasterios  de  monjas  contemplativas, 
prohibiéndose  del  mismo  modo,  los  votos  perpetuos  en  las  órdenes  y 
congregaciones  religiosas. 

En  el  preámbulo  de  su  moción,  el  diputado  Urízar  Garfias  expo- 
nía las  razones  que  justificaban  su  proyecto.  "Subsisten  en  la  Repúbli- 
ca, decía  instituciones  que  si  bien  deben  su  origen  a  la  piedad  religio- 
sa, no  se  concillan  ya  con  las  ideas  recibidas  en  todo  el  mundo  católi-* 
co.  Estas  son  las  fundaciones  de  monasterios  para  recibir  a  las  perso- 
nas que  desean  entregarse  únicamente  a  la  vida  contemplativa,  y  las 
profesiones  de  perpetuo  monaquismo. 

"La  sociedad  que  protege  y  sostiene  esas  casas  de  recogimiento, 
exige  de  ellas  alguna  retribución;  y  esta  exigencia  ha  producido  las  her- 
manas de  la  caridad,  y  otras  varias  que  sirviendo  a  Dios  y  al  prójimo 
han  inspirado  a  su  favor  el  vivo  interés  que  las  ha  conservado  exclusi- 
vamente en  medio  de  grandes  trastornos  políticos  y  religiosos.  Los  vo- 
tos de  clausura  perpétua  chocan  más  todavía  con  el  espíritu  y  tenden- 
cia de  las  sociedades  modernas,  porque  en  la  instabilidad  de  las  cosas 
y  especialmente  del  corazón  humano,  no  puede  suponerse"  que  por  muy 
decidida  que  sea  la  resolución  que  tome  de  encerrarse  para  siempre  en 
un  monasterio  una  mujer  delicada,  acostumbrada  al  regalo  y  con  una 
brillante  perspectiva  ante  sus  ojos,  estará  segura  de  que  permanecerá 
en  él  tan  gustosa  como  entró"  (1). 

La  ley  constaría  de  los  siguientes  artículos: 

"Art.  19. — Queda  prohibida  en  el  territorio  de  Chile  la  fundación 
de  nuevos  monasterios  de  monjas  que  por  su '  constitución  sean  única- 
mente contemplativas. 

"Art.  29. — Quedan  igualmente  prohibidas  las  profesiones  con  vo- 
to perpetuo  en  todos  los  monasterios  de  monjas  que  existen  actual- 
mente y  en  los  que  se  funden  en  adelante  en  el  territorio  de  Chile, 
cualquiera  que  sea  su  denominación  y  la  constitución  que  los  rija.  Las 
profesiones  en  lo  sucesivo  serán  por  tres  años;  pero  pueden  renovarse 
indefinidamente  al  fin  de  cada  período,  a  voluntad  de  las  qué  las  ha- 
gan, procediéndose  previamente  a  nueva  votación  de  la  comunidad,  en 
la  forma  establecida  o  que  se  estableciese  para  admitir  a  las  novicias. 

"Art.  39. — La  cantidad  de  la  dote  designada  o  que  se  designe  en 
cada  monasterio,  debe  la  persona  a  quien  corresponda,  reconocerla  en 
algún  fundo,  y  solo  será  obligada  a  contribuir  por  mesadas  con  el  in- 
terés legal  para  alimentos  de  la  monja  en  cuyo  favor  se  hace  la  impo- 
sición, mientras  ésta  viva  o  permanezca  en  el  convento"  (2). 

Presentado  el  proyecto  el  2  de  Junio  de  1847,  fué  recibido  por  la 
mayoría  de  los  chilenos  con  indignación  y  fué  considerado  como  la 
m,ayor  de  las  abominaciones,  siendo  censurado  en  forma  unánime.  La 
"Revista  Católica"  publicó  una  serie  de  tres  largos  artículos  en  con- 


(1)  Sesiones  del  Congreso  Nacional,  2  de  Junio  1847,  Núm.  2,  pág.  11. 

(2)  Sesiones  del  Congreso  Nacional,  2  de  Junio  1847,  Núm.  2,  pág.  12. 
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tra  del  proyecto,  defendiendo  la  libertad  religiosa  (1).  Don  Rafael  V. 
Valdivieso^  arzobispo  electo,  lo  combatió  en  sus  escritos  y  en  la  pren- 
sa, atacando  de  igual  modo  el  decreto  de  Sanfuentes  de  12  de  Mayo  de 
1847,  que  fijaba  las  condiciones  de  edgd  para  emitir  votos  solemnes 
para  las  órdenes  mayores. 

La  Cámara  aceptó  tratár  el  Proyecto  del  diputado  Urízar  Garfias 
y  acordó  pasarlo  a  la  comisión  de  negocios  eclesiásticos  donde  quedó 
durmiendo  hasta  el  día  de  hoy. 

La  moción  del  diputado  por  Putaendo,  al  provocar  una  polémica 
entre  el  ministro  del  Culto  y  el  arzobispo  electo,  tuvo  la  virtud  de  traer 
como  consecuencia,  que  con  fecha  4  de  Enro  de  1848,  el  ministerio  del 
Culto  dictara  un  decreto  transfiriendo  al  diocesano  respectivo  la  facul- 
tad de  recibir  las  informaciones  a  que  aludía  el  decreto  del  28  de  Mar- 
zo de  1845,  que  la  había  entregado  al  poder  civil  (2). 

De  este  modo,  el  nuevo  arzobispo  obtenía  su  primer  triunfo  en  la  lu- 
cha por  las  prerrogativas  d§  la  Iglesia,  y  los  gobernantes  de  aquella  épo- 
ca demostraban  el  buen  espíritu  que  los  guiaba  en  la  dirección  de  los 
asuntos  que  concernían  a  las  relaciones  entre  el  poder  civil  y  el  eclesiás- 
tico. 

CAPITULO  IV 


1. — Se  propone  en  el  Senado  la  abolición  del  fuero  eclesiástico. 

Según  las' leyes  vigentes  en  el  país,  los  miembros  del  ejército  goza- 
ban del  privilegio  de  que  sus  causas,  así  civiles  como  criminales,  fueran 
juzgadas  por  tribunales  especiales.  Pero  habiéndose  presentado  el  4  de 
Octubre  de  1843  un  proyecto  de  gobierno  destinado  a  reformar  la  planta 
del  ejército,  al  pasar  a  la  Cámara  de  Senadores,  uno  de  ellos  el  señor  Or- 
túzar,  propuso  un  nuevo  artículo  en  que  se  abolía  este  privilegio,  esta- 
bleciéndose que  la  justicia  ordinaria  conocería  de  todas  estas  cáusas  ex- 
ceptuadas, naturalmente,  las  que  solo  atañen  al  servicio. 

El  ministro  de  guerra  don  Santiago  Aldunate,  declaró  que  aceptaba 
esta  reforma  a  condición  de  que  se  hiciera  extensiva  a  todos  los  fueros, 
'presentando  una  proposición  en  estos  términos:  "Ningún  habitante  de 
la  República  gozará  de  fuero  particular  en  las  causas  civiles  ni  en  las  cri- 
minales, por  delitos  comunes  que  no  tengan  conexión  con  el  desempeño 
de  obligaciones  peculiares  del  empleo  o  cuerpo  a  que  pertenezca  (3). 

Con  esta  proposición  del  ministro,  el  fuero  más  afectado  era  el  ecle- 
siástico. Al  igual  que  el  militar,  todo  clérigo  de  cualquier  jerarquía,  aun- 
que solo  fuesen  ordenados  con  órdenes  menores;  todo  regular  de  uno  u 
otro  sexo,  incluyendo  aún  a  los  legos,  novicios  y  a  los  terceros  de  San 


(1)  Estos  artículos  están  publicados  en  los  números  126,  127,  128  y  129,  de 
feqha  15  de  Junio,  22  de  Junio,  7  de  Julio  y  9  de  Julio  respectivamente. 

(2)  Decía  el  decreto:  "Se  comete  al  diocesano  respectivo  la  recepción  de 
la  información  de  buenas  costumbres  que  el  art.  9^  del  Supremo  De- 
creto de  12  de  Marzo  de  1847  dispuso  que  rindiesen  ante  el  jefe  político 
del  depai'tamento  los  que  pretendiesen  hacer  profesión  religiosa".  (Bo- 
letín de  las  Leyes,  L.  XVI,  Núm.  1,  pág.  10). 

(3)  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos,  T.  XXXVII,  pág.  170.  (Sesión  del 
21  de  Julio  de  1845). 
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Francisco  que  vivían  en  comunidad,  gozaba  del  privilegio  de  que  nin- 
gún tribunal  ni  juez  civil  podía  conocer  en  las  causas  criminales,  ni 
aún  en  las  civiles  de  los  clérigos,  sino  que  debía  hacerlo  el  juez  ecle- 
siástico. 

Hubo  quienes  defendieron  la  idea  del  ministro,  comú  el  presiden- 
te del  Senado  don  Diego  Benavente  (1),  don  Faustino  Sarmiento  (2),  etc., 
reconociendo  los  inconvenientes  de  los  fueros,  sobre  todo  para  los  juicios 
civiles.  Pero  hubo  otros,  como  don  Mariano  Egaña  (3),  y  naturalmente 
"La  Revista  Católica"  (4),  que  creían  que  no  era  posible  suprimirlos. 
Y  creemos  que  estaban  en  la  razón,  ya  que  por  las  ideas  reinantes  en 
el  país  no  estaba  preparado  el  ambiente  para  tal  reforma,  y  la  mejor 
demostración  es  que  la  opinión  pública  no  compartía  la  idea  del  mi- 
nistro de  guerrra.  Y  el  fuero  militar  quedó  abolido  el  30  de  Julio  de 
1945  (5),  quedando  vigentes  todos  los  dem,ás  fueros. 

Quedaba,  eso  sí,  echada  la  semilla  para  que  germinara  la  idea  de 
suprimir  también  el  fuero  eclesiástico.  Trei;ita  años  más  tarde,  (13  de 
Octubre  de  1875),  al  sancionarse  la  "Ley  de  Organización  y  Atribucio- 
nes de  los  Tribunales",  quedó  abolido  en  igual  forma,  en  el  art.  5?  de 
dicha  ley. 

2. — El  Obispo  de  la  Serena  pronuncia  la  condenación  de  algunos  libros. 

El  primer  Obispo  de  la  diócesis  de  la  Serena  fué  don  José  Agustín 
de  la  Sierra.  Aún  antes  de  tomar  posesión  de  su  cargo,  puso  la  primera 
piedra  de  la  Iglesia  Catedral,  fundó  el  Seminario  Conciliar,  etc.,  dando 
muestras  de  una  actividad  y  celo  poco  comunes.  EL  o  de  Junio  de  1844 
asumía  su  cargo  en  propiedad,  quedando  al  mismo  tiempo  establecido 
el  cabildo  eclesiástico  de  aquella  diócesis. 

Llevado  de  su  celo  por  difundir  la  buena  lectura  y  suprimir  los  es- 
critos licenciosos  que  estaban  pervirtiendo  las  costumbres  de  los  habi- 
tantes de  su  diócesis,  hizo  formar  una  lista  de  35  de  aquellos  libros,  pa- 
ra prohibir  su  lectura  (6).  Y  por  medio  de  una  pastoral  el  19  de  Octu- 


(1)  Sesiones  de  los  Cuei'pos  Legislativos,  T.  XXXVII,  pág.  178,  y  siguien- 
tes, (Sesión  del  30  de  Julio  de  1845). 

(2)  Ariícuio  publicado  en  ""El  Progreso  '  de  2  de  Agosto  de  1845. 

(3)  Sesiones  de  los  Cuei-pos  Legislativos,  T.  XXXV 11,  pág.  178  y  siguien- 
tes, (Sesión  del  30  de  Julio  de  1845). 

(4)  La  Revista  Católica  publicó  con  este  motivo  una  serie  de  tres  artículos, 
polemizando  con  "Li  Progreso",  en  sus  números  'i  O,  72  y  73,  de  26  de 
Julio,  16  de  Agosto  y  26  ae  Agosto,  respectivamente,  y  que  se  titulaban 
"Independencia  de  la  Iglesia  en  su  régimen  espiritual". 

(5)  Sesiones  de  los  Cuerpos  Legislativos,  pag.  181,  T.  XXXVII. 

(6)  Damos  esta  lista  como  dato  ilustrativo  y  curioso,  que  fué  publicada  por 
.  "El  Copiapino"  y  reproducida  por  ¡'El  Progreso": 

1.  — Primeramente  todas  las  versiones  del  Antiguo  y  Nuevo  Testamento 

en  lengua  vulgar  que  han  difundido  las  sociedades  bíblicas,  y  todas 
otras  de  Ja  Sagrada  Escritura  en  cualquiera  idioma,  si  no  tiene  las 
correspondientes  licencias  y  aprobaciones  de  la  Iglesia,  y  notas  para 
su  inteligencia,  según  el  unánime  sentir  de  los  padi-es  y  la  misma 
Iglesia. 

2.  — Todas  las  obras  de  Voltaire. 

3.  — Todas  las  obras  de  J.  Rousseau. 

4.  — La  Moral  Universal,  el  sistema  de  la  Naturaleza  y  el  Buen  Sentido  por 

el  Barón  de  Olback. 
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bre  de  1845,  mandaba  que  toda  persona  que  tuviera  uno  o  alguno  de 
los  libros  anotados  en  esa  lista,  debía  entregarlos  o  destruirlos,  encar- 
gándose de  ello  todos  los  eclesiásticos  de  su  diócesis,  y  solicitando  a  las 
autoridades  civiles  a  que  cooperasen  en  esta  tarea  de  bien  público  (1). 
Y  agregaba  en'  seguida:  "Encargamos  estrictamente  a  los  párrocos  y  a 
todos  los  sacerdotes  de  nuestra  jurisdicción,  que  por  su  parte  no  omitan 
diligencia,  a  fin  de  que  nuestros  justos  deseos  tengan  el  logro  que  nos 
proponemos,  persuadiendo  en  el  púlpito,  en  el  confesonario,  y  en  cuan- 
tas ocasiones  se  presenten  a  todos  lo  fieles,  cuánto  les  importa  abstener- 
se de  tan  perjudiciales  lecturas,  y  cuánto  mal  debe  acarrear  sobre  ellos 
su  práctica.  E  imponemos  formal  precepto  a  los  mismos  Párrocos  para 
que  a  más  de  hacer  que  estas  nuestras  letras  se  publiquen  en  sus  igle- 
sias, y  se  lean  en  los  días  festivos  por  término  üe  un  mes  antes  de  la 
Misa  parroquial,  fijen  en  el  lugar  más  público  de  sus  iglesias  la  lista 
que  vamos  a  dar  de  los  libros  prohibidos,  y  procuren  que  se  les  entre- 
guen cuantos  hubieren  en  sus  Parroquias,  empleando  para  ello  todos 
los  medios  sagaces  que  sugieran  su  prudencia,  y  si  estos  no  fueran 


5.  — Las  palabras  de  un  creyente  y   el  Libro  del  Puebla  por  el  Abate 

Lammenais. 

6.  — La  educación  por  Aimé  Martín. 

7.  — Las  obras  de  i*edro  Le-Roux. 

8.  — Bosquejo  de  una  pintura  de  los  progresos  del  entendimiento  humano 

por  Condorset. 

9.  — Los  5  volúmenes  de  religión  de  Benjamín  Constant. 

10.  — Cartas  persianas  de  Montesquieu. 

11.  — Guerra  de  los  dioses  por  Parui. 

12.  — Aventuras  del  baronciio  de  Foblas  y  todas  las  otaras  de  Pigualt  Lebrun. 

13.  — Corina,  Delfina,  y  el  tratado  de  las  pasiones  de  Madama  de  Itael. 

14.  — Fábulas  Futrosóficas. 

15.  — Todas  las  obras  de  Lord  Byron. 

16.  — El  cristianismo  de  Poter. 

17.  — Amistades  peligrosas. 

18.  — Breves  ideas  iilosóficas  sobre  la  humanidad,  traducción  francesa  de 

Edgart  de  Quinet. 

19.  — Damnon,  Tratado  de  Filosofía,  en  dos  volúmenes,  e  Historia  de  la  Fi- 

losofía. 

20.  — Gibbon,  Decadencia  del  Imperio  Romano,  en  inglés  y  en  francés. 

21.  — Poesías  de  Iglesias  de  las  Casas. 

22.  — El  Eusebio  por  Montegon. 

23.  — Cornelia  Boiorquia. 

24.  — El  cristianismo  ai  descubierto  por  Boulanjer. 

25.  — Diderot,  la  Religiosa  y  todas  sus  obras. 

26.  — Aventuras  de  Antenor. 

27.  — Todas  las  obras  de  Lerminger. 

28.  — Todas  las  de  Víctor  Cousin. 

29.  — Aminta  del  Taso,  traducido  por  Jáuregui. 

30.  — Destut  de  Traci,  Comentario  sobre  Montesquieu  y  sus  obras  de  idiología. 

31.  — Marabeau,  cartas  a  Sofía  y  todas  sus  obras. 

32.  — Volnei,  Ruinas  de  Palmira,  catecismo  de  moral  y  sus  lecciones  de  his- 

toria. 

33.  — Arte  de  Amar,  por  Ovidio. 

34.  — Arte  para  triunfar  de  las  mujeres. 

35.  — Apología  Católica  de  Llórente,  historia  de  la  Inquisición  y  discurso 

sobre  una  constitución  religiosa. 
("El  Progreso"  de  27  de  Noviembre  de  1845). 
(1)  La  pastoral  está  reproducida  por  "El  Progreso"  de  27  de  Noviembre 
de  1845. 
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bastantes,  nos  den  cuenta  de  los  casos  que  ocurran  de  resistencia,  para 
procurar  por  nuestra  parte  el  remedio  oportuno. 

"Nos  dirigimos,  por  último  a  los  señores  Intendentes  de  las  provin- 
cias de  nuestra  Diócesis,  a  los  Gobernadores  de  los  departamentos  y  a 
todos  los  magistrados  civiles,  tanto  en  el  orden  gubernativo  como  en  el 
judicial,  suplicándoles  que  en  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que 
les  imponen  sus  respectivos  cargos  y  de  lo  determinado  por  las  leyes, 
cooperen  con  nuestra  solicitud,  procurando  por  todos  los  medios  que  es- 
tén al  alcance  de  sus  respectivas  autoridades,  quitar  de  la  República 
todos  los  malos  escritos,  que  son  perjudiciales  a  la  felicidad  temporal 
de  los  estados,  no  menos  que  a  la  santidad  y  pureza  de  la  religión". 

La  pastoral  suscitó  un  debate  por  la  prensa  de  casi  todo  el  centro 
y  Norte  del  país,  porque  fué  reproducida  por  los  periódicos  de  Copia- 
pó,  Santiago  y  Valparaíso.  Se  criticaba  esta  pastoral  por  lo  inútil  de  tal 
medida,  ya  que  nunca  se  iba  a  conseguir  el  fm  perseguido  por  el  Obispo. 
"El  Progreso",  por  ejemplo,  la  criticaba  editorialmente,  diciendo  entre 
otras  cosas  que  "por  homenaje  siquiera  al  mundo  civilizado  en  cuya 
reputación  merecemos  tan  buen  lugar  pensamos  también  que  no  ha 
debido  hacerse  lo  que  en  ninguna  parte  se  hace  ya,  excepto  en  Roma. 

"Por  otra  parte,  decía,  ¿qué  puede  justificar  entre  nosotros  tanto 
temor  a  las  herejías  desparramadas  más  o  menos  en  todos  los  libros 
que  no  son  los  de  la  Iglesia?  La  religión  dominante  es  la  católica,  la  edu- 
cación de  las  casas  y  colegios  es  católica  también:  ¿para  qué  más  pre- 
servativos? Entretanto,  es  cierto  que  esta  educación  no  basta  para  los 
ciudadanos  de  una  República  .y  que  es  necesario  completarla  con  lecturas 
profanas.  ¿Dónde  están  las  de  este  género  que  sean  mejores  que  las  de 
IOS  libros  prohibidos  por  el  señor  Obispo  de  la  Serena?  ¿Dónde  están, 
sobre  todo,  los  libros  legos  que  espurgándolos  bien,  no  se  les  hallase  al- 
go disonante  con  la  ortodoxia  pura?  Sería  entonces  preciso  en  buena 
lógica,  desterrarlos  todos;  y  véase  a  dónde  iríamos  a  parar  con  seme- 
jante intolerancia"  (Ij. 

Como  ya  dijimos,  hubo  acaloradas  polémicas  sostenidas  por  el  clero 
y  la  prensa,  sin  que,  a  la  postre,  se  llevara  a  la  práctica  lo  pedido  por  el 
übsipo  en  su  pastoral,  ya  que  no  se  hizo  la  tal  recolección  de  libros. 

Sin  embargo,  para  demostrarnos  que  la  idea  del  Obispo  no  era 
tan  fuera  de  lo  que  pensaba  el  público  de  la  época,  acerca  de  una  me- 
dida que  hoy  día  sería  repudiada  por  la  gran  mayoría,  ni  tan  ajena  al 
pensamiento  de  los  gobernantes,  don  Diego  Barros  Arana,  al  hablar  de  la 
pastoral  dice  que  "más  tarde  hubo  un  mandatario  en  aquellas  provin- 
cias que  intentó  darle  cumplimiiento"  (2). 

3. — La  "Sociedad  Evangélica"  y  la  "Sociedad  de  la  Igualdad". 

Hacia  el  final  del  decenio  de  don  Manuel  Bulnes,  se  forman  en  San- 
tiago dos  sociedades  con  fines  muy  distintos  y  opuestos  en  cuanto  al  be- 
nelicio  que  se  trataba  de  conseguir  con  su  fundación.  P^ueron  éstas,  la 
"Sociedad  de  la  Igualdad",  fundada  el  14  de  Abril  de  1850  por  don  San- 
tiago Arcos  y  don  Francisco  Bilbao;  y  la  "Sociedad  EvangéUca"  funda- 
dada  el  5  de  Agosto  de  1849  por  un  numeroso  grupo  de  los  más  carac- 


(1)  "El  Progreso",  27  de  Noviembre  de  1845. 

(2)  Barros  A.,  Diego:  "Historia  de  Chile",  T.  XV,  pág.  50. 
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terizados  Vecinos  de  Santiago,  encabezados  por  el  celoso  canónigo  doñ 
Casimiro  i\lt)ano. 

La  "Sociedad  de  la  Igualdad"  tuvo  su  primer  impulsador  en  don 
Santiago  Arcos,  hijo  de  un  banquero.  Se  habla  educado  en  Europa,  don- 
de le  tocó  asistir  a  la  revolución  de  1848.  Llegó  a  Chile  a  principios  de 
1850  imbuido  de  las  ideas  revolucionarias,  y  rechazando  todos  los  pues- 
tos públicos  que  se  le  ofrecieron,  se  dedicó  a  organizar  una  gran  asocia- 
ción popular  buscando  para  esto  algunos  cooperadores.  Encontró  uno  que 
no  solo  le  ayudó  en  su  plan,  sino  que  lo  eclipsó  y  pasó  a  ser  el  principal 
promotor  de  la  nueva  sociedad:  don  Francisco  Bilbao. 

Este  se  dió  a  conocer  por  un  escrito  difuso,  obscuro  y  sin  arte  con- 
tra el  orden  social  existente  en  Chile,  denominado  "Boletines  del  Espíri- 
tu", habiendo  adquirido  renombre  debido  a  las  persecuciones  de  que  fué 
objeto  por  este  motivo,  hasta  ser  excomulgado  U).  Fue  combatido  ardo- 
rosamente por  "La  Revista  Católica"  y  por  el  Arzobispo,  que  llegó  has- 
ta a  lanzar  una  pastoral  en  su  contra,  porque  negaba  en  su  contenid(0 
varios  dogmas  de  la  fe  católica  (2). 

La  "bociedad  de  la  Igualdad"  fué  instalada  solemnemente  y  tenía 
por  fin  "enseñar  al  pueblo  el  uso  de  sus  derechos  imprescriptibles  y 
también  para  adiestrarlo  en  el  motín"  (3).  Don  Armando  Donoso,  critica 
las  ideas  del  señor  Edwards  Vives  respecto  a  la  "Sociedad  de  la  Igual- 
dad" diciendo:  "nada  más  injusto  y  aroitrario  que  este  juicio;  la  Socie- 
aad  de  la  Igualdad  jamas  estimulo  ni  alentó  propósitos  de  revuelta,  y 
si  después  se  mezclo  directamente  en  causas  políticas,  ello  se  debió,  es- 
pecial y  exclusivamente,  a  los  atentados  de  que  fué  víctima,  a  pesar  de 
que  en  su  seno  había  un  gran  elemento  contrario  a  toda  idea  de  vio- 
lencia" (4). 

Sin  embargo,  fuera  del  natural  revuelo  y  entusiasmo  que  despertó 


(1)  Antes,  en  1844,  Bilbao  había  publicado  un  artículo  titulado  "Sociabili- 
dad Chilena",  siguienaose  un  juicio  contra  '"El  Crepúsculo"  que  era  el 
üiario  que  lo  haoia  puoiicaao  en  su  numero  2'?,»tomo  29.  El  jurado  de- 
claro ei  articulo  "Dlasfemo  en  tercer  grado  e  muioral  en  tercer  grado, 
y  fué  condenado  su  autor  a  una  multa  de  ?i  1.2ÜU,  o  en  su  detecto  a  Ibu 
días  de  prisión  en  la  cárcel  puDlica  (Kev.  Cat.  In?  31,  Julio  iv  de  1844, 
pag.  2b'ó).  El  Arzobispo  Valdivieso  publico  en  "La  uevista  Católica' 
lU  artículos  con  el  titulo  de  '•ueiutacion  de  ios  errores  religiosos  y  mo- 
rales del  articulo  bociebiudad  cmiena.  (nevista  Católica,  pag.  ¿45  de 
18  de  Jumo  oe  1844,  y  números  siguientes  hasta  ei  lo  oe  ísioviembre 
de  1844J. 

(1)  Kevista  Católica:  Publicaciones  desde  el  3  de  Junio  de  1850  al  19  de 
Marzo  de  1851.  Ea  Pastoral  titulado  -l.os  periódicos  irreligiosos' ,  de 
lecha  24  de  Jumo  de  i8oU,  se  encuentra  en  las  "Obras  Completas"  del 
señor  valdivieso,  1'.  l.,  pag.  149.  l-ara  ampliar  el  estudio  oe  Bilbao  y 
su  discutida  personalidad,  ya  que  la  indoie  oe  nuestro  trabajo  no  nos 
permite  hacerlo,  puede  consultarse  la  abundante  bibliografía  que  con- 
tiene al  libro  de  don  Armando  Donoso  "tíiibao  y  su  't  iempo ' 

(2)  Edwards  Vives,  Alberto:  "Ea  Eronoa  Aristocrática',  pag.  85  Transr 
cribiremos  aquí  un  recuerdo  de  este  autor  sobre  Bilbao.  Narra  en  la 
Obra  citada  que  en  una  asamblea  de  un  Ciuo  Conservador  de  Valparaí- 
so, un  tribuno  "de  profesión"  subió  a  la  tribuna  y  en  medio  dei  mas 
extraordinario  entusiasmo,  comenzó  a  vomitar  una  serie  de  incoheren- 
cias, sin  ningún  sentido.  Y,  agrega  el  mismo  escritor,  que  cuál  no  sería 
su  sorpresa,  cuando  algunos  meses  más  tarde,  al  leer  uno  de  los  bole- 
tines oe  Bilbao,  reconoció  la  arenga  ininteligible  y  absurda  "del  gran 
filosofo,  autor  de  la  revolución  moral  de  Chile",  (pág.  86) 

(3)  Donoso,  Armando:  "Bilbao  y  su  Tiempo",  pág.  101 
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en  una  parte  de  la  juventud  de  su  época,  la  "Sociedad  de  la  Igualdad"  tuvo 
la  virtud  de  haber  influido  en  la  política  de  su  tiempo,  como  señala 
don  Armando  Donoso.  Lo  mismo  podemos  decir  respecto  a  los  "Boletines 
del  Espíritu",  que  la  generalidad  del  país  miró  con  gran  escándalo.  Era 
muy  difícil  que,  dadas  las  ideas  reinantes,  pudieran  prosperar  las  ideas 
en  él  sustentadas  (1). 

Poco  antes  se  había  formado  otra  asociación,  pero  con  un  fin  más 
noble  y  patriótico  la  "Sociedad  Evangélica".  Veamos  antes  algunos 
antecedentes. 

Existía  en  Chile,  un  grave  problema  en  el  Sur,  a  pesar  de  los  esfuer- 
zos de  los  gobernantes  para  solucionarlo,  en  el  territorio  comprendido 
entre  Concepción  y  Valdivia:  el  sometimiento  de  los  indígenas,  que  era 
motivo  de  grandes  gastos  para  el  erario  nacional,  por  el  mantenimiento 
de  guarniciones,  y  de  grandes  sobresaltos  y  alarmas  en  los  habitantes 
de  los  pueblos  de  esa  región. 

Convencido  el  Gobierno  de  que  por  la  fuerza  jamás  serían  someti- 
dos los  indómitos  y  altivos  araucanos,  fundó  misiones  con  misioneros 
traídos  de  Italia,  a  fin  de  que  por  medios  pacíficos  se  incorporaran  a  la 
vida  civilizada  del  resto  del  país.  En  otro  capítulo  anterior  narramos 
estas  gestiones  y  propósitos  gubernamentales,  que  no  proporcionaron 
los  resultados  esperados. 

En  el  período  que  tratamos,  se  inicia  un  fuerte  movimiento  en  el 
país  con  el  fin  de  dar  término  a  esta  situación.  -  Don  Ignacio  Domeyko 
publicó  un  libro  titulado  "Araücanía  y  sus  habitantes"  en  el  que  después 
de  dar  a  conocer  la  geografía  de  la  región,  insinúa  los  medios  como  civi- 
lizar a  sus  habitantes,  el  principal  de  los  cuales  era  la  religión  predi- 
cada y  enseñada  por  hombres  ejemplares,  que  evitaran  los  malos  trata- 
mientos y  todo  lo  que  recordase  la  conquista  (2).  Don  Andrés  Bello 
en  un  artículo  comenta  este  libro  y  las  ideas  expuestas  en  él,  critican- 
do las  medidas  civilizadoras  que  proponía  Domeyko  (3).  De  igual*  mo- 
do se  expresa  don  Salvador  Sanfuentes  en  su  memoria  sobre  la  pro- 
vincia de  Valdivia,  cuando  era  intendente  (4).  Pero  nada  pudieron  con- 
tra las  ideas  de  la  época  y  la  opinión  pública  del  país  que  reclamaba 
la  presencia  de  misioneros  en  la  Araücanía,  debiendo  el  migmo  San- 
fuentes,  ai  ser  llamado  al  ministerio,  autorizar  el  encargo  de  nuevos  mi- 
sioneros a  Europa. 

Para  fomentar  aún  más  este  movimiento  en  pro  de  las  misiones 
en  Arauco,  la  Facultad  de  Teología  en  1848  ofrecía  como  tema  para 
el  certamen  anual  uno  intitulado:  "Sobre  el  mejor  método  de  sistemar 
misiones  para  reducir  a  la  fe  y  civilizar  a  nuestros  araucanos".  El  pres- 
bítero don  Ramón  Valentín  García  presentó  una  memoria  en  el  certa- 
men, que  fué  premiada  con  doscientos  pesos.  En  ella  preconizaba  tam- 
bién el  sometimiento  de  los  indios  por  medio  de  las  misiones,  y  al  final 
señalaba  los  medios  económicos  con  que  podían  financiarse. 


(1)  Respecto  a  las  persecuciones  de  que  fué  objeto  Bilbao  y  sus  consecuen- 
■  cias  puede  consultarse  la  obra  de  don  José  Zapiola  titulada  "La  Socie- 
dad de  la  Igualdad  y  sus  enemigos". 

(2)  Domeyko,  Ignacio:  "Araücanía  y  sus  habitantes",  Tercera  Parte,  pág. 
78  y  siguientes. 

(3)  "El  Araucano",  16  de  Enero  de  1944. 

(4)  Esta  memoria  también  fué  publicada  en  "El  Araucano"  de  7  de  Agos- 
to de  1846, 


84 


Todo  esto  preparó  el  terreno  para  que  en  1848  se  hiciera  sentir  en 
Santiago  un  fuerte  movimiento  en  favor  de  las  misiones  de  Araucanía. 
Lo  encabezaba  el  canónigo  don  Casimiro  Albano,  quien  con  la  ayuda 
de  los  directores  de  la  "Sociedad  de  Agricultura  y  Beneficencia",  que 
existía  en  Santiago  y  cuyos  miembros  eran  católicos  fervientes  y  muy 
caritativos,  fundó  la  "Sociedad  Evangélica",  que  tenía  por  fin  "fomentar 
por  todos  los  medios  las  misiones  de  la  Araucanía,  recaudando  para  ello 
erogaciones  en  el  vecindario  y  distribuyendo  socorros  a  los  misioneros, 
a  sus  iglesias,  a  sus  escuelas,  y  a  los  niños  indígenas  que  asistían  (a 
ellas"  (1).  Sus  primeros  directores  fueron  don  Casimiro  Albano,  don 
Pedro  Mena,  don  Francisco  Huidobro,  don  Domingo  Eyzaguirre  y  don 
Ignacio  Dom.eyko. 

El  5  de  Agosto  de  1849  era  inaugurada  solamente  la  Sociedad,  con 
un  grandioso  Pontifical  oficiado  por  el  Arzobispo  en  la  Iglesia  Catedral, 
al  que  asistía  el  Presidente  de  la  República  acompañado  de  sus  Minis- 
tros y  de  altos  funcionarios  del  Estado,  los  canónigos,  el  clero,  y  gran 
cantidad  de  pueblo.  En  seguida,  se  verificó  una  solemne  asamblea  en 
la  que  se  tomaron  diversos  acuerdos  para  el  éxito  de  la  Sociedad,  acor- 
dando también  tomar  por  patrono  a  San  Francisco  Solano,  "al  apóstol 
de  la  Indias".  Al  mismo  tiempo,  con  el  fin  de  mover  a  piedad  a  los  fie- 
les para  que  ayudasen  a  la  nueva  asociación  con  sus  limosnas,  el  arzo- 
bispo de  Santiago  había  publicado  una  pastoral  (2),  en  la  que  también 
le  daba  su  aprobación  oficial. 

"La  Revista  Católica"  daba  cuenta  del  establecimiento  de  la  "So- 
ciedad Evangélica",  con  estas  palabras;  "Acaba  de  consumarse  en  el 
seno  de  nuestra  capital  un  grande  hecho:  la  planteación  de  una  socie- 
dad para  trabajar  en  la  conversión  de  los  chilenos  paganos.  Bello  y  fe- 
cundo pensamiento.  Abrir  las  puertas  del  cielo  a  m.illares  de  hombres 
que  son  nuestros  hermanos,  sacarlos  del  estado  de  barbarie  en  que  vi- 
ven todavía,  instruirlos,  mejorar  su  posición  material  y  moral,  civili- 
lizarlos  en  una  palabra  por  medio  de  la  religión,  es  sin  duda  proyecto 
muy  digno  de  corazones  cristianos  y  patriotas"  (3). 

Los  servicios  prestados  por  la  "Sociedad  Evangélica"  fueron  apre- 
ciables.  Con  el  apoyo  de  la  gente  acaudalada  y  con  las  influencias  de  la 
alta  sociedad  santiaguina  en  el  gobierno,  se  remediaron  en  las  misio- 
nes muchas  faltas  y  se  multiplicaron  las  obras  de  beneficencia  que  se 
hacían  en  ellas. 

4. — Matrimonio  contraído  por  Barton;  conflicto  con  el  Arzobispo 
y  el  Gobierno.    Su  descenlace. 

Hacia  fines  del  año  1848,  un  incidente  de  proporciones  y  que  pasó 
casi  inadvertido  para  el  público,  turbó  las  relaciones  entre  Chile  y  los 
Estados  Unidos  de  Norte  América,  motivado  por  la  actitud  poco  cortés 
5^  exti'añá  a  las  costumbres  diplomáticas,  del  encargado  de  negocios 
de  esa  nación,  Seth  Barton,  que  había  llegado  a  Chile  a  principios  de 
ese  año.  Tuvo  una  participación  activa  en  el  incidente,  el  arzobispo  de 
Santiago,  por  lo  que  le  hemos  dedicado  un  párrafo  en  este  ensayo 
histórico. 


(1)  Barros  Arana,  Diego:  "Historia  General  de  Chile",  T.  XV,  pág.  433. 

(2)  Boletín  Eclesiástico,  T.  I.,  pág.  343. 

(3)  "La  Revista  Católica",  N?  188,  Agosto  17  de  1849,  pág.  143. 
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Desde  su  arribo  a  Santiago,  el  señor  Barton  había  observado  una 
conducta  poco  amistosa  hacía  las  autoridades  chilenas.  Varios  hechos 
lo  demostraron,  como  aquél  de  los  caballos  de  su  carruaje  que  se  dispa- 
raron en  la  Cañada  (1).  Pero  otro  hecho  más  grave  desencadenó  un  rom- 
pimiento formal  con  el  Gobierno.  Sucedió  que  a  poco  de  haber  llegado 
a  Chile,  quiso  contraer  matrimonio  con  una  señorita  de  nombre  Isabel 
Astaburuaga. 

'Un  serio  obstáculo  se  oponía  a  sus  deseos:  la  diferencia  de  Religión 
de  los  contrayentes.  Creyó  salvarlo  solicitando  permiso  del  arzobispo, 
el  que  le  fué  negado,  contestándole  en  una  declaración  terminante  que 
no  estaba  autorizado  para  conceder  tales  permisos,  y  que  en  caso  de  es- 
tarlo, no  lo  habría  concedido  (2).  A  esta  contrariedad  se  unía  el  rumor  de 
que  Barton  era  casado  en  Estados  Unidos  a  pesar  de  la  declaración  que 
hizo  bajo  palabra  de  honor  de  hallarse  soltero  (3);  pero  fueron  muy 
pocos  los  que  le  creyeron  (4). 

Esto  no  obstante,  los  novios  pensaron  unirse  en  un  matrimonio 
civil,  según  las  leyes  imperantes  en  los  Estados  Unidos,  realizándolo 
en  la  legación  de  este  país.  Doña  Isabel  consultó  el  caso  al  arzobispo, 
del  que  recibió  una  rotunda  negativa,  además  de  reprobarle  su  acción. 
Dos  días  antes  del  matrimonio,  o  sea  al  26  de  Diciembre  de  1848,  envió 
Barton  una  comunicación  al  arzobispo,  en  la  que,  con  términos  muy  po- 
co conciliatorios,  le  daba  a  conocer  sus  propósitos  y  le  pedía  que  en 
el  término  perentorio  de  24  horas,  le  diera  una  satisfacción  por  hechos  y 
dichos  que  consideraba  desfavorables  para  su  persona.  El  señor  Valdi- 
vieso demoró  unos  días  para  contestar  en  debida  forma  el  extraño 
documento. 

Mientras  tanto,  el  matrimonio  se  verificó  en  la  legación  de  los  Es- 
tados Unidos  al  28  de  Diciembre  con  el  ritual  protestante,  aprovechan- 


(1)  Sucedió  un  día  que  el  encargado  del  carruaje  de  Barton  se  descui- 
dó con  los  caballos  y  éstos  se  dispararon  cañada  abajo,  no  yendo  el 
Encargado  de  Negocios  en  su  interior.  Lo  cierto  es  que.  después  de  co- 
rrer varias  cuadras  y  de  cortar  los  tiros,  fueron  detenidos  por  los  vigi- 
lantes y  en  cumplimiento  de  su  deber,  llevados  a  la  policía.  El  inten- 
dente, al  saber  de  quién  eran,  le  comunico  que  estaban  a  su  disposi- 
ción, haciendo  igual  cosa  en  un  oficio  el  Ministro  de  Relaciones  Exte- 
riores, a  fin  de  evitar  cualquier  roce.  Pero  el  señor  Barton  sintió  ofen- 
dido sus  fueros  diplomáticos,  y  no  auiso  retirar  los  caballos,  los  que 
después  que  hubo  regresado  a  los  Estados  Unidos  fueron  vendidos  por 
el  Gobierno  en  subasta  pública,  y  enviado  su  valor  a  su  dueño. 

(2)  Valdivieso.  Rafael  V.:  "Obras  Completas",  T.  II.,  pág.  671. 

(3)  Memoria  del  Ministro  Vial:  Documentos,  N<?  3,  pág.  5. 

(4)  Barros  A.,  Piego:  "Historia  de  Chile".  T.  XV,  pág.  585.  Puede  con- 
sultarse a  este  respecto  la  "Vida  y  Obras  del  señor  Valdivieso",  del 
presbítero  Vergara  Antúnez,  y  en  que  afirma  que  efectivamente  el  se- 
ñor Barton  era  casado  y  vivía  su  esposa,  porque  dice  textualmente 
que  "A  su  llegada  a  Estados  Unidos,  la  esposa  legítima  del  señor  Bar- 
ton reclamó  sus  derechos  y  desenmascaró  al  impostor,  el  cual  con  un 
cinismo  incomprensible  declaró  que  su  ánimo  no  había  sido  otro  que 
el  de  llevar  una  compañera  de  viaje"  (pág.  323  de  la  obra  citada).  En 
vista  de  la  situación  aue  se  le  creó  posteriormente  a  la  señora  Asta- 
buruaga, don  Manuel  Carvallo  ministro  de  Chile  en  los  Estados  Unidos, 
le  suministró  los  medios  para  repatriarse. —  El  Ministro  Vial,  en  una 
nota  de  su  Memoria,  página  49,  dice  que  será  fácil  comprobarlo  (de  que 
vivía  aún  la  esposa  del  señor  Barton)  en  caso  necesario",  lo  que  in- 
dica que  no  sólo  las  autoridades  eclesiásticas  estaban  convencidas  de  la 
verdad  de  este  rumor,  sino  también  las  civiles. 
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do  la  permanencia  en  Santiago  del  capellán  de  la  fragata  Independen- 
cia, al  ancla  en  Valparaíso.  Asistieron  a  la  ceremonia  los  representan- 
tes diplomáticos  exti;anieros  acreditados  en  Santiago.  Los  ministros  de 
Estado  habían  sido  invitados;  pero  se  negaron  a  asistir  por  considerar 
que  era  depresivo  para  la  dignidad  del  Gobierno  y  de  la  Religión  del 
Estado  el  hacerlo. 

El  Arzobispo  Valdivieso  contestó  la  comunicación  de  Barton  el  2 
de  Enero  de  1849,  en  una  nota  admirable  (1).  He  aquí  como  se  expresa 
de  ella  el  historiador  don  Diego  Barros  Arana:  "Su  contestación  es  por  mu- 
chos motivos,  notable  en  su  género.  Sin  salir  de  los  límites  de  una  dig- 
na moderación,  pero  con  toda  entereza,  establecía  sólidamente  la  ver- 
dad de  los  hechos,  rechazaba  los  cargos  que  se  le  hacían,  y  justificaba 
su  proceder  como  el  cumplimiento  puntual  de  sus  altos  deberes  episco- 
pales" (2).  Al  mismo  tiempo  enviaba  una  carta  a  doña  Isabel  Astabu- 
ruaga  en  la  que  le  reprochaba  su  conducta,  y  la  conminaba  con  los  cas- 
tigos que  debían  caer  sobre  ella,  y  le  pedía  que  se  apartase  de  ese  ca- 
mino para  acogerse  al  seno  de  la  Iglesia  de  que  se  había  separado  pqr 
medio  de  un  matrimonio  de  todo  punto  irregular  y  sin  valor  alguno  (3). 
La  carta,  de  formas  cultas  y  hasta  afectuosas,  "era  en  el  fondo  severa- 
mente amarga  y  dura;  e  iba  a  echar  más  leña  a  la  hoguera  que  ya  se 
había  encendido"  (4). 

En  conocimiento  de  esta  carta,  Barton  ya  no  pensó  en  dirigirse  al 
arzobispo  sino  que  decidió  poner  en  conocimiento  del  Gobierno  los 
hechos  y  solicitarle  la  represión  del  arzobispo,  que  a  su  modo  de  enten- 
der las  cosas,  lastimaba  de  esa  manera  el  fuero  de  la  legación  de  los 
Estados  Unidos.  Y  en  una  larguísima  comunicación  al  ministro  de  re- 
laciones exteriores,  que  solamente  dejaba  entrever  apasionamiento  y 
falta  de  sensatez,  repetía  los  cargos  que  su  imaginación  le  sugería,  ter- 
minando con  una  condenación  al  Gobierno,  que  decía:  "Me  propongo 
cerrar  definitivamente  Jos  negocios  de  esta  legación  a  las  ocho  de  la  no- 
che del  Lunes  próximo  23  del  corriente  a  menos  que  antes  de  ese  tiem- 
po se  me  hayan  dado  las  necesarias  seguridades  de  la  satisfacción  y  pro- 
tección demandadas"  (5). 

Al  no  serle  contestada  esta  nota  con  la  prontitud  exigida,  exaspe- 
rado envió  una  nueva  nota,  no  ya  al  ministro  de  Relaciones,  como  se 
acostumbra  en  estos  casos,  sino  que  al  Presidente  de  la  República,  que- 
jándose de  que  no  se  le  dieran  las  reparaciones  exigidas.  El  ministro 
de  Relaciones  Exteriores  encargó  redactar  una  nota  a  don  Andrés  Bello, 
la  que  era  entregada  a  Barton  el  27  de  Abril.  En  ella,  con  una  mesura 
y  dignidad  poco  comunes  le  hacía  ver  que  no  había  motivo  para  exigir 
tales  reparaciones,  por  hechos  que  no  existían,  entre  otras,  con  estas 
palabras:  "El  que  ha  obrado,  como  el  arzobispo,  a  impulso  de  convic- 
ciones profundas,  no  solamente  suyas  sino  propias  de  la  religión  que  pro- 
fesa y  comunes  a  la  generalidad  de  los  católicos  en  Chile  y  en  todos  los 
países  del  mundo,  no  puede  ser'  verdaderamente  criminal,  sobre  todo 
en  Chile  donde  el  Catolicismo  es  la  religión  del  Estado:  que  la  inde- 
pendencia del  Arzobispo  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  pastorales,  es- 


(1)  Valdivieso,  Rafael  V.:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  666. 

(2)  Barros  Arana,  Diego:  "Historia  de  Chile".  T.  XV,  pág.  585. 

(3)  Memoria  del  Ministro  Vial.  Documento       7,  pág.  17. 

(4)  Barros  A.,  Diego:  "Historia  de  Chile",  T.  XV,  pág.  586. 

(5)  Memoria  del  Ministro  Vial,  Documento       8,  pág.  52. 
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pirituales,  es  un  derecho  tan  inherente  y  esencial  a  ellas  como  puede  ser- 
lo la  libertad  de  las  discusiones  parlamentarias  en  un  Cuerpo  Legisla- 
tivo" (1).  Y  agregando  después:  "Lo  que  sí,  puede  ofrecer  el  Gobierno,  y 
lo  hará  con  la  mayor  prontitud  y  eficacia,  es  manifestar  al  arzobispo 
la  necesidad  de  que  no  se  dirijan  contra  la  voluntad  de  V.  S.  comunica- 
ciones de  ninguna  especie,  o  se  hagan  intimaciones  de  ninguna  clase  a 
la  señora  doña  Isabel  Astaburuaga  de  Barton;  y  el  Gobierno  tiene  bas-  , 
tante  confianza  en  las  luces  y  prudencia  del  arzobispo  para  estar  segu- 
ro de  que  no  se  repetirán  tales  actos"  (2). 

Ni  las  razones,  ni  los  términos  conciliatorios  de  la  nota,  sirvieron 
para  persuadir  al  señor  Barton;  por  lo  que  no  le  quedaba  otro  camino 
que  solicitar  se  le  entregara  su  pásaporte,  el  que  le  fué  enviado  por  el 
ministro  de  Relaciones  Exteriores,  don  Salvador  Sanfuentes,  acompañado 
de  una  corta  nota,  fechada  en  22  de  Mayo  de  1849  (3),  en  la  que  daba 
ñor  suspendidas  las  relaciones  del  Gobierno  chileno  con  la  legación  de 
los  Estados  Unidos.  Pocos  días  después  se  embarcaba  Barton  en  Valpa- 
paraíso  rumbo  a  su  país  (4). 

Así  terminó  un  incidente  que  pudo  haber  acarreado  gravísimas 
consecuencias  para  las  relaciones  de  ambos  países.  El  Gobierno  mante- 
niendo una  línea  de  conducta  de  acuerdo  con  la  Religión  del  Estado  y  la 
legislación  vigente,  apoyó  en  todo  momento  al  Arzobispo.  "Como  quie- 
ra que  sea  —decía  el  ministro  Vial —  en  Chile  no,  pueden  regir  sino  las 
leyes  chilenas.  Los  Prelados  y  Ministros  chilenos  no  pueden  sujetar  sus 
actos  a  otras.  Las  consideraciones  de  Mr.  Barton,  fundadas  o  no,  serían 
oportunas  en  un  tratado  de  legislación  o  en  un  discurso  parlamentario; 
pero  en  el  asunto  de  que  se  trata  no  tienen  que  ver  con  el  Ejecutivo 
de  Chile,  ni  con  su  Gabinete,  ni  con  el  Arzobispo  de  Santiago,  tan  obli- 
gados a  respetar  las  leyes  vigentes,  como  el  último  de  los  ciudadanos. 
No  se  ha  pretendido  invalidar  el  matrimonio  civil  de  Mr.  Barton,  cele- 
brado, como  dice  Su  Señoría,  fuera  y  más  allá  de  la  jurisdicción  de  las 
leyes  chilenas,  sino  defender  la  conducta  del  arzobispo  en  materias  con- 
cernientes a  su  propia  Iglesia  que  está  fuera  y  más  allá  de  los  límites  a 
que  puedan  extenderse  los  privilegios  de  la  legación  Americana;  defen- 
der la  conducta  del  Arzobispo  en  materias  espirituales;  defender  la  con- 
ciencia católica  de  los  chilenos"  (5). 

Aunque  todavía  no  se  había  dictado  el  Código  Civil,  sin  embargo,  el 
único  rhatrimonio  válido  en  Chile,  a  juicio  de  los  gobernantes  de  la  épo- 
ca era  el  religioso  o  el  contraído  según  la  ley  de  4  de  Agosto  de  1843, 
sobre  matrimonio  de  disidentes,  sin  que  por  esto  al  matrimonio  en  cues- 
tión se  le  negara  valor  en  cuanto  a  sus  efectos  civiles  en  Norteamérica. 
Lo  declaraba  el  Gobierno  en  su  comunicación  a  Bartón,  diciéndole  que 
"las  relaciones  civiles  y  políticas  a  que  sería  perfectamente  aplicable  el 
raciocinio  de  US.,  son  de  un  orden  muy  diferente  del  de  las  relaciones 


(1)  Memoria  del  Ministro  Vial,  Documento  N?  11,  pág.  62. 
<2)  Memoria  del  Ministro  Vial,  Documento        11,  pág.  64. 

(3)  Memoria  del  Ministro  Vial,  Documento        13,  pág.  74. 

(4)  Posteriormente  al  ministro  de  Chile  en  los  Estados  Unidos,  consiguió 
que  Seth  Barton  fuese  removido  de  su  cargo.  Se  nombró  en  su  reem- 
plazo a  un  antiguo  diputado  de  ese  país,  Sir  Bailie  Peyton,  hombre  bue- 
no, conciliador  e  incapaz  de  promover  reclamaciones  temerarias,  y  más 
aún,  provocar  conflictos. 

(5)  Memoria  del  Ministro  Vial,  pág.  60  y  61. 
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Feligiosas,  que  solo  atañen  a  la  cQnciencia  y  a  las  persuaciones  íntimas 
del  ^Ima,  sobre  las  cuales  no  ejerce  ningún  imperio  ni  la  ley  civil  ni 
el  Derecho  Internacional:  que  la  jurisdicción  ejercida  por  el  arzobispo  es 
enteramente  de  este  orden;  que  si  US.  tiene  derecho  a  que  en 
el  foro  externo  la  señora  doña  Isabel  Astaburuaga  sea  consideracja 
como  doña  Isabel  Astaburuaga  de  Barton  y  tratada  con  toda  la  cor- 
tesía y  respeto  a  que  incentestablemente  es  acreedora  la  esposa  de  un 
Ministro  público  no  se  sigue  de  aquí  que  en  el  foro  interno  no 
sea  lícito  considerarla  bajo  diverso  aspecto:  que  aun  cuando  su  ma- 
trimonio se  hubiese  contraído,  no  en  un  territorio  constructivo  sino  real 
y  verdaderamente  de  los  Estados  Unidos  de  Norte  América,  semejante 
matrimonio  no  daría  derecho,  en  las  otras  naciones  sino  a  que  fuese  re- 
conocido como  legítimo  en  el  foro  externo,  y  se  le  otorgase  por  los  tri- 
bunales de  justicia  y  por  el  Gobierno  los  efectos  civiles  del  matrimonio 
tales  como  la  legitimidad  y  los  derechos  de  sucesión  de  los  hijos;  pero 
nadie  por  eso  estaría  obligado  a  considerarlo  como  válido  en  el  foro  es- 
piritual de  la  Iglesia  Católica,  si  le  faltase  alguno  de  los  requisitos  de 
los  que  la  Iglesia  Católica  considera  como  necesarios  e  Indispensables: 
que  hay  circunstancias  en  que  sería  dudoso  aún  el  valor  de  los  efectos 
civiles  de  un  matrimonio  celebrado  bajo  el  imperio  de  una  ley  extran- 
jera; sobre  cuyo  punto  no  creo  conveniente  hacer  otra  cosa  que  apelar 
a  la  autoridad  de  un  ilustre  publicista  norteamericano,  Mr.  Wheaton,  en 
sus  "Elementos  de  Derecho  Internacional"  (parte  2^,  cap.  2.9,  párraf.  7), 
y  a  la  ley  civil  de  los  franceses,  tit.  preliminar  art.  3P)  que  la  jurisdic- 
ción asumida  por  el  arzobispo  no  es  civil  ni  política,  y  se  refiere  a  un 
orden  de  cosas  en  que  no  se  ingiere  ningún  Gobierno  temporal  (y  el 
de  los  Estados  Unidos  de  América  menos  tal  vez  que  otro  alguno)...  (1). 

De  igual  modo  lo  hacía  el  arzobispo  en  su  respuesta  al  señor  Bar- 
ton: "Desde  luego  —  decía  —  no  pretendo  disputar  a  V.  S.  que  un 
matrimonio  contraído  en  la  forma  arriba  enunciada,  surta  los  efectos 
civiles  en  Norte  América:  lo  único  que  aseguro  a  V.  S.  es  que,  a  los 
ojos  de  los  católicos,  una  señora  católica  no  pudo  contraerlo  válida  ni 
lícitamente"  (2). 

Sin  embargo,  el  Gobierno  negaba,  o  por  lo  menos  ponía  en  duda  el 
valor  de  este  matrimonio  en  los  mismos  documentos  citados.  "Mira  Su 
Señoría  como  una  inadvertida  concesión  del  Arzobispo  aquella  en  que 
el  Prelado  reconoce  los  efectos  civiles  de  aquel  matrimonio  en  los  Es- 
tados Unidos;  de  lo  que  Su  Señoría  colige  que  el  Arzobispo  no  disputa 
a  su  matrimonio  ninguno  de  los  objetos  para  los  cuales  se  casan  en  to- 
das partes  los  individuos  humanos;  aserción  indubitable  mientras  se 
limite  a  los  efectos  que  están  al  alcance  de  las  leyes  bajo  cuyo  imperio 
se  casan  los  hombres,  y  que  puede  también  extenderse  a  las  naciones  ex- 
tranjeras, excepto  talvez  la  patria  de  alguno  de  los  contrayentes,  cuan- 
do en  el  contrato  se  han  infringido  sus  leyes.  Pero  me  atrevo  a  decir 
que  Su  Señoría  se  engaña  cuando  de  aquella  concesión  infiere  que  la 
religión  y  todas  las  religiones  reverenciarán  todo  matrimonio  civilmen- 
te válido  y  lo  santificarán  con  sus  bendiciones,  como  sancionado  por 
Dios.  No  se  extiende  a  tanto  el  poderío  de  las  prescripciones  huma- 
nas" (3). 


(1)  Memoria  del  Ministro  Vial,  Documento  NP  11,  pág  62  y  sigtes 

(2)  Valdivieso  R.,  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II.,  pág.  669 

(3)  Memoria  del  Ministro  Vial,  Documento        11  pág  67 
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Y  el  Ministro  Vial  también  ponía  en  duda  el  valor  legal  del  matri- 
monio efectuado  en  la  legación,  con  estas  palabras:  "El  matrimonio 
de  un  Agente  Diplomático  no  tiene  de  suyo  un  carácter  más  diplomá- 
tico que  cualquiera  de  los  otros  contratos  que  pueda  celebrar  con  par- 
ticulares en  el  lugar  de  su  residencia"  (1). 

Más  adelante  agregaba:  "En  cuanto  al  valor  legal  del  matrimonio, 
celebrado  en  la  Legación  según  las  leyes  de  los  Estados  Unidos,  yo  no 
tengo  por  tan  -seguro  y  tan  incontrovertible,  como  Mr.  Barton  imagi- 
naba. El  era  sin  duda  civilmente  válido  dentro  del  ámbito  a  que  se 
extiende  la  jurisdicción  de  los  Estados  Unidos;  y  tampoco  creo  que  pu- 
diese disputársele  este  carácter  en  nación  alguna,  excepto  en  Chile.  Ni 
con  respecto  a  Chile  estoy  cierto  de  que  dejase  de  producir  efectos  ci- 
viles; aunque  hay  sin  duda  poderosas  razones  para  negárselo,  si  vale 
algo  la  doctrina,  en  casos  análogos,  de  jurisconsultos  respetables,  y  la 
de  toda  la  jurisprudencia  francesa"  (2). 

Finalizaba  su  Memoria  el  Ministro,  con  doce  conclusiones,  las  prin- 
cipales de  las  cuales  eran  dos,  ya  que  las  otras  se  referían  a  las  su- 
puestas ofensas  del  Arzobispo  y  del  Gobierno  al  señor  Barton: 


"Que  el  arzobispo  no  desechó  la  declaración  de  honor  como  men- 
tirosa, sino  como  inconducente  para  el  punto  de  la  dispensa,  que  no 
se  hallaba  en  el  caso  de  otorgar. 

"Que  el  Gobierno,  a  pesar  de  todo,  tuvo  a  bien  reconocer  como  mu- 
jer legítima  de  Mr.  Barton  la  que  Su  Señoría  presentaba  como  tal,  en 
virtud  de  un  matrimonio  solemnizado  en  la  legación  de  los  Estados 
Unidos,  según  las  leyes  de  los  Estados  Unidos;  reconocimiento  que, 
/  por  supuesto,  no  tiene  que  ver  con  las  íntimas  persuaciones  católicas, 

ni  con  los  efectos  civiles  de  este  matrimonio  ante  la  ley  chilena"  (1). 

Diremos  como  conclusión  que  la  actitud  de  los  gobernantes  y  del 
arzobispo,  fué  un  ejemplo  dado  por  ellos  al  mundo  de  la  época,  en  que, 
a  pesar  de  los  cortos  años  de  existencia  de  la  República,  supieron  de- 
fender con  dignidad,  energía  y  prudencia  sus  incipientes  institucio- 
nes. 

CAPITULO  V 

1. — Envío  de  una  legación  a  Roma;  don  Ramón  Luis  Irarrázaval  es 
nombrado  ministro  plenipotenciario  en  Roma. 

'En  el  curso  de  esta  narración  hemos  seguido  en  lo  posible  el  orden 
cronológico  de  los  hechos.  Tratándose  de  la  legación  chilena  en  Roma, 
no  podemos  hacerlo  separadamente,  a  pesar  de  ocupar  un  lapso  de  cer- 
ca de  6  años,  ya  que  forma  parte  de  hechos  que  se  desarrollaron  fuera 
de  Chile  y  muy  distanciados  unos  de  otros.  Por  lo  que  le  hemos  dedi- 
cado un  capítulo  especial. 

Vimos  anteriormente  las  dificultades  que  surgían  cada  vez  que  se 


(1)  Memoria  del  Ministro  Vial,  pág.  41. 

(2)  Memoria  del  Ministro  Vial,  pág.  37. —  Aludía  a  las  leyes  personales  y  al 
art.  3<?:  "Las  leyes  que  conciernen  al  estado  y  la  capacidad  de  las  per- 
sonas obligan  a  los  franceses,  aunque  residan  en  país  extranjero".  En- 
tre ésta  estaba,  según  Vial,  la  de  contraer  matrimonio. 

(3)  Memoria  del  ministro  Vial,  pág.  71. 
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trataba  de  dar  el  pase  a  la  bula  de  institución  de  algún  Obispo.  El  San- 
to Padre  persistía  en  colocar  la  frase  "motu  proprio"  en  las  bulas,  no 
obstante  haber  nombrado  siempre  los  candidatos  propuestos  por  el 
Gobierno.  En  1844,  queriendo  dar  un  corte  definitivo  y  amistoso  a  esta 
situación,  los  consejeros  de  Estado  pensaron  que  el  mejor  medio  de 
conseguirlo  era  enviar  una  legación  especial  y  extraordinaria  a  Roma. 
El  Ministro  Irarrázaval  hacía  ver  esta  necesidad  al  Congreso  en  1843: 
"Sin  un  arreglo  satisfactorio  con  la  Corte  de  Roma  no  podemos  prome- 
ternos que  en  las  bulas  de  institución  se  reconozca  el  patronato  de  que 
por  nuestra  Ley  Fundamental  está  investido  el  Presidente,  y  se  eviten 
los  embarazos  en  que  se  ha  encontrado  el  Gobierno  para  conceder  su 
"exequátur"  a  las  anteriores.  Ni  creo  ya  posible  que  podamos  obtener 
ese  arreglo  sino  por  medio  de  una  misión,  que  acercándose  al  Santo 
Padre  le  exprese  los  votos  de  nuestro  Gobierno,  y  entable  negociacio- 
nes con  la  Silla  Romana  que  remuevan  este  tropiezo,  y  que  faciliten  al 
mismo  tiempo  la  resolución  de  otros  puntos  en  que  tiene  un  alto  inte- 
rés la  Iglesia  chilena"  (1). 

Esta  misión  tendría  por  objeto  conseguir  se  celebrase  un  concor- 
dato que  tuviera  por  base  estos  tres  puntos:  IP.  Conseguir  se  recono- 
ciese por  Roma  el  derecho  de  Patronato  del  Gobierno  de  Chile  como  lo 
tuvo  durante  la  colonia  el  monarca  español;  2P.  Reforma  de  los  regula- 
res, poniendo  estas  órdenes  monásticas  al  servicio  de  los  intereses  que 
necesitaba  el  país;  y  39.  Tratar  de  un  régimen  de  misiones  en  la  Arau- 
canía  que  incorporara  de  una  vez  por  todas  esa  porción  de  territorio 
a  la  Religión  y  a  la  soberanía  nacional.  Los  fondos  para  financiar  esta 
misión  fueron  concedidos  sin  dificultad  por  el  Congreso. 

,  Acordado  el  envío  de  esta  legación,  el  Gobierno  se  demoró  cerca  de 
un  año  en  designar  la  persona  que  desempeñara  este  cargo.  Por  acuer- 
do unánime  de  los  ministros  de  Estado,  el  14  de  Abril  de  1845,  don  Ra- 
món Luis  Irarrázaval  era  nombrado  ministro  plenipotenciario  de  Chi- 
le en  Roma  (2). 


2. — La  muerte  del  Papa  Gregorio  XVI  retarda  la  iniciación 
de  las  gestiones  de  Irarrázaval. 

A  los  ocho  meses  de  nombrada  la  legación,  salió  ésta  de  "Valparaí- 
so, rumbo  a  Francia,  llegando  a  Burdeos  el  28  de  Abril  de  1846.  Esta- 
ba Irarrázaval  en  París,  cuando  un  grave  contratiempo  vino  a  entor- 
pecer sus  trajines:  el  Papa  Gregorio  XVI,  que  estaba  gravemente  en- 
fermo fallecía  el  19  de  Junio  siguiente. 

Era  éste  un' serio  embarazo  a  su  misión,  por  cuanto  las  credencia- 
les que  llevaba  para  Gregorio  XVI  no  servirían  para  su  sucesor  según 
costumbre  de  la  Secretaría  de  Estado.  Por  este  motivo,  la  legación  tu- 
vo que  esperar  en  Francia  y  España,  otras  credenciales  para  el  nue- 


(1)  Memoria  del  Ministerio  de  Relaciones  Exteriores,  Agosto  25  de  1843 
pág.  136.  '  ' 

(2)  Decreto  de  14  de  Abril  de  1845,  Boletín  de  las  Leyes,  L.  XII,  Núm  4 
pág.  215. 
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vo  Pontífice.  Este  tiempo  lo  ocupó  Irarrazával  en  pasar  a  España  y  ha- 
cer diligencias  para  desarmar  la  expedición  Flores  (1). 

Por  fin,  en  poder  de  sus  nuevas  credenciales,  llegaba  a  Roma  en 
Mayo  de  1847,  donde  era  presentado  al  sucesor  de  Gregorio  XVI,  Pío 
IX,  cuyo  nombre  civil  era  José  María  Mastai  Ferretti,  gran  amigo  de 
Chile,  quién  como  vimos  en  el  capítulo  preliminar,  había  integrado  la 
misión  Muzi  en  1824.  Fué  recibido  Irarrázaval  por  el  Pontífice  con  par- 
ticular deferencia  y  afecto,  recordando  con  gusto  los  meses  que  pasó 
en  Chile. 

Inmediatamente  Irarrázaval  entró  en  contacto  con  el  Secretario  de 
Estado,  el  cardenal  Gizzi,  manifestándole  el  pensamiento  del  Gobierno 
chileno;  pero  monseñor  Gizzi  fué  cambiado  por  otro  ministro,  el  carde- 
nal Ferretti,  lo  que  trajo  un  em.barazo  a  las  negociaciones.  Esto,  y  la 
lentitud  con  que  marchaban  las  negociaciones,  hizo  pensar  a  Irarráza- 
val que  su  misión  podía  correr  igual  suerte  que  la  de  algún  otro  mi- 
nistro americano  (2).  El  plenipotenciario  chileno,  sin  embargo,  no  se 
desanimó  y  siguió  adelante  con  sus  empeños. 

3. — Nuevos  acontecimientos  que  retardan  las  negociaciones  en  Roma. 
Objeciones  de  carácter  económico  que  se  hace  a  la  legación. 

La  situación  política  en  los  Estados  Pontificios  había  experimen- 
tado un  cambio  notable.  Al  iniciar  Pío  IX  su  pontificado,  decretó  una 
amnistía  por  los  delitos  políticos,  que  le  atrajo  gran  prestigio;  pero  hi- 
zo nacer  en  el  pueblo  aspiraciones  a  reformas  más  liberales,  que  fue- 
ron también  concedidas  por  el  Papa.  La  llama  revolucionaria  encendi- 
da en  Sicilia  a  principios  de  1848,  se  propagaba  por  el  resto  de  la  pe- 
nínsula. En  Roma,  el  pueblo  hizo  nuevas  peticiones,  y  la  situación  se 
hizo  insostenible  para  el  Papa  que  tuvo  que  abandonar  secretamente 
la  ciudad  y  buscar  un  refugio  en  el  vecino  reino  de  Nápoles. 

Los  representantes  extranjeros  le  siguieron  en  su  exilio,  para  ro- 
dedlo del  prestigio  y  el  apoyo  m.oral  de  sus  respectivos  países.  Entre- 
tanto, en  Roma,  una  asamblea  constituyente,  con  fecha  10  de  Febrero, 
proclamaba  la  República  Romana. 

Los  acontecimientos  señalados  fueron  un  nuevo  contratiempo  para 
la  misión  de  Irarrázaval.  Este,  también  siguió  al  Papa  a  Nápoles,  que 
posteriormente  estableció  su  gobierno  en  Gaeta,  y  allí  prosiguió  el  re- 
presentante chileno,  las  negociaciones  con  el  plenipotenciario  pontifi- 
cio, cardenal  Vizzardelli. 

Naturalmente  que  con  todos  estos  cambios,  el  tiempo  pasaba  y 


(1)  El  general  don  Juan  José  Flores,  venezolano  de  origen  y  primer  Pre- 
sidente del  Ecuador,  había  sido  derrocado  en  una  revolución,  dirigién- 
dose en  seguida  a  Europa,  donde  con  la  tolerancia  de  Inglaterra  y  el 
apoyo  de  la  reina  Mai'ía  Cristina  de  España,  había  empezado  a  organi- 
zar una  expedición  con  el  fin  de  recuperar  el  poder  y  proclamar  rey 
de  Ecuador  un  príncipe  español.  Esto  causó  gran  inquietud  en  todos 
los  países  de  América,  los  que  además  de  los  aprestos  militares,  dieron 
instrucciones  a  sus  representantes  en  los  países  europeos  para  que  hi- 
cieran fracasar  la  expedición  como  efectivamente  sucedió. 

(2)  Un  plenipotenciario  americano,  don  Ignacio  Valdivieso,  que  había  sido 
encargado  de  una  misión  semejante,  se  encontraba  en  esos  días  en  Es- 
paña preparándose  para  volver  a  su  país,  ante  el  fracaso  de  sus  nego- 
ciaciones con  la  Santa  Sedé. 
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en  Chile  ya  los  espíritus  se  impacientaban  porque  no  se  vislumbraban 
aún  los  resultados  que  todos  esperaban;  y  la  misión  solo  importaba 
gastos  ai  erario  nacional.  Sobre  este  último  punto,  el  diputado  don 
Manuel  Antonio  Tocornal  abrió  discusión  en  la  sesión  de  13  de  Octu- 
bre de  1848,  sobre  la  legación  chilena  en  Roma,  pidiendo  la  supresión 
de  ella  porque  costaba  mucho  dinero  y  costaría  aún  más,  sin  resultado 
alguno.  "Si  el  objeto  de  la  legación  es  el  "motu  proprio"  de  que  us^ 
Su  Santidad,  vamos  a  comprar  muy  caro  la  supresión  de  esa  palabra, 
y  yo  no  daría  medio  real  por  ella,  porque  instituyéndose  a  los  mis- 
mos arzobispos  y  obispos  presentados  por  el  Gobierno,  estamos  de  he- 
cho en  posesión  del  patronato"  (1).  Y  agregaba  después,  con  muy  bue- 
nos fundamentos,  que  la  curia  romana  no  desistiría  por  ningún  moti- 
vo de  emplear  esas  palabras  en  las  bulas  de  institución  de  los  obispos, 
y  que  los  acontecimientos  de  Europa  creaban  una  situación  muy  poco 
favorable  a  la  misión  de  Irarrázaval. 

El  ministro  de  relaciones  exteriores,  don  Manuel  Camilo  Vial  de- 
fendió la  legación  en  Roma,  con  un  discurso  en  el  que  aseguraba  que 
era  tal  vez  la  única  ocasión  que  se  presentaba  para  conseguir  los  de- 
seos del  pueblo  y  Gobierno  de  Chile,  ya  que  Pío  IX  era  un  gran  amigo 
de  Chile  y  le  animaba  un  interés  especial  por  este  país  (2).  Y  agregaba 
que  el  hecho  de  que  hubiera  habido  cambios  políticos  en  Europa  y  que 
esos  pueblos  estuvieran  más  exigentes  en  sus  reclamaciones  era  una  ra- 
zón para  que  él  Papa  estuviera  más  dispuesto  a  otorgar  concesiones, 
y  que,  por  lo  tanto,  no  debía  desperdiciarse  esta  ocasión,  tomando  so- 
bre sí  la  responsabilidad  de  retirar  la  legación.  Y  que  por  lo  demás, 
no  había  sido  tan  infructuosa  su  misión,  dado  que  en  Julio  de  1848  ha- 
bía obtenido  en  Roma. la  preconización  de  don  Justo  Donoso  como  Obis- 
po de  Ancud,  detenida  por  informaciones  secretas  y  mal  intenciona- 
das (3). 

En  el  fondo,  ambos  tenían  la  razón,  a  pesar  de  que  los  aconteci- 
mientos posteriores  confirmaron  los  temores  de  Tocornal.  Los  estadis- 
tas y  letrados  de  la  escuela  de  don  Mariano  Egana,  daban  grande  im- 
portancia a  esta  cuestión,  al  paso  que  otros,  como  Tocornal,  creían  que 
era  solo  cuestión  de  palabras.  La  curia  romana  no  quería  tampoco  des- 
hacerse de  esta  prerrogativa,  al  menos  en  la  fórmula,  porque  el  hacer- 
lo habría  significado  renunciar  a  su  poder  e  independencia  espiritual. 

Pero,  en  el  hecho,  fué  una  especie  de  transacción  en  que  se  ejer- 
ció el  patronato,  porque  ninguna  de  las  partes  renunciaba  sus  derechos 
y  aspiraciones,  consiguiendo  el  Papa  mantener  su  autoridad  en  materia 
religiosa,  y  el  Gobierno  chileno,  la  soberanía  e  imperio  de  la  Cons|;i- 
tución. 

4. — Se  prosiguen  las  negociaciones  para  un  Concordato  con  la  Santa 
Sede:  fracaso  completo  de  ellas. 

L:- 

Como  ya  hemos  dicho,  Irarrázaval  prosiguió  en  Gaeta  las  conver- 
saciones tendientes  a  llegar  a  un  entendimiento  con  el  plenipotencia- 
rio papal,  cardenal  Vizzardelli.  Después  de  muchos  trajines  del  dele- 


(1)  Sesiones  del  Congreso  Nacional,  1848,  N<?  38,  pág.  301. 

(2)  Recuérdese  que  Pío  IX  había  venido  a  Chile  en  1824,  integrando  la  mi- 
sión Muzi. 

(3)  Sesiones  del  Congreso  Nacional,  1848,  16  de  Octubre,  N?  39,  pág.  310. 
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gado  chileno,  conseguía  éste  que  se  le  presentaran  las  bases  que  la 
sede  romana  consideraba  fundamentales  para  llegar  a  un  acuerdo. 

¡Estas  bases  contenían  aspectos  inaceptables  para  Irarrázaval.  Así, 
el  artículo  69  decía:  "En  cada  vacante  de  cualquiera  iglesia  metropolita- 
na y  catedral,  el  Presidente  de  la  República  elegirá  clérigos  dotados  de 
aquellas  cualidades  que  requieran  los  sagrados  cánones;  pero  el  Sumo  Pon- 
tífice, con  arreglo  a  las  leyes  de  la  Iglesia,  les  dará  la  institución  canóni- 
ca según  la  forma  acostumbrada"  (1).  La  última  frase  de  este  artículo 
echaba  por  tierra  todas  las  aspiraciones  del  Gobierno  chileno,  porque  al 
decir  "según  la  forma  acostumbrada",  se  quedaba  en  la  misma  situación 
de  desconocimiento  del  patronato  por  parte  de  la  Santa  Sede.  El  artículo 
final,  después  de  haber  enumerado  concesiones  al  Gobierno,  que  en  rea- 
lidad no  lo  eran,  pues  ya  existían,  decía:  "En  todos  los  demás  nego- 
cios eclesiásticos,  pertenecerá  absolutamente  a  la. Iglesia  usar  libremen- 
te de  su  autoridad,  según  las  leyes  canónicas"  (.2). 

Otro  artículo  que  resultó  inaceptable  para  Irarrázaval,  porque  vul- 
neraba los  principios  constitucionales  era  el  que  se  refería  al  "pase"  o 
"exequátur"  .  Los  Obispos  y  los  fieles  podrían  comunicarse  libremente 
con  la  Santa  Sede,  sin  someterse  a  este  requisito. 

iTodo  esto,  unido  a  las  noticias  que  habían  llegado  a  Chile  desde 
Roma,  sobre  la  fuga  del  Papa  y  el  triunfo  de  la  revolución,  hizo  que  en 
Chile  se  perdiera  la  esperanza  de  obtener  un  arreglo  satisfactorio,  y  se 
considerara  fracasado  todo  proyecto  de  negociar  con  la  Silla  Pontifi- 
cia. El  ministro  de  relaciones  exteriores  enviaba  a  Irarrázaval  el  27  de 
Marzo  de  1849,  los  documentos  para  que  pudiera  retirarse. 

Sin  embargo,  cuando  éstos  documentos  llegaron  a  Europa,  la  situa- 
ción había  cambiado.  Los  ejércitos  franceses  ■  entraban  en  Roma  y  res- 
tablecían el  poder  temporal  del  Papa.  Irarrázaval  no  se  resignó  a  vol- 
ver a  su  patria  sin  haber  llevado  a  feliz  término  su  misión,  y  consiguió 
reabrir  las  negociaciones  con  el  nuevo  plenipotenciario  papal,  monse- 
ñor Juan  Corbolo  Busi,  persona  mucho  más  asequible  que  su  antece- 
sor. En  Diciembre  de  1849,  presentaba  otras  bases  al  delegado  chileno, 
que  eran  menos  exigentes  que  las  de  Vizzardelli,  por  lo  que  pensó  Ira- 
rrázaval que  estaba  a  punto  de  conseguir  el  resultado  tan  deseado.  Pero 
no  duró  mucho  tiempo  monseñor  Corbolo;  con  el  regreso  del  Papa  a  Ro- 
ma el  12  de  Abril  de  1850,  era  reemplazado  nuevamente  por  Vizzardelli, 
el  que  volvió  a  entregar  las  mismas  bases  señaladas  mas  arriba  y  que 
eran  de  todo  punto  inaceptables  para  el  representante  chileno. 

Ya  Irarrázaval  no  se  forjó  más  ilusiones  y  hubo  de  resignarse  a  dar 
por  fracasada  su  misión  en  su  parte  más  esencial,  y  presentó  en  Agos- 
to de  1850,  su  carta  de  retiro  para  regresar  a  Chile.  Cuatro  meses  des- 
pués, o  sea,  el  15  de  Febrero  de  1851,  Irarrázaval  se  embarcaba  en 
Southampton  de  regreso  a  Chile,  llegando  a  Valparaíso  el  20  de  Abril 
siguiente. 

A  pesar  de  todo,  la  misión  de  Irarrázaval  no  fué  del  todo  ineficaz. 
Consiguió  de  la  Silla  Apostólica  varios  puntos  que  se  encuentran  se- 
ñalados en  la  Memoria  del  ministro  de  Justicia  y  Culto.  Ellos  fueron: 
19)  Autorización  al  Arzobispo  de  Santiago  durante  5  años  para  refor- 
mar los  regulares.  2?)  Restablecimiento  de  la  bula  Cruzada,  cuyo  pro- 


(1)  Barros  Arana,  Diego:  "Historia  de  Chile",  T.  XV,  pág.  601. 

(2)  Barros  Arana,  Diego:  "Historia  de  Chile",  T.  XV,  pág.  601. 
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ducto  se  invertiría  en  las  misiones  de  infieles.  3?)  Autorización  para 
delegar  ciertas  facultades  en  favor  de  los  capellanes  y  vicarios  castren- 
ses. 49)  Ciertos  arreglos  para  la  organización  de  los  tribunales  ecle- 
siásticos, que  subsistieron  hasta  la  publicación  de  la  Ley  Orgánica  de 
Tribunales  en  1875  (1). 

En  la  misma  Memoria  citada,  el  Ministro  don  Máximo  Mujica,  atri- 
buía el  fracaso  de  las  negociaciones  de  Irarrázaval  sobre  el  patronato, 
a  falta  de  instrucciones,  con  estas  palabras:  "Las  cuestiones  referentes 
al  patronato  quedaron  pendientes  y  abiertas  aplazándose  eu  conclusión 
para  otra  época,  a  consecuencia  de  haberse  tocado  en  ellas  algunos  pun- 
tos a  que  no  alcanzaban  las  instrucciones  de  nuestro  representante"  (2). 


(1)  Memoria  del  Ministio  del  Culto,  pág.  679,  27  de  Agosto  1851. 

(2)  Memoria  del  Ministro  del  Culto,  pág.  678,  27  de  Agosto  1851. 
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III  PARTE 


CAPITULO  I 


1. — Estado  religioso  del  país. 

Las  dificultades  que  la  Corte  Romana  había  puesto  al  reconocimien- 
to de  la  República,  y  la  consiguiente  acefalía  de  la  Iglesia  chilena,  fue- 
ron el  origen  del  indiferentismo  religioso,  cuyos  progresos  no  fueron  de- 
tenidos ni  siquiera  por  el  triunfo  conservador  de  1830.  Este  indiferentis- 
mo, fué  un  fenómeno  que  se  observó  en  el  curso  del  Siglo  XIX,  en  la  ma- 
yor parte  de  los  países  católicos  y  en  Chile  se  acentuó  debido  a  la  rela- 
tiva libertad  religiosa  que  otorgaba  el  sistema  político  establecido  por  la 
Independencia. 

A  pesar  de  todo,  la  mayoría  de  los  chilenos  continuaba  ciendo  cató- 
licos. Tanto  la  alta  aristocracia,  sobre  todo  lo  de  Santiago,  vinculada  co- 
mo estaba  al  alto  clero  e  instruida  sobre  la  base  de  los  principios  religio- 
sos, como  el  bajo  pueblo  que  los  basaba  en  el  respeto  de  prácticas  here- 
ditarias, eran  católicos  fervientes.  El  escepticismo  y  la  indiferencia  na- 
cieron en  la  clase  media  y  en  los  artesanos  que  llegaban  a  tener  un  bar- 
niz de  ilustración.  Los  intelectuales,  por  lo  general,  seguían  afectando 
respeto  hacia  la  Religión,  aunque  sus  convicciones  íntimas  no  estuvieron 
de  acuerdo  con  ella. 

Hacia  fines  del  período  de  Bulnes  y  principios  del  período  que  va- 
mos a  estudiar,  la  indiferencia  religiosa  fué  acentuándose.  He  aquí  algu- 
nos datos  sugestivos  que  prueban  este  fenómno.  Ya  en  1835,  el  ministro 
don  Joaquín  Tocornal  era  motivo  de  mofa  de  parte  de  los  filopolitas  a 
causa  de  sus  prácticas  devotas.  Una  juventud  numerosa  aclamaba  a  Bil- 
bao en  1845,  por  haber  escrito  un  libelo  que  fué  condenado  por  blasfe- 
mo. Cinco  años  más  tarde,  muchos  artesanos  manifestaron  sus  simpa- 
tías por  las  doctrinas  del  escritor  que  la  Iglesia  y  los  jefes  del  liberalis- 
mo habían  reprobado.  Y  recordaremos  que  el  arzobispo  Valdivieso  nos 
refiere  que  en  1856,  el  Intendente  de  Tálca  era  impopular  por  conside- 
rársele amigo  de  frailes  y  prácticas  devotas. 

En  las  provincias,  que  era  donde  residían  más  extranjeros  disiden- 
tes, la  indiferencia  estaba  mucho  más  avanzada.  En  Concepción,  el  Obis- 
po don  José  Hipólito  Salas  encontró  que  las  damas,  aun  entre  las  de 
mejor  tono,  se  resistían  a  cumplir  el  precepto  de  la  confesión,  y  en  Co- 
piapó  las  Iglesias  permanecían  desiertas  aún  los  Domingos.  Dígase  igual 
cosa  de  Valparaíso,  donde  la  propaganda  protestante  había  hecho  mu- 
chos prosélitos. 

Sin  embargo,  no  vaya  el  lector  a  creer  que  este  movimiento  moral 
se  debía  a  que  existiera  una  propaganda  antirreligiosa  organizada.  El 
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se  operó  espontáneamente  y  el  que  se  alejaba  de  la  Religión  lo  hacía 
sin  pretender  hacer  prosélitos.  Y  las  medidas  tomadas  por  los  gobiernos, 
y  que  hoy  pudieran  interpretarse  como  hostiles  a  la  Religión,  eran  to- 
madas con  muchas  precauciones,  procurando  justificarlas  con  un  cariz 
netamente  administrativo,  porque  todos  ellos  deseaban  vivir  en  paz  con 
la  Iglesia  y  evitar  conflictos. 

Ni  aún  el  interés  político  había  sido  confundido  con  el  interés  reli- 
gioso. "La  Iglesia  chilena  —  dice  don  Alberto  Edwards  —  no  había  pues- 
to aún  sus  influencias  y  sus  recursos  al  servicio  de  ningún  partido.  Los 
miembros  del  clero  solían  mezclarse  en  las  luchas  civiles,  pero  alistán- 
dose indistintamente  tanto  en  las  filas  liberales  como  en  las  conserva- 
doras. En  el  Congreso  de  1837,  el  futuro  Arzobispo  de  Santiago,  don 
Rafael  Valentín  Valdivieso,  ordenado  ya  de  sacerdote,  mantuvo  su  ante- 
rior actitud  independiente  y  simpática  para  los  pipiólos.  La  oposición 
liberal  de  1849  contaba  en  la  cámara  de  Diputados  con  dos  eclesiásticos 
de  gran  ilustración  y  prestigio,  los  señores  Eyzaguirre  y  Taforó.  Duran- 
te la  guerra  civil  de  1851,  las  actas  revolucionarias  de  Concepción  y  La 
Serena  fueron  encabezadas  por  las  firmas  de  altos  dignatarios  de  la  Igle- 
sia; y  no  sin  razón  don  Máximo  Muxica  hacía  notar  en  1852  la  actitud 
de  abierta  rebelión  asumida  por  algunos  curas  en  aquellas  mismas  tur- 
bulencias (1). 

El  clero  secular,  acostumbrado  como  estaba  a  que  las  doctrinas  re- 
ligiosas no  fueran  ostensiblemente  rebatidas,  gastaba  poca  actividad  y 
celo  en  su  defensa.  Los  eclesiásticos  desempeñaban  sus  funciones  en 
forma  rutinaria  y  tranquila.  La  prensa  chilena  era  dirigida  casi  exclu- 
sivamente por  laicos  indiferentes,  y  la  única  publicación  religiosa,  "La 
Revista  Católica",  tenía  una  circulación  muy  restringida.  Las  Ordenes 
religiosas  llevaban  una  vida  lánguida  y  sus  miembros  vivían  dispersos 
en  los  campos  y  ciudades,  al  paso  que  la  relajación  y  la  indisciplina 
para  con  las  autoridades  diocesanas  se  habían  enseñoreado  en  muchas 
de  ellas,  aún  en  materia  ideológica,  a  tal  punto  que,  como  el  mismo  es- 
critor citado  más  arriba  narra,  don  Francisco  Bilbao,  excomulgado  por 
el  Arzobispo  en  1850,  era  recibido  en  triunfo  por  la  comunidad  de  San 
Agustín  (2). 

Tal  era  el  panorama,  a  grandes  rasgos,  al  principio  de  la  época  que 
comentaremos  y  que  iba  a  cambiar  de  un  modo  trascendental  el  Arzo- 
bispo Valdivieso,  quien,  a  pesar  de  las  circunstancias  tan  favorables  en 
que  fué  elegido,  no  bien  asumió  el  mando,  empezó  a  no  ser  ya  persona 
grata  al  Gobierno  de  don  Manuel  Bulnes,  aún  antes  que  llegaran  las  bu- 
las para  ser  consagrado,  situación  que  fué  agravándose  al  principio  del 
gobierno  de  don  Manuel  Montt,  no  obstante  las  buenas  intenciones  de 
este  gobernante.  La  defensa  que  hizo  Valdivieso  de  la  inmunidad  ecle- 
siástica en  contra  de  varios  atentados  en  su  contra,  que  aunque  de  m,úy 
buena  fe  habían  hecho  las  autoridades  civiles,  como  el  decreto  que  re- 
glamentaba la  edad  en  que  se  podrían  emitir  las  profesiones  religio- 
sas, el  proyecto  de  Urízar  de  que  ya  hablamos,  la  Ordenaza  del  Inten- 
dente que  coartaba  la  libertad  de  procesiones,  y  contra  los  injustos  car- 
gos y  abusos  de  autoridad  que  las  autoridades  civiles  tenían  para  con 
algunos  curas  y  párrocos,  la  energía  y  celo  que  desplegó  desde  un  co- 


(1)  Edwards  V.,  Alberto:  "El  Gobierno  de  don  Manuel  Montt",  pág.  159. 

(2)  Edwards  V.,  Alberto:  Obra  citada,  pág.  159. 
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mienzo,  y  la  ya  antigua  lucha  entre  los  principios  regalistas  del  Esta- 
do y  las  prerrogativas  de  la  Iglesia,  fueron  el  origen  de  un  conflicto  re- 
ligioso que  ya  estaba  en  las  almas,  y  que  cualquier  incidente  podía  pre- 
cipitar su  estallido,  como  realmente  sucedió  en  el  período  de  tiempo 
que  vamos  a  relatar. 

2. — La  conversión  del  diezmo  y  dificultades  que  suscita.  Su  abolición 
e  introducción  de  la  contribución  agrícola. 

Una  de  las  contribuciones  eclesiásticas  que  existía  en  Chile,  hereda- 
da del  sistema  español  establecido  para  las  indias,  era  el  diezmo.  Consis- 
tía en  "la  obligación  de  pagar  una  décima  parte  de  los  frutos  y  bienes 
adquiridos,  destinada  para  ios  ministros  de  la  Religión"  (1).  Por  una 
concesión  especial  otorgada  a  los  reyes  de  España  en  el  Siglo  XVI  por  el 
Papa  Alejandro  VI  (2),  los  diezmos  eran  percibidos  por  la  autoridad  civil 
en  América,  quién  a  su  vez,  daba  uña  subvención  para  los  gastos  del  cul- 
to en  una  suma  que  se  determinaba  anualmente. 

En  Chile,  la  independencia  no  modificó  este  estado  de  cosas.  El  pro- 
ducto del  diezmo  ingresaba  al  erario,  en  la  misma  forma  que  las  demás 
contribuciones.  La  experiencia  diaria,  sin  embargo,  y  los  progresos  de  la 
ciencia  económica,  habían  demostrado  al  Gobierno  y  a  la  autoridad  ecle- 
siástica los  defectos  e  inconvenientes  de  todo  orden  que  tenía  tal  siste- 
ma. Era  desigual  su  reparto,  pues  no  tomaba  en  cuenta  los  costos  de  pro- 
ducción; y  su  percepción  en  especie  hacían  costoso  su  cobro,  además  de 
obligar  a  inquisiciones  odiosas  y  de  resultados  inciertos  para  los  encar- 
gados de  su  cobro.  Este  era  hecho  por  particulares  que  adquirían  el  de- 
recho de  percibir  los  diezmos  de  cada  parroquia  en  remate,  mediante  el 
pago  de  una  suma  alzada.  Se  Comprende  lo  odioso  y  lo  extorsionador  de 
este  sistema  que  dejaba  entregado  al  contribuyente  a  la  rapacidad  y  ve- 
jaciones de  los  publícanos. 

Ya  en  1848,  ei  ministro  Vial,  había  anunciado  su  propósito  de  supri- 
mir la  contribución  decimal,  y  sustituirla  por  otra  que  gravando  a  ios 
agricultores  como  el  diezmo,  no  tuviera  los  inconvenientes  de  éste;  pero 
tocó  al  Gobierno  de  don  Manuel  Montt  llevar  a  la  práctica  este  propósi- 
to ,estando  como  ministro  de  hacienda  don  Guillermo  W'addington. 

Sabedor  el  arzobispo  Valdivieso  de  estos  propósitos,  hizo  notar  al 
Gobierno  que,  siendo  ei  diezmo  una  contribución  eclesiástica,  "no  podía 
la  autoridad  civil  proceder  por  si  a  la  abolición  del  üiezmo"  (3).  Ei  Pre- 
sidente y  los  ministros  creyeron,  en  este  caso,  que  debían  proceaer  de 
acuerdo  con  la  Sania  Sede,  y  al  efecto,  don  Manuel  Montt  soncito  su  in- 
tervención por  medio  del  Arzobispo  de  Santiago. 

"Aunque  el  Presidente  y  sus  ministros  no  participaban  de  las  doc- 
trinas ultramontanas,  estimaron,  sin  embargo,  prudente  enceste  caso, 
proceder  de  acuerdo  con  la  Iglesia.  Se  temió  que,  suprimido  el  diezmo 
por  la  sola  autoridad  del  Estado,  el  clero  pretendiera  continuar  cobrán- 
dolo por  su  parte  a  los  creyentes  timoratos,  como  lo  hacía  ya  con  las 


(1)  Donoso,  Justo:   "Instituciones  de  Derecho   Canónico  Americano",  T. 
III,  pág.  219. 

(2)  La  correspondiente  bula  de  concesión  puede  verse  en  Frasso  ^'De  Re- 
gio Patronato  Idiarum",  Cap.  19. 

(3)  Silva  C,  Carlos:  "Historia  Eclesiástica  de  Chile", 'pág.  267. 
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primicias;  y  se  quiso  en  consecuencia,  poner  a  salvo,  de  posibles  escrú- 
pulos, la  conciencia  de  los  más  devotos"  (1). 

No  creemos  que  haya  sido  esta  la  razón  del  proceder  del  Gobierno 
en  esa  época.  Más  bien  nos  inclinamos  a  pensar  que  fué  este  un  acto 
de  tolerancia  y  cordura  que  honra  a  esos  gobernantes,  que  querían  ver 
progresar  al  país  en  todos  sus  aspectos,  pero  respetando  siempre  y  en 
lo  posible,  los  derechos  y  atribuciones  de  la  Iglesia.  Y  el  mismo  autor  ci- 
tado dice  más  adelante  que  "la  conducta  del  Gobierno  fué  en  esa  oca- 
sión duramente  censurada  en  el  Congreso  y  en  la  prensa  por  algunos 
de  los  doctrinarios  del  regalismo,  que  pretendieron  ver  en  ella  un  re- 
conocimiento tácito  de  las  pretensiones  ultramontanas.  En  cambio,  la 
Iglesia,  al  prestar  su  venia,  si  agradeció  los  miramientos  que  se  le  guar- 
daban, dejó  también  entender  que  procedía  violentada  en  cierto  modo 
por  el  espíritu  del  siglo"  (2). 

El  Papa  Pío  IX  autorizó  al  Arzobispo  para  tratar  con  la  autoridad 
civil,  por  letras  de  13  de  Enero  de  1853,  sobre  la  sustitución  del  diez- 
mo por  otra  contribución  que  quedase  afecta  al  pago  de  las  rentas  ecle- 
siásticas. El  proyecto  de  la  conversión  del  diezmo  fué  presentado  a  las 
Cámaras  el  4  de  Julio  de  1853,  después  de  haber  sido  aprobado  por  el 
Arzobispo,  el  que  previamente  había  oído  y  consultado  a  los  obispos 
sufragáneos  (3).  . 

En  los  antecedentes  del  proyecto,  figuraban  como  testimonio  de  la 
aprobación  de  la  Iglesiá,  las  notas  cambiadas  entre  el  ministro  Waddmg- 
ton  y  el  Arzobispo  de  Santiago.  Fué  muy  discutido  en  ambas  ramas 
del  Congreso,  particularmente  en  la  Cámara  de  Diputados.  Establecía 
un  impuesto  de  cuota  fija,  equivalente  al  producto  del  diezmo,  y  que, 
después  de  levantarse  un  plano  catastral  de  las  propiedades  agrícolas 
en  un  plazo  máximo  de  6  años,  sería  repartido  de  acuerdo  con  él. 

Uno  de  sus  artículos,  (el  89),  autorizaba  en  ciertos  casos,  el  traspa- 
so directo  a  la  Iglesia  de  una  parte  de  esta  contribución  agrícola,  antes 
de  su  ingreso  en  arcas  fiscales.  En  otro,  (el  29),  se  establecía  que  "la 
contribución  del  diezmo  en  esta  nueva  forma  conservará  el  mismo  des- 
tino de  su  institución,  que  es  proveer  a  las  iglesias  para  los  gastos  de 
sus  ministros  y  culto"  (4).  Estos  dos  artículos  principalmente,  fueron 
debatidos  ampliamente  en  la  Comisión  de  Hacienda  de  la  Cámara  pri- 
mero, y  después  en  la  misma  Cámara,  donde,  como  dice  Edwards  Vi- 
ves, "el  debate  sobre  estos  interesantes  problemas  se  prolongó  por  mu- 
chas sesiones  y  honra  las  luces  y  el  buen  sentido  de  muchos  de  los  que 
en  él  tomaron  parte"  (5). 

La  Comisión  de  Hacienda,  después  de  detenido  estudio,  estimó  que 
el  levantamiento  catastral  era  impracticable  por  entonces,  porque  el 
tiempo  que  ello  demoraría  equivalía  al  abandono  de  la  idea  del  pro- 
yecto, y  propuso  que  el  impuesto  catastral  y  de  cuota  fija  fuese  reem- 
plazado por  otro  de  59c  de  la  renta  de  las  propiedades  agrícolas  avalua- 
das con  este  fin,  por  tasadores  especiales. 


(1)  Edwards  V.,  Alberto:  "El  Gobierno  de  don  Manuel  Montt",  pág.  145. 

(2)  Edwards  V.,  Alberto:  "El  Gobierno  de  don  Manuel  Montf,  pág.  145. 

(3)  Todo  lo  relativo  a  la  discusión  y  modificaciones  que  sufrió  este  pro- 
yecto de  ley,  se  encuentra  en  las  "Sesiones  del  Congreso  Nacional,  Cá- 
mara de  Diputados",  de  1853,  Sesiones  Ordinarias,  del  4  de  Julio  al  22 
de  Agosto  del  mismo  año. 

(4)  Sesiones  del  Congreso  Nacional,  Cámara  de  Diputados,  1853,  pág.  73. 

(5)  Edwards  V.,  Alberto:  "El  Gobierno  de  don  Manuel  Montt",  pág.  146. 
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La  Cámara,  sin  embargo,  acordó  aceptar  como  régimen  provisorio 
las  modificaciones  de  la  comisión,  mientras  se  levantaba  el  plano  catas- 
tral, estableciéndose  que  el  impuesto  sería  de  una  cuota  fija  equiva- 
lente al  producto  del  diezmo  en  1852;  y  como  definitivo  el  proyecto 
del  Gobierno,  una  vez  terminado  aquél.  Fueron  suprimidas  las  disposi- 
ciones del  proyecto  primitivo,  que  mal  interpretadas,  pudieran  haber 
dado  lugar  a  reivindicaciones  de  parte  del  clero;  pero.se  dejó  subsisten- 
te la  declaración  del  destino  religioso  del  nuevo  impuesto.  En  estas  con- 
diciones, la  contribución  agrícola  fué  convertida  en  ley  de  la  Repúbli- 
ca el  15  de  Octubre  de  1853. 


CAPITULO  II 

1. — El  juramento  civil  de  los  Obispos  chilenos;  el  Papa  lo  declara 

ilícito  y  malo. 

Desde"  1841,  se  exigía  a  los  Obispos  prestar  el  juramento  civil  que 
consistía  en  prometer  al  Gobierno  acatamiento  al  derecho  de  patrpnato 
que  la  Constitución  daba  al  Presidente  de  la  República,  y  al  exequátur, 
o  sea  ,el  visto  bueno  de  la  autoridad  civil  a  las  disposiciones  de  la  Santa 
Sede  (1). 

Los  Obispos  habían  hecho  este  juramento.  Sin  embargo,  el  arzobis- 
po Valdivieso  creyó  en  un-  principio  que  tal  juramento  era  inaceptable, 
y  así  pensó  en  no  hacerlo.  Pero,  después  de  consultarse  con  eclesiásti- 
cos doctbs  y  prudentes,  resolvió  jurar  para  evitar  nuevos  conflictos  con 
la  autoridad  civil,  solicitando  al  mismo  tiempo  del  Papa,  una  declara- 
ción precisa  sobre  la  licitud  o  ilicitud  del  juramento  civil.  El  6  de  Julio 
de  1854,  recibía  contestación  de  Pío  IX  en  la  que  declaraba  absoluta- 
mente ilícito  y  nulo  el  juramento,  porque  "en  la  fórmula  de  él,  no-solo 
se  promete  reconocer  el  derecho  de  patronato,  que  pretende  gozar  el  Go- 
bierno de  Chile  respecto  de  los  beneficios  eclesiásticos,  y  del  cual  en- 
teramente carece;  pues  jamás  se  le  ha  concedido  tal  privilegio  por  esta 

  I 

(1)  Insertamos  aquí  la  fórmula  de  este  - juramento,  según  consta  del  si- 
guiente certificado:  "Santiago.  Septiembre  1^:  "Habiendo  pasado  al 
ministerio  del  Interior  el  muy  Reverendo  Arzobispo  de  Santiago  doctor 
don  Rafael  Valentín  Valdivieso,  con  el  fin  de  prestar  el  juramento  pre- 
venido en  el  anterior  supremo  decreto,  ante  el  señor  Ministro  de  dicho 
de])artamento.  don  Manuel  Camilo  Vial,  se  leyeron  de  principio  a  fin 
las  lej'es  tít.  VII,  lib.  I  de  Indias,  y  la  15,  tít.  3"?,  lib.  I  de  la  Nueva 
recopilación,  de  cuyo  contexto  quedó  bien  instruido;  y  en  consecuencia 
puso  la  mano  sobre  el  libro  de  los  Santos  Evangelios,  y  le  interrogó  el 
señor  Ministro  en  esta  forma:  ¿Juráis  in  verbo  sacérdotis  por  Dios 
Nuestro  Señor  y  estos  Santos  Evangelios,  reconocer  en  el  ejercicio  del 
episcopado,  el  patronato  nacional  que  compete  al  Presidente  de  la  Re- 
pública: no  ofender  en  manera  alguna  sus  regalías,  con  arreglo  a  lo 
prevenido  en  las  citadas  leyes;  y  no  dar  cumplimiento  a  ninguna  bula, 
rescripto  o  resolución  pontificia  de  cualquiera  clase,  sin  que  antes  se 
haya  obtenido  el  exequátur  de  la  autoridad  competente  conforme  a  lo 
prevenido  por  las  leyes?  Contestó  S.  I.:  Si  juro,  y  Su  Señoría  le  repuso: 
Si  así  lo  hacéis.  Dios  Os  ayude,  y  si  no.  El  os  lo  demande;  con  lo  que 
quedó  concluida  esta  diligencia,  que  firmó  el  Muy  R.  Arzobispo  con  el 
señor  Ministro,  en  Santiago  o  cho  días  del  mes  de  Mayo  de  1848.  Ra- 
fael Valentín.  Arzobispo  Electo  de  Santiago.  —  MANUEL  CAMILO 
VIAL".  Valdivieso:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  223. 
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Sede  Apostólica,  sino  que  además  se  promete,  por  la  expresada  fór- 
mula, no  dar  cumplimiento  a  las  disposiciones  de  los  Sumos  Pontífi- 
ces sin  la  venia  o  exequátur  de  la  potestad  civil,  lo  que  es  de  todo 
punto  contrario  al  Supremo  Primado  de  orden  y  jurisdicción  que,  por 
derecho  divino,  tiene  el  Romano  Pontífice  en  toda  la  iglesia.  De  don- 
de se  deduce  que  es  completa  y  absolutamnte  ilícito  y  malo  prestar  di- 
cho juramento"  (1). 

Esta  declaración  fué  mantenida  en  reserva  por  el  arzobispo  por 
encargo  del  mismo  Papa,  hasta  1858,  año  en  que  el  mismo  Pontífice 
hizo  pública  esta  doctrina  en  varias  alocuciones  consistoriales. 

A  este  respecto,  cabe  mencionar  la  actitud  y  comentarios  que  un 
presbítero  italiano,  el  Sr.  Chiaisi  (2),  que  en  años  anteriores  había  es-, 
tado  en  Chile,  hacía  en  Roma  a  propósito  del  juramento  civil,  en  una 
carta  dirigida  al  ministro  Sr.  Ochagavía.  El  señor  Chiaisi  dice  que 'el 
Arzobispo  solicitó  del  Papa  que  lo  absolviera  del  juramento  presta- 
do (3).  Pero  los  historiadores  chilenos  que  tratan  este  asunto,  solo  di- 
cen que  pidió  una  declaración  pontificia  en  cuanto  a  su  licitud  o  ilici- 
tud, para  tranquilizar  su  conciencia,  sin  solicitar  que  lo  desligara  del 
juramento  (4). 

2. — El  Arzobispo  Valdivieso  reforma  las  órdenes  religiosas  chilenas. 
Dificultades  con  los  provinciales  y  religiosos.  Reformas 
en  los  conventos  dfe  religiosas. 

Uno  de  los  acontecimientos  de  la  época  eclesiástica  que  narramos 
«^n  que  se  defendieron  con  más  energía  los  principios  regalistás  del  Es- 
tado por  una  parte,  y  la  autoridad  e  independencia  de  la  Iglesia  por  otra, 
fué  la  reforma  de  los  regulares  solicitada  a  la  Santa  Sede  por  el  Go- 
bierno, siendo  éste,  com.o  ya  vimos,  uno  de  los  fines  de  la  misión  de 
Irarrázaval  en  Roma.  En  1848,  por  decreto  de  27  de  Julio  se  estable- 
ció un  "plan  de  estudios  para  regulares,  en  el  cual  se  disponían  las  ma- 
terias de  enseñanza  por  un  período  de  diez  años,  se  fijaban  en  cada 
uno  de  ellos  los  ramos  que  debía  estudiarse  y  las  materias  correspon- 
dientes a  cada  curso.  No  cabe  duda  que  con  este  decreto  las  cuatro  ór- 
denes religiosas  existentes  en.  Chile  quedaron  convertidas  en  verda- 
deros Institutos  Nacionales  y  que  este  regalismo  de  los  Primeros  Pre- 
sidentes de  la  República  fué  más  lejos  aún  que  el  de  los  mismos  Re- 
yes de  España"  (5). 

La  Sagrada  Congregación  de  Obispos  y  Regulares  por  decreto  de 
^0  de  Junio  de  1850  (6),  comisionó  por  cinco  años  al  Arzobispo  de  San- 
tiago para  realizar  la  reforma  con  amplias  facultades.  Esta  designa- 
ción no  fué  vista  con  muy  buenos  ojos  por  las  Ordenes  religiosas,  que 


(1)  Carta  reservada  de  Pío  II  al  arzobispado,  de  fecha  8  de  Julio  de  1854. 
(""El  juramento  civil  de  los  obispos  chilenos",  por  el  limo.  Sr.  José 
Hipólito  Salas,  pág.  26). 

(2)  En  el  párrafo  subsiguiente  daremos  maj'ores  datos  sobre  este  per- 
sonaje. 

(3)  Carta  al  ministro  Ochagavía.  Fechada  en  Roma:  4  de  Septiembre  de 
1856.  (Archivo  particular  de  don  Jaime  Eyzaguirre.  Carta  5). 

(4)  Así  piensan  don  Carlos  Silva  Cotapos,  don  Alberto  Edwards  Vives, 
don  Rodolfo  Vergara  Antúnez,  "don  José  Hipólito  Salas,  etc. 

(5)  Maturana  Víctor:  "Historia  de  los  Agustinos  en  Chile",  T.  II,  pág.  648. 

(6)  Boletín  Eclesiástico,  T.  I,  pág.  376. 
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sabían  que  el  Arzobispo  era  un  hombre  que  no  les  era  muy  afecto, 
y  que  estaba  decidido  por  todos  los  medios  a  poner  fin  a  su  relajación; 
ni  tampoco  por  el  Gobierno,  que  veía  en  el  Arzobispo  un  enemigo 
acérrimo  de  sus  regalías  (1).  En  consecuencia,  no  bien  llegó  el  De- 
creto de  Reforma,  el  Gobierno  le  negó  el  pase  dejándolo  sin  ejecución. 
"Los  mismos  regulares,  aterrados  por  las  graves  y  severas  medidas 
adoptadas  por  el  Santo  Padre  en  su  decreto,  trataron  de  diferir  el 
cumplimiento  de  sus  mandatos,  valiéndose  de  la  influencia  de  los  go- 
biernos, que  detenían  los  decretos  Pontificios"  (2). 

"Después  de  40  años  de  cisma,  si  no  formal,  en  sus  consecuen- 
cias verdadero,  la  voz  del  Sumo  Pontífice  adquirió  una  vibración  ate- 
rradora para  unos  Religiosos  acostumbrados  ya  a  gobernarse  por  sí 
mismos,  con  absoluta  independencia  de  sus  Padres  Generales,  y  olvi- 
do de  los  deberes  para  con  la  Santa  Sede.  Fué  aquella  una  época  de 
vértigo  y  consternación"  (3). 

No  habiendo  esperanzas  de  que  el  decreto  de  20  de  Julio  de  1850 
fuera  cumplido,  ya  que  los  religiosos,  imbuidos  en  un  regalismo  exa- 
gerado, pensaron  no  obedecer  aquel  decreto  sólo  por  haberle  negado 
el  pase  el  Gobierno,  Pío  IX  pensó  en  ponerle  oportuno  remedio.  Por 
medio  de  un  segundo  decreto  de  12  de  Abril  de  1851  (4),  circunscribió 
sus  mandatos  no  sólo  a  las  Ordenes  regulares  de  Chile,  sino  de  todo 
el  mundo  católico,  encargando  la  reforma  a  los  generales  de  las  órde- 
nes religiosas.  Este  decreto  fué  comunicado  al  Arzobispo  de  Santia- 
go por  carta  de  15  de  Junio  de  1851  (5),  y  en  que  se  comisionaba  al 
mismo  tiempo  al  Arzobispo  Valdivieso  para  que  hiciese  en  Chile  las 
veces  de  esos  generales,  dando  como  motivo  de  esta  medida,  la  dis- 
tancia que  los  separaba  de  los  regulares  de  Chile.  Contrariamente  a 
lo  esperado  por  los  regulares,  el  Gobierno  le  dió  el  pase  constitucional 
a  este  segundo  decreto  (6). 

El  Arzobispo  notificó  a  los  provinciales  de  las  comunidades  reli- 
giosas la  circular  de  la  Sagrada  Congregación  y  al  mismo  tiempo  pro- 
mulgó el  24  de  Agosto  de  1852  unos  Estatutos,  que  en  sus  partes  prin- 
cipales decían  que  en  adelante  no  podía  haber  noviciados,  ni  admi- 
tirse al  la  religión,  sino  en  casas  de  estricta  observancia,  y  prometien- 
do esta  misma  observancia  estricta;  Los  religiosos  observantes  debe- 
rían vivir  en  conventos  especiales,  separados  de  los  inobservantes,  y 
los  prelados  regulares  inobservantes  no  podi'ían  ejercer  autoridad  aí- 
na en  los  noviciados  o  conventos  observantes,  y  cuando  ya  hubiera 


(1)  En  una  de  las  Cartas  del  presbítero  Chiaisi,  éste  dice  que  el  mismo 
Gobierno  fué  el  que  propuso  al  señor  Vaudivieso  como  reformador. 
(Carta  de  fecha  4  de  Diciembre  de  1855,  N*?  7  del  archivo  privado  de 
don  Jaime  Eyzaguirre).  ' 

(2)  Maturana,  Víctor:  "Historia  de  los  Agustinos  en  Chile",  T.  II,  pá- 
gina 659. 

(3)  Maturana,  Víctor:  "Historia  de  los  Agustinos  en  Chile",  T.  II,  pág.  666. 

(4)  Boletín  Eclesiástico,  T.  I,  pág.  473. 

(5)  Boletín  Eclesiástico,  T.  I,  pág.  474. 

(6)  Esta  idea  fué  sugerida  al  Papa  por  Chiaisi,  en  la  esperanza  de  poder 
designar  a  los  regulares  del  Arzobispo,  como  reformador;  los  dice  en 
dos  partes  fechadas  de  Roma,  una  el  4  de  Diciembre  de  1856,  y  la  otra 
el  20  de  Mayo  de  1857,  (carta  NP  7  y  9  del  archivo  particular  de  don 
J.  Eyzaguirre). 
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buen  número  de  religiosos  y  conventos  observantes,  la  autoridad  pa- 
saría a  ellos  y  sólo  ellos  tendrían  votos  en  las  elecciones  (1). 

"Al  tener  conocimiento  el  Gobierno  de  Chile  de  los  Estatutos,  que- 
dó desconcertado  en  sus  planes;  al  serles  notificados  a  las  Ordenes  Re- 
ligiosas, heridas  por  el  pánico  y  sintiéndose  débiles  para  resistir,  se 
unieron  estrechamente  entre  sí,  a  fin  de  poder  organizar  la  defensa, 
sa.  Hasta  la  misma  Santa  Sede  al  conocer  los  Estatutos  promulgados 
por  el  Arzobispo  de  Santiago,  comprendió  que  la  Reforma  de  Regula- 
res primero  se  vería  establecida  en  Chile  que  en  la  misma  Roma"  (2). 

Los  provinciales  de  las  cuatro  órdenes  religiosas  que  debían  refor- 
marse, se  pr£séntaron  al  Arzobispo,  negándole  el  derecho  de  dictar  los 
Estatutos  que  había  publicado,  encontrándolos  demasiado  severos  y  que 
se  había  extralimitado  en  sus  facultades,  ya  que  sólo  estaba  comisio- 
nado para  notificarles  la  circular  de  la  Sagrada  Congregación,  más  no 
.para  ejecutarla.  El  Arzobispo  Ies  respondió  que  creía  estar  suficiente- 
mente autorizado  para  ello  y  que,  en  todo  caso,  había  creído  prudente 
someter  a  la  aprobación  de  la  Santa  Sede  los  Estatutos  promulgados. 
Tenía  razón  el  Arzobispo,  ya  que  la  Santa  Sede  en  su  decreto  de  15  de 
Junio  de  1851,  no  solamente  encomendaba  al  Metropolitano  de  Santia- 
go la  notificación  de  la  Circular,  sino  también  muy  encarecidamente  su 
ejecución  y  más  cumplida  observancia  (3). 

"En  aquellos  momentos  absorbían  la  atención  de  todos  los  reli- 
giosos de  Roma  y  el  Arzobispo  de  Santiago  y  no  sabían  a  donde  vol- 
ver los  ojos,  si  allá  donde  emanaban  decretos  cada  vez  más  severos, 
o  acá  donde  se  hallaba  su  inflexible  ejecutor"  (4). 

iLa  respuesta  a  la  /consulta  del  Arzobispo  a  la  Santa  Sede  fué  apro- 
batoria de  su  Reglamento,  y  de  este  modo  pedieron  establecerse  novi- 
ciados de  estricta  obsrvancia  en  algunas  órdenes.  A  pesar  de  todo,  la 
reforma,  no  quedó  del  todo  establecida  por  las  dificultades  e  influen- 
cias que  ponían  los  religiosos  inobservantes  para  que  se  efectuara.  Pero 
la  tenacidad  del  Arzobispo,  llevó  a  feliz  término  su  obra,  pese  a  esta 
oposición' y  a  las  críticas  del  público.  A  este  propósito,  el  historiador 
agustino  ya  citado  dice:  "El  público  no  podía  ser  más  indulgente  con 
los  regulares,  pues  se  les  defendía  hasta  el  derecho  de  testar;  en  cam- 
bio, no  podía  ser  más  temerario  y  agresivo  con  el  grande  e  ilustre  Arzo- 
bispo de  Santiago  quién  fué  objeto  de  las  más  ardientes  y  apasionadas 
recriminaciones"  (5). 

El  Arzobispo  allanó  todas  las  dificultades,  y  los  religiosos  que  no 
se  hallaron  con  fuerzas  para  abrazar  la  reforma,  solicitaron  su  seculari- 
zación, y  así  pudo,  antes  de  morir,  ver  establecida  la  reforma  en  todas 
las  órdenes  religiosas  del  país. 

La  reforma  en  los  monasterios  de  mujeres  fué  tarea  más  sencilla, 
porque  había  solo  tres  de  'ellos  que  no  llevaban  vida  común.  Y  en  esta 
labor  sí  que  el  arzobispo  anduvo  "con  pies  de  plomo  y  mucha  pruden- 
cia y  paciencia  para  soportar  las  variaciones  mujeriles;  y  con  tan  sa*bia 
conducta,  que  en  1863  quedó  totalmente  introducida  la  vida  común  en 
los  tres  monasterios  que  no  la  observaban"  (6). 

(1)  Boletín  Eclesiástico.  T.  I,  pág.  492. 

(2)  Maturana,  Víctor:  "Historia  de  los  Agustinos  en  Chile",  T.  II,  pág.  672. 

(3)  '  Boletín  Eclesiástico,  T.  I,  pág.  472. 

(4)  Maturana,  Víctor:  Historia  de  los  Agustinos  en  Chile",  T.  II,  pág.  666. 

(5)  Maturana,  Víctor:  "Historia  de  los  Agustinos  en  Chile",  T.  II,  pág.  682. 

(6)  Silva  Cotapos,  Carlos:  "Historia  Eclesiástica  de  Chile",  pág.  272. 
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3. — El  presbítero  Chiaisi  y  los  regulares.  Misión  que  se  dice  cumplir 

en  Roma. 

Hemos  querido  dedicar  un  párrafo  aparte  a  este  curioso  y  descono- 
cido personaje  de  esta  época,  y  cuya  influencia  en  el  asunto  de  los  re- 
gulares y  posteriormente  en  la  cuestión  del  sacristán,  fueron  de  consi- 
deración, a  juzgar  por  las  cartas  que  dirigió  al  ministro  del  Culto  don 
Cilvestre  Ochagavía  (1). 

Ya  nos  referimos  a  ellas  en  los  párrafos  anteriores  y  aquí  sólo  trans- 
cribiremos algunos  trozos  para  que  el  lector  s^e  de  cuenta  de  la  perso- 
nalidad del  presbítero  italiano  Luis  Chiaisi,  y  hasta  qué  punto  pudo  in- 
fluir en  la  marcha  de  los  diversos  acontecimientos  político-religiosos 
de  esos  años.  Cuánto  tiempo  estuvo  en  Chile  y  cuándo  se  volvió  a  Ita- 
lia se  ignora,  ya  que  no  hemos  encontrado  ningún  antecedente  al  res- 
pecto. Solo  en  el  "Boletín  Eclesiástico"  se  encuentra  un  decreto  del 
Arzobispado  en  que  se  le  nombra  capellán  del  Monasterio  del  Carmen 
de  San  Rafael  (2).  < 

De  la  lectura  de  una  de  sus  cartas  se  desprende  que  los  mismos  re- 
gulares encargaron  su  defensa  ante  la  Santa  Sede  al  señor  Chiaisi.  En 
efecto,  en  carta  de  4  de  Diciembre  comienza  diciendo:  "En  sus  dos  ci- 
tadas me  hace  algunas  observaciones  relativas  a  las  dos  cuestiones  re- 
ligiosas de  regulares  y  misiones,  de  las  que  me  he  ocupado  durante 
mi  permanencia  en  ésta,  habiéndole  comunicado  a  Ud.  oportunamente 
la  marcha  que  han  tenido  las  negociaciones  privadas,  que  por  encargo 
de  los  mismos  regulares  fueron  promovidas  por  mí,  de  las  que,  si  no 
me  negaño,  se  conseguirá  un  feliz  resultado"  (3). 

~~  Hasta  qué  punto  sus  gestiones  en  Roma  a  favor  de  los  Regulares 
y  contra  el  Arzobispo  tuvieron  éxito,  no  es  posible  afirmarlo.  Del  con- 
texto de  sus  cartas  se  colige  que  tenía  ascendiente  en-  Roma,  pero  no 
como  para  torcer  las  determinaciones  de  la  Santa  Sede.  En  una  de  ellas 
dice  que  llegó  hasta  a  insinuar  al  Papa  la  destitución  del  Arzobispo  (4). 
Además  se  nota  un  espíritu  de  crítica  y  de  "pelambre",  que  hace  du- 
dar de  la  seriedad  del  señor  Chiaisi.  Refiriéndose  al  plenipotenciario 
don  Ramón  Luis  Irarrázaval,  dice:  "Mi  antiguo  jefe  don  Ramón  Luis 
ha  dejado  una  fama  muy  mala,  hasta  el  punto  que  cuando  quieren 
hablar  de  la  mezquindad  personificada  dicen,  como  el  ministro  de  Chi- 
le. Esto  es  en  cuanto  al  público;  con  respecto  al  Gobierno  Pontificio 
lo  tienen  como  un  volteriano  exagerado,  terco  y  pertinaz  en  sus  opinio- 
nes, hasta  el  punto  de  no  admitir  otra  que  la  suya  y  además  una  con- 
ducta poco  regular  lo  hizo  desmerecer  muchísijno  y  su  fama  durará  por 
mucho  tiempo"  (5). 

Más  notable  aún  es  la  manera  de  juzgar  al  P.  Gil,  jesuíta,  y  gran 
defensor  del  Arzobispado  en^Roma.  ¿Ha  oído  Ud.  mentar  al  P.  Gil  —di- 
ce—  ese  Jesuíta  que  estuvo  en  Nueva  Granada  y  otros  puntos  de  Amé- 


(1)  Estas  cartas  nos  fueron  proporcionadas  por  el  profesor  señor  Jaime 
Eyzaguirre. 

(2)  Boletín  Eclesiástico,  T.  I,  pág.  348. 

(3)  Archivo  particular  de  don  Jaime  Eyzaguirre,  Carta  NP  7. 

(4)  Carta  de  4  de  Septiembre  dé  1856,  Archivo  particular  de  don  Jaime 
Eyzaguirre,  Carta  NP  5. 

(5)  Carta  de  4  de  Agosto  de  1856,  Archivo  particular  de  don  Jaime  Ej^za- 
guirre.  Carta  N9-4. 
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rica,  escritor  valiente  y  atrevido?  Pues  bien,  ese  es  el  corresponsal  del 
Arzobispo;  ése  es  el  que  dice  que  las  cosas  de  América  no  se  pueden 
arreglar  sino  con  el  látigo,  o  con  la  energía  de  las  disposiciones  de  la 
Santa  Sede;  ese  es  uno  de  los  monitores  del  General,  o  más  claro,  uín 
miembro  del  Sínodo  Jesuítico;  ese  es  el  que  está  al  corriente  de  los 
más  pequeños  pormenores  de  Chile;  ese  es  el  mismo  que  dice  que  no 
habrá  felicidad  en  la  República  hasta  que  gobierne  la  familia  Tocor- 
nal;  el  que  dice  de  voz  en  cuello  que  los  actuales  gobernantes  y  princi- 
palmente el  Ministro  del  Interior  son  de  ideas  heréticas,  y  a  estos  tales 
conviene  tenerlos  muy  distantes  de  esos  puntos;  el  que  dice  que  el  ac- 
tual Presidente  quiere  hacer  educar  sus  hijos  por  los  Padres  de  la  Com- 
pañía, pero  no  hav  que  fijarse;  en  una  palabra,  este  es  un  padre  temi- 
ble por  el  grande  influjo  que  tiene  aquí;  pero  a  mí  no  me  arredra  nada 
de  esto  porque  encuentro  el  remedio  cuando  conozco  er  mal:  además 
soy  constante  y  en  esto  hago  consistir  la  esperanza  de  arreglar  los 
asuntos  que  me  tienen  en  ésta..."  (1). 

Sin  embarco,  hay  pasajes  en  que  demuestra  un  gran  amor  hacia 
Chile,  como  aquel  en  que  ataca  el  proyecto  de  construcción  de  un  edi- 
ficio para  las  Cámaras  Legislativas,  que  el  Gobierno  había  encargado 
a  un  arquitecto  italiano  de  nombre  Cheli,  por  no  tener  la  belleza  y  so- 
lidez requeridas.  En  otra,  refiriéndose  a  los  representantes  chilenos  en 
Europa  dice:  "Quien  ha  puesto  más  en  ridículo  a  todos  los  Ministros 
de  Chile  es  Domeniconi  (2);  por  él  se  sabe  la  vida  privada  y  todo  lo  que 
opinaban  y  trataban  sobre  los  encargos  del  Gobierno,  y  esto  con  detri- 
mento de  la  nación.  Le  digo  la  verdad,  señor  don  Silvestre,  cuando 
oigo  estas  y  otras  cos^s,  me  exalto  demasiado,  porque  aprecio  a  mi 
segunda  patria  tanto  como  a  mi  primera,  por  cuyo  motivo  no  extra- 
ñe si  le  he  hablado  de  un  asunto  que  en  nada  me  atañe,  y  solo  se  l(p 
digo  a  Ud.  para  que  si  es  posible,  se  remedien  en  lo  sucesivo  unos 
males  que  hacen  desmerecer  tanto  a  Chile"  (3). 

No  haremos  mayores  comentarios  sobre  la  persona,  actuación  y 
conducta  del  Sr.  Chiaisi.  Solo  hemos  trascrito  algunas  notas  sobre  él 
para  que  el  lector  pueda  agregar  algún  antecedente  más  a  los  aconte- 
cimieñtos  eclesiásticos  de  esta  interesante  período. 

4. — Organización  de  la  Curia  de  Santiago  en  lo  relativo  a  los  libros 
parroquiales.  El  Arzobispo  nombra  una  comisión  revisora 

de  cuentas. 

No  solo  se  preocupó  el  Arzobispo  Valdivieso  de  la  organización  y 
corrección  espiritual  de  la  Iglesia  en  Chile,  sino  también  de  su  organi- 
zación material,  prmcipalmente  en  lo  que  se  refería  a  la  Curia  Arzo- 
bispal. En  efecto,  los  libros  parroquiales  no  eran  llevados  con  la  dili- 
gencia y  cuidado  que  era  menester  en  una  época  en  que  el  estado  ci- 
vil de  los  habitantes  del  país  estaba  entregado  por  completo  a  la  Igle- 
sia. Comprendiendo  la  trascendencia  que  tenían  en  el  aspecto  civil  las 
partidas  parroquiales,  dictó  una  ordenanza  sobre  los  libros  parroquia- 
les, que  es  un  modelo  de  reglamentación,  acompañándola  de  una  pas- 


(1)  Carta  N<?  5,  de  4  de  Septiembre  1856,  del  Archivo  particular  de  don  Jai- 
me Eyzaguirre. 

(2)  Cónsul  de  Chile  en  Roma. 

(3)  Carta  N"?  4,  de  4  de  Agosto  1856,  del  Archivo  particular  de  don  Jaime 
Eyzaguirre. 
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toral  con  fecha  17  de  Junio  de  1853  y  en  cuyo  preámbulo  dice:  "Bien 
sabéis  que  uno  de  los  más  importantes  deberes  del  ministerio  parro- 
quial, es  la  formación  y  custodia  de  los  libros  parroquiales,  en  que  se 
registran  los  acontecimientos  más  trascendentales  de  los  feligreses.  En 
ellos  se  consigna  el  principio  de  la  vida  natural  y  el  de  la  espiritual, 
que  -produce  la  incorporación  en  el  gremio  de  la  Iglesia  Católica,  el 
matrimonio,  la  muerte  y  la  admisión  a  diversos  sacramentos  de  la  Igle- 
sia. Por  esto  el  cristiano  tiene  que  acudir  a  los  tales  libros,  no  solarriert- 
te  cuando  quiere  acreditar  los  actos  de  la  vida  religiosa,  sino  también 
muchos  de  la  vida  civil,  como  son,  la  filiación,  el  estado,  el  fallecimien- 
to y  otras  cualidades  de  las  personas.  De  este  modo,  en  los  archivos  pa- 
rroquiales reposan  los  justificativos  de  la  fortuna  y  bienes  del  ciudada- 
no, y  los  pastores  espirituales  que  la  Iglesia  da  para  el  cuidado  de  las 
almas,  vienen  a  ser  así,  no  pocas  veces  también,  los  custodios  de  los 
títulos  de  los  haberes  y  derechos  temporales.  De  la  importancia  misma 
de  los  asientos  en  los  libros  parroquiales,  se  deduce  la  necesidad  de  po- 
ner el  mayor  esmero  y  cuidado  en  hacerlos  con  oportunidad  y  bajo  las 
formas  prescritas,  no  menos  que  en  conservarlos  religiosamente"  (1). 

En  estas  palabras  se  nota  que  A^aldivieso  sentía  la  responsabilidad 
que  le  cabía  a  la  Iglesia  como  única  depositaría  del  estado  civil  de  las 
personas.  Con  la  ordenanza  de  libros  parroquiales  trató  de  mejorar,  or- 
denar y  cuidar  las  partidas,  de  modo  que  este  servicio  estuviera  a  la  al- 
tura de  su  importancia. 

Entre  las  muchas  otras  medidas^  con  fines  de  organización  que  dic- 
tó, merece  citarse  el  nombramiento  de  una  comisión  revisora  de  cuen- 
tas (24  de  Noviembre  de  1853).  El  decreto  de  nombramiento  fué  pu- 
blicado er\,el  "Boletín  Eclesiástico",  junto  con  una  pastoral  (2). 

La  organización  de  los  libros  parroquiales  y  la  comisión  reviso- 
ra de  cuentas,  funcionaron  desde  entonces  hasta  el  día  de  hoy  con  pe- 
queñas reformas,  y  todas  las  diócesis  del  país  copiaron  estas  sabias  dis- 
posiciones del  ilustre  Arzobispo. 


CAPITULO  III 

1. — El  ultramontanisino,  sus  orígenes  y  primitivas  tendencias. 
Actitud  de  don  Manuel  Montt. 

La  unión  entre  la  Iglesia  y  el  Estado  tal  como  la  habíamos  hereda- 
do de  España  subsistió  hasta  que  el  nuevo  arzobispo  comenzó  a  poner 
en  juego  todos  los  medios  para  libertar  a  la  Iglesia  de  los  lazos  que  !a 
unían  al  Gobierno,  pero  sin  perder  las  prerrogativas  que  tenía  en  éste. 
Tal  unión  no  era  solo  teórica,  como  sucede  hoy  día  en  los  países  en  ' 
que  aún  subsiste  este  régimen;  Chile  había  heredado  de  España  un 
sistema  en  que  la  autoridad  eclesiástica  era  uno  de  los  poderes  públi- 
cos aún  en  lo  temporal. 

La  Iglesia  era  una  Corporación  de  Derecho  Público  que  gozaba  de 
privilegios  y  autoridad,  que  resumidos,  consistían  en  que  los  sacerdo- 
tes solo  podían  ser  juzgados  por  tribunales  eclesiásticos;  la  constitución 


(1)  Valdivieso  R.,  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  I,  pág.  194. 

(2)  Boletín  Eclesiástico,  T.  II,  pág.  58. 
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de  la  familia  se  regía  por  el  Derecho  Canónico  y  estaba  sometida  a  la 
jurisdicción  de  los  Obispos;  y  solo  se  permitía  en  Chile  el  culto  públi- 
co de  la  Iglesia  Católica.  El  Gobierno,  en  cambio,  gozaba  de  privilegios 
y  autoridad  sobre  asuntos  eclesiásticos,  como  el  de  intervenir  en  el  nom- 
bramiento de  los  funcionarios  eclesiásticos,  atribución  llamada  patrona- 
to, y.  dando  el  visto  bueno  a  las  leyes  canónicas  que  sólo  podían  obligar 
en  virtud  del  consentimiento  del  poder  civil,  o  exequátur.  Estos  dere- 
chos del  Estado,  eran  considerados  por  los  jurisconsultos  de  la  época, 
como  esenciales  de  la  soberanía  nacional. 

Desde  que  se  empezó  a  publicar  la  "Revista  Católica"  en  1843, 
Valdivieso  inició  una  campaña  destinada  a  libertar  a  la  Iglesia  de  los 
lazos  que  la  unían  al  poder  civil,  cuya  tibieza  e  indiferencia  hacia 
ella,  podían  convertirse  en  hostilidad,  y  que  se  acentuó  en  los  comien- 
zos del  gobierno  de  don  Manuel  Montt.  Esté  fué  el  origen  de  la  escue- 
la ultramontana  o  ultramontanismo  que  "es  el  movimiento  que  pre- 
tendía a  la  vez  la  conservación  de  los  privilegios  civiles  y  políticos  de 
la  Iglesia  y  su  absoluta  independencia  del  poder  civil"  (1). 

En  un  principio  esta  doctrina  fué  resistida  unániraemente  por  la 
opinión  laica,  y  gran  parte  del  clero."  La  prensa  laica,  como  "El  Mer- 
curio" de  Valparaíso;  "El  Progreso"  y  después  "El  Ferrocarril"  de 
Santiago,  se  dispusieron  a  atacar  la  nueva  doctrina.  Sin  embargo,  pron- 
to empezó  a  tener  prosélitos,  sobre  todo  en  los  círculos  más  devotos, 
y  el  Arzobispo  Valdivieso  que  desde  su  ascención'  a  la  Sede  Metropo- 
litana se  había  mostrado  hostil  a  las  doctrinas  regalistas,  se  colocó  a 
la  cabeza  de  las  huestes  ultramontanas. 

.  En  el  Congreso,  el  ultramontanismo  tuvo  en  don  Eugenio  Domingo 
Torres  un  gran  defensor,  al  paso  que  las  prerrogativas  del  Gobierno  eraix 
defendidas,  al  mismo  tiempo  que  cambatían  el  ultramontanismo,  por  don 
Máximo  Muxica  y  don  Alejandro  Reyes,  quienes  sostenían  que  el  origen 
del  regqlismo  estaba  no  solo  en  las  concesiones  de  la  Curia  Romana  a  los 
Reyes  de  España,  sino  que  era  una  consecuencia  de  la  sobranía  nacional. 

El  clero  ultramontano  cifraba  grandes  esperanzas  para  poder  rea-  . 
lizar  sus  aspiraciones,  en  el  celo  por  la  causa  católica  del  Presidente  don 
Manuel  Montt,  que  era  sincero  creyente  y  devoto  convencido,  y  que 
daba  gran  importancia  social  a  la  Religión.  El  Presidente  se  dió  muy 
pronto  cuenta  que  un  incidente  religióso  podía  estallar  en  cualquier 
momento,  y  trató  por  todos  los  medios  de  evitarlo,  no  solo'  por  razo- 
nes religiosas,  sino  políticas,  porque  como  dice  Edwards  Vives,  "era 
Jefe  de  un  Gobierno  apoyado  por  un  partido  en  que  figuraban  cató- 
licos y  librepensadores,  regalistas  y  ultramontanos,  y  ninguna  pertur- 
bación podía  serle  más  dolorosa  que  el  desquiciamiento  del  peluco- 
nismo,  inevitable  si  llegaba  a  producirse  una  lucha  de  carácter  teo- 
lógico" (2).  A  pesar  de  todas  las  buenas  disposiciones  del  Presidente, 
la  crisis  religiosa  empezó  a  germ.inar  a  causa  de  conflictos  que  en  esta 
misma  lucha  iban  haciendo  brotar  los  partidarios  de  una  u  otra  doc- 
-  trina. 


(1)  Edwards  V..  Alberto:  "La  Fronda  Aristocrática",  pág.  106. 

(1)  Edwards  V.,  Alberto:  "El  Gobierno  de  don  Manuel  Montt",  pág.  164. 
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2. — Primeros  conflictos  de  carácter  religioso.    Vuelta  de  los  Jesuítas 
al  país.  Se  diseña  dentro  del  peluconismo  el  grupo  clerical. 

Los  "debates  teológicos",  iniciados  tímidamente  en  la  prensa  du- 
rante al  administración  del  general  Bulríes,  subieron  de  tono  después 
de  la  revolución  del  1851.  Fué  inútil  la  benevolencia  de  don  Manuel 
Montt  para  con  la  Iglesia  y  su  empeño  por  evitar  las  dificultades.  El 
presupuesto  del  culto  fué  aumentado;  se  consultaron  sumas  aprecia- 
bles  para  la  edificación  de  nuevas  Iglesias  y  para  las  misiones  de  in- 
fieles; y  nuevas  congregaciones  religiosas,  a  iniciativa  y  petición  del 
propio  Gobierno,  fueron  introducidas  en  el  país,  como  las  Hermanas 
de  la  Caridad,  las  monjas  de  la  Providencia  y  los  Misioneros  Laza- 
ristas. 

;Sin  embargo,  las  dificultades  se  multiplicaron  con  motivo  de  dos 
proyectos  que  se  presentaroñ  al  Congreso,  y  el  nombramiento  de  rec- 
tor del  Instituto  Nacional.  En  1852,  la  Cámara  de  diputados,  dando  co- 
mo motivo  el  que  los  derechos  que  percibía  la  Iglesia  por  cada  matri- 
monio, bautismo  o  defunción  eran  desiguales  y  arbitrarios,  aprobó  un 
proyecto  de  ley  que  establecía  una  tarifa  uniforme  en  el  pago  de  los 
derechos  parroquiales.  El  Arzobispo  Valdivieso  en  nombre  de  la  liber- 
tad de  la  Iglesia,  protestó  enérgicamente  contra  el  proyecto  propuesto. 
Al  pasar  al  Senado,  el  canónigo  don  José  M.  Arístegui  hizo  suya  esta 
protesta  y  consiguió  que  el  proyecto  quedara  durmiendo  en  las  comi- 
siones, con  lo  que  por  aquel  entonces,  quedaron  en  igual  forma  que  an- 
tes los  aranceles  parroquiales' (1). 

Un  incidente,  que  llegó  hasta  hacer  renunciar  al  Ministro  de  Ins- 
trucción Pública  y  Culto,  don  Fernando  Lazcano,  fué  el  nombramien- 
to dél  presbítero  don  José  Manuel  Orrego  como  Rector  del  Instituto 
Nacional,  el  25  de  Febrero  de  1852.  Este  nombramiento  cayó  como  una 
bomba  entre  los  liberales  y  regalistas,  que  decían  "que  se  quería  ha- 
cer un  claustro  monacal  del  principal  colegio  de  Chile"  (2).  Tanto  pre- 
^sionaron  los  enemigos  del  Rector  al  Presidente  Montt,  que  éste  se  vió 
pbligado  a  ceder  a  fines  del  mismo  año,  y  pidió  la  renuncia  de  su  car- 
go al  señor  Orrego,  el  que  se  negó  a  elevarla,  porque  antes  lo  había 
aceptado,  merced  a  las  repetidas  instancias  del  Ministro  Lazcano.  Este 
no  se  atrevió  a  firmar  el  decreto  de  destitución  con  la  misma  mano 
que  había  firmado  el  nombramiento,  y  que  reconocía  la  labor  desarro- 
liada  por  el  nuevo  Rector,  y  renunció,  siendo  nombrado  en  su  reem- 
plazo don  Silvestre  Ochagavía. 

Poco  tiempo  después,  en  1854,  el  Senado  aprobó  por  unanimidad 
una  indicación  del  ex-ministro  Lazcano,  que  restablecía  a  los  Jesuítas 
en  Chile,  ordenaba  devolverles'  su  antiguo  claustro,  a  la  sazón  ocupa- 
do por  el  Instituto,  y  que  se  les  había  confiscado  por  el  gobierno  espa- 
ñol a  mediados  del  siglo  XVIII;  y  se  les  entregaba  la  suma  de  diez  mil 
pesos,  para  los  gastos  de  instalación  (3).  .Gi'ande  fué  la  inquietud  de 
los  poseedores  de  las  valiosas  propiedades  que  les  fueron  arrebatadas 
a  los  Jesuítas,  que  veían  en  el  proyecto  un  precedente,  según  el  cual, 
podrían  reivindicarlas  a  breve  plazo,  y  se  unieron  a  los  enemigo^  de 


(1)  Sesiones  del  Congreso  Nacional,  T.  10,  pág.  157.  1852. 

(2)  Ramírez,  Ramón:  "Vida  de  don  José  M.  Orrego",  pág.  38. 

(3)  Sesiones  del  Congreso  Nacional,  20  de  Julio  de  1854,  pág.  108, 
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la  Orden  para  impedir  por  todos  los  medios,  su  aprobación  en  la  Cá- 
mara de  Diputados.  En  el  debate  que  allí  se  abrió,  el  Ministro  Varas 
declaró  que  los  Jesuítas  podían  establecerse  en  Chile  con  solo  acoger- 
se al  derecho  común,  sin  necesidad  de  una  ley  especial,  pero  como  sim- 
ples particulares,  sin  devolverles  su  antiguo  claustro,  ni  ayudarlos  el 
Gobierno  con  dinero  (1). 

La  Cámara  creyó  evitar  un  conflicto  aplazando  una  decisión  sobre 
la  moción  del  señor  Lazcano;  pero  el  Senado  manifestó  que  suspen- 
dería sus  sesiones  si  la  otra  rama  legislativa  no  se  pronunciaba  sobre 
ella.  Vino  el  pronunciamiento  y  el  proyecto  fué  rechazado  por  30  votos 
contra  6  (2).  Un  año  más  tarde,  o  sea,  en  1855,  los  Jesuítas  se  estable- 
cieron en  el  país  como  simples  particulares  y  con  la  ayuda  del  pueblo 
de  Santiago,  lograron  edificar  un  colegio  que  aún  hoy  día  existe. 

Todos  estos  acontecimientos,  en  apariencia  insignificantes,  no  tar- 
daron en  producir  rozamientos  y  disgustos  entre  el  Gobierno  y  el  Cle- 
ro, al  que  comenzaba  a  apoyar  la  parte  más  devota  del  partido  Con- 
servador. El  ultramontanismo,  que  cada  día  contaba  con  más  adeptos, 
empezaba  a  organizar  un  partido  esencialmente  católico.  El  inmenso 
prestigio  del  Arzobispo  Valdivieso,  "iba  agrupando  rápida  y  callada- 
mente a  su  alrededor  los  elementos  dispersos  del  futuro  partido  cató- 
lico; y  muchos  de  los  viejos  pelucones  fueron  olvidando  el  camino  de 
la'  Moneda  por  el  del  Palacio  Arzobispal"  (3).  Y  así,  en  Abril  de  1854, 
ya  se  hablaba  en  los  círculos  políticos  de  la  capital,  de  una  probable 
división  del  partido  conservador,  en  el  que  había  un  grupo  que  era 
ferviente  defensor  de  las  doctrinas  ultramontanas. 

3, — Se  intenta  nuevamente  la  celebración  de  un  Concordato.  Fracasa 

otra  vez  esta  idea. 

El  Presidente  don  Manuel  Montt,  deseoso  de  evitar  un  conflicto  re- 
ligioso, que  al  tenor  de  los  acontecimientos,  creía  inminente,  quiso  ha- 
cer un  último  esfuerzo  por  evitarlo,  siendo  éste  la  celebración  de  un 
Concordato  con  la  Santa  Sede,  sobre  la  base  del  reconocimiento  del  Pa- 
tronato Nacional,  allanándose  de  esta  manera,  el  factor  más  peligroso 
de  perturbación.  Recordaremos  a  este  propósito,  el  mal  éxito  que  ob- 
tuvo el  señor  Irarrázaval  durante  la  administración  de  Bulnes,  respec- 
to a  las  mismas  gestiones.  Con  todo,  se  creyó  que  había  que  echar  ma- 
no al  último  recurso  que  quedaba  para  evitarlo. 

Con  este,  objeto,  en  1855,  el  general  don  Manuel  Blanco  Encalada, 
Ministro  Plenipotenciario  en  Francia,  recibió  instrucciones  en  el  sen- 
tido de  trasladarse  a  Roma  para  ajustar  un  Concordato  con  la  Santa 
Sede,  la  que  acogió  con  agrado  la  iniciativa  del  Gobierno  chileno,  y  al 
igual  que  éste,  pensó  que  era  el  único  modo  de  solucionar  las  discon- 
formidades existentes  entre  las  leyes  civiles  chilenas  y  las  canónicas; 
y  así,  presentó  a  Blanco  un  proyecto,  que  era  el  anteriormente  presenta- 


(1)  Sesiones  del  Congreso  Nacional,  29  de  Julio  de  1854,  pág.  111. 

(2)  Sesiones  del  Congreso  Nacional,  2  de  Agosto  de  1854,  pág.  119. 

(3)  Edwards  V.,  Alberto:  "El  -Gobierno  de  don  Manuel  Monti",  pág.  167. 
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do  por  el  Cardenal  Corbolo  Busi  a  Irarrázaval,  en  que  cedía  en  lo  po- 
sible a  las  exigencias  del  Gobierno  de  Chile  (1). 

El  Ministro  Plenipotenciario,  presentó  un  contraproyecto  que  di- 
fería del  Pontificio  en  puntos  sustanciales  y  que  era  el  mismo  que  pre- 
sentara Irarrázaval  pocos  años  antes,  con  algunas  modificaciones  que 
le  introdujo  Blanco,  por  instrucciones  recibidas  del  Ministro  Varas  el 
11  de  Enero  de  1855.  Y  aquí  empezaron  las  dificultades.  Hubo  un  nu- 
trido cambio  de  notas,  entrevistas  con  el  Papa  y  con  el  Secretario  de 
Estado  Mons.  Berardi. 

Al  mismp  tiempo,  Blanco  había  sido  encargado  de  solucionar  las 
dificultades  producidas  con  motivo  de  la  renuncia  presentada  por  el 
Obispo  de  Ancud.  En  efecto,  algún  tiempo  después  de  haberse  eleva- 
do las  preces  a  Roma  en  1852,  pidiendo  la  institución  canónica  del  Obis- 
po electo  de  Ancud,  presbítero  don  Vicente  Gabriel  Tocornal,  se  sus- 
citaron dificultades  entre  este  prelado  y  el  Gobierno,  con  motivo  de  lo 
cual,  presentó  su  renuncia  que  fué  aceptada.  Pero  mientras  sucedía 
esto,  llegaban  de  Roma  las  bulas  que  a  consecuencia  de  las  preces  a 
que  se  ha  hecho  referencia,  expidió  Su  Santidad.  Tocornal,  entoces,  ele- 
vó la  renuncia  canónica  al  Papa,  quien  no  la  quiso  aceptar  y  la  retuvo. 
Esto  significó  nuevos  tropiezos,  que  indispusieron  los  ánimos  para  lle- 
var a  buen  término  las  conversaciones  sobre  el  Concordato. 

Por  fin  el  Gobierno,  el  30  de  Abril  de  1856,  enviaba  instrucciones 
definitivas  a  Blanco  para  el  Concordato.  En  ellas  le  decía  que  propu- 
siese, de  todos  modos,  un  proyecto  basado  sobre  el  que  en  1849  presen- 
tó el  ministro  chileno  al  cardenal  Corbolo  Busi,  ratificando  todo  lo 
obrado  por  Blanco  sobre  esta  misma  base. 

La  tenaz  resistencia  que  opuso  Blanco  a  las  proposiciones  roma- 
nas, fué  basada  única  y  exclusivamente  en  el  respeto  a  la  Constitu- 
ción. Ello  se  deduce  de  la  correspondencia  e  informes  enviados  al  Mi- 
nistro Varas.  Es  admirable,  y  además  honroso  para  el  Gobierno  de  esa 
época,  el  que  el  único  obstáculo  para  celebrar  el  Concordato  era  el  res- 
peto a  la  Constitución.  Don  Antonio  Varas  decía  en  instrucciones  a 
Blanco: 

,"Es  menester  que  por  parte  de  Su  Santidad  se  tenga  presente  que, 
si  trata  con  Chile,  trata  con  un  país  que  tiene  su  Constitución  y  que 
a  ella  debe  sujetarse  el  Gobierno.  Y  no  Constitución  como  se  estila  por 
acá,  sino  con  más  de  veinte  años  de  duración  y  ya  bastante  arraigada. 
No  se  va,  pues,  a  tratar  con  un  país  que  varía  de  Constituciones  como  de 
camisas.  Además,  se  trata  con  un  Gobierno  Católico  y  con  país  católi- 
co de  buena  fé.  Sin  esto,  bien  podría  convenirse  en  estipulaciones  que 
después  se  interpretarían  según  conviniesen,  y,  no  según  fuesen"  (2). 

■  "Si  el  Gobierno  tuviese  la  mala  inspiración  de  celebrar  Concorda- 
to sin  tener  presente  la  Constitución,  abriría  una  brecha  a  su  estabili- 


(1)  Todos  los  antecedentes  de  este  párrafo  los  hemos  sacado  de  la  intere- 
santísima correspondencia  de  don  Antonio  Varas  con  el  Almirante 
Blanco  Encalada  sobre  su  misión  en  Europa  y  que  se  encuentra  pu- 
blicada con  el  título  de  "Correspondencia  de  don  Antonio  Varas  con 
el  Almirante  don  Manuel  Blanco  Encalada  sobre  su  misión  en  Euro- 
pa". (Imprenta  Universitaria,  1919),  por  don  Migual  Varas  Velásquez. 

(2)  varas  Velásquez,  Miguel:  "Correspondencia  de  don  Antonio  Varas  con 
el  Almirante  don  Manuel  Blanco  Encalada,  sobre  su  misión  en  Euro- 
pa", Carta  de  30  de  Abril  de  1856,  pág.  175. 
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dad.  Ese  Concordato  que  debe  pasar  al  Congreso,  no  sería  aprobado  y 
dejaría  las  cosas  de  peor  condición  que  antes.  Y  si  por  fatalidad  llega- 
se a  serlo,  sería  objeto  constante  de  ataques  como  ilegal  e  inconstitu- 
cional, y  como  la  infracción  de  la  Carta  fundamental  sería  flagrante, 
la  gente  sensata  que  se  ha  acostumbrado  a  ver  en  la  Constitución  el 
áncora  de  salvación,  sería  la  primera  que  la  rechazase  con  escándalo. 
Y  las  facciones  políticas  siempre  activas,  ¿dejarían  pasar  tan  bella 
oportunidad  de  explotar  esa  exitación  despertada  con  tan  justos  mo- 
tivos? Y  ¿se  calcula  lo  que  podría  sufrir  el  orden  religioso,  figurando 
en  las  banderas  de  los  partidos  políticos?"  (1). 

En  las  negociaciones  que  hubo  en  Roma  fué  donde  más  exten- 
samente se  debatió  y  chocaron,  al  mismo  tiempo  que  trataron  de  ar- 
monizarse, los  principios  regalistas  y  el  de  la  independencia  de  la 
Iglesia.  Buena  voluntad  hubo  por  ambos  partes;  pero  había  una  Cons- 
titución por  un  lado,  y  un  Derecho  Canónico  por  otro.  Don  Antonio 
Varas  decía  que  "no  sería  de  extrañar  que  la  aplicación  del  Concorda- 
to nos  ofreciera  mayores  dificultades  que  la  falta  en  él"  (2).  Palabras 
estas  que  indicaban  las  buenas  intenciones  de  quién  las  pronunciaba. 

Blanco  Encalada  dió  prueba  de  gran  prudencia  y  de  un  espíritu 
católico  poco  comunes  (3). 

La  Santa  Sede  también  defendía  sus  prerrogativas  con  tenacidad 
y  sin  dar  esperanzas  de  ceder,  especialmente  en  lo  relativo  a  su  inde- 
pendencia espiritual.  Decía  el  Cardenal  Berardi  a  este  propósito:  "Es- 
ta necesidad  de  componer  y  coordinar  las  leyes  de  la  Iglesia  con  las 
civiles  del  Estado  no  puede  admitirse  sin  suponer  como  base  lo  que 
está  muy  lejos  de  la  intención  del  Gobierno,  la  dependencia  de  aqué- 
lla respecto  de  ésta;  y  V.  S.  es  muy  sabia  para  conocer  que  siendo  la 
Iglesia  una  Sociedad  en  su  género  Suprema  e  independiénte,  las  le- 
yes civiles,  en  todo  lo  tocante  a  materias  religiosas,  deben,  por  lo  con- 
trario, conformarse  a  las  leyes  y  disposiciones  canónicas"  (4). 

Posteriormente,  el  Secretario  de  Estado,  respondiendo  a  una  ex- 
posición del  Plenipotenciario  chileno  sobre  los  derechos  de  Chile  como 
país  libre,  y  además  los  beneficios  y  consideraciones  de  que  gozaba 
la  Iglesia  en  Chile,  escribía  a  Blanco:  "Nunca  ha  sido  en  la  intención 


(1)  Varas  V.,  Miguel,  obra  citada,  Oficio  N*?  8  a  Blanco  de  30  de  Abril  de 
1856,  pág.  193. 

(2)  Va^-as  V.,  Miguel:  Obra  citada,  pág.  174,  Carta  de  13  de  Abi'il  de  1856, 

(3)  En  una  de  sus  cartas  al  Ministro  Varas,  Blanco  dice  que  Su  Santidad 
en  cierta  ocasión  le  dirigió  estas  palabi'as:  '"Hay  dos  pueblos  que  están 
en  los  extremos  del  mundo,  uno  al  Sur  y  oti'o  al  Norte,  el  uno  es  una 
República  y  el  otro,  una  Monarquía  absoluta,  y  son  los  únicos  que  no 
quieren  un  nuncio,  temen  la  influencia  de  la  Santa  Sede".  A  ló  que  Blan- 
co, incorporándose  de  su  asiento,  le  respondió:  "¡No  señor!  El  pueblo 

.  de  Chile,  ni  su  Gobierno  no  pueden  temer  jamás  la  influencia  de  la 
Santa  Sede,  él  la  busca,  ella  es  una  influencia  espiritual,  ella  dirige  a 
nuestras  conciencias,  ella  nos  abre  las  puertas  del  cielo,  lo  que  sólo 
podría  temer  sería  la  influencia  del  hombre  cuya  naturaleza  le  liga  a 
los  intereses  de  la  tierra  y  le  cría  afecciones  por  grande  que  sea  su  vir- 
tud y  eficaz  la  gracia  que  le  acompaña".  El  Papa  que  no  esperaba  es- 
ta respuesta  dicha  con  católico  entusiasmo,  quedo  un  momento  en 
suspenso  y  dijo:  "Es  verdad".  (Varas  V.,  Miguel,  obra  citada,  pág.  127, 
Carta  de  20  de  Diciembre  de  1855). 

(4)  Varas  V.,  Miguel,  obra  citada,  Oficio  del  Cardenal  Berardi  al  Almi- 
rante Blanco  sobre  el  Concordato,  pág.  227,  de  27  de  Julio  de  1856. 
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de  la  Santa  Sede,  el  desconocer  los  favores  y  servicios  que  el  Gobier- 
no chileno  ha  prestado  al  culto  divino  y  a  los  sagrados  ministros.  Pe- 
ro es  menester  hacer  una  distinción  entre  lo  que  ejercen  los  Gobier- 
nos por  un  derecho  propio  y  nativo,  y  lo  que  ejercen  abusivamente 
en  un  orden  de  cosas  absolutamente  extraño  a  su  misión;  y  es  preciso, 
al  mismo  tiempo,  convenir  que  cualquier  mérito  hayan  ellos  contraí- 
do con  la  Iglesia,  no  pueden  tener  con  esto  un  título  para  ejercer  de- 
rechos que  de  ella  son  propios  y  exclusivos". 

"La  Santa  Sede  no  se  mezcla,  como  nunca  se  ha  mezclado,  en  lo 
concerniente  a  las  Constituciones  políticas  de  los  países  católicos;  pe- 
ro lo  único  que  ha  pedido  y  pide  aún  es  que  dichas  constituciones 
no  contengan  artículos  o  disposiciones  contrarias  a  las  leyes  y  dere- 
chos de  la  Iglesia"  (1). 

Pronto  Blanco  hubo  de  darse  cuenta  que  su  misión  iba  a  correr 
igual  suerte  que  la  de  Irarrázaval.  Y  se  convenció  más  aun  de  la  inu- 
tilidad de  sus  esfuerzos  al  ver  que  .  varias  naciones  europeas  estaban 
a  punto  de  firmar  concordatos  con  la  Santa  Sede,  como  Baviera,  Es- 
paña, Nápoles  y  Austria,  sobre  todo  esta  última,  que  era  puesta  co- 
mo modelo  por  la  Corte  Romana,  y  en  los  que  se  reconocían  a  la  Igle- 
sia las  prerrogativas  e  independencia  espiritual  que  ella  reclamaba  del 
Gobierno  de  Chile,  y  que  éste  por  las  razones  expuestas,  no  podía  aceptar. 

Son  dignos  de  mención  la  energía,  patriotismo  y,  hablando  en  tér- 
minos modernos,  el  espíritu  democrático  con  que  Blanco  rechazó  lo 
del  Concordato  con  Austria,  El  mismo  Blanco,  cuenta  que  en  una  de 
sus  entrevistas  con  Berardi,  le  dijo  lo  siguiente:  "He  hecho  observar 
a  Monseñor  que  nuestra  posición  es  muy  diferente  a  la  de  Austria, 
pues  ésta  con  un  monarca  absoluto,  no  tiene  aquel  pueblo  sino  labios 
para  aprobar;  pero  que  nuestros  gobiernos  populares,  cuya  existen- 
cia y  fuerza,  solo  se  la  dan  la  opinión  pública,  ligado  por  la  Constitu- 
ción a  marchar  de  acuerdo  con  las  Cámaras  Legislativas,  nacidas  del 
pueblo,  era  muy  difícil  o  mejor  diré,  imposible,  hacer  cualquier  cosa 
que  estuviera  en  oposición  a  la  opinión  generalmente  recibida,  por 
más  perfecta  y  santa  que  la  cosa  fuera  y  que  el  Gobierno  del  Austria 
tiene  un  hacha  en  la  mano  y  el  nuestro  una  lima"  (2). 

■Las  negociaciones  llegaron  a  su  término  sin  haber  podido  poner- 
se de  acuerdo.  Y  Blanco  recibió  instrucciones  del  Gobierno  de  regre- 
sar a  París  lo  más  pronto  posible,  lo  que  hizo  efectivamente  el  17 
de  Octubre  de  1856.  Este  fracaso  fué  muy  comentado  en  los  círculos 
diplomáticos  europeos,  ya  que  demostraba  que  la  joven  República  chi- 
lena daba  un  ejemplo  al  mundo  en  el  sentido  de  hacer  ver  la  serie- 
dad con  que  debía  tomarse  el  cumplimiento  de  la  Constitución.  Cuen- 
ta Blanco,  en  otra  de  sus  cartas,  que  el  Ministro  de  Venezuela  le  re- 
pitió un  día:  "Sólo  Chile  marcha  bien,  salvando  el  honor  de  la  Amé- 
rica española",  expresión  que  según  él,  era  repetida  allí  por  todo  el 
mundo. 

Sin  embargo,  no  se  crea  que  este  fracaso  fué  motivo  de  que  las 
relaciones  entre  Chile  y  la  Santa  Sede  quedaran  rotas.  Bien  se  daban 
cuenta  los  goberantes  que  él  se  debía,  no  a  falta  de  buena  voluntad  y 


(1)  Varas  V.,  Miguel:  Obra  citada.  Contestación  al  oficio  de  Blanco.  Agosto 
27  de  1856,  pág.  243. 

(2)  Varas  V.,  Miguel:  Obra  citada.  Carta  de  5  de  Enero  de  1856,  pág.  133. 
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buenos  deseos  de  solucionar  las  diferencias  existentes,  sino  a  la  invio- 
labilidad de  sus  instituciones.  La  "Revista  Católica"  publica  un  comen- 
tario del  diario  parisiense  "El  Universo'",  en  que  echa  la  culpa  del  fra- 
caso a  las  Cámaras,  la  prensa  y  al  sistema  parlamentario;  pero  que  "a 
pesar  del  mal  resultado  de  las  negociciones  entabladas,  las  relaciones 
entre  la  Santa  Sede  y  Chile  continúan  siendo  no  solo  convenientes,  sino 
amigables:  de  este  modo  es  mirada  en  el  público  su  actual  situación.  Con 
el  Concordato,  la  buena  inteligencia  habria  sido  más  completa,  el  acuer- 
do más  perfecto:  pero  el  que  éste  no  se  haya  por  de  pronto  realizado, 
está  lejos  de  ocasionar  un  rompimiento"  (1). 

4.— Fray  Buenaventura  y  los  Indios  de  Arauco  (2). 

Entre  los  misioneros  de  Arauco,  se  distinguió  por  los  servicios  que 
prestó  en  favor  de  la  pacificación  de  los  indios,  Fray  Buenaventura  Orte- 
ga, de  la  Orden  Franciscana.  Kabía  nacido  en  Chillán  en  1824,  y  luego 
de  ordenado  sacerdote  pidió  y  obtuvo  la  misión  de  Tucapel,  que  ha- 
bía sido  abandonada  tiempo  atrás.  Allí  aprendió  la  lengua  araucana  y 
pronto,  con  su  espíritu  de  sacrificio  y  regalos  que  hizo  a  los  indios,  se 
capto  ei  afecto  y  la  confianza  de  éstos. 

En  cierta  ocasión  prestó  un  gran  servicio  a  un  indio  en  Chillán, 
el  que  vuelto  a  su  tribu  ponderó  a  los  demás  la  bondad  del  padre.  Con 
este  motivo,  los  indios  le  regalaron  dos  hectáreas  de  terreno  para  que 
construyese  su  casa.  Allí  ediñcó  Fray  Buenaventura  una  Capilla  y  un 
pequeño  aposento  para  sí. 

El  intendente  de  Concepción,  general  don  José  Manuel  de  la  Cruz 
en  reconocimiento  de  ia  laoor  del  misionero  en  bien  de  ios  indios,  le 
dió  una  renta  mensual  de  una  onza  de  oro,  que  la  inviriio  en  socorrer 
a  los  indios  más  necesitados. 

La  labor  civilizadora  de  Fray  Buenaventura  fué  notable.  Enseñó 
a  los  indios  a  labrar  maderas,  a  cortar  ladrillos,  a  cultivar  la  tierra,  y 
edificar  casas  mas  cómodas  que  sus  rucas.  De  esta  manera  fueron  mu- 
chos ios  que  vinieron  a  vivir  al  lado  de  la  misión  y  comenzó  a  for- 
marse un  verdadero  pueblo  a  su  alrededor.  Además,  como  había  apren- 
dido .su  idioma,  les  enseñó  a  leer,  escribir,  contar,  y  al  mismo  tiem- 
po, el  rezo  y  la  doctrina  cristiana. 

Con  su  elocuencia  y  amabilidad  se  ganó  tanto  a  los  indios,  que  le 
constituyeron  juez  de  sus  pleitos.  Un  cacique  ie  dejó  al  morir  todos 
sus  bienes;  pero  Fray  Buenaventura  no  los  aceptó,  smo  que  pidió  que 
'  las  tierras  íueran  aistribuidas  entre  los  indios  de  mejor  conducta  y 
más  necesitados,  heredando  solamente  el  cacicazgo,  por  lo  que  tuvo  una 
escolta  de  16  conas  y  gozó  de  voz  y  voto^n  ios  coj^actunes  (ó). 

En  1851,  a  consecuencia  de  ciertos  agravios  que  hizo  el  coronel  Alemr 
parte,  durante  ia  revolución  de  ese  año,  a  ios  indios,  seis  mil  lanceros 
indios  quisieron  asaltar  la  plaza  de  Arauco;  pero  debido  a  la  influencia 
del  misionero,  desistieron  de  sus  propósitos,  ücho  años  después  se  rebe- 


(1)  Revista  Católica:  N<?  436,  de  26  de  Abril  de  1856. 

(2)  Todos  estos  datos  los  hemos  sacado  de  la  Historia  Eclesiástica  de  don 
Carlos  Silva  Cotapos,  pág.  311  y  siguientes. 

(3)  Los  conas  eran  mocetones  armados  de  lanzas  y  los  coyactunes  eran  las 
asambleas  que  celebraban  los  araucanos. 
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laron  por  última  vez  los  indios  de  las  actuales  provincias  de  Cautín  y  Ma- 
lleco,  solicitando  el  apoyo  de  los  caciques  de  la  costa.  Fray  Buenaven- 
tura triunfó  con  su  elocuencia  y  prestigio  en  los  coyactunes,  y  los  indios 
de  Tucapel  y  Cañete  no  tomaron  parte  en  la  rebelión.  El  Gobierno  chi- 
leno, queriendo  castigar  a  los  indios  envió  una  expedición  a  cargo  del 
coronel  Barbosa,  pero  no  tuvo  éxito;  aprovechó  esta  situación  el  padre  Or- 
tega para  escribir  al  Presidente  diciéndole  que  el  único  medio  de  some- 
ter a  los  indígenas  era  fundar  ciudades  en  su  territorio,  comprometién- 
dose a  obtener  el  consentimiento  de  éstos. 

Poco  tiempo  después,  en  1863,  se  presentaba  en  Santiago  con  50  caci- 
ques, a  pactar  con  el  Presidente  Pérez  las  condiciones  con  que  los  in- 
dios permitirían  la  fundación  de  pueblos.  Obtenido  un  acuerdo,  el  jefe 
de  la  frontera  don  Cornelio  Saavedra,  fundó  nuevas  ciudades  en  Arauco, 
Malleco  y  Cautín,  quedando  de  este  modo  terminada  la  pacificación  de 
los  araucanos. 

El  Padre  Ortega  obtuvo  así,  lo  que  el  Gobierno  chileno  no  había  po- 
dido conseguir  por  la  fuerza  de  las  armas.  Quedaron  también  plenamen- 
te confirmadas  las  ideas  expuestas  por  Domeyko  en  su  libro  "Araucanía 
y  sus  habitantes",  del  que  ya  hablamos  en  un  párrafo  anterior. 

'Después  de  una  larga  vida  entregada  al  servicio  de  los  indígenas, 
falleció  en  Chillán  en  1907,  a  la  edad  de  83  años. 


CAPITULO  IV 

1. — El  Código  Civil  chileno;  observaciones  del  Arzobispo  Valdivieso  a  al- 
gunas de  sus  disposiciones.  Comunicación  a  los  Obispos 
de  Concepción  y  La  Serena. 

La  idea  de  la  codificación  del  derecho  Civil  nació  en  Chile  junto  con 
la  emancipación  política.  Don  Bernardo  O'Higgins  en  1822  había  propues- 
to la  adopción  de  los  "Cinco  Códigos"  franceses,  proposición  que  no  tuvo 
acogida  (1).  Posteriormente  se  presentaron  diversas  mociones,  proyec- 
tos, etc.,  que  no  llegaron  al  terreno  de  la  realidad.  En  1835  don  Diego 
Portales  llamó  la  atención  del  Congreso  hacia  la  necesidad  de  emprender 
la  codificación  general  de  las  leyes  (2). 

Don  Andrés  Bello,  ilustre  sabio  venezolano,  desde  que  se  propuso  la 
idea  de  codificar  en  Chile,  había  estado  trabajando  en  forma  privada  en 
la  codificación,  y  al  tiempo  del  llamado  de  Portales  tenía  terminado  un 
tratado  sobre  la  "Sucesión  por  causa  de  muerte".  A  propuesta  del  mismo 
Bello  se  nombró  una  comisión  de  Legislación  del  Congreso  Nacional  for- 
mada por  dos  senadores  y  tres  diputados  (3).  Esta  comisión  empezó  a 
trabajar  el  21  de  Mayo  de  1841,  publicando  sus  trabajos  en  "El  Arauca- 
no". Al  mismo  tiempo  con  el  fin  de  evitar  trámites  y  dilaciones,  se  nom- 
bró una  Junta  Revisora  compuesta  también  de  dos  senadores  y  tres  di- 
putados, cuya  misión  consistía  en  examinar  los  títulos  que  la  Comisión 


(1)  Amunátegui,  Miguel  Luis:  "Introducción"  al  tomo  de  los  "Proyectos  de 
Código  Civil",  que  trata  del  llamado  "Proyecto  inédito"  y  que  corres- 
ponde al  tomo  V  de  las  "Obras  completas  de  don  Andrés  Bello,  pág.  8. 

(2)  Derecho  Civil:  T.  I.,  Aturo  Alessandri  R. — Manuel  Somarriva  U.,  pág.  56. 

(3)  Cood,  Enrique:  "Antecedentes  Legislativos  y  trabajos  preparatorios  del 
Código  Civil  de  Chile",  pág.  15. 
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presentara  al  Congreso,  proponiendo  las  enmiendas,  adiciones  o  supre- 
siones que  estimara  convenientes  (1). 

En  1845,  se  fusionaron  la  Comisión  y  la  Junta,  funcionando  de  este 
modo  hasta  1849,  fecha  en  que  las  sesiones  se  hicieron  más  y  más  raras, 
hasta  que  de  hecho  dejaron  de  reunirse  (2).  Sin  embargo,  don  Andrés  Be- 
llo continuó  el  trabajo  en  forma  privada,  logrando  presentarlo  concluido 
en  1852.  ^ 

Por  decreto  dictado  el  26  de  Octubre  de  1852,  (3)  el  Gobierno 
nombró  una  Comisión  Revisora  del  Proyecto  de  Bello,  que  celebró  más 
de  trescientas  sesiones  e  introdujo  muchas  innovaciones,  varias  de ,  las 
cuales  fueron  propuestas  por  el  mismo  Bello.  Este  proyecto  de  1853,  con 
las  modificaciones  introducidas  por  la  Comisión  Revisora,  es  lo  que  pa- 
só a  llamarse  después  de  publicado  "Proyecto  inédito".  Después  de  este 
primer  examen  de  la  Comisión,  fué  sometido  a  otro,  terminado  el  cual, 
el  Gobierno  lo  sometió  a  la  aprobación  del  Congreso,  que  después  de  al^ 
gunos  trámites,  lo  aprobó  por  una  ley  de  14  de  Diciembre  de  1855,  ley 
que  determinó,  al  mismo  tiempo,  que  empezaría  a  regir  con  el  nombre 
de  "Código  Civil",  el  1°  de  Enero  de  1857  (4). 

Al  tomar  conocimiento  el  Arzobispo  Valdivieso  de  las  disposicio- 
nes del  nuevo  Código,  en  lo  que  se  refería  a  la  Iglesia,  a  sus  ministros, 
sus  bienes,  o  a  las  que  se  referían  a  sus  atribuciones  como  encargada 
del  estado  civil  de  las  personas,  decidió  hacer  presente  al  Gobierno  la 
inconveniencia  de  algunas  de  ellas.  Con"  este  fin,  y  para  que  tuviera  ma- 
yor va'or  su  reclamación,  envió  una  comunicación  a  los  Obispos  de  la 
Serena  y  Concepción,  poniéndoles  en  su  conocimiento  las  disposiciones 
que,  a  su  modo  de  ver,  ofrecían  graves  inconvenientes. 

En  el  preámbulo  de  las  cartas  que  envió  a  ambos,  dejaba  entrever 
sus  intenciones  y  sus  deseos  de  cooperar  con  el  Gobierno  en  el  perfeccio- 
namiento de  las  disposiciones  del  Código,  al  mismo  tiempo  que  reconoce 
que  aunque  hay  disposiciones  que  vulneran  la  autoridad  de  la  Iglesia, 
ellas  no  van  encaminadas  a  atropellarla.  "Quiero  que  mutuamente  — dice 
al  obispo  de  Concepción —  nos  comuniquemos  las  observaciones  que  nos 
ocurren,  y  en  virtud  de  ellas,  resolvamos  si  conviene,  ejercitando  el  de- 
recho de  petición,  hacer  algunas  a  las  Cámaras  sobre  este  párticular" 
(5).  Dirigiéndose  al  Obispo  de  la  Serena,  le  manifestaba:  "Quisiera  que 
V.  S.  I.  me  comunicara  el  juicio  que  haya  formado  del  nuevo  Código,  y 
si  juzga  conveniente  que  se  dé  algún  paso  para  manifestar  los  inconve- 
nientes que  ofrezcan  algunas  de  sus  disposicions.  Yo  encuentro  estos 
inconvenientes;  pero  primero  he  querido  someter  mis  observaciones  a 
los  conocimientos  y  sano  criterio  de  V.  S.  I.  Ante  todo  cumple  a  mi  de- 
ber reconocer  que  el  Código  tributa  sus  respetos  a  los  sanos  principios, 
y  no  parece  atropellar  a  la  Iglesia;  mas  esto  mismo  hace  desear  que  desa- 


(1)  Cood,  Enrique:  "Antecedentes  Legi.slativos  y  trabajos  preparatorios  del 
Código  Civil  de  Chile",  pág.  16. 

(2)  Cood,  Enrique:  "Antecedentes  Legislativos  y  trabajos  preparatorios  del 
Código  Civil  de  Chile",  pág.  34. 

(3)  Cood,  Enrique:  "Antecedentes  Legislativos  y  trabajos  preparatorios  del 
Código  Civil  de  Chile",  pág.  36. 

(4)  El  Araucano,  N?  1662. 

(5)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  7,  Comunicación 
al  Obispo  de  Concepción,  Julio  28  de  1856. 
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parezcan  de  él  algunos  lunares"  (1). 

Después  de  enumerarles  los  diversos  artículos  que  a  su  modo  de  ver, 
merecen  reparos  y  los  motivos,  termina  pidiéndoles  su  parecer  sobre  sus 
observaciones.  Son  notables  por  su  humildad  las  palabras  con  que  termi- 
na su  comunicación  al  Obispo  de  Concepción:  "Conviene,  pues,  que  com- 
pare Ud.  estos  apuntes  con  los  que  Ud.  hubiere  hecho,  que  los  medite,  v 
que  después  de  pesados  en  la  balanza  de  su  imparcial  juicio,  más  impar- 
cial por  cierto  que  el  mío,  que  sólo  es  fruto  de  un  árbol  malo  por  su  na- 
turaleza, después  de  este  serio  examen  digo,  pronuncie  Ud.  su  fallo 
acerca  de  las  cosas  mismas  y  de  nuestra  conducta"  (2). 


2.— Nota  al  Gobierno;  su  rechazo. 

Los  dos  Obispos  sufragáneos  aprobaron  en  todas  sus  partes  las  ob- 
servaciones del  Arzobispo,  y  firmaron  una  larga  y  erudita  nota  al  Go- 
bierno, que  Valdivieso  había  preparado.  En  un  elevado  y  respetuoso  en- 
cabezamiento, fundamentaba  los  derechos  que  le  asistían  para  hacerlo. 
Empezaba  así: 

"Señores  de  la  Cámara  de  Senadores:  El  Código  Civil,  que  ha  reci- 
bido la  sanción  del  cuerpo  legislativo,  y  que  dentro  de  poco  tiempo 
debe  comenzar  a  regir  en  el  Estado,  por  la  dilatada  esfera  en  que  ha  de 
ejercer  su  acción,  por  la  profunda  trascendencia  que  sus  disposiciones  tie- 
nen en  las  relaciones  más  íntimas  de  la  vida  social,  y  por  su  necesaria 
influencia  en  la  moralidad  de  los  pueblos,  es  una  de  las  obras  más  im- 
portantes que  pudieran  emanar  de  las  augustas  facultades  que  la  Nación 
ha  confiado  a  los  Altos  Poderes  del  Estado.  Bien  acreditan  esta  verdad 
la  serie  de  cautelosas  medidas  con  que  el  cuerpo  legislativo  ha  tratado 
de  asegurar  el  acierto,  la  contracción  asidua  de  las  distinguidas  perso- 
nas que  con  sus  trabajos  han  preparado  la  sanción  de  las  Cámaras,  y 
la  sabia  prudencia  con  que  la  ley  misma  invita  a  los  Magistrados  encar- 
gados de  aplicar  el  Código,  a  que  comuniquen  al  Legislador  todo  lo  que 
acerca  de  sus  prescripciones  la  experiencia  les  haga  notar  como  digno 
de  reforma:  tan  cierto  es  que  el  talento,  el  saber  y  la  meditación  no  bas- 
tan para  dar  a  las  obras  del  hombre  una  perfección  tan  acabada,  que  ha- 
ga innecesario  algún  retoque". 

Haremos  en  seguida  un  re'súmen  y  breve  comentario  de  estas  dis- 
posiciones, complementándolas  con  lo  que  sobre  el  particular  expresaba 
Valdivieso,  a  los  Obispos  de  la  Serena  y  Concepción. 

19)  ARTICULO  104,  que  se  refería  al  matrimonio  entre  afines  en 
cualquier  grado  de  la  línea  recta,  declarando  que  no  producirá  efectos 
civiles,  "aunque  el  impedimento  haya  sido  dispensado  por  la  autoridad 
eclesiástica".  Con  esta  disposición,  decían  los  Obispos,  que  se  establecía 
prácticamente  la  separación  entre  el  Sacramento  y  el  contrato,  y  se  abría 
la  puerta  para  establecer  en  el  futuro  el  matrimonio  civil,  y  que  el  respeto 


(1)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  23,  Comunica- 
ción al  Obispo  de  la  Serena.  Julio  29  de  1856. 

(2)  Valdivieso.  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  23,  Comunica- 
ción al  Obispo  de  Concepción,  Julio  28  de  1856. 
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que  ahora  se  tributa  a  la  ley  canónica  y  el  reconocimiento  de  los  dere- 
chos de  la  Iglesia  sobre  el  matrimonio,  "no  es  un  reconocimiento  de 
estos  sagrados  derechos,  sino  un  mero  favor  del  legislador,  quién  puede 
retirarlo  a  su  voluntad"  (1). 

Respecto  a  este  mismo  artículo,  da  en  seguida  razones  de  orden  eco- 
nómico y  moral  para  demostrar  su  inconveniencia. 

2P)  ARTICULOS  126  y  130,  que  disponen  que  "la  autoridad  eclesiás- 
tica no  permitirá  que  un  viudo  se  case  sin  que  presente  certificado 
auténtico  del  nombramiento  de  curador  especial  para  sus  hijos,  o  sin 
que  preceda  información  sumaria  de  que  carece  de  hijos  que  estén  bajo 
su  patria  potestad  o  bajo  su  tutela  o  curaduría".  Y  el  130  que  dice  que 
"la  viuda  que  teniendo  hijo  hijos  de  precedente  matrimonio  que  se  ha- 
llen bajo  su  tutela  o  curaduría,  tratare  de  casarse,  deberá  sujetarse  a 
lo  prevenido  en  el  art.  511",  esto  es.  que  debe  ponerlo  en  conocimiento 
del  magistrado  a  fin  de  que  le  nombre  la  persona  que  ha  de  sucederle 
en  el  cargo. 

Estas  disposiciones,  comentaba  el  Arzobispo,  no  ofrecen  inconve- 
nientes para  los  ricos;  pero  para  los  pobres  es  un  gravamen  insopor- 
table, porque  "un  pobre  ni  tiene  con  qué  pagar  las  diligencias  del  dis- 
cernimiento del  cargo  de  curador,  ni  puede  encontrar  persona  que  acep- 
te este  cargo,  ni  muchas  veces  puede  ir  siquiera  adonde  reside  el  juez 
de  primera  instancia  que  tal  vez  dista  de  su  domicilio  30  o  40  leguas. 
Ya'se  deja  ver  que  con  semejantes  imposibilidades  físicas  para  cumxplir 
con  la  disposición  legal,  el  matrimonio  quedará  sin  celebrarse  y  los  no- 
vios se  unirán  por  sí  mismos,  amén  de  sus  maldiciones  contra  el  cura 
que  se  resistió  a  casarlos  por  un  motivo  que  ellos  no  comprenderán  jamás. 
En  esta  parte  la  ley  se  resiente  del  sistema  especulativo  que  distingue 
a  nuestros  legisladores,  los  cuales,  regularmente,  acomodan  sus  leyes 
a  Santiago  y  Valparaíso  y  se  olvidan  de  lo  que  es  Chile"  (2). 

Estas  obsevaciones  eran  realmente  de  gran  peso  y  muy  graves,  si 
se  considera  que  en  esa  época  los  medios  de  trasporte  eran  muy  escasos 
y  lentos,  y  que  una  persona  debía  disponer  de  mucho  dinero  y  tiempo 
para  trasladarse  a  las  ciudades.  Por  lo  demás,  si  eran  pobres,  ¿qué  fin 
tenían  estas  precauciones  de  la  ley?  Además,  ellas  contribuían  a  hacer 
odiosa  la  posición  del  párroco,  que  requerido  para  un  matrimonio  de 
esta  clase,  se  encontraba  con  las  manos  atadas.  Iguales  reflexiones  se  ha- 
cía respecto  al  art.  130. 

39)  ARTICULO  508,  que  estaMece  que  "los  que  profesan  diversa  re- 
ligión de  aquella  en  que  debe  ser  o  ha  sido  educado  el  pupilo,  no  pue- 
den ser  tutores  y  curadores  de  éste,  excepto  en  el  caso  de  ser  aceptados 
por  los  ascendentes,  y  a  falta  de  éstos,  por  los  consaguíneos  más  próxi- 
mos". Esta  disposición  legal,  que  concedía  a  los  parientes  de  un  huéf- 
fano  católico  la  facultad  de  habilitar  a  un  "sectario"  para  ser  tutor  o 
curador,  iba  a  ocasionar  la  perversión  de  algunas  inocentes  criaturas. 
Invocaba  a  los  senadores  su  carácter  de  legisladores  católicos  y  que  co- 


(1)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  8,  Comunicación 
al  Obispo  de  Concepción. 

(2)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  11,  pág.  8  y  9,  de  la  Co- 
municación al  Obispo  de  Concepción. 
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rno  tales,  no  pueden  hacer  diferencia  entre  el  peligro  de  perversión  en  la 
fe  y  el  de  las  costumbres;  y  sería  una  inconsecuencia  monstruosa  adoptar 
precauciones  para  lo  uno  y  no  para  lo  otro.  Pedía,  además,  el  Arzobis- 
po, que  por  lo  menos  "los  cristianos  legisladores,  penetrados  de  la  jus- 
ticia de  nuestras  observaciones,  harán  una  excepción  en  la  ley  respec- 
to de  los  pupilos  católicos"  (1). 

En  la  comunicación  al  Obispo  de  Concepción,  hace  otras  reflexiones 
sobre  este  artículo  y  termina  con  estas  palabras:  "Admira  la  inflexi- 
bilidad  de  las  leyes  cuando  se  trata  de  salvar  los  bienes  de  un  niño,  y 
la  flojedad  de  ellas  cuando  se  quiere  salvar  su  alma.  Para  nada  se  cuen- 
ta con  los  pastores  espirituales  de  un  huérfano,  no  obstante  que  la  lev 
como  católica,  debe  reconocerlos  como  los  únicos  representantes  del  in- 
terés religioso  de  los  fieles,  pero  ella  solamente  los  menciona  en  el  ar- 
tículo 448  nara  declararlos  incapaces  de  toda  tutela  o  curaduría"  (2). 

49)  ARTICULO  587. — Refiriéndose  a  las  capillas  y  cementerios  que 
se  hallan  en  posesiones  particulares,  declara  el  artículo  587  que  el 
uso  y  goce  de  ellos  pertenece  junto  con  los  vasos  sagrados  y 
demás  objetos  pertenecientes  al  culto,  a  los  dueños  de  dichas  posesio- 
nes. Critica  este  artículo  de  redundante,  porque  no  quiere  decir  que  los 
dueños  de  los  fundos  en  que  están  las*  Iglesias  tengan  el  derecho  sola- 
mente de  entrar  a  orar  en  ellas  y  recibir  los  Sacramentos  como  todos 
los  demás  fieles,  porque  sería  ridículo  establecer  por  ley  especial  este 
derecho  de  que  gozan  todos.  Tampoco  cree  que  la  intención  del  legis- 
lador fuera  la  de  destinarlos  a  usos  profanos,  ya  que  estaría  en  abierta 
contradicción  con  el  artículo  586  que  determina  que,  "Las  casas  que  han 
sido  consagradas  al  culto  divino,  se  regirán  por  el  derecho  Canónico".  So- 
licita el  Arzobispo  que  es  necesario,  o  suprimir  este  artículo  por  inútil, 
o  dar  una  explicación  sobre  su  sentido. 

59)  ARTICULOS  2047  y  1056.— El  primero  de  estos  artículos  dis- 
ponía que  si  se  extingue  la  descendencia  llamada  al  goce  de  un  censo 
establecido  en  favor  de  un  objeto  pío,  no  es  la  lerlesia  quien  debe  hacer 
la  aplicación,  sino  el  Presidente  de  la  República.  Hacía  notar  el  señor 
.Valdivieso  que  esta  disposición  contradecía  al  artículo  586,  que  se  re- 
mitía al  Derecho  Canónico  en  lo  referente  a  las  cosas  dedicadas  al  culto 
divino.  Y  siendo  máxima  fundamental  del  Derecho  Canónico,  que  a  la 
Iglesia  toca  como  propietario  de  lo  que  se  destina  al  culto  divino,  dispo- 
ner de  ello  exclusivamente.  Por  lo  demás,  al  establecer  que  el  Presi- 
dente de  'la-  República  elegirá  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado  "una 
fundación  o  establecimiento  pío  o  de  beneficencia",  la  facultaba,  según  se 
entendía  por  muchos,  "se  aplicara  a  objeto  de  beneficencia  que  puede 
no  ser  objeto  religioso  y  aún  puede  oponerse  a  la  Religión  Católica, 
como  por  ejemplo,  una  escuela  dirigida  por  maestro  protestante"  (3).  "Y 
en  tal  caso,  a  más  de  la  privación  que  se  haría  a  la  autoridad  de  la 


(1)  Valdivieso,  R.  Valentín:    "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  36,  Reclama 
ción  sobre  el  Proyecto  de  Código  Civil. 

(2)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  11,  Carta  al 
Obispo  de  Concepción. 

(3)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  12,  Carta  al 
Obispo  de  Concepción. 
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Iglesia  del  derecho  propio  sobre  la  administración  de  los  bienes  destinados 
al  culto  de  Dios,  habría  despojo  de  la  propiedad  de  esos  mismos  bie- 
nes, destinándolos  a  objetos  extraños  al  de  su  pertenencia,  y  que  na- 
die puede  negar  que  la  Iglesia  cuenta  con  la  garantía  que  la  parte  5^ 
del  artículo  12  de  la  Constitución  del  Estado  concede  a  las  propiedades 
de  comunidad  o  cuerpo"  (1). 

De  igual  modo  protestaba  de  la  ingerencia  de  la  voluntad  del  Pre- 
sidente relativo  al  destino  de  lo  que  el  testador  deja  a  su  alma,  cuando 
no  especifica  de  otro  modo  su  inversión,  en  el  art.  1056  inciso  4°.  En 
la  comlinicación  dirigida  al  Obispo  de  Concepción,  decía:  "Es  chocante 
encargar  al  Presidente  de  la  República  de  dirigir  los  sufragios  por  las 
almas  de  los  difuntos.  Y  si  la  ley,  todo  lo  que  puede  y  debe  hacer  en  los 
casos  que  la  voluntad  del  testador  está  incompleta,  es  completarla,  con- 
formie  a  los  designios  del  difunto,  no  puede  excogitarse  un  medio  menos 
adecuado  que  el  que  establece  el  citado  artículo  10.56  del  Código.  Olvi- 
de Ud.  que  el  Presidnte  es  el  señor  Montt,  y  acuérdese  que  puede  serlo 
muy  bien  una  persona  de  las  ideas  de  nuestros  jóvenes,  y  dígame  ai 
juzga  si  tomará  en  cuenta  para  algo  el  bien  de  las  almas  del  purgatorio" 
(2).  En  la  nota  protesta  al  Gobierno,  agrega  que  "en  las  disposiciones 
incompletas,  como  se  supone  que  es  la  institución  de  heredero  hecha 
en'  favor  del  alma  sin  designar  sufragios,  el  oficio  de  la  ley  es  comple- 
tarla, determinando  que  se  haga  aquello  que  es  más  probable  que  hu- 
biese hecho  el  difunto,  y  a  nadie  puede  ocurrirse  que  éste  quisiera  ele- 
gir al  Presidente  con  preferencia  a  su  Obispo,  para  que  hiciera  por  donde 
librar  su  alma  del  purgatorio"  (3).  í 

En  esto  creemos  que  el  Arzobispo  tenía  la  razón,  y  que  sus  temores 
de  que  la  voluntad  del  testador  que  se  pretendía  ejecutar,  fuera  vio- 
lada, eran  muy  fundados.  Pero,  Chile  tuvo  la  suerte  de  tener  gobernan- 
tes que  fueron  un  modelo  de  corrección,  y  que  mientras  subsistió  la 
unión  de  la  Iglesia  y  el  Estado,  jamás  hicieron  uso  indebido  de  estas 
disposiciones. 

6"?)  ARTICULO  546  ,y  siguientes,  y  'ARTICULO  963.— Referente  a 
las  disposiciones  del  Título  XXXIII,  que  reglamenta  el  nacimiento  de 
los  Corporaciones  o  Fundaciones  y  el  régimen  de  bienes,  el  señor  Val- 
divieso dedica  mayormente  su  atención,  y  hace  un  análisis  jurídico 
de  lo  que  son  las  personas  jurídicas,  principalmente  en  relación  con  el 
artículo  12  de  la  Constitución,  demostrando  un  conocimiento  profundo 
en  esta  materia. 

Después  de  examinar  los  artículos  546,  548,  556,  559  y  561  del  Códi- 
go, dice  que  si  bien  es  verdad  que  el  artículo  547,  excptúa  estas  dis- 
posiciones a  las  corporaciones  de  derecho  público,  como  las  Iglesias  y 
comunidades  religiosas;  pero  que  no  llama  "Iglesias"  en  su  significado 
genuino,  comprendiendo  en  la  excepción  todas  las  fundaciones  religio- 
sas y  corporaciones  establecidas  con  objeto  puramente  religioso  que 


(1)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  39,  Reclamación 
sobre  el  proyecto  de  Código  Civil. 

(2)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  20,  Carta  al  Obis- 
po de  Concepción. 

(3)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas'",  T.  R.,  pág.  50,  Reclamación 
sobre  el  Proyecto  de  Código  Civil. 
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dependen  de  los  Obispos  y  que  son  regidas  por  el  derecho  Canónico.  El 
artículo  963,  confirma  esto,  ya  que  dice:  "Son  incapaces  de  toda  herencia 
o  legado  las  cofradías,  gremios  o  establecimientos  cualesquiera,  que  no 
sean  personas  jurídicas.  "Luego,  —  infería  el  Arzobispo —  las  cofradías, 
casa  de  ejercicios,  seminarios  etc.,  necesitan  someterse  a  las  reglas  y 
condiciones  de  las  llamadas  personas  jurídicas  en  el  Título  XXXIII  del 
Código"  (1). 

Estos*  establecimientos  religiosos,  en  consecuencia,  podrían  seguir 
la  suerte  de  las  corporaciones  de  beneficencia,  én  cuanto  a  .  las  trabas 
puestas  a  su  existencia. 

En  seguida  invoca  el  artículo  12,  W  5  de  la  Constitución  que  ase- 
gura "La  inviolabilidad  de  todas  las  propiedades,  sin  distinción  de  las 
que  pertenecen  a  particulares  o  comunidads  y  sin  que  nadie  pueda  ser 
privado  de  las  de  su  dominio  ni  de  píirte  de  ella  por  pequeña  que  sea, 
o  del  derecho  que  a  ella  tuviere,  sino  en  virtud  de  sentencia  judicial, 
etc.".  "Si  no  hay,  pues,  distinción  entre  el  particular  y  la  comunidad 
respecto  de  la  garantía  de  sus  derecho,  éstos  no  le  vienen  a  la  corpora- 
cin  del  beneficio  de  la  ley,  sino  que  preceden  a  ésta.  El  particular, 
desde  que  existe  por  la  naturaleza,  adquiere  los  derechos  que  garantiza 
la  Constitución,  y  la  ley  no  puede  modificar  esta  adquisición  que  hizo  por 
el  hecho  desnudo  de  su  existencia.  No  habiendo  distinción  entre  el  par- 
ticular y  la  comunidad,  ésta  debe  también  por  el  hecho  natural  de  for- 
marse, adquirir  los  derechos  garantidos  por  la  Constitución.  Podría  de- 
cirse que  los  artículos  del  Código  no  quitan  derechos  a  las  comunida- 
des no  aprobadas,  sino  que  establecen  la  condición  requerida  para  ser 
comunidades.  Mas,  no  siendo  esto  aceptable  en  los  particulares,  tampoco 
puede  serlo  en  las  comunidades,  pues,  entre  unos  y  otras  la  Constitución 
declara  que  no  hay  la  menor  distinción"  (2). 

Un  inconveniente  grave,  a  .su  juicio,  era  el  poder  de  suprimir  una 
fundación  o  corporación  de  beneficencia  y  de  aplicar  sus  bienes  al  Esta- 
do, sólo  porque  el  Presidente  de  la  República  en  unos  casos,  y  en  otros 
el  Cuerpo  Legislativo,  conciben  que  ya  no  corresponden  al  objeto  de 
su  institución.  "Por  injusto  que  fuese  el  procedimiento  de  los  altos  po- 
deres de!  Estado,  nadie  podría  pedirles  razón  de  él,  si  ellos  aseguraban 
que  a  su  juicio  la  fundación  no  correspondía  ya  al  objeto  de  su  institu- 
ción. Una  fatal  experiencia  nos  demuestra  que  cuando  ciertas  ideas  se 
hallan  en  boga,  no  hay  título  más  elástico  para  justificar  expoliacio- 
nes, que  el  de  no  corresponder  las  instituciones  a  su  primitivo  objeto 
Palpitan  todavía  los  hechos  en  Suiza,  Piamonte  y  España.  Confesamos 
que  abrigar  estos  temores  en  Chile  toca  en  el  r'  '.'culo,  pero  ¿quién  pue- 
de asegurarnos  que  la  honradez,  justificación  y  escrupuloso  respeto  de 
los  derechos  ajenos  de  nuestr-os  Magistrados  y  hombres  públicos,  han 
de  perpetuarse  en  sus  sucesores?  Las  leyes,  sin  embargo,  subsisten 
aunque  los  hombres  y  las  circunstancias  varíen"  (3). 


(1)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  13,  Carta  al  Obis- 
po de  Concepción. 

(2)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  44,  Reclamación 
sobre  el  Proyecto  de  Código  Civil. 

(3)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  42,  Reclamación 
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Rebatía,  después,  las  razones  dadas  de  que  las  trabas  puestas  a  las 
corporaciones  caritativas  eran  requeridas  por  la  utilidad  pública,  diciendo 
que  "la  Constitución  señala  el  modo  de  trabar  la  propiedad  cuando 
la  pública  utilidad  impone  esta  necesidad;  y  no  habiendo  distinción 
entre  las  conmunidades  y  particulares,  sería  preciso  hacer  la  expropia- 
ción de  las  corporaciones,  en  los  términos  que  lo  previene  la  misma 
parte  del  art.  12  de  la  Constitución"  (1). 

También  hacía  ver  el  grave  inconveniente  que  presentaba  la  intro- 
misión del  poder  ejecutivo  y  las  trabas  puestas  en  la  fundación  y  go- 
bierno de  las  asociones  benéficas  y  que  ello  traería  su  disminución  por- 
que decía,  "la  caridad  inspira  la  beneficencia;  pero  las  asociaciones  y 
fundaciones  viven  de  la  libertad"  (2).  "Si  se  tiene  presente  el  número 
de  fundaciones  de  beneficencia  y  legados  hechos  a  las  existentes  en  los 
tiempos  de  pobreza  y  atraso  material,  y  se  comparan  con  los  de  los  otros 
más  prósperos,  se  observará  que,  a  medida  que  se  iba  ensanchando  la 
ingerencia  gubernativa  y  trabándose  la  libertad  de  acción  en  la  caridad 
particular,  bajaba  la  cifra  de  las  asignaciones  benéficas  o  se  hacían  de 
modo  que  se  revelaba  a  las  claras  la  desconfianza  que  se  abrigaba"  (3). 

Termina  comparando  las  disposiciones  del  título  XXXIII  del  Libro 
I,  con  las  del  título  XXvm  del  Libro  IV,  haciendo  resaltar  la  amplitud- 
de  libertad  concedida  para  establecer  asociaciones  comerciales  y  civi- 
les de  adquirir  bienes  de  todo  género.  En  la  carta  que  dirigió  al  Obispo 
de  Concepción  se  queja  de  lo  mismo  en  estos  términos:  "Cuando  algu- 
nos se  asocian  para  lucrar,  cesan  los  peligros  y  se  abren  las  puertas, 
pero  cuando  se  reúnen  para  hacer  bepeficios  a  la  sociedad  sin  repor- 
tar lucro,  entonces  surgen  los  riesgos  y  es  preciso  tomar  las  más  estric- 
tas precauciones  para  evitar  los  males.  En  una  palabra,  la  ley  favore- 
ce a  la  libertad  individual  para  enriquecerse,  y  la  restringe  a  más  no 
poder  para  desprenderse  de  las  riquezas  en  beneficio  del  público"  (4). 

7°)  ARTICULOS  962  y  1463.— -Hace  ver  que  según  el  artículo  92,  el 
muerto  civilmente  es  absolutamente  incapaz  de  toda  asignación  testa- 
mentaria. Hasta  la  dictación  del  Código,  aunque  los  religiosos  no  po- 
dían heredar  ab  intestato,  eran  sin  embargo  capaces  de  adquirir  un  le- 
gado, con  las  licencias  respectivas  del  superior,  de  modo  que,  sin  con- 
travenir a  su  profesión,  podían  satisfacer  ciertas  necesidades  para  que 
algunos  institutos  m.onásticos  no  sucumbiesen.  Esta  disposión  iba  a  de- 
jar en  la  indigencia  a  muchos  religiosos  o  religiosas,  porque  "no  sumi- 
nistrando muchas  de  nuestras  casas  religiosas  todo  lo  necesario  para 
sus  miembros,  se  les  tolera  que  usen  de  moderado  peculio  con  las  pre- 
cauciones que  establece  la  disciplina  regular,  para  suplir  así  lo  que  no 
sufraga  la  comunidad.  Por  esto,  cuando  un  nadre  o  un  deudo  inmedia- 
to quería  precaver  contra  la  miseria  a  un  religioso  o  religiosa  desvali- 


(1)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  44,  Reclamación 
sobre  el  Provecto  de  Códi.s;o  Civil. 
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dos,  le  dejaba  un  legado,  arbitrio  a  que  hoy  cierra  la  puerta  el  artícu- 
lo 962"  (1).  ,  - 

A  estas  razones  económicas  agregaba  otras  de  orden  sentimental. 
"No  creemos  —  decía  —  que  la  sociedad  tenga  interés  en  añadir  pe- 
nalidades y  angustias  al  sacrificio  que  la  religión  inspira  y  consagra  en 
la  renuncia  del  siglo,  ni  que  haya  razón  para  que  la  sociedad  sea  más 
exigente  que  Dios  mismo,  en  el  voto  que  se  le  hace,  y  juzgamos  que  hay 
una  conveniencia  social  en  que  un  padre  o  una  madre  tiernos  no  mue- 
ran con  el  desconsuelo  de  abandonar  sin  recursos  a  la  hija  que  segura- 
mente será  la  que  más  se  empeña  en  pedir  a  Dios  por  el  eterno  descan- 
so de  sus  padres"  (2). 

En  seguida  impugna  el  artículo  1463  que  dispone:  "El  derecho  de 
suceder  por  causa  de  muerte  a  una  persona  viva,  no  puede  ser  objeto 
de  una  donación  o  contrato,  aun  cuando  intervenga  el  consentimiento 
de  la  misma  persona".  La  prohibición  absoluta  de  que  la  persona  que  va 
a  morir  para  el  mundo  pueda  disponer  de  sus  bienes  favoreciendo  a  las 
personas  de  su  predilección  con  la  renuncia  de  sus  derechos  a  la  herencia 
futura  de  sus  padres,  bien  merece  una  excepción,  porque,  decía  el  Ar- 
zobispo, "justo  parece  que  el  que  va  a  desprenderse  de  la  propiedad, 
haga  las  reservas  que  le  acomoden,  y  en  especial,  cuando  estas  reservas 
no  son  en  favor  de  sí  propio.  La  sociedad  también  saca  provecho  de 
ellas,  porque  ninguna  persona  se  encuenti'a  en  mejor  posición  para  con- 
sultar el  acierto  en  la  distribución  de  los  bienes,  que  aquella  que  se  des- 
prende voluntariamente  de  ellos  por  seguir  a  Nuestro  Señor  Jesucristo, 
el  más  perfecto  modelo  y  el  más  eficaz  exitador  de  la  santa  caridad"  (3).. 

8<?)  ARTICULO  965.— Critica  lo  dispuesto  en  este  artículo  en  or- 
den a  que  hace  incapaz  de  toda  herencia  o  legado  al  confesor  que  en 
sana  salud  del  enfermo  lo  ha  confesado  ha-sta  dos  años  antes  de  su 
muerte,  y  a  las  cofradías,  orden  o  convento  de  que  sea  miembro  el  ecle- 
siástico, por  ser  sumamente  odioso,  sobre  todo  para  una  familia  que 
tiene  un  deudo  párroco.  "Tenemos,  pues,  dice,  que  siendo  muchas  las 
parroquias  en  que  no  hay  más  confesor  que  el  párróco,  éste,  sus  parien- 
tes y  las  cofradías  de  su  miserable  curato,  están  condenados  a  no  po- 
der adquirir  jamás  cosa  alguna  por  testamento.  ¡Digna  recompensa  de 
la  persona  más  sacrificada  por  el  servicio  de  los  demás  que  hay  en  la 
sociedad!  Sólo  las  iglesias  parroquiales  quedaron  exentas  del  anatema, 
quizá  por  aue  el  Estado  gasta  en  ellas  y  era  preciso  aliviarlo"  (4). 

Después  de  hacer  ver  los  diversos ,  inconvenientes  que  presenta 
tal  incapacidad,  termina  diciendo:  "Parece  dura  cosa  que  un  adminis- 
trador de  bienes,  un  abogado  consultor  y  otra^^  r^-rsonas  que  han  ejer- 
cido verdadera  influencia  durante  dos  años,  no  sean  incapaces  de  reci- 
bir legados  y  que  lo  sea  el  sacerdote  que  da  la  absolución  de  las  culpas. 
A  los  ojos  de  la  ley,  nadie  hay  más  dispuesto  a  abusar  de  su  oficio  que 


(1)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  IL  pág.  47,  Reclamación 
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(2)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  47,  Reclamación 
sobre  el  Proyecto  de  Código  Civil. 

(3)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  48,  Reclamación 
sobre  el  Proyecto  de  Código  Civil. 

(4)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas".  T.  II,  pág.  19  Carta  al 
Obispo  de  Concepción. 


123 


él  pobre  sacerdote"  (1). 


99)  ARTICULO  2026,  que  establece  que  la  cuota  del  cánon  de  un 
censo  no  puede  exceder  del  4%.  Esta  restricción,  según  el  señor  Valdi- 
vieso, iba  en  contra  del  artículo  9  del  mismo  Código,  que  dice  que  la 
ley  no  tendrá  jamás  efecto  retroactivo,  porque  la  redención  del  censo  es- 
tablecida en  el  artículo  2038  está  concebida  en  términos  tales  que  el 
2026  puede  anular  derechos  adquiridos  antes  de  la  promulgación  del  Có- 
digo. Luego  después  hace  un  estudio  acabado  sobre  el  censo  llegando 
a  la  conclusión  que  el  bajo  interés  del  4%  a  que  se  limita  el  cánon  de 
un  censo,  equivalía  a  abolir  los  censos  y  quitar  a  la  agricultura  este  am- 
paro, que  fué  el  único  que  tuvo  en  lo  antiguo  y  con  el  cual  ha  prospe- 
rado hasta  aquí.  ■ 

Esto  perjudicaba,  además,  a  una  parte  de  las  fundaciones  religio- 
sas y  de  los  bienes  de  las  comunidades  y  corporaciones  de  beneficencia 
que  existen  en  censos.  Dirigiéndose  al  Obispo  de  Concepción  le  hace  las 
siguientes  reflexiones:  "¡Será  —  dice  refiriéndose  a  lo  bajo  del  in- 
terés establecido  por  el  artículo  2026  —  porque  se  crea  que  los,  capitales 
por  sí  solos  y  sin  los  esfuerzos  ■  extraordinarios  de  la  industria  no  pro- 
ducen más  que  el  4%?  Nó,  porque  la  regla  para,  fijar  el  interés  legal 
del  dinero  en  el  mutuo  es  la  cuota  de  la  producción  natural,  sin  esfuer- 
zos y  ésta,  el  Código  la  calcula  en  un  6%.  ¿Será  porque  no  conviene 
a  la  agricultura  tomar  capitales  a  crédito  con  gi-avámen  de  las  tie- 
rras? Ta-mpoco,  porque  en  beneficio  de  la  agricultura  el  Gobierno  aca- 
ba de  fundar  un  Banco,  en  donde,  para  favorecer  a  los  agricultores, 
se  les  da  dinero  al  8%,  el  doble  del  censo.  ¿Será  porque  para  el  cen- 
suario o  dueño  del  fundo  es  miás  gravoso  constituir  un  censo  que  tomar 
dinero  a  interés?  Menos,  porque  en  el  mutuo  con  hipoteca  el  gravá- 
men  para  el  que  reciba  el  capital  es  igual  al  del  censo,  con  la  diferen- 
cia que  en  el  primero  no  puede  el  dueño  (del  fundo  desprenderse  del 
capital  antes  de  vencerse  el  plazo  por  el  cual  lo  recibió,  y  vencido  pue- 
de ser  reconvenido  por  el  mutuante,  aunque  tenga  que  malbaratar 
los  bienes  para  pagarlo,  al  paso  que  en  el  contrato  del  censo  nunca 
puede  exigirse  el  capital  al  censuario  y  éste  puede  a  su  antojo  redi- 
mirlo cuando  le  acomode  aunque  sea  al  día  siguiente  de  haberlo  re- 
cebido"  (2). 

109)  ARTICULO  Í313,  que  prohibe  al  testador  destinar  para  en- 
cargos secretos  más  de  la  mitad  de  lo  que  la  ley  le  permite  disponer 
a  su  arbitrio.  Esta  prohibición,  coloca  a  un  moribundo  en  grandes  con- 
flictos y  obliga  a  ,que  haga  pública  su  responsabilidad  por  lo  que  no 
alcance  a  cubrir,  con  la  mitad  que  solo  le  permite  la  ley  destinar  en 
secreto.  La  encontraba  el  señor  Valdivieso  injusta  y  contradictoria,  pues 
que,  destinando  el  todo,  a  nadie  hacía  agravio  estrictamente  dentro  de 
los  límites  de  su  derecho.  "Si  la  ley,  reconoce  el  derecho  para  dispo- 
ner de  una  cuota  públicamente  y  lo  restringe  a  la  mitad,  sólo  porque  la 
disposición  no  revela  el  objeto,  la  restricción  es  caprichosa,  pues  que 


(1)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  IL  pág.  49,  Reclamación 
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no  se  funda  en  la  lesión  de  d,erechos  ajenos  a  la  mitad  reservada"  (1). 

Estas  fueron  las  principales  observaciones  que  a  juicio  del  Arzobis- 
po, merecía  el  nuevo  Código.  Enviada  la  nota  al  Gobierno,  éste  con  fe- 
cha 24  de  Septiembre  de  1856  la  rechazó,  no  porque  no  las  encontra- 
ra justas  y  fundadas,  sino  porque  fueron  hechas  demasiado  tarde.  Co- 
mo dice  el  historiador  eclesiástico  Silva  Cotapos,  "el  Código  estaba  ya 
aprobado  por  las  Cámiaras  y  promulgado,  y  llegar  a  estos  resultados 
había  sido  tarea  de  largos  años  y  por  lo  mismo  debía  hacerse  duro  a 
los  legisladores  volver  a  ponerlo  en  discusión  por  medio  de  leyes  re- 
formatorias" (2). 


CAPITULO  V 

1. — La  cuestión  del  Sacristán  y  sus  antecedentes. 

Largos  siglos  de  protección  a  la  Iglesia  Católica,  de  pública  pro- 
fesión de  su  fé,  de  respeto  a  sus  doctrinas,  que  informaban  en  la  esen- 
cia a  las  leyes  civiles,  habían  ido 'dando  a  los  reyes  de  España,  motivos 
para  inmiscuirse  en  las  cesas  eclesiásticas,  a  taí  punto  qué  ciertas  dis- 
posiciones colocaban  a  las  autoridades  civiles  por  encima  de  las  ecle- 
siásticas, aún  en  materia  exclusivamente  religiosa.  Los  fieles  acostum- 
brados a  mirar  en  sus  reyes  a  los  protectores  del  catolicismo,  habían 
tomado  aquella  abusiva  influencia  como  una  manifestación  de  piadoso 
interés  hacia  la  madre  común. 

Después  de  la  guerra  de  la  independencia,  el  gobierno  civil  se  cre- 
yó en  Chile,  como  en  los  demás  países  americanos,  heredero  de  esos  pri- 
vilegios reales.  Pero  pronto,  el  exceso  del  mal,  los  inconvenientes  que 
cada  día  se  suscitaban  por  las  nuevas  ideas  reinantes,  fueron  difun- 
diendo la  necesidad  de  la  separación  de  los  poderes.  El  Arzobispo  Val- 
divieso contribuyó  con  sus  escritos  primero  y  después,  con  sus  leccio- 
nes y  actos,  a  desarraigar  estas  ideas  y  promulgar  la  idea  de  la  inde- 
pendencia de  la  Iglesia  y  del  Estado.  Pronto  se  le  presentó  la  ocasión 
de  dar,  como  dice  un  escritor,  el  golpe  de  muerte  a  uno  de  los  resabios 
de  la  antigua  legislación  española:  los  recursos  de  fuerza.  Y  ella  fué  la 
llamada  "Cuestión  del  sacristán". 

Este  incidente  de  carácter  casi  doméstico,  sirvió  de  pretexto  al  es- 
tallido de  la  lucha  entre  el  regalismo  y  el  ultramontanismo.  Fué  en  un 
principio,  un  confücto  religioso  al  que  los  enemigos  del  gobierno  de 
Montt,  dieron  un  carácter  político  y  apróvecharon  todas  sus  alternati- 
vas para  desacreditarlo. 

Los  antecedentes  de  este  bullado  incidente  fueron  los  siguientes: 
el  presbítero  don  Francisco  Martínez,  sacristán  Mayor  de  la  Catedral  de 
Santiago,  despidió  por  su  mala  conducta  a  un  muchacho  auxiliar,  que 
era  hijo  de  un  sacristán  llamado  Pedro  Santelices.  Al  exigir  al  señor 
Martínez  la  cancelación  del  sueldo  de  su  hijo,  le  insultó,  tratándolo  de 
"hipócrita  y  sacerdote  mal  cristiano".  Como  al  día  siguiente,  ai  recibir 
el  fmiquito  de  la  cuenta,  Santelices  repitiera  sus  insultos  al  presbítero 


(1)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas".  T.  II,  pág.  52,  Reclamación 
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Martínez,  éste  puso  en  conocimiento  del  Tesorero  don  Mariano  Fuenzali 
da  todo  lo  ocurrido,  y  de  otros  abusos  cometidos  en  ocasiones  anterio- 
res, con  cuya  autorización  el  sacristán  fué  expulsado  dando  cuenta  de 
todo  lo  sucedido  al  Cabildo.  A  pesar  de  los  antecedentes  que  denotaban 
la  culpabilidad  de  Santelices,  encontró  apoyo  en  el  Cabildo  Metropolita- 
no, el  que  se  reunió  con  solo  cuatro  de  sus  miembros:  el  Déan,  el  Ar- 
cedean,  el  Canónigo  Doctoral  y  el  Canónigo  de  Merced,  por  estar  au- 
sentes de  Santiago  en  vacaciones  el  resto,  pues  esto  ocurría  en  Enero 
de  1856,  y  acordaron:  cubriese  su  puesto  Santelices  mientras  el  señor 
Tesorero  Fuenzalida  comunicara  la  resolución,  pues  a  él  y  no  al  Sacris- 
tán Mayor,  que  lo  había  hecho,  pertenecía  dar  cuenta  al  Cabildo  del 
movimiento  que  pudiera  haber  en  el  personal  del  servició. 

Tres  días  después,  el  11  de  Enero  de  1856,  llegó  al  Cabildo  un  ofi- 
cio del  Tesorero  en  que  daba  cuenta  a  la  corporación  que  Ig  expulsión 
se  había  hecho  de  orden  suya.  Sin  embargo,  los  cuatro  canónigos  resol 
revieron  que  las  cosas  quedaran  en  el  mismo  estado,  citando  al  Tesore- 
ro para  que  informase  de  lo  sucedido.  Este  era,  a  ojos  vistas,  un  proce- 
dimiento moratorio,  porque  el  señor  Fuenzalida  como  tesorero  había 
obrado  dentro  de  sus  atribuciones,  ya  que  según  la  organización  exis- 
tente, era  el  jefe  superior  de  los  sacristanes  y  su  autoridad,  así  como 
la  del  Sacristán  Mayor,  aparecían  menoscabadas.  En  estas  circunstancias, 
presentaron  sus  renuncias,  y  la  Catedral  quedó  sin  Sacristán  Mayor  y  sin 
Tesorero,  pero  sí  con  un  sirviente  expulso,  insolente  y  resuelto  a  quedarse 
en  su  cargo  porque  contaba  con  el  apoyo  de  los  canónigos  arriba  nombra- 
dos. 

Entretanto,  el  Vicario  suplente,  don  Vicente  Tocornal,  en  ausencia  del 
titular  señor  José  Miguel  Arístegui,  para  resolver  sobre  la  renuncia  fun- 
dada del  señor  Martínez,  pidió  informes  al  Tesorero  y  al  Cabildo.  En  el  de 
aquél  se  dice  "que  es  muy  cierta  la  exposición  del  Sacristán  Mayor  y  que 
la  autoridad  lo  ampare  cortando  de  un  golpe  lo  que  tan  injustamente  esta- 
ba entretenido".  En  el  de  éste,  que  solo  aparece  suscrito  por  los  cuatro  ca- 
nónigos capitulares  ya  mencionados,  se  concluye  asegurando  que  el  Cabil- 
do se  reserva  tratar  de  la  expulsión  del  sirviente,  cuando  el  señor  Te- 
sorero concurra  a  sus  sesiones  para  lo  que  había  sido  citado. 

Como  se  trataba  no  ya  de  la  simple  renuncia  del  Sacristán  Mayor, 
sino  de  la  protección  y  amparo  pedidos  por  el  Tesorero  para  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  el  Vicario  suplente,  después  de  oír  el  dictámen 
del  fiscal,  y  con  lo  expuesto  por  el  canónigo  Tesorero  y  los  cuatro  ca- 
nónigos que  habían  tomado  parte  en  el  acuerdo  capitular  arriba  ex- 
presado, y  teniendo  presente  los  acuerdos  y  preceptos  terminantes  de 
la  Erección  de  la  Iglesia  Metropolitana,  y  sobre  todo,  con  el  fin  de 
concluir  un  asunto  que  iba  tomando  dimensiones  inesperadas,  no  tre- 
pidó en  aceptar  la  renuncia  del  señor  Martínez,  pues  éste  no  consen- 
tía en  volver  a  la  sacristanía  mayor,  y  amparar  al  Tesorero,  decla- 
rando que  al  destituir  al  sirviente,  había  obrado  en  el  círculo  de  sus 
atribuciones. 

Esta  providencia  que  fué  dictada  el  7  de  Febrero  de  1856,  fué 
comunicada  oficialmente  al  Cabildo,  y  5  días  después  el  señor  Aríste- 
gui, al  reasumir  el  gobierno  arzobispal,  recibió  una  nota  suscrita  por 
los  cuatro  canónigos  ya  nombrados,  en  la  que  decían  que  impuesto 
el  cabildo  de  la  resolución  del  día  7  que  se  les  ha  transcrito,  ha  acor- 
dado que  las  cosas  quedasen  como  estaban  antes  de  la  recepción  de 
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dicha  nota,  y  pasar  el  negocio  al  Iltmo.  señor  Arzobispo  para  que  re- 
solviese "conforme  al  propósito  de  la  corporación".  Tan  insólita  res- 
puesta, primera  en  su  género  en  los  anales  de  la  historia  eclesiásti- 
ca chilena,  decidió  al  señor  Arístegui  a  aplicar  a  los  desobedientes, 
las  isanciones  canónicas  del  caso. 

Sin  embargo,  suspendió  por  8  días  tomar  la  enérgica  actitud  que 
demandaba  la  naturaleza  del  caso,  porque  los  señores  Deán  y  Arce- 
dean  le  vieron  personalmente  y  le  manifestaron  que  querían  volver 
sobre  sus  pasos  anulando  el  acuerdo,  retirando  la  nota  y  dando  cum- 
plimiento a  la  sentencia  del  día  7  citado.  Gomo  el  día  aplazado  para 
el  cumplimiento  de  esta  promesa  transcurrió  sin  tener  efecto,  enton- 
ces con  fecha  20  de  Febrero  de  1856,  se  libró  un  auto  conminatorio 
de  suspensión  de  misa  y  confesionario  a  los  que  en  el  acto  de  la  no- 
tificación no  expusiesen  que  obedecían  lisa  y  llanamente  la  resolución 
de  7  de  Febrero.  Sólo  el  Arcedeán  y  el  Canónigo  Doctoral  no  obede- 
cieron como  se  les  mandaba,  motivando  ésto  el  que  tuviese  efecto  la 
conminación  declarándolos  suspensos  con  la  única  excepción  de  los 
deberes  anexos  a  los  beneficios  que  gozan. 

Los  otros  dos  canónigos,  señores  Deán  don  Manuel  Fruto  Rodrí- 
guez y  canónigo  de  Merced  don  José  María  de  la  Concha  se  sometie- 
ron en  el  acto  de  su  notificación. 

Tal  fué  en  su  origen  la  llamada  "cuestión  del  sacristán",  que  pos- 
teriormente se  fué  agravando  con  la  actitud  de  los  canónigos.  Ade- 
más, como  se  ve,  no  fué  un  asunto  con  el  Cabildo,  sino  con  solo  dos 
canónigos  recalcitrantes.  Hasta  el  momento  solo  había  sido  un  con- 
flicto interno,  administrativo-eclesiástico,  en  el  que  para  nada  habían 
intervenido  las  autoridades  civiles.  Pero  los  hechos  se  precipitaron  y 
pronto  adquirió  contornos  de  verdadera  cuestión  nacional. 

2. — Apelación  de  los  canónigos  Meneses  y  Solís;  interponen  el  recurso 

de  fuerza. 

Al  día  siguiente,  o  sea,  el  21  de  Febrero  de  1856,  los  señores  Me- 
neses y  Solís,  o  sea,  el  Arcedeán  y  el  Canónigo  doctoral,  ape- 
laron del  auto  de  suspensión  "a  divinis",  ante  el  Iltmo.  Obispo 
de  La  Serena,  doctor  don  Justo  Donoso,  protestando  al  mismo 
tiempo,  que  entablarían  recurso  de  fuerza  ante  la  Corte  Suprema  si  la 
apelación  no  se  concedía,  o  si  .se  concedía  solo  en  lo  devolutivo.  El  Vi- 
cario general,  señor  Arístegui,  después  de  haber  tratado  de  allanar  en 
lo  posible  el  camino  para  que  los  canónigos  rebeldes  se  sometieran, 
sin  conseguirlo,  concedió  la  apelación  ante  el  Obispo  de  La  Serena; 
pero,  de  acuerdo  con  los  sagrados  cánones,  solo  en  lo  devolutivo. 

El  Rvmo.  señor  Arzobispo  Valdivieso  que  ya  había  vuelto  a  San- 
tiago después  de  su  visita  pastoral,  confirmó  todo  lo  obrado  por  su  Vi- 
cario. Los  apelantes  sin  embargo,  pidieron  al  Arzobispo  que  revocase 
"por  contrario  imperio",  esta  resolución  y  otorgase  la  apelación  en  am- 
bos efectos.  El  señor  Valdivieso  trató,  también,  igual  que  su  Vicario, 
de  facilitar  la  sumisión  a  los  canónigos;  pero  éstos  no  aceptaron  lo  que 
se  les  proponía,  juzgándolo  depresivo  de  su  dignidad.  Frustrada  esta 
tentativa,  el  Arzobispo,  por  auto  de  11  de  Abril,  denegó  la  revocación 
pedida. 

Los  dos  prebendados,  entonces,  entablaron  recurso  de  fuerza  ante 
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la  Corte  Suprema,  compuesta  en  esos  días  por  los  señores  Cerda,  Pal- 
ma, Barriga  y  Valenzuela,  contra  los  procedimientos  del  Ordinario  dio- 
cesano. Fué  presentado  el  21  de  Abril  y  en  su  opinión  la  autoridad  ecle- 
siástica del  Arzobispo  había  hecho  fuerza  por  tres  motivos:  1.9,  por  co- 
nocer de  un  asunto  de  la  exclusiva  competencia  del  Cabildo.  2.9,  en  ha 
ber  procedido  sin  sujetarse  a  las  formalidades  legales.  3"?,  en  no  haber 
otorgado  la  apelación  interpuesta,  en  ambos  efectos.  Al  día  siguiente, 
la  Corte  libró  la  providencia  usual  en  tales  casos,  a  fin  de  que  el  Ar- 
zobispo le  remitiera  los  antecedentes. 

El  29  de  Abril  el  Arzobispo  remitía  a  la  Corte  el  informe  pedido, 
en  una  larga  nota  en  que  hacía  ver  las  razones  de  hecho,  de  derecho 
y  de  organización  interna  de  la  arauidiócesis,  y  comenzaba  diciendo 
que  enviaba  los  antecedentes  solo  "para  que  instruido  el  Supremo  Tri- 
bunal de  la  naturaleza  del  negocio  y  sus  tracentales  consecuencias,  re- 
chace el  recurso  atentatorio  a  los  derechos  sagrados  de  la  Santa  Igle- 
sia, y  perturbador  de  su  buen  régimen,  que  han  entablado  los  antedi- 
chos señores  prebendados"  (1).  Después  de  hacer  un  breve  análisis  de 
los  hechos  y  de  declarar  que  en  su  concepto,  e!  asunto  en  cuestión  no 
era  contencioso,  sino  administrativo,  agregaba: 

"Comunicada  la  resolución  de  nuestro  Vicario  que  mandaba  despe- 
dir al  sacristán  Santelices,  los  señores  prebendados  no  reclamaron  de 
ella,  ni  interpusieron  alguno  de  los  recursos  legales,  como  podían  ha- 
berlo hecho,  si  es  que  lo  creían  perjudicial  a  las  prerrogativas  del  ve- 
nerable. Cabildo,  sino  que  resolvieron  desobedecerla  de  propia  autori- 
dad y  abiertamente,  pasando  el  oficio  de  12  de  Febrero  último,  corrien- 
te a  fs.  25,  en  que  terminantemente  previenen  a  nuestro  Vicario,  que  en 
vista  de  su  resolución  en  qu-e  mandaba  expeler  al  sacristán,  ellos  habían 
ordenado  que  se  mantuviese  en  su  puesto.  Esta  abierta  sublevación  con- 
tra la  autoridad  episcopal  que  se  ejercía  en  nuestro  nombre,  hizo  crecer 
sobremanera  las  propoi'ciones  del  negocio;  porque  si  antes  solo  se  trata- 
ba de  corregir  el  desorden  de  sacristanes,  ahora  aparecía  la  desobedien- 
cia a  la  autoridad  encabezada  por  eclesiásticos,  y  eclesiásticos  constituí- 
dos  en  dignidad  y  si  merecían  corregirse  las  costumbres  de  un  insigni- 
ficarite  sirviente  ¿cuánto  no  convendría  hacer  respetar  la  autoridad  atro- 
pellada por  los  que  más  debían  acatarla  con  su  ejemplo?" 

"Los  señores  prebendados  'que  desobedecieron  a  nuestro  Vicario 
acordando  mantener  en  la  sacristía  a  Santelices,  no  se  han  atrevido  a 
justificar  siquiera  su  permanencia;  repitiendo  a  cada  paso  en  sus  pos- 
teriores escritos,  que  la  salida  del  sacristán  es  cosa  que  no  admite  cues- 
tión para  ellos.  Y  es  muy  digno  de  notarse  que  consistiendo  la  desobe- 
diencia que  les  atrajo  la  censura  en  haber  querido  mantener  al  sacris- 
tán a.ue  nuestro  Vicario  nsandaba  salir,  se  convenga  en  que  éste  se  halla 
bien  expelido,  rehusándose  al  mismo  tiempo  retractar  el  acuerdo  que 
se  oponía  a  la  expulsión". 

"A  la  verdad,  los  que  en  los  posteriores  escritos,  para  justificar  su 
conducta,  han  alegado  su  deferencia  a  Nos  por  respeto  a  nuestra  auto- 
ridad, son  los  mismos  que  hoy  arrastran  esta  misma  autoridad  a  los 
tribunales  temporales  y  les  piden  la  revocación  de  los  actos  más  exclu- 
sivos del  poder  espiritual  e  independiente  que  nustro  señor  Jesucristo 


(1)  Informe  del  Arzobisno  Valdivieso,    "La  Revista    Católica",  N"?  457, 
pág.  1635,  27  de  Agosto  de  1856. 
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confirmó  a  los  Apóstoles,  de  quienes  somos  legítimos  sucesores  aun- 
que indignos;  cuales  son  la  facultad  de  ejercer  funciones  sacerdota- 
les que  se  les  ha  suspendido.  Los  sacerdotes,  y  sacerdotes  constituidos 
en  tan  elevados  puestos,  que  así  proceden  y  que  por  su  ciencia  canóni- 
ca de  que  son  Profesores,  obran  con  pleno  conocimiento  de  las  inmuta- 
bles máximas  de  la  Iglesia  Católica  y  sus  sacrosantas  leyes,  que  tan 
abiertamente  conculcan,  no  pueden  quejarse  de  que  no  se  crea  en  la 
sinceridad  de  los  respetos  que  dicen  tener  por  la  autoridad  de  su  Obis- 
po" (1). 

Las  palabras  del  Arzobispo  Valdivieso  indicaban  que  el  simple 
conflicto  del  Cabildo  Metropolitano  con  el  Tesorero  de  la  Catedral,  iba 
a  agravarse.  No  era  ya  la  simple  competencia  de  dos  autoridades  ecle- 
siásticas lo  que  estaba  en  debate,  sino  la  de  los  tribunales  civiles  fren- 
te a  la  jurisdicción  canónica;  como  dice  Alberto  Vives,  "ante  los  estra- 
trados  de  la  Corte  iban  a  litigar  en  realidad  la  Iglesia  y  el  Estado,  el 
regalismo  y  las  reivindicaciones  ultramontanas"  (2). 

3. — Informe  del  fiscal  don  Manuel  Camilo  Vial.  Sentencia  de  la  Corte. 

Con  el  informe  evacuado  por  el  Arzobispo,  el  recurso  pasó  en  vis- 
ta al  Fiscal  de  la  Corte  Suprema,  que  era  don  Manuel  Camilo  Vial  y 
que  demoró  cerca  de  tres  meses  en  dar  su  dictámen,  que  fué  elevado 
a  la  consideración  de  la  Corte  el  9  de  Agosto  de  1856.  El  Fiscal  no  sólo 
acogió  el  recurso  en  todas  sus  partes,  sino  que  convirtió  su  informe 
en  una  pieza  destinada  a  combatir  el  ultramontanismo.  El  señor  Vial 
afirmaba  con  energía  la  necesidad  de  defender  los  fueros  del  Estado 
y  las  prerrogativas  del  poder  civil  en  contra  del  clero. 

La  Corte,  con  el  informe  del  Fiscal,  aceptó  el  recurso  y  puso  la 
causa  en  tabla  para  el  26  de  Agosto  de  aquel  año.  En  la  vista  de  la  cau- 
sa alegaron  dos  notables  jurisconsultos  chilenos,  don  Manuel  Antonio 
Tocornal  por  el  Arzobispo,  quién  alegó  la  falta  de  competencia  del  tri- 
bunal para  entender  en  asuntos  puramente  administrativos  por  una 
parte,  y  por  otra,  privativos  del  fuero  espiritual;  y  don  Pedro  Fernán- 
dez Recio  por  los  canónigos,  sosteniendo  los  tres  puntos  en  que  habían 
fundado  su  demanda  (3).  El  Tribunal  Supremo,  con  fecha  30  de  Agos- 


(1)  Informe  del  Arzobispo  Valdivieso,  "La  Revista  Católica",  páginas  1636, 
1637  y  1638. 

(2)  Edwards  V.,  Alberto;  "El  Gobierno  de  don  Manuel  Montt",  pág.  182. 

(3)  Más  tarde  el  señor  Fernández  Recio  reconocía  su  error  en  la  siguiente 
carta  que  envió  a  la  Revista  Católica:  "Señores  Redactores  de  La  Re- 
vista Católica:  Sírvanse  Uds.  dar  lugar  en, su  periódico  a  las  siguientes 
líneas:  "En  mi  larga  .carrera  de  abogado  defendí  varios  recursos  de  fuer- 
za: obré  así  porque  por  una  parte  desconocía  las  prohibiciones  de  la 
Iglesia,  y  por  otra  veía  que  tales  recursos  se  hallaban  establecidos  en 
la  legislación  de  un  pueblo  que  se  ha  distinguido  por  su  catolicismo, 
eran  sostenidos  por  autores  que  se  confesaban  hijos  sumisos  de  la  Igle- 
sia, y  cuya  condenación  yo  ignoraba,  y  se  entabalabañ  de  continuo  y  aún 
por  eclesiásticos.  Más,  desde  aue  tuve  conocimiento  de  las  condenacio- 
nes que  de  ellos  hizo  Nuestro  Santísimo  Padre  el  señor  Pío  IX,  los  ha 
reprobado  privada  y  públicamente,  en  las  ocasiones  que  se  me  han 
ofrecido,  pues  mi  ánimo  ha  estado  y  estará  siempre  sujeto  a  las  ense- 
ñanzas de  nuestra  Santa  Madre  la  Iglesia  Católica,  Apostólica,  Roma- 
na.— Pedro  J.  Fernández  Recio."  ("La  Revista  Católica",  de  11  de  Ene- 
ro de  1873).  * 
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to  declaró  que  el  Prelado  "no  hacía  fuerza",  negándose  a  otorgar,  aún 
en  el  efecto  suspensivo,  la  apelación  interpuesta  para  ante  el  Obispo 
de  La  Serena.  Este  curioso  acuerdo  con  que  la  Corte  quiso  atenuar  su 
sentencia,  daba  el  triunfo  a  los  canónigos,  porque  el  Arzobispo  al  no 
conceder  la  apelación  en  ambos  efectos,  "hacía  fuerza". 

4. — El  Arzobispo  se  desentiende  de  la  resolución  de  la  Corte  y  pide 
amparo  al  Gobierno;  polémica  con  éste. 

El  expediente  volvió  a  la  Curia,  y  los  Canónigos  pidieron  la  eje- 
cución del  Auto  de  la  Corte.  El  Arzobispo  proveyó  lo  mismo  que  ha- 
bía decretado  el  11  de  Abril,  esto  es.  que  se  asignaban  ocho  días  para 
sacar  los  apóstolos  (1),  para  remitirlos  a  La  Serena,  sin  pronunciarse 
sobi'e  si  la  apelación  era  concedida  también  en  lo  suspensivo;  por  lo  que 
solicitaron  los  canónigos  una  declaración  al  respecto,  a  lo  que.  el  señor 
Valdivieso  proveyó  el  16  de  Septiembre  "no  ha  lugar". 

Ese  día  se  descargó  la  tempestad  que  venían  presagiando  las  den- 
sas nubes  que  encapotaban  el  horizonte.  Hasta  entonces,  había  sido  un 
asunto  al  que  no  se  le  había  dado  mayor  importancia;  pero  a  partir  de 
este  momento,  la  opinión  pública  se  smtió  vivamente  exitada.  Tanto  el 
Arzobispo  como  ios  canónigos  tuvieron  partidarios  decididos.  Se  buscó 
afanosamente  un  medio  de  conciliación  entre  el  Arzobispo  y  éstos  úl- 
timos, sirviendo  como  mediador  don  Joaquín  Tocornal  y  don  Antonio 
Varas;  todo  fué  inútil.  Los  Canónigos,  envalentonados  por  la  protección 
del  Gobierno  qu-e  creían  segura,  se  mantuvieron  en  sus  propósitos;  al 
paso  que  el  señor  Valdivieso  creía  un  deber  de  conciencia  luchar  hasta 
el  último  momento  en  defensa  de  la  independencia  de  la  Iglesia,  y  de  la 
jerarquía  eclesiástica. 

En  tan  difíciles  circunstancias,  acudió  el  Arzobispo  al  Supremo  Go- 
bierno en  demanda  de  protección  por  medio  de  una  magistral  nota  que 
dirigió  al  Ministro  del  Culto  el  15  de  Septiembre.  Después  de  narrar 
todo  lo  ociirrido  y  de  acusar  a  la  Corte  Suprema  de  usurpación  de  au- 
toridad, pedía  al  Presidente  don  Manuel  Montt,  que  como  protector  de 
la  Religión  Católica,  dictara  las  providencias  que  su  sabiduría  juzgara 
oportunas  para  evitar  los  males  que  amenazaban  al  país.  Con  este  pa- 
so que  dió  el  señor  Valdivieso,  comprometió  en  el  asunto,  aunque  in- 
directamente, al  propio  Gobierno. 

Para  juzgar  esta  decisión  del  Arzobispo,  citaremos  algunas  pre- 
guntas que  se  hace  el  señor  Alberto  Edwards: 

"¿Cuáles  providencias  —  dice —  podían  ser  éstas?  El  señor  Val- 
divieso prefirió  no  precisarlas.  De  esta  su  primera  nota  y  de  las  demás 
que  la  siguieron,  se  desprende,  con  toda  claridad,  que  el  Arzobispo  no 
tuvo  nunca  la  menor  esperanza  en  el  éxito  práctico  de  sus  gestiones. 
¿A  qué  entonces  el  empeño  de  mezclar  al  Gobierno  en  un  negocio  en 
que  aquél  no  podía  intervenir,  oficialmente  a  lo  menos?  ¿Germinaba 
ya  en  esa  alma  impetuosa  la  idea  que  iba  a  dar  vida  a  la  fusión  liberali 
conservadora?  ¿Fué  aquel  paso,  tan  inútil  como  perturbador,  sugeri- 
do por  alguien  que  tenía  en  provocar  un  trastorno  político?  Preguntas 


(1)  Apóstolos  son  en  Derecho  Canónico,  lo  que  en  el  Procedimiento  Civil, 
las  "compulsas". 
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éstas  a  que  la  historia  ímparcial  acaso  nunca  podrá  responder.  La  in- 
mensa acción  del  señor  Valdivieso  en  el  juego  de  nuestros  partidos  no 
costa  por  desgracia  de  documentos:  se  la  siente,  se  la  adivina,  pero  las 
pruebas  faltan"  (1). 

No  participamos  de  los  temores  del  señor  Edwards  en  orden  a  que 
los  fines  que  tuvo  el  Arzobispo  de  mezclar  al  Gobierno  en  el  asunto, 
hayan  sido  políticos.  Más  bien,  fueron  consecuencia  de  los  aconteci- 
mientos, que  los  enemigos  del  Presidente  Montt  supieron  explotar  a 
su  favor.  Nos  inclinamos  a  creer  que  la  verdadera  finalidad  persegui- 
da por  el  señor  Valdivieso  fué  el  dar  un  golpe  decisivo  a  los  recursos 
de  fuerza,  como  en  realidad  lo  consiguió.  Abona  este  juicio  don  Cres- 
cente  Errázuriz,  quien  da  respuesta  a  las  preguntas  del  citado  histo- 
riador, diciéndonos  lo  que  realmente  perseguía. 

"Aprovechó  el  Arzobispo,  dice  el  señor  Errázuriz,  cuantas  ocasio- 
nes se  le  ofrecieron  para  sostener  los  derechos  de  la  Iglesia  y  su  inde- 
pendencia, y  en  cada  una  de  ellas  la  semilla  ya  sembrada  iba  echando 
raíces:  llegaba  a  las  inteligencias  la  verdad". 

"La  más  importante  de  estas  ocasiones,  la  última  y  decisiva  ba- 
talla da  al  regalismo,  que  fué  también  la  completa  vistoria,  es  conoci- 
da con  el  nombre  de  la  "cuestión  del  sacristán".  En  verdad,  tres  o  cua- 
tro veces  ha  intentado  después  la  autoridad  civil  recordar  las  doctri- 
nas regalistas  y  prevalerse  de  ellas  contra  la  eclesiástica;  pero  esos  in- 
tentos, boqueadas  de  moribundo,  han  llevado  el  sello  de  la  falta  de  con- 
vicción de  parte  de  sus  autores  y  se  han  presentado  vergonzantes,  co- 
mo para  hacerse  perdonar  ante  los  fanáticos  del  regalismo,  el  abando- 
no de  la  antigua  bandera.  Aquel  encuentro,  el  más  ruidoso  y  violen- 
to entre  ambas  autoridades,  ponía  a  la  eclesiástica  en  el  más  ventajoso 
de  los  terrenos  y  sólo  le  faltaban  los  medios  de  hacerse  oír  de  todo  el 
mundo.  Para  conseguirlo,  logró  diestramente  el  señor  Valdivieso  atraer 
al  Gobierno  a  una  pública  y  abruraadora  discusión"  (2). 

"Ni  por  un  momento  creyó  el  Arzobispo  —  bien  lo  sabíamos  cuan- 
tos le  rodeábamos  —  que  el  Gobierno  accedería  a  su  petición.  Intentaba 
otra  cosa:  dilucidar  por  medio  de  notas,  que  necesariamente  se  publi- 
carían en  todos  los  diarios,  hasta  en  sus  ápices  el  asunto  de  que  se 
trataba;  hacerse  oír  del  público,  convencerlo.  Lo  demás,  el  resultado 
mismo  y  personal  de  la  lucha,  ocupaba  para  él  lugar  secundario"  (3). 

Presentaba  el  combate  en  excelente  terreno  y  desde  el  pricipio  to- 
dos le  prestaron  profunda  atención,  ya  que  como  todos  lo  preveían  y 
luego  vió,  se  trataba  nada  menos  que  de  desterrar  al  Jefe  de  la  Igle- 
sia de  Chile;  la  discusión  iba  a  verificarse  entre  éste  y  el  hombre  más 
caracterizado  del  otro  bando,  no  sólo  por  ser  el  Presidente  de  la  Re- 
pública, sino  porque,  con  justicia,  don  Manuel  Montt  era  considerado 
la  primera  cabeza  entre  los  partidarios  del  regalismo.  De  '  admirable 
talento,  de  vastísimos  conocimientos  legales  y  asesorado  por  su  eminen- 
te ministro  de  lo  Interior,  don  Antonio  Varas,  nó  podían  los  regalistas 
pretender  ser  mejor  defendidos". 


(1)  Edwards  V..  Alberto:  "El  Gobierno  de  don  Manuel  Montt",  pág.  185. 

(2)  Errázuriz,  Crescente:  "Algo  de  lo  que  he  visto",  pág.  109. 

(3)  Errázuriz,  Crescente:  "Algo  de  lo  que  he  visto",  pág.  111. 
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"Por  lo  mismo  que  Montt  era  bombr?  de  convicciones  y  creía  en 
el  error  al  Arzobispo,  cayó  en  el  lazo  que  éste  le  tendía.  Si  se  hubiera 
limitado  a  responder  que  no  le  tocaba  intervenir,  no  habría  tenido  opor- 
tunidad el  señor  Valdivieso  de  seguir  desenvolviendo  sus  argumentos. 
No  lo  hizo  así.  El  Ministro  del  Culto,  don  Francisco  Javier  Ovalle  y 
Bezanilla,  entró  al  fondo  de  la  cuestión  y  pretendió  probar  la  debili- 
dad de  los  argumentos  alegados  por  el  Arzobispo". 

"Era  cuanto  éste  deseaba  y  se  siguió  larga  e  interesantísima  po- 
lémica. Todo  el  mundo  esperaba  ansioso  las  respuestas  y  la  opinión 
pública  se  formaba  rápidamente  en  favor  de  la  autoridad  eclesiástica: 
convencían  presto  a  todo  hombre  instruido  ta  justicia  de  la  causa  y  la 
contundente  argumentación  con  que  el  Arzobispo  respondía  a  lo  alega- 
do por  el  Ministro;  para  el  vulgo,  para  quienes  no  alcanzaban  a  darse 
cuenta  de  la  solidez  de  las  pruebas  y  de  la  fuerza  de  los  raciocinios,  el 
objeto  mismo  de  la  cuestión  bastaba  a  abrirles  los  ojos"  (1). 

La  respuesta  del  Gobierno,  como  se  preveía,  fué  negativa  y  en  ella  se 
hacía  ver  que  la  Corte  Suprema  había  fallado  el  recurso  de  fuerza  den- 
tro del  ejercicio  de  su  jurisdicción;  que  según  la  Constitución,  el  Pre- 
sidente de  la  República  no  podía  dejar  sin  efecto  sus  resoluciones;  y 
que  por  lo  demás,  este  era  el  modo  de  pensar  del  Consejo  de  Estado. 
Terminaba  la  nota  diciendo:  "Los  fundamentos  que  han  pesado  en  el 
ánimo  del  Gobierno,  obrarán  también  en  el  de  US.  Iltma.  y  Rvma.  y 
le  manifestarán  que  es  un  deber  común  de  las  autoridades  y  habitan- 
tes del  Estado,  llevar  a  efecto  en  la  parte  que  les  toque,  las  sentencias 
de  los  tribunales"  (2). 

Siguióse  un  cambio  de  notas  en  que  se  afirmaba  más  aún  los  mo- 
dos de  pensar  de  ambos  poderes,  aunque  ello  no  significó  un  rompimien- 
to entre  el  Gobierno  y  el  Arzobispo.  Ellas  fueron  publicadas  por  la  "Re- 
vista Católica"  y  por  los  diarios  de  la  época,  los  que  hacían  blanco  de 
enconados  ataques  al  Arzobispo,  particularmente  el  "Mercurio"  de  Val- 
paraíso.  Esto  no  obstante,  la  polémica  entre  el  Presidente  Montt,  y  el 
señor  Valdivieso  se  desarrolló  en  un  ambiente  de  cortesía  y  benevo- 
Incia.  El  mismo  señor  Valdivieso  lo  deja  establecido  en  su  última  nota 
de  15  de  Octubre,  en  la  que  después  de  rebatir  los  argumentos  legales 
del  Ministro,  concluye  diciendo:  "No  concluiré  esta  comunicación  sin 
manifestarle  a  US.  reconocido  por  la  benevolencia  con  que  ha  acudido 
al  llamamiento  que  hice  a  los  nobles  sentimientos  de  US.  Resignado 
como  estoy  a  sufrir  lo  que  la  adversa  suerte  quiera  depararme,  sólo 
resistía  a  consentir  en  que  se  me  tuviera  por  delincuente.  Aprecio 
pues  la  benignidad  del  Supremo  Gobierno,  que  ya  que  no  le  sea  dado 
mejorar  si  situación,  ha  querido  suavizarla  con  su  noble  y  generosa 
declaración"  (3). 

5. — La  sentencia  de  destierro;  impresión  que  causa  en  el  público. 

La  actitud  firme  y  decidida  del  Arzobispo  de  no  dar  cumplimien- 
to al  auto  de  la  Corte,  dictado  el  30  de  Agosto,  complicó  el  asunto  a 


(1)  Errázuriz,  Crescente:  "Algo  de  lo  que  he  visto",  págs.  111  y  112. 

(2)  Respuesta  del  Ministro  Ovalle:  Revista  Católica  de  7  de  Octubre  de 
/     1856,  pág.  2005. 

(3)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  III,  págs.  89  y  90. 
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tal  punto  que  ya  flotaba  en  el  ambiente  la  idea  de  que  el  jefe  die  la 
Iglesia  chilena  iba  a  ser  desterrado.  Inútiles  fueron  todas  las  gestiones 
encaminadas  a  que  el  señor  Valdivieso  acatara  el  mandato  de  la  Cor- 
te, respondiendo  únicamente  que  su  conciencia  y  su  deber  no  le  permi- 
tían en  modo  alguno  obedecer  una  resolución  que  quivalía  a  delegar  su 
poder  espiritual  en  la  Corte  Suprema.  Indirectamente,  al  acatar  la  or- 
den de  ese  Tribunal,  era  él  el  que  facultaría  a  los  dos  canónigos  rebel- 
des para  poder  confesar  y  decir  Misa  (1). 

Mientras  tanto  los  canónigos  se  presentaron  a  la  Corte  solicitán- 
dole "proveyera  lo  que  fuese  de  justicia".  El  tribunal,  pidió  los  ante- 
cedentes al  Arzobispo,  quién  se  los  remitió  el  4  de  Octubre  acompaña- 
dos de  una  nota  en  que  una  vez  más  hacía  ver  que  tratándose  de  un 
negocio  de  natui*aleza  espiritual,  no  podía  someterse  a  la  jurisdicción 
de  los  tribunales  civiles.  Com,o  de  costumbre,  la  causa  pasó  en  vista 
al  Fiscal.  Una  vez  evacuado  este  trámite,  la  Corte  Suprema  con  fecha 
17  de  Octubre  se  reunió  para  resolver  una  custión  previa,  de  saber  si 
el  Arzobispo  debía  ser  desterrado  de  oficio,  o  si  se  esperaría  que  los  ca- 
nónigos suspendidos  pidieran  la  ejecución  de  la  sentencia  de  30  de 
Agosto.  Se  pr-odujo  un  empate  y  se  necesitó  integrar  el  tribunal  con 
otro  miembro,  que  dió  la  mayoría  a  los  partidarios  de  la.  primera  tesis, 
esto  es,  que  debía  ser  desterrado  de  oficio.  El  Lunes  20,  la  Corte  insis- 
tió en  su  resolución  de  30  de  Agosto,  bajo  apercibimiento  de  destierro 
de  la  República  y  ocupación  de  sus  temporalidades,  si  dentro  de  ter- 
cero día  no  otorgaba  la  apelación  interpuesta  por  los  señores  Meneses 
y  Solís. 

La  noticia  se  esparció  en  pocos  instantes  por  todo  Santiago.  La 
agitación  pública  fué  inmensa  y  la  conmoción  popular  parecía  desbor- 
darse. Don  Crescente  Errázuriz,  que  presenció  estos  hechos  nos  cuen- 
ta lo  siguiente: 

"Corriendo  a  todo  correr,  cuanto  las  piernas  me  Ib  permitieron 
— ^  era  3^0  un  muchacho  de  16  años  —  llegué  a  casa  del  Arzobispo, 
calle  de  Santa  Rosa,  y  entré  a  su  despacho,  donde  se  hallaba  también 
el  señor  Salas,  Obispo  de  Concepción,  que  había  venido  a  Santiago 
con  motivo  de  estos  asuntos. 

— Se  pronunció  la  sentencia  —  le  dije. 

— ¿Cuál  es? 

Destierro  y  confiscación. 

Apenas  tuve  tiempo  de  decir  esto  y  un  empleado  de  la  Secreta- 
ría avisó  al  Arzobispo  que  el  señor  Cisternas,  secretario  de  la  Corte 
Suprema,  desaba  hablarle:  era  para  notificar  la  sentencia". 


(1)  A  este  propósito,  don  Crescente  Errázuriz  narra  lo  siguiente:  "Tan 
general  fué  la  convicción  y  tan  absurda  se  conoció  pronto  la  preten- 
sión de  la  Corte,  que  con  burla  se  manifestaba  a  sus  ministros  la  ridi- 
culez de  su  conducta:  quién  escribía  a  uno  de  ellos  para  corlsultarle  la 
penitencia  que  por  tal  pecado  debía  darse  a  un  penitente;  quién  desea- 
ba saber  de  otro  cómo  obligaría  a  un  confesor  a  que  le  absolviese,  pues 
pretendía  no  hallarlo  bien  dispuesto  para  recibir  el  sacramento;  y  hubo 
señoras  que  hicieron  más,  pues  pedían  con  insistencia  en  la  calle  o  don- 
de los  encontraban,  a  los  Ministros  de  la  Corte,  que  se  sirviesen  darles 
permiso  para  confesar,  asegurándoles  haber  hecho  concienzudos  estu- 
dios y  prometiendo  guardar  rigurosamente  el  sigilo  sacramental". 
(Crescente  Errázuriz,  "Algo  de  lo  que  he  visto",  pág.  112). 
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"La  casa  del  Arzobispo  se  convirtió  en  el  centro  de  la  ciudad, 
miéntras  la  apartada  calle  de  Santa  Rosa  tomaba  extraño  aspecto  de 
fiesta  en  las  ventanas  y  puertas  que  a  ella  daban  se  aglomeraba  in- 
numerable gentío,  para  ver  a  los  que  acudían  a  la  casa  del  prelado.  Ca- 
si no  quedó  en  la  ciudad  quién  no  se  apresurara  a  ir  a  presentar  al  se-» 
ñor  Valdivieso  la  expresión  de  su  amor,  de  su  admiración  y  del  profun- 
do dolor  con  que  presenciaba  la  persecución  injusta  de  que  se  le  hacía 
víctima"  (1). 

"En  la  noche,  las  innumerables  visitas  que  llenaron  los  salones  de 
la  casa  del  Arzobispo  fueron  las  de  todos  sus  amigos  y  conocidos,  es 
decir,  de  lo  primero  de  Santiago.  Los  siguientes  días,  19  y  20,  la  con- 
moción aumentó;  la  afluencia  de  gente  llegó  a  ser  increíble;  las  seño- 
ras practicaban  diligencias,  siempre  inútiles,  para  conseguir  que  los 
canónigos  y  la  Corte  volvieran  atrás.  Los  caballeros  se  comprometie- 
ron a  ofrecer  sus  bienes  para  auxiliar  ál  Prelado,  de  cuyas  temporali- 
dades se  iba  a  apoderar  el  fisco;  en  todas  partes  se  oían  amenazas  o 
lamentos,  según  fueran  los  labios  que  los  lanzaban"  (2). 

~  La  indignación,  sobre  todo  en  el  elemento  femenino,  fué  tan  gran- 
de, dice  don  Carlos  Silva  Cotapos  en  su  Historia  Eclesiástica  de  Chile, 
"que  las  las  damas  acudieron  al  palacio  para  pedir  al  Presidente  de  la 
República  que  no  llegase  a  tal  extrem^o  (el  destierro  del  Prelado).  Se 
dice  que  una  de  ellas  que,  por  su  respetabilidad  y  años  podía  tutear  al 
Presidente  le  dijo:  "Mira,  si  destierras  al  Arzobispo,  nosotras  nos  col- 
garemos de  las  ruedas  de  su  carruaje  y  no  podrá  salir  sino  rodando  so- 
bre nuestros  cuerpos"  (3). 

Entonces  fué  cuando  mejor  se  manifestó  el  carácter  enérgico  o  in- 
flexible del  Prelado  chileno.  Todas  las  demostraciones  de  que  fué  obje- 
to no  le  arrancaron  ni  una  sola  lágrima  "y  se  dispuso  con  frío  estoicis- 
mo a  hacer  sus  preparativos  de  viaje  y  a  rreglar  el  gobierno  de  la  Dió- 
cesis durante  su  ausencia"  (4). 

"Una  de  las  primeras  disposiciones  que  tomó,  sigvie  el  señor  Edwards 
Vives,  fué  el  castigo  de  los  culpables  de  su  destierro,  acaso  para  demos- 
trar que  nada  era  capaz  de  doblegarle,  tratándose  del  cumplimiento  de 
lo  que  consideraba  un  deber.  Por  auto  de  20  de  Octubre,  suspendió  a  los 
Canónigos  Meneses  y  Solís  no  sólo  del  ministerio  sacerdotal,  sino  del 
beneficio  de  que  gozaban  en  la  Iglesia.  Los  adversarios  del  Prelado  vie- 
ron en  este  acto  un  simple  espíritu  de  venganza.  Era  sin  duda,  algo 
más  que  eso:  la  demostración  de  la  plenitud  de  su  poder  espiritual,  que 
en  su  sentir,  subsistía  intacto  aún  en  el  momento  en  que,  condenado 
por  los  tribunales  civiles,  iba  a  abandonar  el  suelo  de  la  patria"  (5). 

6. — Los  canónigos  se  desisten  del  recurso.  Término  del  conflicto. 

El  día  30,  don  Joaquín  Tocornal,  abogado  del  señor  Valdivieso,  ha- 
bía hecho  gestiones  ante  algunos  amigos  de  los  canónigos,  a  fin  de  que 
éstos  se  desistieran  de  su  recurso  y  la  Corte  declarara  concluídio  el 

  I 

(1)  Errázuriz,  Crescente:  "Algo  de  lo  aue  he  visto",  págs.  115  y  116. 

(2)  Errázuriz,  Crescente:  "Algo  de  lo  que  he  visto",  pág.  117. 

(3)  Silva  C,  Carlos:  "Historia  Eclesiástica  de  Chile",  pág.  278. 

(4)  Edwards  V.,  Alberto:  "El  Gobierno  de  don  Manuel  Montt",  pág.  188. 

(5)  Edwards  V.,  Alberto:  "El  Gobierno  de  don  Manuel  Montt",  pág.  188. 
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asunto.  Se  le  contestó  que  ya  nada  tenían  que  hacer  los  canónigos,  pues 
la  Corte  había  dado  tres  días  de  plazo  al  Arzobispo  para  que  obedeciese, 
bajo  pena  de  destierro,  y  éste  debía  u  obedecer  o  salir  desterrado. 

Mientras  tanto,  la  situación  asumía  caracteres  de  extraordinaria 
gravedad.  Al  sentimiento  religioso,  que  se  había  manifestado  al  princi- 
pio en  favor  del  Arzobispo,  se  le  unieron  los  intereses  políticos.  No  eran 
ya  las  personas  devotas  las  que  solamente  llegaban  a  ofrecer  su  adhe- 
sión al  Arzobispo,  sino  los  jefes  más  caracterizados  del  peluconismo 
ultramontano,  y  muchos  'liberales  que  veían  en  aquel  incidente  un  mo- 
tivo de  ataque  al  Presidente  Montt.  "Por  su  parte  —dice  don  Abdón 
Cifuentes —  el  partido  liberal  que  había  combatido  la  candidatura  de 
don  Manuel  Montt  y  que  había  sido  vencido  en  la  sangrienta  batalla  de 
Loncomilla  de  1851.  atisbaba  la  ocasión  de  volver  a  levantar  la  cabeza 
y  aprovechó  el  destierro  del  Arzobisdo  para  unirse  a  los  nuevos  descon- 
tentos en  sus  protestas  de  adhesión  al  Prelado.  Yo  recuerdo  haber  visto 
a  sus  principales  caudillos  en  esas  ryidosas  manifestaciones  en  que  pa- 
recía que  toda  la  ciudad  de  Santiago  se  trasladaba  en  constante  romería 
a  la  casa  del  Arzobispo"  (1). 

El  historidor  tantas  veces  citado,  don  Alberto  Edwards  Vives,  afir- 
ma que  hubo  hasta  un  complot  que  apoyado  por  todo  el  pueblo  de  San- 
tiago, iba  a  estallar  en  el  momento  en  que  el  Arzobispo  marchara  al  des- 
Üerro.  "Don  Federico  Errázuriz,  uno  de  los  enemigos  más  obstinados 
del  Gobierno,  unido  al  Arzobispo  por  los  vínculos  de  la  sangre,  por  sus 
ideas  de  católico  fervoroso  y  también  por  la  am.bición  política,  vínose 
apresuradamente  desde  sus  haciendas  de  Colchagua,  y  estableció  el  cuar- 
tel general  de  sus  manejos  en  la  propia  casa  del  Prelado.  Allí,  en  unión 
de  otros  personajes  que  participaban  de  iguales  sentimientos,  como  don 
Fernando  Urízar  Garfias,  don  Antonio  Larraín,  don  Manuel  Eyzaguirre 
y  el  antiguo  conspirador  del  20  de  Abril,  don  Benjamín  Videla,  princi- 
pió a  fraguar  un  movimiento  subversivo  que  debía  estallar,  al  amparo 
de  la  indignación  del  pueblo,  en  los  momentos  en  que  el  Arzobispo  mar- 
chara al  destierro". 

"No  iba  a  llegar  felizmente  el  caso  de  que  las  pasiones  populares 
fueren  utilizadas  para  trastornar  el  orden;  pero  hombres  de  carácter 
más  sereno  y  reflexivo,  comprendiendo  también  que  el  conflicto  ecle- 
siástico iba  a  ser  el  punto  de  partida  de  una  transformación  de  la  po- 
lítica, comenzaron  a  explotarlo  hábilmente,  uniendo  sus  protestas  a  las 
del  clericalismo,  y  sembrando  halagos  y  promesas  en  el  espíritu  de  los 
pelucones,  perturbados  por  antiguos  recelos  y  heridos  ahora  en  sus 
sentimientos  más  caros". 

"El  Gobierno,  aunque  no  tuvo  por  entonces  conocimiento  ni  del 
complot  de  los  unos,  ni  de  los  manejos  de  los  otros,  no  podía  menos  de 
comprender  que  se  estaba  al  borde  de  las  peores  complicaciones;  y  cre- 
yó llegado  el  caso  de  extremar  sus  esfuerzos  a  fin  de  poner  término  al 
escándalo"  (2). 


(1)  '  Cifuentes,  Abdón:  "Memorias",  T.  I,  pág.  40. 

(2)  Edwards  V.,  Alberto:  "El  Gobierno  de  don  Manuel  Montt",  pág.  189. 
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Aquella  conmoción  popular  atemorizó  al  Gobierno,  el  que  valiéndo- 
se de  algunos  amigos  de  los  señores  Meneses  y  Solís,  las  hizo  entender 
que  debían  someterse.  Pues  bien,  las  mismas  personas  que  habían  res- 
pondido a  Tocornal  que  ya  los  canónigos  no  tenían  nada  que  hacer,  ate- 
morizados por  el  alboroto  general  y  las  proporciones  que  tomaba  al 
asunto,  buscaron  a  Tocornal  para  aceptar  cuanto  les  había  propuesto. 
Y  el  día  22,  en  que  debía  hacerse  efectivo  el  apercibimiento  de  la  Corte, 
presentaron  "muy  de  mañana,  un  escrito  a  la  Suprema  Corte  de  Justi- 
cia, en  el  cual  aunque  reproducían  siempre  sus  pretensiones,  venían  al 
fin,  sólo  por  la  inquietud  que  se  notaba,  a  desistir  del  recurso  de  fuerza. 
El  Tribunal  se  apresuró  a  admitir  el  desistimiento,  a  dar  por  terminado 
el  proceso  y  a  ordenar  que  se  archivase  lo  obrado"  (1). 

"Los  grandes  hombres  que  entonces  gobernaban  a  Chile,  y  que  eran 
sinceros  católicos,  aunque  regalistas,  no  extremaron  las  cosas,  e  influ- 
yendo en  los  canónigos  apelantes,  les  persuadieron  de  que  debían  reti- 
rar su  recurso,  y  por  este  sencillo  medio  todo  quedó  en  calma"  (2). 

La  Revista  Católica  por  su  parte,  comentando  el  término  del  con- 
flicto, expresaba:  "Las  escenas  que  han  tenido  lugar  en  estos  días  serán 
una  de  las  más  bellas  páginas  de  la  historia  del  país.  El  religioso  entu- 
siasmo de  que  ha  estado  dominada  nuestra  sociedad,  y  las  manifestacio- 
nes de  sincera  y  cordial  adhesión  que  lo  mejor  de  Santiago  ha  hecho  al 
señor  Arzobispo,  han  sido  en  esta  vez  el  muro  inespugnable  de  que  la 
Divina  Providencia  ha  querido  servirse  para  defender  a  esta  santa  Igle- 
sia y  a  su  digno  Pastor.  A  la  verdad  que  no  recordamos  que  la  opinión 
pública  hubiese  hecho  en  algún  tiempo  una  manifestación  tan  unánime, 
'tan  generosa,  tan  sensata  y  pura,  como  la  que  ha  tenido  lugar  en  los  días 
precedentes.  Por  eso  también  es  universal  el  júbilo  con  que  todos  cele- 
bran la  terminación  de  la  causa  eclesiástica"  (3). 

El  Arzobispo,  luego  que  tuvo  conocimiento  del  desistimiento  de  los 
canónigos,  se  apresuró  a  levantarles  la  suspensión  "a  divinis"  y  las  cen- 
suras impuestas,  por  medio  de  un  decreto  que  insertamos  a  continua- 
ción: "Santiago,  Octubre  23  de  1856.  Habiéndonos  hecho  saber  con  fe- 
cha de  ayer  por  comunicación  que  se  ha  servido  dirigirnos  el  señor  Pre- 
sidente de  la  Excma.  Corte  de  Justicia,  que  el  Tribunal  ha  aceptado  el 
desistimiento  del  recurso  de  fuerza  que  interpusieron  los  señores  preben- 
dados Arcedeano  Dr.  don  Juan  Francisco  Meneses  y  Doctoral  Dr.  don 
Pascual  Solís  de  Ovando  sobre  la  suspensión  "a  divinis"  que  se  les  ha- 
-  bía  hecho;  y  satisfechos  de  que  los  dichos  señores  no  participan  de  las 
doctrinas  contrarias  al  sentir  de  Nuestra  Santa  l^adre  Iglesia  que  se 
han  vertido  por  otros  en  el  discurso  de  este  negocio,  por  la  manifesta- 
ción nue  nos  han  hecho,  no  menos  que  de  la  sumisión  y  respeto  a  nuestra 
autoridad  por  las  protestas  que  nos  ha  transmitido  una  persona  respe- 
table con  el  fin  de  que  no  abrigáramos  recelos  acerca  de  la  sinceridad 
de  sus  buenos  sentimientos,  venimos  en  suspender  los  efectos  del  de- 
creto de  21  de  Febrero  del  presente  año  proveído  por  nuestro  Provisor  y 
Vicario  general  y  del  20  del  actual  mes,  proveído  por  Jios,  en  virtud  de 
los  cuales  habían  sido  suspendidos  los  predichos  señores  prebendados 


(1)  Ramírez  J.,  Ramón:  "Vida  de  don  José  M.  Orrego",  pág.  92. 

(2)  Silva  C,  Carlos:  "Historia  Eclesiástica  de  Chile",  pág.  278. 

(3)  Revista  Católica:  Octubre  27  de  1856,  pág.  2041. 
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del  ejercicio  del  ministerio  sagrado  y  del  beneficio. — El  Arzobispo  de 
Santiago"  (1). 

Y  así  terminó  aquella  ruidosísima  cuestión,  cuyas  consecuencias 
se  han  marcado  con  profundas  huellas  al  través  de  medio  siglo,  en  la 
marcha  política  y  religiosa  del  país,  y  particularmente  porque  dejó 
preparado  el  terreno  para  la  supresión  de  los  recursos  de  fuerza  poco 
tiempo  más  tarde  (2). 

CAPITULO  VI. 


1. — La  solución  del  conflicto  no  pone  término  a  los  debates  religiosos 
y  consecuencias  del  mismo.  Primer  pensamiento  de  un  partido 
católico. 

La  solución  del  conflicto  puso  término  a  la  alarma  pública,  pero  no 
logró  evitar  las  consecuencias  de  lo  ocurrido.  Estas  consecuencias  se 
tradujeron  en  dos  divisiones:  una  en  el  aspecto,  político  y  otra  en  el  cam- 
po religioso.  La  primera  fué  tan  honda  que  dió  nacimiento  a  un  nuevo 
partido:  el  p'artido  conservador  católico;  pero  la  segunda,  que  se  produ- 
jo en  las  filas  del  clero,  duró  sólo  hasta  1875.  fecha  en  oue  se  dictó  la 
Ley  Orgánica  de  Tribunales.  La  veremos  en  el  párrafo  siguiente. 

La  contienda  había  quedado  trabada,  no  entre  el  Presidente  y  el 
Arzobispo,  sino  entre  los  círculos  varistas  y  laicos  por  una  parte  y  la 
aristocracia  devota'  por  otra.  La  cuestión  religiosa  permanecía  en  pie 
no  ya  como  un  asunto  religioso  solamente,  sino  político.  "Dios  quiera 
que  no  la  hayan  enterrado  viva",  exclamó,  al  dar  cuenta  de  la  cues- 
tión el  joven  periodista  don  Vicente  Reyes. 

En  efecto,  ni  el  Arzobispo,  ni  los  regalistas  quedaron  contentos  con 
aquel  arreglo.  La  prensa  laica  prosiguió  con  mayor  ahinco  sus  ataques 
en  contra  de  la  Religión  y  el  clero.  "Aquel  arreglo  impuesto  precipitada- 
mente por  las  circunstancias  no  satisfizo  por  completo  a  nadie,  y  mucho 


(1)  Revista  Católica:  Octubre  27  de  185fi,  pág.  2042. 

(2)  Posteriormente,  los  Prebendados  señores  Juan  Feo.  Meneses  y  Pas- 
cual Solís  de  Ovando,  dieron  amplias  y  humildes  excusas  al  Sr.  Arzobis- 
po y  reprobaron  explícitamente  los  "recursos  de  fuerza".  El  primero  lo 
hizo  en  1859  por  medio  de  una  carta,  que  al  decir  del  autor  de  las  "Obras 
Completas"  (T.  III,  pág.  216).  le  entregó  el  mismo  señor  Meneses,  al 
partir  el  señor  Valdivieso  a  Europa  en  1859  al  salir  de  la  Catedral  para 
dirigirme  a  Valparaíso,  carta  que  desde  ese  verto  contestó  el  señor 
Meneses.  En  cuanto  al  señor  Solís  de  Ovando,  lo  hizo  por  medio  de  la 
siguiente  carta:  "Santiago,  Junio  4  de  1875.— I.  y  R.  Sr.  A.—  Cumplo 
con  un  deber  aue  hasta  el  presente  he  omitido  de  buena  fe,  el  de  dar 
plena  satisfacción  por  las  doctrinas  que  en  mala  hora  sostuve  en  el  "re- 
curso de  fuerza",  que  entablé  contra  S.  S.  I.  En  ese  tiempo  mi  inten- 
ción fué  recta  v  no  pensé  contrariar  a  la  doctrina  de  la  Iglesia,  pero 
entonces  me  sometí  al  breve  del  Papa  oue  condenaba  los  recursos  de 
fuerza,  como  también  ahora  me  someto.  Para  reparar  el  escándalo  que 
todavía  pueda  haber,  como  para  desvanecer  cualquiera  sospecha  desfa- 
vorable a  mi  fe  de  católico,  le  doy  el  presente  testimonio,  dejando  a  la 
prudencia  de  S.  S.  I.  hacer  de  esta  nota  el  uso  oue  crea  conveniente,  y 
asegurándole  de  mi  parte  mi  filial  sumisión  a  S.'S.  I.  y  R.— Dios  guarde 
a  S.  S.  I.—  Pascual  Solís  de  Ovando."  Esta  carta  fué  contestada  por 
Valdivieso  con  fecha  4  de  Junio  de  1873.  (Valdivieso  R.,  Valentín:  "Obras 
Completas",  T.  III,  págs.  214  y  215). 
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menos  al  señor  "Valdivieso.  Para  un  hombre  de  su  temple  habría  sido 
preferible  marchar  al  destierro,  mártir  de  las  libertades  de  la  Iglesia, 
que  permanecer  sobre  la  silla  episcopal,  en  gracia  de  lo  que  aparecía 
como  un  acto  magnánimo  de  súbditos  rebeldes". 

"En  los  círculos  anticlericales  del  partido  de  Gobierno,  el  desagra- 
do no  fué  menor.  Allí  también  se  deseaba  la  lucha  religiosa,  por  razones 
a  que  no  era  ajena  la  política.  Se  condenó  abiertamente  la 
conducta  de  la  Corte  Suprema,  al  no  haber  proseguido  de  oficio  el 
castigo  de  un  Prelado  reo  de  abierta  dsobediencia  a  las  leyes"  (1). 

Este  estado  de  cosas  produjo  una  división  dentro  del  peluconismo,  . 
que  fué  acentuándose  cada  vez  más.  Los  descontentos  con  el  gobierno 
del  Presidente  Montt  eran  muchos  y  alcanzaba  a  las  filas  de  todos  los  par- 
tidos de  la  época;  la  cuestión  del  sacristán  terminó  de  producir  el  con- 
fusionismo en  ellos.  Veamos  como  don  Crescente  Errázuriz  pinta  esta 
situación.  "Cualquiera  que  fuese,  dice,  al  color  político,  nadie  se  acorda- 
ba de  él;  no  se  dividían  en  aquellos  momentos  los  partidos  en  consrva- 
dores  y  liberales,  sino  en  "gobiernistas  y  opositores";  y  formaban  parte 
de  la  oposición,  primero,  todos  los  que  habían  combatido  la  candidatura 
presidencial  de  don  Manuel  Montt,  a  casi  todos  los  cuales  se  mantenía 
sistemáticamente  alejados  de  la  administración  y,  segundo,  los  conser- 
vadores separados  del  Gobierno  y  agriados  con  la  cuestión  eclesiástica. 
Para  designar  a  los  partidarios  del  Gobierno  se  había  inventado  el  nom- 
bre de  monttvarismo". 

"Estuvieron,  pues,  del  lado  de  la  Iglesia,  numerosísimas  personas 
que  en  otra  ocasión,  por  antipatía  a  las  ideas  religiosas  habrían  aplau- 
dido un  recurso  de  fuerza  y,  como  la  pasión  política  es  una  de  las  pa- 
siones más  poderosas,  llegaron  a  convencerse  entonces  de  cuán  absurdos 
eran  esos  recursos"  (2). 

La  influencia  del  "conflicto  del. sacristán"  en  los  partidos  políticos 
chilenos  fué  enorme.  El  fué  el  que  dió  forma  a  los  partidos  como  tales, 
porque  hasta  1856  no  había  en  Chile  partidos  organizados.  Esta  fué  la 
consecuencia  más  trascendental  del  conflicto  de  ese  año.  Dejemos  la  pa- 
labra al  sñor  Edwards  Vives  que  traza  con  mano  maestra  esta  •trans- 
formación: 

"Existió  desde  entonces  una  "idea"  política  capaz  de  ser  compren- 
dida por  la  opinión  vulgar.  El  sentimiento  religioso,  positivo  o  nega- 
tivo, es  común  a  todos  los  hombres,  cualquiera  que  sea  su  estado  dte 
cultura.  En  1830,  el  ssitema  de  Portales  se  había  impuesto  fácilmente 
a  un  país  indiferente,  acostumbrado  por  tradición  a  la  obediencia  pasi- 
va, y  que  no  estaba  en  condiciones  de  apasionarse,  ni  por  derechos  po- 
líticos, ni  por  doctrinas  sociales  o  filosóficas.  La  masa  de  la  República 
carecía,  pues,  de  opinión,  y  el  absolutismo  pudo  dominar  sin  contrapeso. 

"Pero  había  surgido  ahora  un  problema  que  a  todos  interesaba  en 
mayor  o  menor  grado,  y  a  los  pequeños  casi  con  la  misma  intensidad 
que  a  los  grandes.  En  el  orden  religioso  cada  habitante  del  país  estaba 
clasificado  de  antemano,  porque  aún  la  indiferencia  o  la  tibieza  eran 
ya  una  característica,  a  lo  menos  negativa.  El  hecho  de  no  comulgar 
con  las  ideas  del  catolicismo  militante  comenzó  a  imprimir  carácter 
poco  a  poco;  y,  a  medida  que  transcurrieron  los  años,  esa  negación  se 


(1)  Edwards  V.,  Alberto:  "El  Gobierno  de  don  Manuel  Montt",  pág.  190. 

(2)  Errázuriz,  Crescente:  "Algo  de  lo  que  he  visto",  pág.  114. 
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■  transformó  en  una  afirmación  de  principio,  base  del  sentimiento  "libe- 
ral" del  porvenir". 

"La  cuestión  religiosa  contribuyó,  pues,  a  '-'democratizar"  nuestra 
política.  Por  muchas  décadas,  y  hasta  que  surgieron  los  problemas  so- 
ciales y  las  luchas  de  casta,  ella  fué  la  única  que  el  país  comprendió 
de  veras.  Aún  en  tiempos  muy  vecinos  a  los  nuestros,  todavía  se  desig- 

^  naba  con  el  nombre  sugestivo  de  "problemas  doctrinarios"  los  que  te- 
nían relación  con  el  sentimiento  religioso.  Los  demás  por  importantes  y 
trascendentales  que  fuesen,  "no  merecían"  ese  nombre;  estaban  fuera 
del  alcance  de  la  mentalidad  del  electorado".  ~ 

"Esa  lucha  "doctrinaria"  fué  lo  que  puso  término  al  "gran  silencio" 
de  la  opinión,  y  preparó,  desde  su  origen,  las  futuras' y  ya  cercanas  evo- 
luciones aue  iba  a  experimentar  nuestra  República  "en  forma"  (1). 

En  1857  ya  había  cristalizado  esta  evolución,  y  por  primera  vez 
pipiólos  y  pelucones  se  hallaron  juntos,  constituyendo  la  fusión  liberal- 
conservadora,  c^ue  se  llamó  después  "coalición".  Los  pipiólos  fueron  los 
descontentos  con  el  Gobierno  u  opositores;  los  pelucones,  el  círculo  más 
devoto  del  peluconismo  que  culpaba  al  Presidente  de  la  persecución  de 
que  había  sido  víctima  el  Arzobispo. 

A  esta  fusión  se  opu.so  una  fracción  del  partido  liberal,  que  era  la 
menos  avanzada,  y  una  fracción  del  peluconismo,  adicta  al  Presidente, 
que  pasaron  a  formar  el  partido  nacional,  o  como  lo  llamaban  sus  adver- 
sarios "monttvarista".  Se  produjo,  entonces,  un  curioso  fenómeno:  que 
los  que  antes  lo  habían  apoyado  se  le  separaban,  y  los  que  lo  habían 
combatido,  esto  es,  los  más. moderados,  se  le  juntaban. 

En  estas  circunstancias,  tanto  el  arzobispo  y  el  clero  como  la  gente 
devota,  pensaron  que  era  menester  formar  una  fuerza  política  que  ampa- 
rase a  la  Iglesia.  Los  católicos,  se  hallaban  divididos  por  cuestiones  de 
carácter  temporal,  dispersos  en^  las  diferentes  agrupaciones  políticas  y 
sólo  tenían  preponderancia  en  la  vieja  sociedad  colonial  que  se  habíá 
alejado  definitivamente  del  Gobierno.  Esas  fuerzas,  serían  el  núcleo 
del  futuro  partido  conservador,  y  su  unificación  no  sería  difícil  sobre  la 
base  de  la  idea  religiosa.  De  esta  manera  el  peluconismo  se  transforma- 
ría adquiriendo  un  carácter  democrático  de  que  carecía  hasta  entonces,  y 
las  ideas  políticas  identificadas  con  la  fe,  serían  en  lo  sucesivo  accesibles 
al  vulgo. 

Este  fué  el  origen  del  actual  partido  consei-i'ador  que  algunos  his- 
toriadores se  lo  atribuyen  a  una  iniciativa  del  señor  Valdivieso,  que  al 
decir  de  uno  de  ellos,  tuvo  por  base  el  lema:  "la  Iglesia  aliada  del  par- 
tido conservador,  y  el  partido  conservador  apoyándose  en  la  Iglesia"  (2). 

2. — La  Sociedad  de  Santo  Tomás  de  Cantorbery. 

En  el  trascurso  del  conflicto,  había  nacido  entre  el  clero  una  ins- 
titución que  contribuyó  a  enardecer  aún  más  los  ánimos.  En  efecto,  al 
siguiente  del  auto  de  la  Corte  en  que  declaraba  que  el  Arzobispo  "no  ha- 
cía fuerza  en  conceder  la  apelación  en  ambos  efectos",  o  sea,  el  31  de 
Agosto,  se  reunía  un  grupo  de  jóvenes  sacerdotes  y  fundaban  una  socie- 


(1)  Edwards  V.,  Alberto:  "La  Fronda  Aristocrática",  pág.  114. 

(2)  Edwards  V.,  Alberto:  "El  Gobierno  de.  don  Manuel  Montt",  pág.  201. 
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dad  que  se  llamó  "Sociedad  de  Santo  Tomás  de  Cantorbery",  bajo  el 
patronato  de  este  mismo  nombre  (1). 

"La  Revista  Católica",  en  su  número  del  6  de  Septiembre  de  1856, 
da  cuenta  de  la  formación  de  esta  Socidad  en  los  siguientes  términos: 

"Bajo  el  nombre  de  "Sociedad  de  Santo  Tomás  de  Cantorbery  se 
ha  establecido  el  Domingo  31  de  Agosto  una  piadosa  asociación,  que 
tiene  por  objeto  afianzar  la  paz  tantas  veces  alterada  entre  nosotros  por 
litigios  ruidosos  a  que  han  dado  origen  los  recursos  de  fuerza.  El  estado 
lamentable  que  presenta  nuestra  spciedad  a  consecuencia  del  último  que 
acaba  de  tener  lugar,  es  profundamente  sentido  de  todos  los  corazones 
nobles  y  amantes  de  nuestra  patria.  En  efecto:  nadie  mirará  con  indife- 
rencia que  en  medio  del  orden  y  de  la  paz  que  reina  en  la  República, 
una  causa  insignificante  que  todos  conocen,  haya  venido  a  ser  piedra 
de  escándalo,  no  sólo  para  la  alta  clase  de  la  sociedad,  sino  para  el  pue- 
blo todo;  hasta  el  extremo  de  robar  al  Tribunal  Supremo  de  la  Nación 
el  tiempo  precioso  que  debe  consagrar  a  los  intereses  públicos.  Las  au- 
toridades en  conflicto,  las  familias  divididas  por  opiniones  encontradas, 
las  conciencias  en  agitación,  la  gente  sensata  explicándose  en  conceptos 
que  revelan  no  sabemos  hasta  qué  punto  cuán  herido  se  halla  el  senti- 
miento religioso,  un  sordo  murmullo  en  el  pueblo  sencillo  que  no  com- 
prende la  verdadera  causa  de  esta  inquietud  general  y  las  funestas  con- 
secuencias que  por  lo  común  suelen  ser  su  resultado;  todo  esto  nos  hace 
comprender  lo  perniciosas  que  son  a  la  sociedad  semejantes  exitaciones". 

"Estas  consideraciones  nos  han  decidido  a  llevar  adelante  un  pen- 
samiento «[ue  tiempo  ha  nos  preocupaba  y  cuya  utilidad  nos  han  dado 
a  conocer  las  recientes  ocurrencias.  El  se  reduce  a  formar  una  asocia- 
ción en  que  sus  miembros  se  comprometan  bajo  juramento  a  no  enta- 
tablar  en  adelante  los  mencionados  recursos;  y  la  formarán  todos  los 
individuos  que  quieren  incorporarse  a  ella.  He  aquí  las  bases  de  dicha 
asociación: 

"1^ — El  Patrono  de  esta  piadosa  Asociación  será  el  glorioso  Santo 
Tomás  Arzobispo  de  Cantorbery. 

2^ — Todos  los  asociados  se  comprometerán  bajo  juramento  a  no  in- 
terponer bajo  pretexto  alguno,  recursos  de  fuerza. 

3^ — Todos  los  asociados  procurarán  por  todos  los  medios  prudentes 
y  legales  defender  el  dogma  de  la  independencia  de  la  Iglesia  en  su  régi- 
men espiritual. 

4^ — Los  asociados  deberán  hacer  oraciones  especiales  al  Señor  pa- 
ra que  ilumine  a  los  Pastores  y  Gobiernos  católicos  a  fin  de  que  pue- 
dan contribuir  a  la  felicidad  de  los  pueblos  procurándola  cada  cual  en 
la  esfera  que  la  Divina  Providencia  les  ha  marcado"  (2). 

Seguían  a  contirmación  los  nombres  de  74  eclesiásticos  del  clero 
secular,  a  los  que  se  agregaron  otros  sacerdotes  del  Arzobispado  y  de 
la  diócesis  de  Concepción,  de  modo  que  subió  de  un  centenar  el  número 
de  los  asociados. 


(1)  Para  simbolizar  mejor  su  fin,  los  promotores  de  aquella  Sociedad  le  asig- 
naron por  patrono  y  protector  a  aquel  santo  Arzobispo  inglés,  Tomás 
Becket,  que  en  defensa  de  los  fueros  e  independencia  de  su  Iglesia  de 
Cantorbery  había  sufrido  el  destierro  primero  y  más  tarde  afrontando 
el  martirio  en  tiempo  del  rey  Enriaue  II.  (29  de  Diciembre  de  1170). 

(2)  La  Revista  Católica,       459,  6  de  Septiembre  de  1856,  pág.  1651. 
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A  pesar  de  que  las  bases  sobre  las  que  se  constituía  la  nueva  so- 
ciedad tenían  aspecto  moderado  y  un  lenguaje  piadoso,  ello  no  dejó 
de  causar  gran  escándalo  e  inspirar  temores  y  recelos.  Se  quiso  ver  en 
ella  el  intento  de  sustraer  por  completo  al  clero  de  la  obediencia  a  las 
autoridades  civiles.  El  Presidente  de  la  República  miró  su  estableci- 
miento como  un  reto  audaz  lanzado  a  su  soberanía;  la  Corte  Suprema  la 
miró  como  un  desacato  contra  la  sentencia  dictada  en  el  día  precedente; 
por  todas  partes  se  oían  los  epítetos:  sediciosos,  fanáticos,  rebeldes,  etc. 

El  primer  presidente  de  la  Sociedad,  don  José  Manuel  Orrego,  cre- 
yó del  caso  publicar  una  larga  y  razonada  exposición  vindicativa  de 
los  propósitos  benéficos  que  perseguía  y  de  los  medios  legítimos  que 
para  conseguir  esos  propósitos  empleaba  la  Sociedad  de  Santo  Tomás 
de  Cantorbery.  Decía  en  esa  exposición  al  señor  Orrego: 

"La  Sociedad  de  Santo  Tomás  de  Cantorbery  no  tiene  ni  puede 
tener  por  objeto  la  rebeldía  contra  las  autoridades  del  Estado.  Es  una 
asociación  pacífica,  inofensiva,  que  se  propone  propogar  y  defender  por 
todos  los  medios  legítimos  uno  de  los  dogmas  católicos,  cuyo  olvido  e 
ignorancia  ha  causado  males  de  gravísimas  consecuencias.  Entre  los 
medios  que  se  propone  emplear  para  conseguir  este  fin,  el  principal  se- 
rá la  discusión  razonada  y  concienzuda  de  los  fundamentos  sobre  que 
descansan  el  dogma  de  la  independencia  y  libertad  de  la  Iglesia,  y  so- 
bre sus  conveniencias  prácticas.  Deseamos  que  las  sesiones  de  nuestra 
Sociedad  sean  públicas  y  que  asistan  todos  los  que  quieran  tomar  parte 
en  sus  discusiones,  llevados  del  puro  amor  a  la  verdad". 

"Si  nada  tiene  de  reprensible  nuestra  Sociedad  en  sus  fines  y  en  sus 
medios,  ¿qué  es  lo  que  puede  haber  concitado  con  ella  el  furor  de  in- 
nobles pasiones?  Es  acaso  su  nombre?  ¿Pero  qué  tiene  de  malo  y  alar- 
mante el  que  se  haya  bautizado  con  el  nombre  de  un  santo  canonizado 
por  la  Iglesia  universal,  de  un  santo  mártir  que  derramó  su  sangre  en 
defensa  del  mismo  principio  que  la  Sociedad  se  propone  propagar  y 
defender?  ¿Es  acaso  su  nombre?  ¿Pero  qué  tiene  de  malo  y  alarmante 
ei  que  se  haya  bautizado  con  el  nombre  de  un  santo  canonizado  por  la 
Iglesia  universal,  de  un  santo  mártir  que  derramó  su  sangre  en  defen- 
sa del  .mismo  principio  que  la  Sociedad  se  propone  propagar  y  defender? 
¿Es  por  ventura  el  juramento  que  sus  asociados  hacen  de  no  entablar 
recursos  de  fuerza?  ¿Pero  no  es  libre  cada  cual  para  renunciar  los  de- 
rechos que  las  leyes  le  otorgan,  si  así  lo  juga  conveniente?"  (1). 

A  pesar  de  los  razonamientos  del  señor  Orrego,  los  ataques  por  la 
prensa  a  la  asociación  cantorberiana  continuaron  con  más  furor.  "Mien- 
tras los  unos  acusaban  al  Arzobispo  de  ejercer  presión  sobre  los  cléri- 
gos para  obligarlos  a  adherirse  a  la  nueva  sociedad,  los  otros  replica- 
caban  a  estos  ataques  afirmando  que  el  Gobierno  perseguía  a  cuantos 
se  incorporaban  a  ella,  con  hostilidad  sistemática.  Esta  pequeña  guerra 
era  ya  un  mal  síntoma,  y  luego  se  pudo  ver  claro  que  entre  los  cantor- 
berianos  predominaba  un  espíritu  de  oposición:  el  primero  que,  dentro 
de  los  elementos  hasta  entones  conservadores,  se  manifestó  contra  el 
Gobierno  de  don  Manuel  Montt"  (2).  Aún  llegó  a  producirse  una  divi- 


(1)  Revista  Católica,  N?  460,  pág.  1660,  de  13  de  Septiembre  de  1856. 

(2)  Edwards  V.,  Alberto:  "El  Gobierno  de  don  Manuel  Montt",  pág.  191. 
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sión  en  el  mismo  clero  que  se  dividió  en  cantorberianos  y  no  cantorbe- 
rianos,  división  que  subsistió  algunos  años,  y  fué  apodo  muy  usado  por 
la  prensa  liberal  del  país  (1). 

Para  prestigiar  la  Sociedad,  acentuando  su  carácter  piadoso,  .se  ini- 
ciaron gestiones  con  el  fin  de  obtener  la  aprobación  del  Romano  Pon- 
tífice. La  Corte  Pontificia  le  aprobó  ampliamente  declarándola  digna 
de  encomio  por  un  rescripto  pontificio  que  decía  asi: 

"La  Sagrada  Congregación  de  los  Eminentísimos  y  Reverendísimos 
Cardenales  de  la  Santa  Iglesia  Romana,  encargados  de  los  negocios  y 
consultas  de  los  Obispos  y  reguladores,  atendidos  los  documentos  con 
que  la  piadosa  sociedad  mencionada  se  comprueba,  por  el  presente  de- 
creto, alaba  y  recomienda  encarecidamente  su  objeto  y  su  fin.  Dado  en 
la  Secretaría  de  la  Sagitada  Congregación  enunciada,  el  día  25  de  Ma- 
yo de  1860. — G.  Cardenal  de  Genga,  Prefecto"  (2). 

Por  otro  rescripto  de  6  de  Julio  del  mismo  año.  Su  Santidad  Pío  IX 
concedió  muchas  indulgencias  a  sacerdotes  y  seculares  que  se  enrolasen 
en  la  Sociedad  de  Santo  Tomás  de  Cantorbery. 

El  término  de  ella  tuvo  lugar  cuando  dejaron- de  existir  los  recur- 
sos de  fuerza  en  la  legislación  chilena.  Fundada  para  combatirlos,  no 
(  tuvo  ya  razón  de  existir  desde  el  momento  que  la  Ley  de  Tribunales 

los  suprimió  el  15  de  Octubre  de  1875  (3). 

3. — Breve  del  Papa  Pío  IX  al  Arzobispo  Valdivieso. 

Haremos  aquí  un  ligero  comentario  sobre  un  Breve,  que  al  decir  del 
historiador  Silva  Cotapos,  envió  Su  Santidad  Pío  IX  el  señor  Valdivieso, 
Hemos  revisado  muchas  obras  y  autores  para  encontrarlo;  pero  no  lo 
hemos  logrado.  Insertamos  aquí,  lo  que  dice  ante  historiador  eclesiás- 
tico, por  considerarlo  de  importahcia,.por  la  jurisdicción  que  el  Papa  de- 
legó en  el  Arzobispo  de  la  Serena. 

"El  Papa  Pío  IX  — dice  el  señor  Silva  Cotapos —  envió  un  elogioso 
Breve  al  Arzobispo,  felicitándolo  por  su  energía  para  defender  los  dere- 
chos de  la  Iglesia.  En  el  mismo  Breve  el  Papa  confería  jurisdicción  al 
Obispo  de  la  Serena  para  conocer  de  la  apelación  interpuesta  por  los 
canónigos  Meneses  y  Solís,  y  concedida  sólo  en  lo  devolutivo  por  el  ^^i- 
cario  general  Arístegui.  Se  ha  dicho  que  el  Papa  otorgó  esa  jurisdicción 
sólo  para  que  la  sentencia  del  obispo  de  la  Serena  fuese  inapelable;  pe- 
ro éste  es  un  error;  porque  las  sentencias  de  los  delegados  del  Papa  son 
apelables".  I 

"La  causa  de  la  delegación  fué  otra.  El  auto  o  decreto  del  vicario 
general  contra  los  canónigos  no  era  una  sentencia  judicial,  sino  un  auto 
administrativo  y  disciplinario,  como  lo  sostuvo  el  Arzobispo  en  su  po- 


(1)  Silva  C,  Carlos:  "Historia  Eclesiástica  de  Chile",  pág.  279. 

(2)  Ramírez  J.,  Ramón:  "Vida  del  señor  M.  Orrego",  pág.  100. 

(3)  En  1868,  don  José  M.  Orrego,  primer  presidente  de  la  Sociedad  de  San- 
to Tomás  de  Cantorbery,  fué  elevado  al  episcopado  de  la  Serena. 
"Cuando  sus  amigos  y  sus  antiguos  discípulos  festejaron  al  señor  Orre- 
go por  su  elevación  al  episcopado,  don  Zorobabel  Rodríguez  brindó  en- 
tusiasmo por  la  libertad  de  la  Iglesia  y  por  la  imparcialidad  justiciera 
del  Presidente  de  la  República  aue  había  presentado  para  la  diócesis  de 
la  Serena  al  primer  presidente  de  la  Sociedad  de  Santo  Tomás  Me  Can- 
torbery". (Juan  R.  Ramírez:  "Vida  de  don  José  M.  Orrego",  pág.  102) 
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lémica  con  la  Corte  Suprema,  y  por  consiguiente  no  era  apelable  ante 
e]  Obispo  de  La  Serena,  sino  directamente  ante  la  Santa  Sede  y,  por  lo 
mismo,  el  vicario  general  no  debió  otorgar  la  apelación  que  los  canóni- 
gos interponían  para  ante  el  Obispo  de  La  Serena,  juez  incompetente, 
sino  para  el  juez  competente,  que  era  la  Santa  Sede.  El  Papa  subsa- 
nó este  defecto  otorgando  jurisdicción  para  el  caso  al  dicho  prelado  (1). 

4.— Viaje  del  Arzobispo  Valdivieso  a  Roma. 

Tantas  incommodidades  y  preocupaciones  minaron  la  salud  del 
Arzobispo  quién  para  restablecerse  decidió  emprender  viaje  a  Europa 
en  Julio  de  1859.  En  este  viaje  aprovecharía  de  hacer  la  visita  "ad  li- 
mina  apostolorum",  primera  que  hacía  personalmente  un  Obispo  chi- 
leno (2). 

Según  el  derecho  de  Patronato,  para  que  un  Obispo  pudiese  salir 
del  país,  debía  obtener  permiso  de  la  autoridad  civil.  Por  motivos  que 
se  ignoran,  el  señor  Valdivieso  no  solicitó  tal  permiso  y  se  limitó  a  po- 
ner en  conocimiento  del  Ministro  del  Culto,  su  proyectada  ausencia. 
El  Gobierno,  a  fin  de  mantener  las  apariencias,  expidió  un  decreto 
concediendo  la  autorización  no  pedida,  por  14  meses.  Este  subterfugio 
fué  interpretado  por  algunos  como  una  debilidad  del  poder  civil,  y  la 
prensa  regalista  alzó  su  voz  en  contra  de  los  "avances  de  la  intole- 
rancia y  contra  las  exageraciones  ultramontanas". 

Esta  lucha  entre  los  regalistas  y  partidarios  del  Arzobispo,  que 
sé  formó  con  motivo  de  su  viaje  a  Europa,  llegó  hasta  el  Congreso.  La 
mayoría  nacional  de  la  Cámara  de  diputados,  que  como  veremos  más 
adelante  no  interpretaba  el  verdadero  sentir  popular,  era  manifiesta- 
mente hostil  al  Arzobispo  y  al  Clero.  Un  diputado  presentó  una  mo- 
ción tendiente  a  otorgar  un  auxilio  extraordinario  de  $  10.000  al  señor 
Valdivieso  con  ocasión  de  su  viaje.  De  inmediato,  un  diputado  del  Go- 
bierno presentó  "casi  con  el  carácter  de  contra-proyecto,  una  moción 
suscrita  por  numerosas  firmas,  para  socorrer  con  doble  suma  a  las  víc- 
timas de  un  terrible  incendio  que  acababa  de  arruinar  a  la  ciudad  de  . 
Ancud.  La  Cámara  rechazó  por  32  votos  contra  9  la  liberalidad  pro- 
puesta y  aprobó  por  abrumadora  mayoría  el  socorro  a  las  víctimas  de 
la  catástrofe  de  Ancud" '(3). 

Sin  embargo,  no  era  este  el  sentir  del  pueblo.  Una  vez  en  Europa, 
enfermó  el  Arzobispo  de  modo  que  llegó  a  temerse  por  su  vida;  pero 
con  el  descanso  y  las  atenciones  de  los  médicos,  se  repuso,  y  en  Mar- 
zo de  1860  estaba  de  vuelta  en  Valparaíso  (4).  Su  arribo  a  esta  ciudad 
fué  un  triunfo,  tíe  aquí  como  el  "Mercurio"  de  Valparaíso,  diario  ene- 
migo del  señor  Valdivieso,  daba  cuenta  del  recibimiento  que  se  le  hizo 
en  esa  ciudad: 


(1)  Silva  C,  Carlos:  "Historia  Eclesiástica  de  Chile",  pág.  279. 

(2)  Según  el  Der.  Canónico,  cada  5  años  debe  ir  personalmente  cada  Obis- 
po a  rendir  cuenta  de  la  administración  de  su  diócesis  al  Papa.  En 
esto  consiste  la  llamada  visita  "ad  limina  apostolorum". 

(3)  Edwards  V.,  Alberto:  "El  Gobierno  de  don  Manuel  Montt",  pág.  331. 

(4)  Debido  a  su  enfermedad,  el  Arzobispo  hubo  de  prolongar  algún  tiem- 
po más  su  estadía  en  Europa.  El  Gobierno,  creyendo  ver  en  esto  un 
acto  de  desacato  a  su  autoridad,  dió  orden  a  la  Tesorería  Fiscal  de  San- 
tiago de  suspender  el  pago  del  sueldo  arzobispal. 
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"Como  a  las  12,  el  vigía  volvió  a  anunciar  el  vapor:  la  señal  de  la 
Bolsa  fué  izada  al  tope  del  asta  de  bandera  que  se  eleva  sobre  su  toi 
rrecita;  la  iglesia  Matriz  echó  a  vuelo  sus  campanas,  y  por  todas  par- 
tes se  dejó  notar  la  animación  y  el  entusiasmo  con  que  era  esperado  el 
muy  amado  Pastor  . 

A  las  2  de  la  tarde  sé  hallaba  el  muelle  invadido  por  la  multitud, 
como  asimismo  todos  los  puntos  de  la  ribera  desde  donde  se  podía  pre- 
senciar el  desembarco  de  S.  S.  ilustrísima". 

"Las  ventanas  y  el  mirador  de  la  Bolsa  estaban  atestados  de  gen- 
te. Los  balcones  de  los  edificios  y  la  Plaza  del  Palacio  se  hallaban  ocu- 
pados por  un  gran  gentío,  esperando  todos  por  momentos  ver  al  se- 
ñor Arzobispo,  quien  a  esa  hora  ponía  los  pies  en  el  muelle  y  con  gran 
dificultad  podía  dar  paso  entre  la  muchedumbre  deseosa  de  conocer- 
lo de  cerca.  Al  pasar  por  el  pórtico  de  la  Bolsa,  o  más  bien,  al  entrar 
en  la  Plaza  del  Palacio,  fué  saludado  con  un  hurra  estrepitoso,  que 
contestó  S.  S.  Ilustrísima  con  una  cortesía  de  satisfacción.  Allí  cayó 
también  sobre  él  una  lluvia  de  flores  que  le  arrojaron  desde  los  balco- 
nes de  la  Bolsa.  Así,  por  entre  oleadas  de  cuerpos  humanos,  fué  con- 
ducido hasta  la  Iglesia  Matriz  donde  se  le  recibió  bajo  arcos  lujosa- 
mente adornados  y  se  le  introdujo  al  templo  bajo  el  palio.  En  seguida 
tuvo  lugar  un  "Te-Deum"  a  grande  orquesta"  (1). 

El  3  de  Marzo  partía  para  Santiago,  y  durante  todo  el  trayecto  fué 
objeto  de  grandes  manifestaciones  de  simpatía.  A  su  llegada  a  Santia- 
go, le  era  casi  imposible  avanzar  por  el  gentío  que  lo  esperaba. 

"Por  muchos  esfuerzos  que  se  hicieran,  a  fin  de  poner  orden  y  des- 
pejar el  camino,  no  pudo  entrar  el  Arzobispo  antes  de  las  5  de  la  tar- 
de en  Santiago,  el  paso  de  cuyas  calles  obstruía  continuamente  la  mul- 
titud, que  lanzaba  estrepitosos  vivas  y  entusiastas  exclamaciones  de 
amor  y  alegría.  Las  casas  del  trayecto  estaban  de  gala,  con  colgaduras 
y  guirnaldas  y,  como  las  calles,  llenas  de  gente.  Cuando,  por  la  Ala- 
meda, se  llegó  a  la  calle  de  la  Bandera,  no  fué  posible  continuar  en 
carruaje,  pues  esto  habría  valido  atrepellar  la  compacta  multitud  y, 
a  pesar  de  la  dificultad  y  aun  del  peligro  de  andar  5  cuadras  a  pié, 
menester  fué  resolverse  a  hacerlo.  Paso  a  paso,  abriendo  camino  por 
entre  innumerable  gentío,  bajo  una  luvia  de  flores  que  caía  sin  cesar 
de  los  balcones  con  atronadores  vivas,  iban  con  suma  dificultad  el  Ar- 
zobispo y  sus  acompañantes.  Al  llegar  a  la  plaza,  no  se  vió  sino  un 
mar  de  cabezas  humanas;  no  se  oyó  sino  un  solo  formidable  grito  de 
alegría  y  de  ampr,  que  apagó  por  completo  el  alegre  repique  de  las 
campanas  de  la  Catedral.  Al  entrar  al  templo,  fué  tal  la  aglomeración 
de  gente  que  el  Arzobispo  estuvo  a  punto  de  caer.  Por  felicidad,  Fe- 
derico Errázuriz,  mi  hermano,  que  caminaba  a  su  lado,  tuvo  suficien- 
tes fuerzas  para  sostenerlp.  La  multitud  que  llenaba  la  Iglesia,  cuando 
vió  . en  el  presbiterio  al  Arzobispo,  que  iba  a  entonar  el  "Te-Deum,,  no 
se  contuvo,  y,  a  pesar  del  respeto  al  templo,  prorrumpió  en  unánime 
y  estruendoso  viva"  (2). 

Estas  demostraciones  populares  no  hicieron  más  que  exacerbar  los 
ánimos  ya  que  contrastaban  con  la  actitud  asumida  por  el  Gobierno 
y  el  Congreso  durante  el  viaje  y  regreso  del  Arzobispo  de  Santiago, 


(1)  "El  Mercurio":  Marzo  de  1860; 

(2)  Errázuriz,  Crescente:  "Algo  de  lo  que  he  visto",  págs.  121  y  122. 
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que  había  salido  del  país  cuando  la  cuestión  eclesiástica  y  otros  va-j 
rios  sucesos  lo  presentaban  como  adversario  del  presidente  Montt,  y 
volvía  sin  que  hubiese  sucedido  nada  capaz  de  variar  aquel  convenci- 
miento general.  Y  así,  con  el  grandioso  recibimiento  que  se  hizo  al  Ar- 
zobispo, se  trató  de  mortificar  a  un  Gobierno,  que  según  sus  adver- 
sarios, lo  había  perseguido  y  hecho  víctima  de  su  despotismo,  dándo- 
le un  carácter  de  demostración  política  a  lo  que  pudo  ser  solo  mani- 
festación de  afecto  y  respeto. 

"Cualquier  acontecimiento,  escribe  don  Crescente  Errázuriz,  en  que 
se  lo  pudiera  hacer  sin  peligro,  era  aprovechado  para  ostentar  mala 
voluntad  del  Gobierno;  ¡Cómo  no  se  aprovecharía  la  llegada  del  Arzo- 
bispo, su  adversario,  cuando  con  las  medidas  adoptadas  estaba  mos- 
trando lo  mucho  que  temía  aquel  recibimiento  y  lo  mucho  que  desea- 
ba estorbarlo!"  (1). 

5. — Fundación  del  Pío  Latino  Americano  de  Roma  (2). 

Después  de  la  independencia,  en  las  nuevas  repúblicas  latino-am-e- 
ricanas  habían  ido  desarrollándose  ideas  de  libertad  e  independencia 
de  las  que  no  quedó  inmune  el  clero.  En  efecto,  también  en  el  clero 
de  los  distintos  países  hubo  asomos  de  rebelión  que  por  momentos  se 
creyó  podían  ser  origen  de  un  cisma  de  la  Iglesia  de  América. 

Para  conjurar  este  peligro,  el  Papa  Pío  IX,  ideó  crear  en  Roma  un 
Seminario  en- el  que  los  jóvenes  educandos  al  sacerdocio  pudiesen  re- 
cibir una  formación  que  evitara  todo  distanciamiento  con  la  Sede  Apos- 
tólica. A  monseñor  José  Ignacio  Víctor  Eyzaguirre  le  fué  confiada  la 
misión  de  llevar  a  la  práctica  esta  idea,  buscando  los  medios  económi- 
cos por  los  países  latino-americanos  y  convenciendo  a  los  Obispos  de 
las  ventajas  de  que  los  aspirantes  al  sacerdocio  recibieran  formación 
en  un  Seminario  especial  de  Roma. 

Con  este  fin,  viajó  por  los  países  americanos  visitando  a  los  Obis- 
pos, en  los  que  encontró  muy  buena  acogida,  salvo  contadas  excepcio- 
nes. Es  de  hacer  notar  que  todos  estos  viajes  los  hizo  el  señor  Eyza- 
guirre con  dinero  de  su  bolsillo.  He  aquí  como  da  cuenta  de  la  misión 
del  señor  don  José  I.  Víctor  Eyzaguirre,  un  artículo  del  diario  "El  Ca- 
tolicismo" de  Nueva  Granada,  reproducido  por  la  "Revista  Católica": 

"Un  colegio  americano  establecido  en  Roma  a  donde  irá  la  juven- 
tud del  Nuevo  Mundo,  que,  con  el  apoyo  y  estímulo  de  sus  respecti- 
vos prelados,  estrecha  los  vínculos  de  fraternidad  que  deben  unir  siem- 


(1)  Errázuriz,  Crescente:  "Algo  de  lo  que  he  visto",  pág.  124.  Dice  además 
don  Crescente,  que  desde  el  19  al  4  de  Marzo,  el  correo  y  la  única  línea 
telefónica  entre  Santiago  y  Valparaíso,  estuvieron  interrumpidos  a  fin 
de  que  no  se  supiera  en  Santiago  el  día  en  que  llegaría  el  Arzobispo. 
Y  que  a  su  llegada  no  se  envió  ni  un  sólo  policía  para  contener  y  orde- 
nar la  multitud. 

(2)  Muy  pocos  antecedentes  hemos  encontrado  respecto  al  origen  de  este 
gran  Seminario  de  Roma  que  fué  fundado  por  un  chileno.  Ni  aún  los 
que  han  pasado  por  sus  aulas,  nos  han  podido  proporcionar  detalles 
de  él.  Lo  poco  que  en  este  párrafo  tratamos,  lo  hemos  sacado  de  la  Re- 
vista Católica,  y  de  las  cartas  del  Arzobispo  Valdivieso,  y  de  los  datos 
que  nos  nos  ha  proporcionado  el  presbítero  don  Manuel  Larraín  Ver- 
gara,  quien  está  preparando  una  interesante  y  completa  biografía  so- 
bre Mons.  Eyzaguirre. 
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pre  a  los  que  nacimos  en  este  continente,  y  salga  de  allí  educada  y 

en  ejercicio  del  santo  ministerio  sacerdotal  para  repartirse  por  toda  la 
América,  regresando  cada  uno  a  sus  respectivos  hogares,  obrando  cada 
uno  con  un  mismo  pensamiento,  en  perfecta  unidad  de  sentimientos, 
de  doctrina  y  de  plan,  y  teniendo  por  centro  de  operaciones  de  afectos 
y  simpatías,  el  centro  de  la  misma  Iglesia  de  quien  es  ministro...  tal 
es  el  gran  proyecto  que  va  a  realizarse  desde  el  año  entrante  de  58; 
proyecto  esencialmenie  católico,  eminentemente  americano,  digno  solo 
del  gran  Pontífice  Pío  IX  y  digno  también  del  ilustre  eclesiástico  ame- 
ricano que  no  circunscribe  su  amor  a  la  tierra  feliz  en  que  nació  sino 
que  extiende  sus  deseos  y  sus  obras  a  todos  sus  hermanos  del  con- 
tinente". 

"La  imaginación  no  alcanza  s\  concebir  los  inmensos  resultados 
que,  para  el  catolicismo  y  civilización  de  estos  países,  traerá  la  obra 
cuyos  cimientos  se  están  echando:  esos  resultados  serán  grandes,  tan 
benéficos  a  la  paz  y  bienestar  de  la  tierra  que  descubrió  Colón,  que  la 
juventud  presente  y  las  generaciones  venideras  no  podrán  pagar  ja- 
más la  deuda  de  gratitud  que  se  les  impone  sobre  su  felicidad  venide- 
ra. Entonces  no  serán  extraños  por  falta  de  relaciones,  el  granadino, 
eí  chileno,  el  mejicano,  el  peruano,  el  venezolano,  el  argentino,  el  gua- 
temalteco, el  ecuatoriano,  el  brasilero,  el  costarricence,  el  boliviano  que, 
aunque  en  pequeño  húmero,  se  reunirán  en  un  mismo  punto,  adquiri- 
rán nábitos  idénticos,  beberán  una  misma  doctrina,  será  la  caridad  cató- 
lica el  vínculo  que  ratifique  el  que  tienen  por  la  naturaleza,  y  formarán, 
en  suma,  el  núcleo  que  reparta,  con  la  gracia  del  Evangelio,  la  felici- 
dad a  todo  el  continente". 

"Pero  no  será  menor  la  que  tenga  el  caritativo  patriota  e  ilustra- 
do eclesiástico  chileno,  señor  doctor  don  José  Ignacio  Víctor  Eyza- 
guirre,  que  ha  sido  el  agente  suscitado  por  la  Providencia  para  que 
Pío  IX  realice  los  ardientes  deseos  de  su  corazón  y  derrame  sobre  la 
América  ese  torrente  de ,  beneficios.  El  señor  Eyzaguirre  no  solo  ha 
fecundado  con  sus  bienes  el  pensamiento  del  banto  Padre,  no  sola- 
mente ha  contribuido  con  60.U00  escudos  romanos  como  contingente 
para  establecer  el  seminario,  sino  que  se  ha  encargado  de  hablar  perso- 
nalmente con  todos  los  Obispos  de  America,  emprendiendo  el  largo  y  fa- 
tigoso viaje  que  ha  hecho  ya  por  todas  las  repúblicas  del  Sur  y  el  im- 
perio del  Brasil,  y  que  espera  terminar  con  el  favor  de  Dios  y  die  la 
ardiente  fé  que  le  anima,  regresando  a  Roma  a  fin  del  año  que  está  para 
concluir.  Allí  presentará  a  los  pies  de  Su  Santidad  los  votos  y  prome- 
sas del  episcopaao  americano  ae  quien  ha  recibido  la  más  cordial  aco- 
gida y  favorable  apoyo  para  la  realización  de  este  proyecto,  con  cuyo 
objeto  los  Prelados  enviarán  y  sostendi'án  en  el  seminario  un  núme- 
ro de  alumnos  proporcional  a  sus  respectivos  recursos"  (1). 

Hemos  oído  de  labios  de  algunos  sacerdotes  antiguos,  que  abierto 
el  Seminario  Pío  Latino  Americano,  uno  de  los  pocos  países  que  no 
enviaron  estudiantes,  fué  Chile,  atribuyendo  esta  anomalía  a  cierta 
enemistad  entre  el  señor  Valdivieso  y  el  señor  Eyzaguirre.  Sin  em- 
bargo, en  dos  cartas,  una  dirigida  al  mismo  señor  Eyzaguirre  y  otra 
al  Delegado  Apostólico,  el  Arzobispo  expone  sus  buenos  deseos  en  or- 
den a  enviar  estudiantes  chilenos  a  ese  Seminario;  pero  haciendo  ver 


(1)  Revista  Católica:       529,  Enero  23  de  1858,  pág.  2531.  ■ 
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los  múltiples  inconvenientes  de  carácter  moral  y  económico  de  tal  idea, 
manifiesta  en  ambas  su  pesar  por  no  poder  cumplir  con  las  intencio- 
nes de  Su  Santidad  y  del  señor  Eyzaguirre  (1). 

La  "Revista  Católica"  da  cuenta  del  éxito  de  la  misión  del  señor 
Eyzaguirre  con  estas  palabras: 

"Al  fin  terminó  el  penoso  y  largo  viaje  del  Dr.  D.  José  Ignacio 
Víctor  Eyzaguirre,  que  tuvo  la  satisfacción  de  dar  parte  al  Sumo  Pon- 
tífice del  resultado  de  su  comjisión  a  principios  de  Enero  del  presente 
año  en  que  llegó  a  Roma.  Con  muy  pocas  e  insignificantes  excepcio- 
nes, todo  el  Episcopado  Americano,  recibió  con  el  mayor  aprecio  aque- 
lla misión  y  se  disponen  a  enviar  algunos  jóvenes  al  colegio  americano 
en  Roma.  Intertanto  no  podemos  menos  de  aplaudir  y  recomendar  el 
mérito  contraído  por  el  Dr.  Eyzaguirre,  ese  distinguido  sacerdote  chi- 
leno, que  ha  vencido  tantos  obstáculos,  y  soportado  tantas  molestias, 
por  llevar  a  cabo  una  obra  tan  importante.  El,  privándose  de  las  co- 
modidades que  le  ofrece  su  rica  fortuna,  ha  atravesado  climas  insa- 
lubres; por  dos  veces  ha  estado  en  peligro  de  muerte,  y  sufrido  lo  que 
es  incríble,  siempre  lleno  de  fé  y  esperanza.  Reciba  ahora  la  corona 
de  sus  afanes,  viendo  instalado,  ese  gran  colegio  de  América"  (2). 

El  Papa,  por  intermedio  del  cardenal  Antonelli,  envió  una  car- 
ta dándole  gracias  por  el  feliz  éxito  de  sus  gestiones  para  obtener  el 
apoyo  de  los  Obispos  americanos  para  el  seminario  romano,  que  abría 
sus  puertas  el  21  de  Noviembre  de  1858  (3). 

Terminaremos  este  pequeño  comentario  sobre  el  Latino-America- 
no de  Roma,  dando  un  detalle  de  los  últimos  días  del  señor  Eyzagui- 
rre. Visitando  los  Santos  Lugares,  fué  llamado  a  Roma,  para  concedér- 
sele el  capelo  cardenalicio;  pero  no  alcanzaron  a  realizarse  los  deseos 
del  Papa  de  premiar  los  sacrificios  del  señor  Eyzaguirre,  pues  falle- 
cía de  un  ataque  de  angina  a  bordo  de  un  barco  en  Alejandría  de  Egip- 
to, sin  que  Chile  hubiera  podido  tener  el  honor  de  poseer  el  primer 
cardenal  del  Nuevo  Mundo. 

6. — Se  renueva  otra  vez  la  ¡dea  de  un  Concordato. 

No  finalizaremos  este  decenio,  sin  referirnos  a  la  última  tentativa 
de  Concordato  que  hizo  el  Presidente  Montt.  El  Presidente  continua- 
ba creyendo,  que  un  entendimiento  con  la  Santa  Sede  terminaría  con, 
la  guerra  sorda  e  implacable  entre  los  nacionales  por  una  parte  y  el 
clero  y  la  fracción  devota  del  peluconismo  por  la  otra,  guerra  ésta  que 
haría  imposible  la  unificación  del  conservatismo  que  tanto  anhelaba 
el  Gobierno. 

A  pesar  del  fracaso  de  la  tentativa  anterior,  de  la  que  se  había 
encargado  don  Manuel  Blanco  Encalada,  como  ya  vimos  en  un  capí- 
tulo anterior,  en  1860  ambas  Cámaras  aprobaron  por  gran  mayoría  el 
envío  de  una  nueva  legación  a  Roma,  designando  plenipotenciario  a  don 
Manuel  José  Cerda. 

Basta  leer  las  instrucciones  dadas  al  plenipotenciario  para  conven- 


cí) Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  273  y  siguientes. 

(2)  Revista  Católica:  NP  653,  Julio  17  de  1588,  pág.  2728. 

(3)  Carta  de  10  de  Febrero  de  1858,  publicada  en  la  Revista  Católica  de  31 
de  Julio  de  1858. 
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cerse  que  la  Santa  Sede  no  habría  ni  siquiera  iniciado  la  discusión  de 
un  Concordato  basado  en  tales  pretensiones.  En  síntesis,  lo  único  que 
podía  ofrecer  el  Gobierno  a  cambio  de  las  concesiones  regalistas  que 
debía  hacer  el  Papa,  era  el  mantenimiento  del  presupuesto  del  Culto. 

En  estas  circunstancias,  la  legación  proyectada  no  tuvo  efecto.  El 
sucesor  del  Presidente  Montt,  don  Joaquín  Pérez,  pensó  en  modificar 
las  instrucciones  primitivas  del  señor  Cerda,  para  hacerlas  más  acep- 
tables; pero  pronto,  por  razón  de  la  situación  misma  del  Gobierno,  que 
se  hallaba  frente  a  esta  lucha  entre  el  regalismo  y  el  ultramontanismo, 
hubo  de  abandonar  un  negocio  que  no  ofrecía  ni  remotas  esperanzas  de 
solución. 


148 


IV  PARTE 


CAPITULO  I 


1. — Don  José  Joaquín  Pérez  Presidente  de  Chile;  es  nombrado  Ministro 
de  Justicia,  Culto  e  Instrucción  Pública,  el  Obispo  de  La  Serena 
don  Justo  Donoso. 

El  18  de  Septiembre  de  1861,  el  Presidente  Montt  entregaba  el  po- 
der presidencial  a  su  sucesor  don  José  Joaquín  Pérez,  quién  asumía  el 
mando  en  condiciones  muy  favorables.  Después  de  la  revolución  de  1859, 
el  país,  que  sentía  la  necesidad  del  descanso,  de  la  paz  y  de  la  tranquili- 
dad apoyó  por  entero  al  nuevo  presidente,  que  contó  con  el  concurso 
de  todos  los  partidos.  Contribuyó  más  que  nada  a  esta  tranquilidad,  la 
patriótica  actitud  asumida  por  el  ministro  Varas,  candidato  oficial  del 
Gobierno,  quién  al  ver  la  cerrada  oposición  de  la  fusión  liberal-conser- 
vadora a  su  candidatura,  que  podía  haber  significado  una  nueva  revolu- 
ción, renunció  indeclinablemente  a  ella,  amenazando  con  expatriarse  vo- 
luntariamente, a  los  que  querían  llevarlo  al  poder  aún  contra  su  volun- 
tad. En  su  primer  Gabinete  estuvieron  representados  liberales,  conser- 
vadores y  nacionales,  a  pesar  que  poco  tiempo  después  hubo  de  romper- 
se esta  situación  de  armonía  por  cuestiones  de  predominio  dentro  del 
mismo  gabinete. 

La  situación  religiosa  también  entró  a  un  período  de  relativa  calma. 
El  Gobierno  de  don  Joaquín  Pérez,  es  de  los  cuatro  decenios,  el  menos 
abundante  en  hechos  político-eclesiásticos,  marcando  un  contraste  con  el 
anterior  de  don  Manuel  Montt.  Talvéz,  el  suceso  más  importante  de  este 
período  fué  la  primera  reforma  que  se  introdujo  a  la  Constitución  del  33, 
motivada  por  asuntos  religiosos. 

El  presbítero  don  Joaquín  Ramón  Ramírez,  refiriéndose  a  la  conduc- 
ta del  nuevo  Presidente  para  con  la  Iglesia,  dice  en  su  biografía  de  don 
José  M.  Orrego  que  "en  cuanto  al  Exmo.  don  Joaquín  Pérez  pudo  exo- 
nerarse de  las  influencias  del  gabinete  que  le  había  impuesto  el  Presi- 
dente anterior,  dirigió  con  fijeza  el  rumbo  de  la  nave  del  Estado  hacia 
las  playas  de  la  verdadera  libertad.  La  Iglesia  comenzó  a  respirar  aires 
más  puros  y  más  serenos"  (1). 

Indice  de  esta  armonía  que  reinó  durante  esta  administración,  en- 
tre la  Iglesia  y  el  Estado,  fué  el  hecho  de  que  un  Obispo,  monseñor  Justo 


(1)  Ramírez  J.,  Ramón:  "Vida  de  don  José  M.  Orrego",  pág.  146. 

149 


Donoso,  de  La  Serena,  ocupase  la  cartera  de  Justicia,  Culto  e  Instruc- 
ción Pública  durante  diez  meses. 


2. — Fundación  de  la  Sociedad  Bibliográfica  y  publicación  del  Boletín 

eclesiástico. 

• 

El  Arzobispo  Valdivieso,  comprendiendo  que  de  la  buena  lectura  de- 
pendía el  éxito  de  su  lucha  contra  !a  propaganda  antirreligiosa,  que  se 
hacía  principalmente  a  base  de  libros,  fundó  en  1861  una  Sociedad  des- 
tinada a  combatir  con  los  mismos  medios  la  irreligiosidad. 

;  Con  este  fin  organizó  la  "Sociedad  Bibliográfica"  de  Santiago,  de  la 
que  al  principio  formaron  parte  cuatro  o  cinco  sacerdotes  y  seglares,  que 
aportaron  un  pequeño  capital  inicial.  La  Sociedad  debía  vender  libros 
a  precios  módicos,  contentándose  con  una  pequeña  utililidad  que  se 
emplearía  en  el  incremento  de  la  misma  obra,  cumpliendo  así  estricta- 
mente la  finalidad  establecida  en  sus  estatutos  que  era  "introducir  y 
propagar  a  precios  módicos  libros  cuya  lectura  sea  útil  al  pueblo". 

Al  principio  llevó  una  vida  lánguida,  hasta  que  en  1876  tomó  la 
dirección  de  la  Sociedad  el  presbítero  don  Francisco  de  Borja  Ganda- 
rillas,  quién  se  dedicó  por  completo  a  ella  estableciendo  la  librería  en 
su  propia  casa.  Es  de  hacer  notar  que  posteriormente  muchas  de  sus 
publicaciones  fueron  impresas  en  Alemania,  cosa  que,  dados  los  medios 
de  comunicación  de  la  época,  era  un  esfuerzo  que  pone  muy  en  alto 
el  espíritu  de  superación  de  los  miembros  de  la  Sociedad  Biblográfica. 

Asímism.o  en  1861,  se  inició  en  la  Arquidiócesis  de  Santiago,  la  pu- 
blicación del  "Boletín  Eclesiástico",  que  se  debe  a  la  iniciativa  del  se- 
cretario del  Arzobispado  de  ese  año,  don  José  Ramón  Astorga.  Ha  pres- 
tado esta  publicación  servicios  ina|)reciables  para  la  administración  e 
historia  del  Arzobispado  de  Santiago,  y  es  una  colección  de  todos  los 
decretos,  pastorales  y  actos  de  la  administración  eclesiástica  de  la  dió- 
cesis. Se  ha  seguido  publicando  desde  esa  fecha  hasta  nuestros  días. 


5. — Incendio  de  la  Compañía  (1). 

El  8  de  Diciembre  de  1863  ocurría  en  Santiago  una  horrible  catás- 
trofe que  no  tenía  parangón  en  la  historia  de  la  República:  el  incendio 
°  la  Iglesia  de  la  Compañía,  que  en  otros  tiempos  había  pertenecido  a 
los  Jesuítas.  Era  la  Iglesia  de  moda  en  aquellos  tiempos  y  era  regen- 
tada por  el  presbítero  don  Juan  Ugarte. 

Este  sacerdote  fué  uno  de  los  primeros  en  introducir  en  Chile  la 
celebración  del  mes  de  María,  y  el  día  del  siniestro  terminaba  esta  pia- 
dosa costumbre  con  la  última  distribución  de  clausura,  con  la  mayor 
solemnidad. 


(1)  Tomamos  estos  apuntes  de  la  narración  del  suceso  que  hace  don  Abdón 
Cifuentes  en  sus  "Memorias".  Puede  verse  también  en  opúsculo  titulado: 
"Relación  del  incendio  de  la  Compañía  .acaecido  el  8  de  Diciembre  de 
1863,  precedida  de  una  reseña  histórica  sobre  el  mismo  templo;  acom- 
pañada de  importantes  documentos  relativos  al  incendio".  Y  la  obrita 
de  don  Mariano  Ca.sanova  "Historia  del  Templo  de  la  Compañía  de  San- 
tiago de  Chile  y  de  su  incendio  acaecido  el  8  de  Diciembre  de  1863". 
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Una  extraordinaria  y  brillante  iluminación  que  dejaba  al  templo 
como  de  día,  habían  empezado  a  encender  los  sacristanes;  pero  la  infla- 
mación de  una  de  las  colgaduras  que  propagó  el  fuego  a  las  demás  y  a 
la  Iglesia  misma,  hizo  que  el  incendio  tomara  proporciones  catastrófi- 
cas, convirtiendo  la  bóveda  en  una  'hoguera.  "La  gente  más  próxima  se 
alarmó  y  comenzó  a  remolinarse;  unos  decían  incendio,  los  más  lejanos 
creyeron  que  era  temblor,  pero  pocos  se  dieron  cuenta  exacta  del  caso. 
Pronto  era  todo  confusión  y  desorden.  Muchos  tocaron  retirada,  pero 
los  más,  creyendo  que  era  un  alboroto  inmotivado  se  internaban  más 
en  la  Iglesia  para  tomar  mejor  lugar,  y  allí  fué  Troya". 

"Eran  cerca  de  las  7  de  la  tarde;  el  día  había  sido  nebuloso  y  la 
tarde  se  había  puesto  sombría  como  un  crepúsculo  de  invierno.  Las  cam- 
panas de  la  Catedral  doblaban  con  singular  perseverancia  y  yo  que  es- 
taba solo  en  mi  casa,  y  triste  como  la  tarde,  escuchaba  el  pausado  com- 
pás de  ese  tañido,  creyendo  que  sería  el  llamado  cotidiano  de  los  fieles 
a  la  oración.  No  era  tal,  doblaba  a  funeral"  (1). 

La  angustia  y  desesperación  que  se  apoderaron  de  la  ciudad,  fue- 
ron indescriptibles;  pero  todo  acto  de  salvación  resultó  infructuoso.  Las 
compañías  de  Bomberos  no  existían  entonces  en  Santiago.  Este  sinies- 
tro hizo  que  se  crearan.  Pocas  familias  quedaron  en  la  ciudad  que  no 
tuviesen  una  víctima  en  él,  así  como  hubo  otras  en  que  señoras  y  sir- 
vientes fueron  a  la  Iglesia,  dejando  la  casa  cerrada,  sin  volver  ninguna: 
la  casa  había  quedado  desierta. 

La  causa  principal  de  tantas  muertes,  más  de  dos  mil,  y  la  mayo- 
ría del  sexo  femenino,  se  debió  a  la  falta  de  calma  de  los  asistentes  y 
la  "fatal  crinolina"  de  los  vestidos  femeninos  de  la  época. 

Posteriormente  la  opinión  pública  se  opuso  a  que  se  reedificara 
en  el  sitio  del  suceso,  talvéz  por  temor  a  un  tercer  incendio,  y  se  con- 
virtió en  jardines,'  que  hoy  pertenecen  al  Congreso  y  en  el  medio  de  los 
cuales  se  levantó  un  monumento  conmemorativo,  con  la  imágen  de  la 
Virgen. 

Con  motivo  de  lo  acaecido,  la  autoridad  municipal  pensó  en  preve- 
nir para  el  futuro  estas  desgracias,  dictando  reglas  concernientes  a  la 
seguridad  en  los  templos,  y  elaboró  un  proyecto  de  "Ordenanza  Muni- 
cipal sobre  los  Templos",  que  debido  a  la  fuerte  oposición  de  la  autori- 
dad eclesiástica,  no  llegó  nunca  a  la  realidad  (2). 


CAPITULO  II 

1. — Proyecto  de  ley  sobre  org^anización  de  los  Tribunales;  abolición 
del  fuero  eclesiástico.  Como  se  aprueba  posteriormente  el  proyecto. 

Aunque  la  Ley  Orgánica  de  Tribunales  fué  promulgada  el  15  de 
Octubre  de  1875,  esto  es,  cronológicamente  fuera  de  nuestro  trabajo, 
sin  embargo,  la  veremos  aquí  por  lo  menos  detalladamente  en  su  orí- 
gen,  por  haber  sido  presentado  el  proyecto  a  las  Cámaras  el  año  1864. 

Su  autor  fué  don  Fl-ancisco  Vargas  Fontecilla,  y  fué  sometido  al  es- 
tudio de  una  comisión  revisora.  El  Gobierno  envió  copia  de  él  al  Ar- 


(1)  Cifuentes,  Abdón:  "Memorias",  T.  I,  págs.  83  y  84. 

(2)  Valdivieso,  R.  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  III,  pág.  569. 
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zobispo  Valdivieso,  a  fin  de  que  íe  hiciera  las  observaciones  que  esti- 
mara convenientes.  El  Arzobispo  acusó  recibo  del  proyecto,  al  mismo 
tiempo  que  formulaba  sus  observaciones  en  una  comunicación  dirigi 
da  al  ministro  del  Culto,  don  Migviel  M.  Güemes,  de  fecha  25  de  Junio 
de  1864. 

La  primera  observación  a  que  hacía  mención,  era  a  la  supresión 
del  fuero  eclesiástico,  establecido  en  el  Art.  5P  del  proyecto  y  que  con- 
sistía en  substraer  a  las  personas  que  formaban  parte  de  la  Iglesia  de 
los  tribunales  generales  y  entregarlos  a  tribunales  eclesiásticos.  El  Ar- 
zobispo hace  una  detallada  defensa  del  fuero  eclesiástico,  demostran- 
do que  no  era  inconstitucional,  como  lo  afirmaba  el  autor  del  proyec- 
to, porque  el  mismo  Art.  5P  dejaba  otros  fueros  que  significaban  un 
privilegio.  ' 

La  segunda  observación  era  el  Art.  69  del  proyecto,  que  estable- 
cía que  podía  transigirse  sobre  las  materias  que  poí-  los  anteriores  que- 
daban reservadas  al  fuero  de  la  Iglesia,  y  el  deiar  existente  en  el  Art. 
200  inc.  5P,  los  recursos  de  fuerza  que  se  atribuían  a  la  Corte  Suprema 
sobre  los  asuntos  de  ese  mismo  fuero. 

"Estaba  reservado  - —  dice  en  la  comunicación  al  Ministro  Güemes  — 
a  la  nueva  organización  de  tribunales  proyectada,  no  sólo  despojar  a  la 
Iglesia  de  la  inmunidad,  sino  remachar  las  cadenas  de  la  opresión  en  los 
puntos  que  no  habían  osado  hacerlo  los  más  exagerados  regalistas  en  los 
ominosos  tiempos  del  déspota  Carlos  III  y  del  imbécil  Carlos  IV.  Siendo 
por  derecho  divino  los  jueces  laicos  esencial  y  absolutamente  incompeten- 
tes para  ejercer  la  jurisdicción  puramente  espiritual,  que  Nuestro  Señor 
Jesucristo  concedió  a  su  Iglesia,  es  opuesto  a  la  doctrina  católica,  el  que 
t)or  vía  de  recurso  de  fuerza,  o  como  quiera  que  se  llame  el  pretexto,  se 
atribuya  esa  jurisdicción  espiritual  privativa  de  la  Iglesia  a  la  Corte  Su- 
prema del  Estado.  Si  el  Proyecto  mismo  reconoce  que  las  cosas  que 
son  materia  de  las  leyes  de  la  Iglesia  Católica,  se  hallan  fuera  del  al- 
cance de  las  leyes  civiles,  pues  que  éstas  no  pueden  alterar  lo  que  es 
de  derecho  divino  ;.cómo  podrían  las  leyes  civiles  someter  esas  cosas 
al  conocimiento  del  tribunal  laico  contra  las  leyes  de  la  Iglesia  Ca- 
tólica por  medio  de  los  recursos  de  fuerza?  El  Proyecto,  para  realizar 
la  igualdad  legal  entre  los  ciudadanos,  quita  a  la  Iglesia  todo  lo  que 
en  concepto  de  su  autor  puede  quitarle  la  ley  civil;  pero  lo  que  le  re- 
serva,  porque  la  ley  civil  no  puede  quitarlo,  esta  misma  ley  se  lo  qui- 
ta por  m.edio  de  los  recursos  de  fuerza,  que  ahora  hace  extensivos  a 
los  asuntos  espirituales  y  privativos  de  la  Santa  Iglesia  por  derecho 
divino"  (1). 

En  seguida  critica  las  disposiciones  de  los  Arts.  33  y  335,  que  pro- 
hiben ejercer  la  judicatura  a  los  eclsiásticos  y  la  fórmula  del  juramen- 
to establecida  en  los  Arts.  46,  350  y  338,  inc.  29  del  proyecto,  que  le 
quitaba,  a  su  modo  de  ver,  su  carácter  cristiano.  Y  otras  disposicio- 
nes que  ya  no  tienen  relación  con  asuntos  eclesiásticos,  sino  solamen- 
te civiles. 

2. — Negociaciones  para  un  Concordato  sobre  la  supresión  del  fuero. 

La  comisión  siguió  estudiando  el  proyecto  en  dos  períodos  suce- 


(1)  Valdivieso  R.,  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  pág.  74. 
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sivos:  1864  a  1869,  y  1869  a  1874.  Terminado  su  trabajo,  lo  pasó  al  Go- 
bierno, a  fin  de  que  se  presentase  al  Congreso  para  su  discusión  y  apro- 
bación. A  la  sazón  era  ministro  del  Culto  don  Abdón  Cifuentes  a  quien 
correspondía  redactar  el  mensaje  correspondiente.  Católico  sincero,  no 
quiso  abolir  el  fuero  eclesiástico  sin  acuerdo  previo  con  la  Santa  Sede, 
a  la  que  le  ofrecería  en  cambio,  la  supresión  de  los  recursos  de  fuerza. 
Consultó  esta  idea  con  el  señor  Valdivieso  el  que  la  aprobó  en  todas 
sus  partes. 

En  seguida  solicitó  la  venia  del  Presidente  Errázuriz  que  había 
sucedido  a  don  Joaquín  Pérez,  quién  después  de  algunas  vacilaciones, 
también  le  dió  su  aprobación.  Con  este  motivo,  el  ministro  envió  con 
fecha  4  de  Junio  de  1872,  una  carta  al  ministro  de  Chile  en  París  don 
Alberto  Blest  Gana,  para  que  iniciara  las  gestiones  en  este  sentido  con 
el  Nuncio  en  París.  Este  le  manifestó  que  no  tenía  facultades  para 
ello,  por  lo  que  el  Ministro  del  Culto,  dió  instrucciones  a  Blest  Gana 
de  trasladarse  a  Roma,  y  conseguir,  si  fuere  posible,  que  la  Santa  Se- 
de delegara  en  el  Arzobispo  de  Santiago  estas  negociaciones.  También 
se  le  encargaba  de  hacer  presente  al  Papa,  que  el  Gobierno,  a  cambio 
de  la  supresión  del  fuero,  ofrecía  garantías  en  favor  del  clero  en  el 
sentido  de  que  los  funcionarios  eclesiásticos  serían  juzgados  sólo  por 
la  Corte  de  Apelaciones,  como  los  dignatarios  civiles. 

Después  de  una  larga  discusión  en^re  el  subsecretario  de  Estado 
del  Papa  Mons.  Marini,  la  Santa  Sede"redactó  un  memorándum  con 
fecha  2  de  Diciembre  de  1872,  el  que  no  fué  aceptado  por  el  Gobier- 
no. Siguieron  las  conversaciones,  en  las  cuales  la  Santa  Sede  pedía: 
19,  se  dejara  constancia  en  el  nuevo  Código  del  acuerdo  previo  con  la 
Iglesia  para  la  abolición  del  fuero;  29,  se  pusieran  limitaciones  a  las 
causas  mayores;  39,  que  la  pena  de  muerte  que  se  impusiera  a  un  clé- 
rigo debía  ser  aprobada  por  el  Presidente  de  la  República.  El  repre» 
sentante  chileno  accedió  solo  a  la  tercera  de  estas  peticiones,  y  en  par- 
te, ya  que  se  estableció  que  en  caso  ,de  condenación  a  muerte  de  un 
clérigo,  se  enviase  copia  de  la  sentencia,  para  proceder  previam.ente 
a  la  degradación  canónica  del  clérigo  reo. 

Finalmente,  el  ,2  de  Julio  de  1873,  el  Santo  Padre  recibía  en  au- 
diencia al  diplomático  chileno,  y  le  manifestaba  que  había  resuelto  no 
oponerse  a  la  petición  del  Gobierno  de  Chile,  siempre  que  se  suprimie- 
ran los  recursos  de  fuerza.  El  memorándum  final  que  se  redactó,  y 
que  fué  firmado  por  el  Cardenal  Secretario  de  Estado,  Mons.  Antone- 
lli  y  el  ministro  plenipotenciario  Blest  Gana,  fué  el  siguiente: 

"En  atención  a  lo  expuesto  por  el  Ministro  de  Chile  a  nombre  de 
su  Gobierno,  la  Santa  Sede  no  se  opone  a  que  quede  abolido  en  la  Re- 
pública de  Chile  el  fuero  privilegiado  de  ios  clérigos,  o  sea,  fuero  ecle- 
siástico, en  las  causas  meramente  temporales,  tanto  civiles  como  crimi- 
náis, con  tal  que' se  suprima  el  recurso  de  fuerza,  y  que  en  las  sen- 
tencias capitales  contra  clérigos  se  pase  una  copia  autorizada  de  di- 
chas sentencias  a  la  respectiva  curia  eclesiástica  para  los  efectos  de 
la  degradación  canónica.  Poma.  Julio  5  de  1875. — G.  Card.  Antonelli. 
—A.  Blest  Gana  (1). 


(1)  Documentos  de  la  negociación  hecha  en  Roma  para  la  supresión  fuero  , 
eclesiástico,  pág.  47. 
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3. — El  Gobierno  se  desentiende  del  acuerdo  con  la  Santa  Sede: 
suprime  el  fuero  y  dteja  subsistentes  los  recursos  de  fuerza. 

La  negociación  con  Roma  había  terminado,  y  en  Santiago  conti- 
nuaba la  discusión  del  proyecto  en  el  que  se  mantenían  los  recursos 
de  fuerza.  Al  llegar  la  respuesta  favorable  de  Roma,  el  Presidente  dió 
orden  de  que  el  proyecto  de  ley  de  Organización  y  Atribuciones  de 
Tribunales  fuera  enviado  al  Congreso  para  su  discusión  y  aprobación. 
El  sucesor  del  Ministro  Cifuentes,  don  José  María  Barceló,  sin  duda 
"por  falta  de  antecedentes",  como  dice  don  Abdón  Cifuentes  en  sus 
"Memorias"  (1),  pasó  el  proyecto  tal  como  estaba,  dejando  subsisten- 
tes los  recursos  de  fuerza  (2). 

El  Arzobispo  Valdivieso  protestó  enérgicamente  por  este  hecho, 
ante  lo  cual,  se  hicieron  modificaciones,  pero  poco  satisfactorias.  En 
vista  de  ello,  recurrió  el  Arzobispo  a  la  Santa  Sede,  de  la  que  recibió 
instrucciones  de  protestar  de  los  siguientes  hechos:  a)  sobre  la  facul- 
tad que  se  atribuía  a  la  Corte  Suprema  de  Justicia  para  dirimir  las 
competencias  que  se  susciten  sobre  el  conocimiento  de  las  causas  es- 
pirituales, b)  sobre  la  limitación  que  se  pone  a  los  jueces  eclesiásticos 
en  la  jurisdicción  que  les  compete  para  ejecutar  las  sentencias  en  los 
juicios  eclesiásticos  que  se  exceptúan  de  la  supresión  del  fuero. 

En  una  protesta,  que  envió  el  señor  Valdivieso  al  Senado,  de  fe- 
cha 8  de  Junio  de  1875,  y  que  fué  firmada  por  los  obispos  de  Concep- 
ción y  La  Serena,  decía:  "Sobre  lo  primero  cree  Su  Santidad  que,  a 
más  de  ser  opuesto  a  la  libertad  de  la  Iglesia  el  que  los  jueces  laicos 
conozcan  en  asuntos  espirituales  decidiendo  las  competencias  que  se 
susciten  sobre  ellos  a:  los  jueces  eclesiásticos  por  los  jueces  o  tribuna- 
les legos,  este  medio  de  llevar  las  causas  espirituales  a  los  tribunales 
laicos  equivale,  cambiando  sólo  el  nombre,  a  la  subsistencia  del  recur- 
so de  fuerza,  cuya  abolición  absoluta  ofreció  el  Supremo  Gobierno  ha- 
cer para  alcanzar  la  supresión  del  fuero  eclesiástico  en  causas  tempo- 
rales de  los  clérigos.  Y  lo  que  es  muy  dignó  de  notar,  el  Padre  Santo 
declara  que  fué  una  estipulación  bilateral  entre  la  Santa  Sede  y  nuesn 
tro  Gobierno,  la  promesa  que  hizo  éste  de  suprimir  los  recursos  de  fuer- 
za y  la  tolerancia  de  aquélla  para  que  se  aboliese  el  fuero  eclesiástico  en 
causas  meramente  temporales  de  eclesiásticos"  (3).  De  igual  modo  se  ex- 
presaba el  Arzobispo  en  una  nota  anterior  al  Ministro  de  Estado  en  el  De- 
partamento del  Culto,  de  fecha  4  de  Junio  de  1875:  "Su  Santidad  mira 


(1)  Cifuentes,  Abdón:  "Memorias",  T.  II,  pág.  80. 

(2)  Don  Abdón  Cifuentes,  en  la  obra  citada,  cuenta  la -impresión  poco  favo- 
rable a  su  persona  que  causaron  en  Roma  estos  hechos.  "Poco  después 
tuve  conocimiento,  dice,  de  que  cuando  se  supo  en  Roma  que  el  Go- 
biernp  había  presentado  el  proyecto  manteniendo  los  recursos  de  fuer- 
za, el  Cardenal  Secretario  de  Estado,  a  quien  yo  había  tratado  en  Roma 
en  Enero  de  1870  y  a  quien  fui  presentado  como  un  fiel  creyente,  se 
molestó  en  gran  manera,  creyendo  que  yo  lo  había  engañado  en  mi  co- 
municación a  la  Santa  Sede  y  mandó  anotarme  en  un  libro  entre  los  Mi- 
nistros y  católicos  falsarios.  El  Iltmo.  Obispo  Salas  de  Concepción  fué 
el  que  r^e  narró  el  caso,  agregándome  que  tanto  él  como  el  Rvmo.  Ar- 
zobispo, no  habían  encargado  de  vindicarme  de  es  injusto  cargo,  en 
comunicaciones  dirigidas  al  mismo  Secretario  de  Estado".  (T.  II,  p.  80). 

Í3)  Valdivieso  R.,  Valentín:  "Obras  Completas",  T.  II,  págs.  99  y  100. 
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como  una  violación  de  la  estipulación  celebrada  con  el  Supremo  Go- 
bierno pata  la  abolición  del  fuero  eclesiástico  en  causas  meramente 
temporales,  el  que  absolutamente  no  se  supriman  los  recursos  de  fuer- 
za, y  que  es  mantenerlos  con  diverso  nombre,  atribuir  a  la  Corte  Su- 
prema la  decisión  de  si  corresponde  o  nó  al  poder  espiritual  el  asunto 
que  el  juez  civil  pretende  ser  de  su  propia  competencia"  (1). 

Pues  bien,  la  Ley  de  Organización  y  Atribuciones  de  los  Tribuna- 
les, que  fué  promulgada  el  21  de  Octubre  de  1875  y  que  rigió  desde  el 
19  de  Marzo  del  año  siguiente,  contenía  los  recursos  de  fuerza,  eso  sí  que 
de  un  modo  velado,  a  pesar  del  último  artículo  del  Código  que  decía: 
"Desde  la  vigencia  de  esta  ley  quedan  abolidos  los  recursos  de  fuer- 
za y  derogadas  aún  en  la  parte  que  no  fueren  contrarias  a  ella  las  pre- 
existentes en  que  de  lo  mismo  se  trata".  En  efecto,  el  artículo  255  de- 
cíla:  "Las  cuestiones  de  competencia  que  se  susciten  entre  otras  autori- 
dades judiciales  que  las  indicadas  en  el  artículo  anterior,  serán  resuel- 
tas por  la  Corte  Suprema".  "Cuando  estas  competencias  tengan  lugar 
entre  un  tribunal  civil  y  otro  eclesiástico,  si  la  Corte  Suprema  resol- 
viese que  el  conocimiento  del  negocio  corresponde  al  primero,  sólo  las 
resoluciones  de  éste  producirán  efectos  civiles".  Esto  quería  decir  que 
la  competencia  de  los  tribunales  cuando  se  discutía  si  la  causa  espiri- 
tual o  temporal,  se  podía  resolver  por  la  Corte  Suprema  contra  la 
sentencia  del  tribunal  eclesiástico,  al  que  se  le  podía  privar  de  toda 
eficacia  en  cuanto  a  efectos  civiles,  por  la  misma  Corte,  o  sea,  por  el 
tribunal  civil.  P'or  lo  tanto,  del  tribunal  eclesiástico  que  se  juzgaba 
competente  se  podía  recurrir  de  fuerza  al  Tribunal  civil.  Esta  fué  la 
situación  que  en  realidad  quedó  subsistente  (2). 


4. — Ley  interpf etaiiva  del  Art.  5?  de  la  Constitución. 

La  relativa  tranquilidad  religiosa  del  Gobierno  de  don  J.  Joaquín 
Pérez  se  vió  turbada  por  una  reforma  de  la  Constitución  que  algu- 
nos grupos  avanzados  desde  tiempo  atrás  venían  agitando.  Él  partido 
radical,  de  reciente  formación  y  el  monttvarista  se  unieron  en  1865 
para  pedir  a  la  Cámara  de  Diputados  la  supresión  del  Art.  59  de  la 
Constitución  que  establecía  que  "La  Religión  de  la  República  de  Chi- 
le es  la  Católica  Apostólica  Romana,  con  exclusión  del  ejercicio  pú- 
blico de  cualquiera  otra".  Suprimir-  este  artículo  significaba  el  esta- 
blecimiento legal  de  la  libertad  de  cultos  en  el  país,  que  de  hecho 
ya  existía  (3). 

El  debate  a  que  dio  lugar  -este  proyecto  de  reforma  fué  largo  y 


(1)  Valdivieso  R.,   Valentín:  "Obras  Completas",  T.  11,  pág.  95. 

(2)  Felizmente,  en  el  nuevo  Código  Orgánico  de  Tribunales  la  Comisión 
suprimió  este  artículo.  La  Sede  Apostólica  ante  el  no  cumplimiento  de 
este  pacto  bilateral,  no  ha  reconocido  canónicamente  la  supresión  de 
fuero.  El  profesor  don  Carlos  Hamilton  narra  en  un  artículo  publicado 
en  los  "Anales  de  la  Facultad  Pontificia  de  Teología"  5,  págs.  49  v 
50,  titulado  "Privilegium  fori  en  Chile",  dos  casos  en  que  la  Santa  Sede 
ha  desconocido  la  supresión  del  fuero  en  Chile. 

(3)  Recuérd'Gse  que  en  1858,  a  petición  del  pastor  protestante  Mr.  David 
Trumbell,  se  había  autorizado  en  Valparaíso  una  iglesia  pública  pro- 
testante, a  pesar  de  la  disposición  constitucional  citada. 
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reñido  y  conmovió  fuertemente  al  público,  tomando  parte  en  él  los 
hombres  más  eminentes  de  todos  los  partidos,  y  entre  los  que  aboga- 
ron por  la  subsistencia  del  Art.  5*?  fué  el  diputado  por  el  departamen- 
to de  Rere  (Copiapó),  presbítero  don  Joaquín  Larraín  Gandarilas.  Des- 
pués de  largos  y  eruditos  discursos  en  las  Cámaras,  en  que  se  defen- 
dieron con  ardor  ambas  tendencias,  el  Gobierno  con  el  fin  de  dar  al 
asunto  una  solución  conciliatoria,  con  fecha  3  de  Julio  envió  al  Sena- 
do un  proyecto  de  transacción  que  en  vez  de  suprimir  el  artículo  cons- 
titucional, lo  interpretaba,  estableciendo  qué  debía  entenderse  por  cul- 
to que  no  es  público,  ya  que  dicha  disposición  sólo  prohibía  el  ejer- 
cicio público  de  los  falsos  cultos.  Decía  el  proyecto  enviado  por  el  Eje- 
cutivo: 

"ARTICULO  IP:  Se  declara  que  por  el  artículo  5^  de  la  Constitu- 
ción se  permite  a  los  que  no  profesan  la  religión  católica,  apostólica, 
romana,  el  culto  que  se  practica  dentro  del  recinto  de  capillas  o  edifi- 
cios de  propiedad  particular. 

"ARTICULO  29:  Es  permitido  a  los  disidentes  fundar  y  sostener 
escuelas  privadas  para  la  enseñanza  de  sus  propios  hijos  en  la  doc- 
trina de  sus  religiones.— Santiago,  Julio  3  de  1865. — José  Joaquín  Pé- 
rez.— Federico  Errázuriz". 

Se  creyó  que  toda  duda  desaparecería  declarando  que  no  se  consi- 
dera público  el  culto  que  se  ejerce  en  capillas  o  dificios  de  propiedad 
particular. 

En  la  práctica,  en  esta  declaración  no  solamente  se  legalizaba  la 
fundación  de  las  iglesias  protestantes  existentes,  sino  que  dejaba  abier- 
ta la  puerta  para  fundar  otras  en  adelante,  siempre  que  estuviesen  en 
terrenos  de  propiedad  particular,  esto  es,  de  las  sectas  protestantes 
que  son  corporaciones  de  derecho  privado. 

No  agradó  tampoco  a  las  autoridades  eclesiásticas  esta  solución, 
ya  que  en  adelante,  los  disidentes  podrían  erigir  templos  espaciosos  j 
magníficos,  puesto  que  la  publicidad  no  depende  de  la.  extensión  y  ca- 
lidad de  los  edificios,  sino  de  la  condición  del  terreno  en  que  se  edi- 
fican. Pero  había  razones  que  aconsejaban  aceptarla. 

"Entendida  en  este  sentido,  la  ley  interpretativa  era  un  barreno 
aplicado  al  Art.  5°  de  la  Constitución,  o  más  bien,  era  la  libertad  de 
cultos,  porque  ¿qué  más  necesitan  los  disidentes  para  el  "ejercicio  de 
su  culto  y  para  propagar  sus  doctrinas,  que  tener  locales  donde  ejer- 
cerlo y  escuelas  en  que  propagarlas? 

"A  pesar  de  todo,  era  el  menos  malo  de  los  proyectos  de  reforma; 
y,  ya  que  era  forzoso  adoptar  alguna  resolución  en  vista  de  la  resuel- 
ta actitud  de  los  partidos  de  oposición,  la  prudencia  aconsejaba  votar 
en  su  favor  para  poner  término  a  aquel  ardiente  debate,  provocado 
con  el  propósito  de  crear  dificultades  al  Gobierno.  Adoptando  este  pro- 
yecto se  conjuraba,  además,  el  peligro  de  la  supresión  total  del  ar- 
tículo 5°  con  lo  cual  se  habría  establecido  de  hecho  el  ateísmo  del 
Estado  y  su  separación  de  la  Iglesia"  (1). 


(1)  Vergara  Antúnez,  Rodolfo:  "Vida  de  don  Joaquín  Larraín  Gandarillas"> 
pág.  148. 
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El  Senado,  después  de  considerar  todas  las  razones  expuestas, 
aprobó  el  proyecto,  pero  suprimiendo  la  palabra  "capillas",  ya  que  en 
lenguaje  común  significa  lugares  destinados  al  culto  católico.  La  Cá- 
mara de  Diputados  tras  larga  discusión,  lo  aprobó  en  igual  forma, 
por  una  gran  mayoría,  convirtiéndose  en  ley  de  la  República  el  27 
de  Julio  de  1865.  Terminaba  de  esle  modo,  aquel  debate  que  mantu- 
vo durante  algunos  meses,  en  ansiosa  expectativa  el  ánimo  público, 
sobre  todo,  del  elemento  católico. 


CAPITULO  III 


1. — ConciKo  Vaticano.  Destacada  actuación  d«l  Arzobispo  Valdivieso. 

El  29  de  Junio  del  año  1868,  Su  Santidad  el  Papa  Pío  IX,  convo- 
caba a  un  Concilio  Ecuménico  Vaticano,  que  entre  los  muchos  asun- 
tos que  debía  tratar  estaba  el  del  dogma  de  la  infalibilidad  Pontificia. 
En  esta  ocasión,  no  fué  invitado  ningún  Gobierno,  como  hasta  enton- 
ces se  había  hecho  en  esta  clase  de  asambleas  mundiales  del  Obispado 
católico  "temeroso  el  Papa,  sin  duda,  como  dice  don  Abdón  Cifuentes, 
de  las  influencias  perturbadoras  que  en  algunos  Concilios  han  ejer- 
citado los  soberanos  por  algunas  miras  políticas  o  mundanas"  (1). 

L?.  provincia  eclesiástica  chilena  estuvo  representada  por  el  Ar- 
zobispo Valdivieso  y  los  Obispos  de  La  Serena  y  Concepción,  agregán- 
dose algún  tiempo  después,  el  Obispo  de  Ancud  Fray  Francisco  ele 
Paula  Solar. 

El  Gobierno  que  conocía  la  gran  ilustración  y  valer  de  los  jefes  de 
los  jefes  de  la  Iglesia  chilena,  no  quiso  desperdiciar  una  ocasión  de 
mostrar  al  mundo  que  en  esta  apartada  región  se.  conocía  y  se  estu- 
diaba el  dogma,  tan  bien  como  en  las  más  afamadas  Universiddes  Pon- 
tificias. 

Al  efecto,  ayudó  para  los  gastos  del  viaje  de  la  representación 
chilena,  con  la  suma  de  .$  20.000.  Don  José  Victorino  Lastarria  im- 
pugnó en  la  Cámara  esta  ayuda  gubernativa  y  gozando  como  gozaba 
de  "un  gran  prestigio  como  orador,  se  creyó  que  el  subsidio  gubernati- 
vo iba  a  ser  rechazado.  Pero  un  joven  diputado,  don  Abdón  Cifuen- 
tes, se  levantó  apoyando  la  posición  del  Gobierno  y  lo  rebatió  en  for- 
ma brillante  y  sólida  de  tal  modo  que  por  gran  mayoría,  la  Cámara 
aprobó  la  cantidad  pedida. 

No  quedaron  frustradas  las  esperanzas  del  Gobierno.  El  Concilio 
se  abría  solemnemente  el  6  de  Diciembre  de  1869,  y  tanto  el  Arzobis- 
po de  Santiago  como  el  Obispo  de  Concepción  tuvieron  durante  las  se- 
siones del  Concilio,  una  destacadísima  actuación.  El  señor  Valdivieso 
fué  nombrado  por  el  Papa  miembro  de  la  Congregación  "Póstulata", 
y  el  mismo  Concilio  lo  eligió  miembro  de  la  Congregación  de  "Fide", 
que  eran  las  más  importantes  del  Concilio  (2). 

El  Arzobispo  Valdivieso  fué  admirado  en  Roma,  como  una  de  las 


(1)  Cifuentes,  Abdón:  "Memorias",  T.  I,  pág.  287. 

(2)  "Congregaciones",  se  denominan  en  la  Iglesia  Católica,  lo  que  en  nues- 
tras Cámaras  son  las  "Comisiones  de  estudio". 
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primeras  figuras  de  la  Iglesia  universal. 

2. — El  Concilio  Vaticano  y  el  Obispo  de  Concepción 
don  José  Hipólito  Salas. 

Si  el  Arzobispo  Valdivieso  descolló  en  su  labor  dentro  de  las  "Con- 
gregaciones", el  señor  Salas  brilló  en  sus  discursos,  que  se  hicieron  cé- 
lebres en  el  Concilio,  particularmente  el  que  se  refería  al  régimen  repu- 
blicano. Sus  dotes  personales,  así  físicas  como  morales,  lo  hicieron  fa- 
moso. He  aquí  como  don  Abdón  Cifuentes  al  comentar  su  actuación  en 
el  Concilio,  lo  describe:  , 

"Sabido  es  que  el  litmo.  señor  Salas  gozaba  en  Chile' de  merecida 
fama  de  elocuente  orador.  A  su  distinguido  talento  y  a  su  vasta  ilus- 
tración unía  una  rica  imaginación,  un  corazón  de  oro,  magnánimo  y 
abierto  a  todas  las  inspiraciones  nobles,  generosas  y  vai'oniles.  Habla- 
ba el  latín  con  facilidad  y  esmerada  corrección.  A  estas  cualidades  só- 
lidas y  brillantes  de  su  cultivado  espíritu,  se  unían  en  feliz  consorcio 
las  mas  ielices  cualidades  externas  del  orador.  Alio  y  corpulento,  era 
de  una  estatura  imponente;  su  rostro  de  una  varonil  hermosura,  se  dis- 
tinguía, sobre  todo,  por  sus  grandes  ojos  de  mirada  p>enetrante  y  seve- 
ra; pero  que  su  bondad  sabía  suavizar  hasta  la  ternura.  Tenía  un  tim- 
bré de  voz  plateado,  sonoro,  poderoso.  Se  decía  de  él  que  si  no  hubie- 
ra sido  Obispo  habría  sido  general,  tan  marcial  era  su  figura.  Nacido 
en  el  seno  de  una  honrada  y  modesta  familia,  nunca  desdeñó  ni  su  po- 
breza ni  su  humilde  cuna,  que  al  contrario,  túvolas  a  mucha  honra,  por- 
que todo  lo  debía  a  sus  personales  méritos"  (.1). 

Al  tratarse  sobre  la  infalibilidad  pontificia  dijo  tres  discursos.  El 
primero  fué  para  defenderla  de  las  objeciones  que  le  hizo  el  Obispo  de 
Orleans,  monseñor  Dupanioup,  y  el  célebre  y  docto  Obispo  alemán, 
monseñor  Strossmayer.  En  el  segundo,  demostró  la  autoridad  directa  e 
inmediata  del  Papa  sobre  el  clero  y  fieles  de  todo  el  mundo.  En  estos 
dos  discursos  fué  calurosamente  aplaudido,  especialmente  por  los  Obis- 
pos españoles.  ; 

Su  tercer  discurso,  sin  embargo,  provocó  en  un  comienzo  en  la 
asamblea,  señaladas  muestras  de  desaprobación,  pues,  había  comenza- 
do declarándose  como  "chileno,  republicano  y  demócrata",  lo  que  cau- 
só gran  revuelo.  Pero  a  medida  que  desarrollaba  su  discurso,  proban- 
do que  el  régimen  republicano  lejos  de  ser  anticatólico,  favorecía  el  de- 
sarrollo de  la  Iglesia,  la  asamblea  del  Concilio  fué  cambiando  de  pare- 
cer; y  de  tal  modo  discurrió  "con  tan  abrumadores  razonamientos,  con 
tan  enérgica  valentía,  con  tan  irresistible  elocuencia,  que  al  concluir 
su  discurso,  la  asamblea  estalló  en  calurosos  aplausos;  la  sesión  se  sus- 
pendió en  obsequio  del  orador  y  fué  llevado  como  en  triunfo  a  la  sala 
del  descanso,  donde  le  prodigaron  entusiastas  elogios"  (2). 

Don  Abdón  Cifuentes  que  se  encontraba  en  Roma  durante  este 
período  del  Concilio,  y  que  captó  el  sentimiento  anti-republicano  que 
reinaba  entonces  en  Europa,  particulamente  en  la  Santa  Sede,  nos  dice: 

"Ello  era  natural.  No  he  conocido  enemigos  más  odiosos  y  temibles 


(1)  Cifuentes,  Abdón:  "Memorias",  T.  I,  págs.  289  y  290. 

(2)  Cifuentes,  Abdón:  "Memorias",  T.  I,  pág.  291. 
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de  la  República,  que  la  "turba  multa"  de  los  republicanos  europeos.  La 
República  que  han  acostumbrado  pasear  en  sus  bacanales  liberticidas, 
es  una  república  manchada  de  pies  a  cabeza  de  todo  género  de  vicios 
y  crímenes.  La  opinión  pública  ha  llegado  así  a  formarse  del  gobierno  re- 
publicano una  idea  falsa  como  detestable.  Por  eso  ordinariamente  las 
gentes  honradas  y  pacíficas  huyen  de  la  República  por  huir  de  los  re- 
publicanos. Así  es  que  no  era  de  extrañar  la  ingrata  sorpresa  que  de- 
bió causar  en  la  mayoría  del  Concilio  la  franca  declaración  del  señor 
Salas.  Pero  una  vez  que  el  orador  entró  al  fondo  de  la  cuestión,  la  im- 
presión de  la  asamblea  cambió  por  completo". 

"Felicitándolo  yo  después  por  su  noble  triunfo,  el  señor  Salas  me 
contestó:  "También  yo  he  blandido  en  el  Concilio,  mi  lanza  araucana  y 
bendigo  a  Dios,  porque  ha  querido  que  el  nombre  de  mi  querido  Chile 
y  de  mi  amada  Diócesis  hayan  sido  honrados  en  tan  augusta  asam- 
blea" (1). 

El  Concilio  Ecuménico  tuvo  que  disolverse  antes  de  su  termina- 
ción, con  motivo  de  la  ocupación  violenta  que  el  rey  de  Italia,  Víctor 
Manuel,  hizo  de  la  capital  del  mundo  católico  el  20  de  Septiembre  de 
1870,  sin  que  hubiera  podido  agotar  el  programa  que  se  había  trazado. 


(1)  Cifuentes,  Abdón:  "Memorias",  T.  I,  pág.  290. 
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